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SALA CONSTITUCIONAL
derecho humano a la buena administración pública, 
artículo 7, apartado a, de la constitución política 
de la ciudad de méxico, deber que tiene la autoridad 
de permitir el acceso al expediente que correspon-
da en la etapa de investigación, dentro del procedi-
miento de responsabilidad administrativa.

Hechos: Un particular presentó una denuncia ante el del Ór-
gano Interno de Control en la Secretaría del Medio Ambiente 
de la Ciudad de México, y frente a la negativa de esa autoridad 
para permitirle el acceso al expediente, en su carácter de per-
sona denunciante, interpuso la acción de protección efectiva 
de derechos. 
Criterio jurídico: El derecho a la buena administración, reco-
nocido en el artículo 7, apartado A, de la Constitución Políti-
ca de la Ciudad de México, es un derecho fundamental de las 
personas y, al mismo tiempo, un principio que rige la actua-
ción de los poderes públicos, el cual obliga a las autoridades a 
atender y resolver sus asuntos, de manera imparcial y equita-
tiva, dentro de un plazo razonable, acorde al debido proceso 
administrativo, y dentro de sus dimensiones encontramos la 
relativa al deber que tiene la autoridad administrativa de per-
mitir el acceso al expediente que corresponda, con respeto a la 
confidencialidad, reserva y la protección de datos personales.

El caso en estudio deriva de la tramitación de un expedien-
te que se formó con motivo de la denuncia formulada por la 
hoy parte quejosa (denunciante), que se encuentra en etapa de 
investigación, es decir, en etapa previa a la del procedimiento 
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de responsabilidad administrativa. Al respecto, cabe tener en 
cuenta que el nuevo esquema de responsabilidades adminis-
trativas en la Ciudad de México se integra por un procedi-
miento administrativo, entendido en un sentido amplio; que, 
a su vez, se integra por diversas fases o etapas: la primera de 
ellas, identificada como de investigación y, una segunda etapa, 
como procedimiento de responsabilidad administrativa. En el 
nuevo esquema no se acota el grado de intervención de la per-
sona denunciante en la etapa de investigación; en tanto que 
su grado de intervención (calidad de parte) y derechos proce-
dimentales sí se encuentran expresamente reconocidos por lo 
que se refiere a la etapa identificada como procedimiento de 
responsabilidad administrativa.

No obstante, teniendo en cuenta la finalidad persegui-
da por el legislador, al incorporar, a la persona denunciante, 
como sujeto activo, en el procedimiento administrativo en 
sentido escrito, así como la trascendencia que reviste la etapa 
de investigación, como una fase previa y determinante para 
la instauración del procedimiento disciplinario en sentido es-
tricto, resulta lógico afirmar que deba contar con la posibili-
dad de tener acceso al expediente, para conocer el estado en 
el que se encuentra y, en particular, las diligencias de investi-
gación llevadas, a fin de que, de estimarlo pertinente, también 
pueda hacer valer las acciones que legalmente correspondan. 
De sostener como válida la negativa de acceso al expediente, 
se constituiría en un obstáculo para conocer las diligencias de 
investigación que se hubiesen realizado y, en su caso, las omi-
siones que se adviertan, que de no subsanarse, en su momen-
to, también impedirían la posible transición a la segunda eta-
pa; y, con ello, que se pueda materializar el derecho subjetivo 
que la ley otorga al denunciante para participar activamente, 
en su calidad de parte, en el procedimiento de responsabilidad 
administrativa, en sentido estricto.
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Justificación: Sobre el particular, el Poder Judicial de la Fe-
deración ha pronunciado algunos criterios, que si bien co-
rresponden a interpretaciones al régimen de responsabilidad 
administrativa y a la Ley General de Responsabilidades Ad-
ministrativas y, en el caso a estudio, se trata de la normativa 
de la Ciudad de México, también lo es que la regulación en la 
ciudad y, particularmente, la Ley de Responsabilidades Admi-
nistrativas de la Ciudad de México, deviene del deber de las 
legislaturas de las entidades federativas de expedir las leyes 
y hacer las respectivas adecuaciones normativas conforme al 
decreto que expidió la citada Ley General; de ahí que la in-
terpretación realizada por el Poder Judicial de la Federación 
sirva de marco de referencia para las distintas entidades fede-
rativas, máxime la similitud en el texto de diversas disposicio-
nes de la Ley General y la de la Ciudad de México en materia 
de responsabilidades administrativas.

En particular, conforme los criterios establecidos respecto 
al nuevo procedimiento administrativo de responsabilidad, 
así como en lo concerniente a la naturaleza, finalidades e in-
tervención de la figura del denunciante, en la etapa de investi-
gación y en el procedimiento de responsabilidad administra-
tiva, se ha reconocido el interés jurídico con el que cuenta la 
persona denunciante para impugnar la negativa de la autori-
dad para iniciar una investigación, de tal manera que se consi-
dere pertinente y, como parte de los derechos procedimenta-
les que le corresponden a la persona denunciante, tener acceso 
al expediente, para hacer efectivo su derecho de participación 
activa en el procedimiento administrativo correspondiente, 
entendido en un sentido amplio, en su primer fase, identifica-
da como de investigación.

Sin que se consideren aplicables las restricciones que pre-
tende hacer valer la autoridad señalada como responsable, en 
el sentido de que se trata de información reservada a la que 
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no puede tener acceso la persona denunciante, pues dicha 
restricción operaría tratándose del ejercicio del derecho hu-
mano de acceso a la información pública que corresponde a 
cualquier persona ajena a la tramitación del procedimiento, 
pero no respecto de quienes tienen una participación activa y 
derechos procedimentales y subjetivos reconocidos en dicho 
procedimiento.

MATERIA CIVIL
derecho a la vida y a la salud, deben prevalecer ante 
el cumplimiento de formalismos establecidos en 
las condiciones del contrato de seguro (uso de 
medicamentos de emergencia como remdesivir) .

Hechos: Una persona contrató un seguro de gastos médicos 
mayores, y al haber contraído covid-19 le fue indicado por el 
médico tratante la administración del medicamento Remdesi-
vir, cuyo costo asumió el asegurado; posteriormente solicitó a 
la empresa aseguradora el reembolso de las sumas erogadas 
con tal motivo, y ante la negativa de ésta, presentó demanda 
en la vía oral mercantil.

Criterio jurídico: De conformidad con lo estipulado en las 
condiciones generales que rigen el contrato de seguro que 
vincula a los contendientes, los “medicamentos” deben ser un 
producto farmacéutico empleado en el tratamiento de una en-
fermedad, registrado ante la farmacopea, que es el documento 
expedido por la Secretaria de Salud, y contar con otros requi-
sitos. Interpretación que sin duda debe prevalecer en condi-
ciones ordinarias, pues el contrato de seguro es un acuerdo 
de voluntades en el que las partes se someten a los términos 
y condiciones pactados. No obstante, en el caso concreto no 
puede atenderse a una interpretación ordinaria de los térmi-
nos del contrato de seguro básico, pues en la especie se ac-
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tualizaron condiciones extraordinarias que requieren de una 
interpretación extensiva, protectora y garantista de derechos 
fundamentales para todo ser humano, como son la vida, la 
salud y la preservación de ambas.

No puede soslayarse el hecho de que el actor se vio afectado 
con el padecimiento de covid 19, consecuencia de la pandemia 
mundial relacionada con el virus Sars Cov2, lo que constituyó 
una emergencia sanitaria, dejando de lado cuestiones rigoris-
tas, como es el caso de los permisos por parte de la Comisión 
para la Protección de Riesgos Sanitarios para ciertos medi-
camentos (como el Remdisivir), priorizando salvaguardar la 
vida, salud e integridad física de las personas que contrajeron 
dicho padecimiento.

Bajo esa tesitura, dado que la demandada no justificó den-
tro de la secuela procesal con elemento de convicción algu-
no las causas de exclusión de responsabilidad que invocó, ni 
acreditó el pago de la indemnización reclamada conforme a 
lo pactado en la póliza basal, la acción de cumplimiento del 
contrato de seguro resulta procedente.

Justificación: En el caso que nos ocupa debe realizarse un aná-
lisis a la luz de las circunstancias extraordinarias que se presen-
taron, a fin de velar por la mayor protección de las prerrogativas 
a la vida, salud y la preservación de ambas, reconocidas a nivel 
constitucional tanto en el ámbito federal como local, y hacer 
una interpretación extensiva de las condiciones generales que 
rigen el contrato de seguro que une a las partes, a fin de dar una 
mayor protección de los derechos humanos mencionados.

Además, tampoco debe soslayarse que mediante comu-
nicado de doce de marzo de dos mil veintiuno, la Comisión 
Federal para la Protección Contra Riesgos Sanitarios (COFE-
PRIS) autorizó para el uso de la emergencia el medicamento 
Remdesivir, mismo que sería destinado al apoyo de las accio-
nes para la atención de pacientes con covid-19.
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Por tanto, una interpretación extensiva, garantista y pro-
tectora de los Derechos Humanos a la vida, la salud y la pre-
servación de ambos, tomando en consideración las circuns-
tancias extraordinarias y específicas del caso, permite concluir 
que si bien el medicamento Remdisivir no contaba con el re-
gistro sanitario por la Comisión Federal para la Protección 
Contra Riesgos Sanitarios ni licencia formal para su comer-
cialización en el territorio nacional, tales condiciones queda-
ron superadas con la autorización de la Secretaria de Salud 
para el uso emergente del fármaco en comento, pues antes que 
el cumplimiento de los formalismos en cita está la necesidad 
de salvaguardar la vida, la salud e integridad de la población.

daño moral, se causa una afectación en los senti-
mientos de la actora, al incumplirse un contrato de 
prestación de servicios funerarios. 
Hechos: Una empresa dedicada a los servicios funerarios ofer-
tó un contrato a la parte actora para, entre otras prestaciones, 
brindar el servicio de depósito de cenizas en los nichos que 
para tal efecto tiene habilitados; sobrevenido el fallecimiento 
de un familiar de la actora, se solicitó a la empresa el cumpli-
miento del contrato, y ésta se negó a ello argumentando que 
había un error en la oferta y, en consecuencia, que dicho con-
trato había sido cancelado. 

Criterio jurídico: Los tratadistas coinciden en concebir el 
daño moral como la privación o disminución de aquellos bie-
nes que tienen un valor notable en la vida del ser humano, 
como son la paz, la tranquilidad del espíritu, la libertad in-
dividual, la integridad física, el honor, entre otros. Atento a 
lo anterior, y tomando en consideración las circunstancias de 
hecho del presente asunto y atendiendo esencialmente a que 
en la especie, la demandada incumplió con lo pactado en un 
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contrato de servicios funerarios, lo que ocasionó el sufrimien-
to y afectación emocional a la actora, pues al hacer ésta uso de 
los derechos adquiridos con la celebración del citado contrato 
y tratar de colocar las cenizas de sus familiares fallecidos en 
los nichos, y habérselo impedido el personal de la demandada 
bajo el argumento de que su contrato estaba cancelado de ma-
nera ilegal y unilateralmente, esa situación le causó una afec-
tación emocional y en sus sentimientos, al tener que retirarse 
con las cenizas de sus familiares fallecidos, y durante todo ese 
tiempo tuvo que dejarlas en un altar provisional en su domi-
cilio, lo que ocasionó que haya tenido que buscar la manera 
de dar la adecuada sepultura a sus familiares, y demandar el 
cumplimiento del contrato base de la acción. 

Justificación: La oferta que realiza la demandada al público 
respecto de sus servicios, no coincidió con lo ofertado a la par-
te actora, lo que ocasionó el menoscabo a los derechos de ésta 
en sus sentimientos; dado que difícilmente se podrán resarcir 
del mal momento y la intranquilidad que ocasionó la deman-
dada. De ahí que dada la prestación eminentemente social que 
dicha demandada realiza, y que válidamente se considere que 
su capacidad económica es de un nivel elevado, lo que permi-
te emitir entonces una condena justa por concepto de daño 
moral, y haciendo uso del prudente arbitrio, ya que en el caso 
concreto se encuentra acreditada la ilicitud de la conducta de 
la parte demandada (consistente en el incumplimiento del 
contrato base de la acción: causa), y como efecto el daño di-
recto a la actora (consistente en impedirle depositar los restos 
de su seres queridos en los nichos contratados); afectaciones 
que no requieren de una prueba directa, sino que para ello es 
suficiente su presunción fundada en los hechos que la motiva-
ron, según lo precisado con anterioridad. 115
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JUSTICIA PARA ADOLESCENTES
protección de datos personales de una persona de-
clarada como responsable en el sistema de justicia 
juvenil, procedimiento de cancelación conforme a 
la ley federal de protección de datos personales en 
posesión de los particulares.
Hechos: Se ordenó la aplicación de una medida cautelar que 
solicitó un adolescente, prevista en el artículo 81 de la Ley Ge-
neral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, consis-
tente en “la suspensión o bloqueo de cuentas de usuarios” a fin 
de evitar la difusión de información que pueda controvertir el 
interés superior de la niñez; el adolescente promovió juicio de 
amparo, al considerar que no se salvaguardaba, entre otros, 
su derecho a la protección de datos personales. El amparo fue 
concedido a efecto de que la autoridad responsable, es decir, el 
Juzgado Único de Transición de Justicia para Adolescentes de 
la Ciudad de México, que conoció del asunto de origen, dic-
tara otra resolución, con plenitud de jurisdicción y de manera 
fundada y motivada, en relación con la aplicación de la medida 
cautelar de bloqueo de cuentas de usuarios y otras cuestiones 
que fueron objeto de la petición del adolescente.

Criterio jurídico: Aun cuando el adolescente es adulto, las 
publicaciones que nos ocupan se suscitaron en el marco de 
la Justicia Juvenil, por lo que de conformidad con la Ley Na-
cional del Sistema Integral de Justicia para Adolescentes, en 
sus artículos 6 y 13, aunque las personas sujetas a tal orde-
namiento cumplan la mayoría de edad, seguirán teniendo el 
carácter de adolescentes y, con ello, tanto el respeto de sus 
derechos fundamentales como específicos que les reconocen 
la Constitución y los tratados internacionales.

Es decir, la petición del adolescente se sustenta en un de-
recho que está reconocido tanto a nivel nacional como en la 
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normativa internacional, que tutelan la protección que el Es-
tado debe proveer al respecto; pues para ello deberá establecer 
mecanismos de control en caso de que exista algún tipo de 
vulneración; y para ese efecto existen los derechos de acceso, 
rectificación, cancelación y oposición a la publicación de los 
datos personales (ARCO), que han cobrado mayor relevancia 
debido al tratamiento electrónico e informático que actual-
mente se vive con las nuevas tecnologías.

Por otra parte, debe decirse que corresponde a los crea-
dores de la información y editores de las páginas de internet, 
determinar qué información puede o no ser indexada en los 
motores de búsqueda; razón por la cual es necesario que el 
peticionario inicie el ejercicio de sus derechos, como titular 
de sus datos personales, pues si bien es cierto, la ley protege 
sus derechos al darle el carácter de adolescente, también lo es 
que no podemos dejar de lado su autonomía progresiva, que 
de acuerdo al artículo 19 de la ley Nacional, consiste en que 
todas las autoridades deben hacer el reconocimiento pleno de 
la titularidad de derechos de las personas adolescentes y de su 
capacidad progresiva para ejercerlos, de acuerdo con la evolu-
ción de sus facultades, lo cual significa que a medida que au-
menta la edad, también se incrementa el nivel de autonomía. 

De ahí que, atendiendo precisamente al interés superior 
del niño y a efecto de que la medida cumpla con la finalidad 
para la que fue prevista por el legislador, al momento de emi-
tir la Ley General de los derechos de las Niñas, Niños y ado-
lescentes, en su artículo 81, se ordena que la medida cautelar 
de bloqueo de cuentas de usuarios sea aplicada a cada uno de 
los sitios de internet que describió el adolescente, a fin de evi-
tar la difusión de información o datos personales.

En el entendido de que tal medida no sustituirá las acciones 
en el ejercicio de sus derechos que realizará el adolescente, ya que 
dicha medida cautelar tiene efectos meramente provisionales.
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Justificación: La cancelación de los derechos de datos perso-
nales que aparecen en los sitios de internet, se ejerce de con-
formidad con el artículo 25 de la Ley Federal de Protección de 
Datos Personales en Posesión de los Particulares, que señala: 
“La cancelación de datos personales dará lugar a un periodo 
de bloqueo tras el cual se procederá a la supresión del dato. El 
responsable podrá conservarlos exclusivamente para efectos 
de las responsabilidades nacidas del tratamiento. El periodo 
de bloqueo será equivalente al plazo de prescripción de las 
acciones derivadas de la relación jurídica que funda el trata-
miento en los términos de la Ley aplicable en la materia.” Así, 
el artículo 3, fracción III, del citado ordenamiento describe 
qué debemos entender por bloqueo, en tanto que la supresión 
es la actividad consistente en eliminar, borrar o destruir el o 
los datos personales, una vez concluido el periodo de bloqueo 
bajo las medidas de seguridad previamente establecidas por 
el responsable, como los dispone la fracción XII del artículo 
2 del Reglamento de la Ley Federal de Protección de datos 
Personales en Posesión de los Particulares.

Por tanto, se trata de medidas con consecuencias distintas, 
pues la primera sólo es provisional hasta en tanto se agote el 
proceso, para así dar paso a su eliminación definitiva.

Conforme a lo establecido tanto en la ley federal de la ma-
teria como en su reglamento, ya citados, el sitio al que se en-
viará la solicitud será a los avisos de privacidad que se seña-
lan en cada uno de las páginas de internet de que se trate, tal 
como se desprende de la fracción IV del artículo 16 de dicha 
ley. Ante ello, se comunicará al interesado –en este caso el 
adolescente–, si resulta procedente solicitado. Finalmente, el 
adolescente podrá presentar una solicitud de protección de 
datos por la respuesta recibida o falta de respuesta del respon-
sable, de conformidad con el capítulo VII de la Ley Federal de 
Protección de Datos Personales. 149
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Materia Constitucional 3

Para resolver en definitiva los autos que integran el expediente corres-
pondiente al procedimiento relativo a la acción de protección efectiva 
de derechos, promovido contra actos del titular del Órgano Interno de 
Control en la Secretaría del Medio Ambiente de la Ciudad de México.

JUZGADO SEGUNDO EN MATERIA 
DE TUTELA DE DERECHOS HUMANOS

JUEZA: BLANCA IVONNE ÁVALOS GÓMEZ

SUMARIOS:

derecho humano a la buena administración pública, artí-
culo 7, apartado a, de la constitución política de la ciu-
dad de méxico, deber que tiene la autoridad de permitir el 
acceso al expediente que corresponda en la etapa de in-
vestigación, dentro del procedimiento de responsabilidad 
administrativa

Hechos: Un particular presentó una denuncia ante el del Órgano In-
terno de Control en la Secretaría del Medio Ambiente de la Ciudad de 
México, y frente a la negativa de esa autoridad para permitirle el acce-
so al expediente, en su carácter de persona denunciante, interpuso la 
acción de protección efectiva de derechos. 

Criterio jurídico: El derecho a la buena administración, reconocido 
en el artículo 7, apartado A, de la Constitución Política de la Ciudad 
de México, es un derecho fundamental de las personas y, al mismo 
tiempo, un principio que rige la actuación de los poderes públicos, el 
cual obliga a las autoridades a atender y resolver sus asuntos, de ma-
nera imparcial y equitativa, en un plazo razonable, acorde al debido 
proceso administrativo, y dentro de sus dimensiones encontramos la 
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relativa al deber que tiene la autoridad administrativa para permitir 
el acceso al expediente que corresponda, con respeto a la confidencia-
lidad, reserva y la protección de datos personales.

El caso en estudio deriva de la tramitación de un expediente que se 
formó con motivo de la denuncia formulada por la hoy parte quejosa 
(denunciante), que se encuentra en etapa de investigación, es decir, en 
etapa previa a la del procedimiento de responsabilidad administrativa. 
Al respecto, cabe tener en cuenta que el nuevo esquema de responsa-
bilidades administrativas en la Ciudad de México se integra por un 
procedimiento administrativo, entendido en un sentido amplio; que, 
a su vez, se integra por diversas fases o etapas: la primera de ellas, 
identificada como de investigación y, una segunda etapa, como pro-
cedimiento de responsabilidad administrativa. En el nuevo esquema 
no se acota el grado de intervención de la persona denunciante en la 
etapa de investigación; en tanto que su grado de intervención (calidad 
de parte) y derechos procedimentales sí se encuentran expresamente 
reconocidos por lo que se refiere a la etapa identificada como procedi-
miento de responsabilidad administrativa.  

No obstante, teniendo en cuenta la finalidad perseguida por el le-
gislador, al incorporar a la persona denunciante como sujeto activo, en 
el procedimiento administrativo en sentido escrito, así como la tras-
cendencia que reviste la etapa de investigación, como una fase previa 
y determinante para la instauración del procedimiento disciplinario 
en sentido estricto, resulta lógico afirmar que la persona denunciante 
debe contar con la posibilidad de tener acceso al expediente, para co-
nocer el estado en el que se encuentra y, en particular, las diligencias 
de investigación llevadas, a fin de que, de estimarlo pertinente, tam-
bién pueda hacer valer las acciones que legalmente correspondan. De 
sostener como válida la negativa de acceso al expediente, se constitui-
ría en un obstáculo para conocer las diligencias de investigación que 
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se hubiesen realizado y, en su caso, las omisiones que se adviertan, 
que de no subsanarse, en su momento, también impedirían la posible 
transición a la segunda etapa; y, con ello, que se pueda materializar 
el derecho subjetivo que la ley otorga al denunciante para participar 
activamente, en su calidad de parte, en el procedimiento de responsa-
bilidad administrativa, en sentido estricto.
Justificación: Sobre el particular, el Poder Judicial de la Federación 
ha pronunciado algunos criterios, que si bien corresponden a inter-
pretaciones al régimen de responsabilidad administrativa y a la Ley 
General de Responsabilidades Administrativas y, en el caso a estudio, 
se trata de la normativa de la Ciudad de México, también lo es que la 
regulación en la ciudad y, particularmente, la Ley de Responsabilida-
des Administrativas de la Ciudad de México, deviene del deber de las 
legislaturas de las entidades federativas de expedir las leyes y hacer 
las respectivas adecuaciones normativas conforme al decreto que ex-
pidió la citada Ley General; de ahí que la interpretación realizada por 
el Poder Judicial de la Federación sirva de marco de referencia para 
las distintas entidades federativas, máxime la similitud en el texto de 
diversas disposiciones de la Ley General y la de la Ciudad de México 
en materia de responsabilidades administrativas.

En particular, conforme los criterios establecidos respecto al nue-
vo procedimiento administrativo de responsabilidad, así como en lo 
concerniente a la naturaleza, finalidades e intervención de la figura 
del denunciante, en la etapa de investigación y en el procedimiento de 
responsabilidad administrativa, se ha reconocido el interés jurídico 
con el que cuenta la persona denunciante para impugnar la negativa 
de la autoridad para iniciar una investigación, de tal manera que se 
considere pertinente y, como parte de los derechos procedimentales 
que le corresponden, tener acceso al expediente para hacer efectivo su 
derecho de participación activa en el procedimiento administrativo 
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correspondiente, entendido en un sentido amplio, en su primer fase, 
identificada como de investigación.

Sin  que se consideren aplicables las restricciones que pretende 
hacer valer la autoridad señalada como responsable, en el sentido de 
que se trata de información reservada a la que no puede tener acce-
so la persona denunciante, pues dicha restricción operaría tratándose 
del ejercicio del derecho humano de acceso a la información pública 
que corresponde a cualquier persona ajena a la tramitación del pro-
cedimiento, pero no respecto de quienes tienen una participación ac-
tiva y derechos procedimentales y subjetivos reconocidos en dicho 
procedimiento.
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EXP. ***

Los testigos de asistencia licenciada Perla Isis Ruiz Colín y licencia-
do Maximiliano Cedillo Enciso, en suplencia de la persona titular de 
la Secretaría de Acuerdos, en términos de lo dispuesto en el artículo 
111 de la Ley Orgánica del Poder de Judicial de la Ciudad de Méxi-
co, certifican: “se hace constar, que todas las actuaciones judiciales 
del presente expediente han sido digitalizadas y obran en expediente 
digital integrado fielmente como el físico, gozando ambas versiones 
de los mismos efectos legales”. Se firma electrónicamente. Damos fe.

Ciudad de México, a dos de marzo de dos mil veintitrés.
Vistos, para resolver en definitiva, los autos que integran el expe-

diente número ***, correspondiente al procedimiento relativo a la Ac-
ción de Protección Efectiva de Derechos, promovido por *** contra 
actos del titular del Órgano Interno de Control en la Secretaría del 
Medio Ambiente de la Ciudad de México; y,

RESULTANDO:

Primero. Presentación de la demanda. Mediante escrito presentado 
ante la Oficialía de Partes Común para Juzgados y Salas del Poder 
Judicial de la Ciudad de México, el siete de febrero de dos mil vein-
titrés, remitido a este juzgado, por razón de turno, el día ocho del 
mismo mes y año, la parte quejosa ***, por su propio Derecho, pro-
movió procedimiento para ejercer la Acción de Protección Efectiva 
de Derechos, contra los actos que reclamó del Titular del Órgano In-
terno de Control en la Secretaría del Medio Ambiente de la Ciudad 
de México.
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Segundo. Acto reclamado: De la narrativa de hechos realizada 
por la parte quejosa se desprende que los actos reclamados consis-
ten en:

1. La negación de acceso al expediente de presunta responsabilidad ad-
ministrativa número ***, el cual se inició con motivo de la denuncia que 
presentó la parte quejosa, el veintinueve de Julio de dos mil veintidós, 
ante el Órgano Interno de Control en la Secretaría del Medio Ambiente 
de la Ciudad de México.

2. La omisión de informar a la quejosa, en términos de lo dispues-
to por el artículo 61 numeral 1 fracción IV de la Constitución Política 
de la Ciudad de México, el trámite recaído a la denuncia presentada 
el veintinueve de julio de dos mil veintidós, ante el Órgano Interno de 
Control en la Secretaría de Medio Ambiente de la Ciudad de México.

Tercero. Derechos que se estiman vulnerados. La parte quejosa se-
ñala que los actos reclamados violan su Derecho humano relativo a 
la buena administración pública, mismo que se encuentra previsto en 
el artículo 7 apartado A, numeral 1, de la Constitución Política de la 
Ciudad de México.

Cuarto. Admisión. Por auto de fecha ocho de febrero de dos mil 
veintitrés, se admitió a trámite el procedimiento para ejercer la Acción 
de Protección Efectiva de Derechos, en contra del Titular del Órgano 
Interno de Control en la Secretaría del Medio Ambiente de la Ciudad 
de México; ordenándose requerir a la autoridad en cita, para que rin-
diera su informe con justificación respectivo; practicándose la notifi-
cación correspondiente.

Quinto. Informe de la autoridad. Mediante oficio presentado ante 
la Oficialía de Partes de este juzgado. El diez de febrero de dos mil 
veintitrés, visible a fojas 28 (veintiocho) de autos, el Titular de Órgano 
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Interno de Control en la Secretaría del Medio Ambiente de la Ciudad 
de México, rindió el informe que le fue requerido.

Sexto. Alegatos. Desahogadas las pruebas aportadas por las partes, 
se aperturó el período de alegatos; dentro del cual, mediante escrito 
presentado en este juzgado, el veinte de febrero de dos mil veintitrés, 
la parte quejosa formuló alegatos de su parte; sin que la autoridad 
señalada como responsable hubiere ejercido tal Derecho; por lo que, 
sin necesidad de declaratoria expresa, a partir del día siguiente al del 
vencimiento del término para formular alegatos, comenzó a correr el 
término para la emisión de la presente sentencia; la cual se pronuncia.

CONSIDERANDO:

Primero. Competencia. Este Juzgado es competente para conocer y 
resolver el presente procedimiento en el cual la parte quejosa, ejerció 
la Acción de Protección Efectiva de Derechos, lo anterior, de confor-
midad con lo dispuesto en el artículo 36, apartado B, numeral 3, de la 
Constitución Política de la Ciudad de México, así como los artículos 
66 y 67 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de México.

Segundo. Legitimación. La parte quejosa se encuentra legitimada 
en este procedimiento, atenta a la narrativa de hechos que formula, 
atribuyendo diversas conductas a una autoridad local de la Ciudad 
de México, respecto de la cual se admitió a trámite la acción que se 
analiza.

Tercero. Estudio de causales de improcedencia. Previo a proceder, 
al estudio de los actos reclamados por la parte quejosa, por la posible 
violación de derechos humanos reconocidos en la Constitución Polí-
tica de la Ciudad de México, por ser una cuestión de orden público y, 
análisis preferencial, lo aleguen o no, las partes; deberá examinarse 
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que, en el caso a estudio, no se actualice alguna de las causales de im-
procedencia establecidas en la normatividad aplicable.

El artículo 68 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad 
de México establece:

Son improcedentes las reclamaciones de tutela en los siguientes casos:

I.  Contra las resoluciones judiciales emitidas por otros órganos 
jurisdiccionales. 

II.  Cuando se trate de un hecho consumado, salvo cuando continúe 
la acción u omisión que haya violado de derechos contemplados 
en la constitución.

III.  Los temas que fueron expresamente excluidos en la Constitución.

Adicionalmente, debe tenerse en cuenta que, en la resolución emi-
tida el catorce de julio de dos mil veintidós, en el Recurso de Queja 
RQ12/31/2022, emitida por la Sala Constitucional del Tribunal Su-
perior de Justicia del Poder Judicial de Ciudad de México, publicada 
en el Boletín Judicial número 128 (ciento veintiocho), de dos de agos-
to del mismo año, se determinó que las causales de improcedencia 
establecidas de manera general en el artículo 31 de la Ley de la Sala 
Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de México, son exten-
sivas a la acción de protección efectiva de derechos; precepto legal que 
dispone:

Los medios de control constitucional son improcedente contra:

I.  Decisiones del Tribunal Superior de Justicia de la ciudad de 
México.

II.  Normas locales de carácter general o actos en materia electoral 
impugnadas en vía de controversia constitucional:
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III.  Normas locales de carácter general o actos que sean materia 
de un procedimiento pendiente de resolver, siempre que exis-
ta identidad de partes, normas generales o actos y conceptos de 
invalidez:

IV.  Normas locales de carácter general o actos que hubieren sido 
materia de na ejecutoria dictada en diverso medio de control 
constitucional

V.  Normas locales de carácter general o actos cuyos efectos hayan 
cesado;

VI.  Normas locales de carácter general o actos cuando no se haya 
agotado la vía legalmente prevista para la solución del propio con-
flicto o la demanda se presentare fuera de los términos previstos 
en la ley;

VII.  Actos que se hayan consumado de modo irreparable o se hubie-
ren consentido expresa o tácitamente, en tratándose del juicio de 
la acción de protección efectiva de derechos humanos.

VIII.  Normas o actos que sean competencia exclusiva del Poder Judi-
cial de la Federación, y

IX.  En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna dis-
posición de esta ley. En todo caso, las causales de improcedencia 
deberán examinarse de oficio.

En este contexto, debe tenerse en cuenta que, la autoridad responsa-
ble no hizo valer causal alguna de improcedente en el juicio que nos 
ocupa, pues, en el informe que rindió, manifestó no tener conocimien-
to de alguna causal de improcedencia prevista en el artículo 68 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de México; en relación 
con el artículo 31 de la Ley de la Sala Constitucional del Poder Judi-
cial de la Ciudad de México; y, al procederse al análisis integral de la 
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solicitud de la acción de protección efectiva de derechos y, en general, 
de las constancias que integran el presente juicio, la suscrita no advier-
te que se actualice alguno de los supuestos normativos antes señala-
dos, ni algún otro de carácter general que pudiera advertirse durante 
la tramitación del procedimientos que nos ocupa, motivo por el cual, 
se procede al estudio de fondo del asunto.

CUARTO. Estudio de fondo del asunto.
Hechos.
La parte quejosa, en el escrito inicial, en forma toral, aduce que el 

día veintinueve de julio del dos mil veintidós, presentó ante el Órgano 
Interno de Control de la Secretaría del Medio Ambiente de la Ciudad 
de México, una denuncia por la probable comisión de faltas adminis-
trativas, autorizando para recibir y oír cualquier tipo de notificaciones 
y documentos a los licenciados en derecho *** y *** además señala que 
con motivo de la misma se inició en la Unidad de Investigación de re-
ferido Órgano Interno de Control, el expediente de presunta respon-
sabilidad administrativa.

Asimismo, refiere que el día veinticuatro de enero del dos mil vein-
titrés, la Licenciada ***, se presentó en el Órgano Interno de Control 
en la Secretaría del Medio Ambiente de la Ciudad de México, a con-
sultar el expediente señalado en el párrafo que antecede, negándosele 
el acceso al mismo, esto por parte del Titular de dicha Unidad Ad-
ministrativa; refiriendo la parte quejosa que se le indicó que ya había 
cambiado el criterio para la consulta de los expedientes, por lo que ya 
no permitían la consulta de los mismos a los denunciantes, ni a las 
personas que éstos hubieran autorizado para tal efecto; y, señala que, 
desde ese momento, no se le ha permito tener acceso al expediente 
de presunta responsabilidad administrativa que se inició con moti-
vo de su denuncia que presentó el día veintinueve de julio del dos mil 
veintidós.
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De igual forma, precisa que, hasta el momento, el Titular del Ór-
gano Interno de Control en la Secretaría del Medio Ambiente de la 
Ciudad de México, ha sido omiso en informarle en términos de lo 
dispuesto por el artículo 61 numeral 1 fracción IV de la Constitución 
Política de la Ciudad de México, el trámite recaído a la denuncia en 
comento.

Adicionalmente, al formular sus alegatos, además de reiterar situa-
ciones expresadas, en su escrito inicial, la parte quejosa, aduce que, la 
autoridad señalada como responsable miente, al señalar que la eta-
pa de investigación no es un procedimientos administrativo, pues no 
existe disposición jurídica que así lo establezca; y, por el contrario, es-
tima que del contenido de las artículos 91 y 100 de la Ley de respon-
sabilidades Administrativas de la Ciudad de México, se infiere que sí 
lo es; y, señala que la autoridad señalada como responsable miente, 
al señalar que en la etapa de investigación el denunciante únicamen-
te tiene una participación activa al denunciar un hecho que pudiera 
constituir alguna falta administrativa y aportar elementos de convic-
ción, sin que ello amerite que tenga acceso al expediente de investiga-
ción, pues conforme a la criterios jurisprudenciales que invoca, estima 
que al constituirse como una figura fundamental en el control de la 
acción administrativa, para ejercer sus derechos, se le debe permitir el 
acceso al respectivo expediente.

Agrega que, la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pú-
blica y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, no resulta apli-
cable al caso en cuestión, debido a que no corresponde al ejercicio de 
acceso a la información pública; además, de que, conforme a los artí-
culos 169, 173 y 176 de la citada legislación, la información que co-
rresponde al expediente de presunta responsabilidad administrativa, 
no se encuentra clasificada, debido a que no corresponde a un proce-
dimiento de responsabilidad administrativa en el que se vaya a dictar 
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una resolución administrativa definitiva, sino que se trata de un pro-
cedimiento de presunta responsabilidad administrativa, que concluirá 
con la calificación de una conducta o con un acuerdo de conclusión y 
archivo del expediente.

En relación con el trámite recaído a su denuncia, estima que, una 
vez concluidas las diligencias de investigación, debe ser la califica-
ción de la conducta o la de conclusión y archivo del expediente, pues, 
en su apreciación, el término de veinte días con el que cuentan, es 
para investigar las conductas probablemente constitutivas de una fal-
ta administrativa, para darle el trámite correspondiente; y, no pue-
de entenderse que dicho trámite, sea aquel acuerdo que recayó a su 
denuncia, al iniciar la investigación, pues para ello contaba con tres 
días, conforme a lo dispuesto en la fracción V del artículo 137 del 
Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, de aplica-
ción supletoria a la Ley de Procedimiento Administrativo de la Ciu-
dad de México.

Argumentos de la autoridad señalada como responsable.
El titular del Órgano Interno de Control en la Secretaría del Me-

dio Ambiente de la Ciudad de México, al rendir su informe, negó ha-
ber vulnerado Derecho humano alguno a la parte quejosa, señalando, 
entre otras cuestiones, que su escrito de denuncia interpuesta ante la 
Secretaría de la Contraloría General de la Ciudad de México, en fe-
cha veintinueve de julio de dos mil veintidós, y que fue remitido por 
dicha autoridad a ese Órgano Interno de Control mediante oficio ***, 
de dos de agosto de dos mil veintidós, con sello de recibido por esa 
autoridad, el tres del mismo mes y año, se radicó bajo el número de 
expediente ***, el cual se encuentra en etapa de investigación, reali-
zando las diligencias conducentes para determinar lo que conforme a 
derecho proceda; situación que, afirma, se hizo del conocimiento de la 
quejosa mediante  oficio ***, de cuatro de agosto de dos mil veintidós, 
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notificado en la misma fecha, a través del correo electrónico señalado 
por la parte quejosa para tal efecto.

Agrega que, respecto a la consulta del expediente por parte de la 
denunciante, reitera que el expediente de mérito se encuentra en eta-
pa de investigación, fase previa al inicio de procedimiento de respon-
sabilidad administrativa, y por lo tanto, en dicha etapa el denunciante 
únicamente tiene una participación activa al hacer del conocimientos 
hechos que pudieran constituir alguna falta administrativa prevista 
en la Ley de Responsabilidades Administrativas de la Ciudad de Mé-
xico, así como aportar los elementos de convicción que considere ne-
cesarios y que tenga a su alcance, sin que tal situación amerite que se 
le permita el acceso al expediente de investigación, fundamentado su 
dicho de conformidad con el criterio emitido por el Décimo Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito 
con el rubro siguiente responsabilidades administrativas de los 
servidores públicos. La participación activa del denunciante 
en la fase de investigación relativa, no incluye el acceso al 
expediente como coadyuvante de la autoridad.

Asimismo, señala que tiene la obligación de mantener la reserva y 
secrecía de los documentos que se pudiesen ubicar en esos supuestos, 
de acuerdo a lo establecido en los artículos 6, fracción XXVI, y 183, 
fracción V de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Públi-
ca y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, a efecto de evitar 
vulnerar información o datos que pudieran afectar tanto la investiga-
ción como a los involucrados en la misma.

Por último, refiere que, una vez que se concluyan las diligencias de 
investigación y se emita alguna determinación por parte de la autori-
dad investigadora, se le notificará el sentido de la misma a la denun-
ciante, de conformidad en lo previsto por el artículo 100 de la citada 
Ley de Responsabilidades Administrativas de la Ciudad de México.
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Delimitación de los alcances de la acción de protección efectiva de 
derechos.

El artículo 36, apartado B, número 3, incisos a) y b), establece que 
la acción de protección efectiva de derechos, se interpondrá para recla-
mar la violación a los derechos en la Constitución Política de la Ciu-
dad de México, y que la ley determinará los sujetos legitimados y los 
supuestos de procedencia de dicha acción.

El siete de agosto de dos mil veinte, se publicó en el Semanario Ju-
dicial de la Federación, la ejecutoria dictada por el Tribunal Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Acción de Inconsti-
tucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 18/2017 y 19/2017, 
por virtud de las cuales se cuestionó la validez constitucional de di-
versas disposiciones de la Constitución Política de la Ciudad de Mé-
xico, publicada el cinco de febrero de dos mil diecisiete, destacando 
de las consideraciones contenidas en dicha resolución, en el aparta-
do denominado “Medios locales de control de constitucionalidad”, en 
lo relativo a la naturaleza de la acción que nos ocupa, que el Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia, puntualizó, entre otras cuestiones, 
que la actividad de control constitucional que realicen los jueces lo-
cales debe tomar como referencia el parámetro de regularidad cons-
titucional, como lo establece el artículo 1 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, respetando el contenido esencial 
de los derechos humanos del parámetro referido, pues la interpreta-
ción que realicen los jueces locales al interpretar un Derecho humano 
reconocido en la Constitución local no puede alterar la identidad,  ni 
contenido esencial de Derecho del que se trate, debiendo tenerse pre-
sente el desarrollo jurisprudencia constitucional, como internacional 
correspondiente.

El artículo 66 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad 
de México, dispone:
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la acción de protección efectiva es el mecanismo por medio del cual los 
jueces tutelares conocen de manera directa las posibles violaciones a los 
derechos humanos reconocidos en la Constitución, contra los que se in-
conforme el titular de un derecho o de un interés legítimo individual o 
colectivo al inicio y/o durante la sustanciación del algún procedimiento 
competencia de la Administración Pública.

En relación con el precepto legal antes transcrito, debe tomarse en 
consideración que la Sala Constitucional del Tribunal Superior de 
Justicia del Poder Judicial de la Ciudad de México, en la resolución de 
uno de junio de dos mil veintidós, dictada en el expediente ***, publi-
cada en el Boletín Judicial 98 (noventa y ocho), de seis de junio de dos 
mil veintidós, en su parte considerativa, entre otras cuestiones, señaló 
lo siguiente:

“… tenemos que conforme a lo establecido en el … artículo 66  (de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de México) … se advier-
te claramente los supuestos de procedencia de la Acción de Protección 
Efectiva de Derechos Humanos, esto, es, el campo dentro del cual el 
Juez de Tutela puede actuar para verificar en su caso la posible viola-
ción invocada por la accionante, cerciorándose de que se colmen los su-
puestos y las condiciones que la legislación establece para hacer viable 
tal acción. Así, si bien contamos con un hecho del cual se duele la accio-
nante … también es cierto que esa actuación debe acontecer “al inicio 
y/o durante las sustanciación de algún procedimiento competencia de 
la Administración Pública”, como lo establece el precepto invocado, en 
su segundo párrafo…

El criterio anteriormente señalado, en esencia, fue reiterado, en la re-
solución dictada por la Sala Constitucional del Tribunal Superior de 
Justicia del Poder Judicial de la Ciudad de México, el seis de junio de 
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dos mil veintidós, en el Recurso de Queja ***, publicada en el Boletín 
Judicial número 100 (cien), del ocho de junio de dos mil veintidós.

En la resolución emitida el catorce de julio de dos mil veintidós, 
en el Recurso de Queja ***, publicada en el Boletín Judicial número 
128 (ciento veintiocho, del dos de agosto de dos mil veintidós, la Sala 
Constitucional del Tribunal Superior de Justicia del Poder Judicial de 
la Ciudad de México, consideró, en lo que interesa, lo siguiente:

El reclamo de tutela no debe admitirse cuando los actos reclama-
dos por la parte quejosa, no correspondan 

… a violaciones directas a la Constitución Política de la Ciudad de Mé-
xico, sino a cuestiones relacionadas con el principio de legalidad: el aná-
lisis sobre si el actuar de las autoridades responsables es acorde a la 
normatividad que lo regula, … (pues la) revisión de legalidad … no es 
propia de los jueces de tutela cuyo establecimiento en la normatividad 
constitucional no tuvo como propósito convertir a tal figura (acción de 
tutela de derechos humanos) en una instancia judicial más, sino en un 
mecanismo subsidiario enfocado directamente a violaciones de dere-
chos fundamentales.

Asimismo, se determinó que: 

… la acción de protección efectiva de derechos sí es un mecanismo de 
control concreto de constitucionalidad … por estar incorporado como 
tal en el contenido del artículo 36 de la Constitución Política de la Ciu-
dad de México (denominado incluso como “Control constitucional lo-
cal”), en su apartado B, numeral 3, inciso a); y una recta interpretación 
a la normatividad constitucional y a la de las leyes ordinarias que rigen 
la actuación de los jueces de tutela, pone de manifiesto que no se trata 
de una vía expedita para la resolución de un conflicto para la obtención 
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de un determinado resultado, pues la figura de la tutela (implicada en la 
acción de protección efectiva de derechos humanos) no tiene como ob-
jetivo desplazar o reemplazar a los medios de defensa judicial de carác-
ter ordinario, sino que su intervención se justifica solamente de manera 
subsidiaria cuando se esté en presencia de una violación de derechos 
humanos irreparable…

En la resolución emitida el catorce de julio de dos mil veintidós, por la 
Sala Constitucional del Tribunal Superior de Justicia del Poder Judi-
cial de la Ciudad de México, por virtud de la cual resolvió el Recurso 
de Queja ***, la cual fue publicada en el Boletín Judicial número 130 
(ciento treinta), del cuatro de agosto de dos mil veintidós, en lo que 
interesa, destacan las consideraciones siguientes:

Precisa que: 

… en el caso de la atribución de los Jueces de Tutela y de … (la) Sala 
Constitucional en tanto revisora de las resoluciones de aquellos, es una 
atribución de control constitucional, ya que conocerán de violaciones 
directas a la Constitución Política de la Ciudad de México, es decir, su 
atribución es sobre temas de constitucionalidad. En tal virtud…se debe 
hacer un análisis para identificar si se trata de un problema de consti-
tucionalidad, esto es, si la disposición o acto de autoridad fundado en 
la norma inferior aplicable pugna con las normas de derechos humanos 
establecidas en la Constitución de la Ciudad de México, o que sólo de-
ben dilucidarse cuestiones de mera legalidad.

Así, debe determinarse si la resolución del asunto se reduce a deter-
minar su interpretación legal, sin que sea materia de controversia, su 
posible contradicción con algún Derecho humano previsto en la Cons-
titución local, ni ello, se desprenda del estudio correspondiente.

Adicionalmente, hace notar que: 
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… la Acción de Protección Efectiva de Derechos Humanos, (es un) me-
dio de control constitucional que tiene como fin el conocimiento … so-
bre posibles violaciones a derechos humanos que se encuentren reco-
nocidos en la Constitución, y en los que se hay inconformado el titular 
del derecho, o de un interés legítimo, individual o colectivo, ya sea, al 
inicio y/o durante la sustanciación de algún procedimiento competen-
cia de la Administración Pública; luego entonces, no tiene otro fin más 
que el citado…

Los criterios antes referidos, resultan vinculantes para este órgano 
jurisdiccional, atento a lo dispuesto en el artículo 36, Apartado B, nu-
meral 3, inciso f), de la Constitución Política de la Ciudad de México, 
así como en lo dispuesto en el artículo 35 de la Ley Orgánica de la Sala 
Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de México.

En este orden de ideas, la Sala Constitucional del Tribunal Su-
perior de Justicia del Poder Judicial de la Ciudad de México ha in-
terpretado los correspondientes preceptos legales de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Ciudad de México, a fin de determinar los 
alcances de la acción de protección efectiva de derechos, concluyendo 
que el artículo 66 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad 
de México, establece el campo dentro del cual puede actuar la perso-
na titular de un Juzgado de Tutela de Derechos Humanos, para ve-
rificar, la posible violación de derechos humanos reconocidos en la 
Constitución Política de la Ciudad de México, de conformidad con el 
cual, la conducta atribuida, debe acontecer al inicio y/o durante la sus-
tanciación de algún procedimiento competencia de la Administración 
Pública; y debe corresponder a violaciones directas a la Constitución 
local, es decir, su atribución es sobre temas de constitucionalidad y, no 
así, respecto de cuestiones relacionadas con el principio de legalidad, 
pues la acción en cuestión, corresponde a un mecanismo de control 
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concreto de constitucionalidad, un mecanismo subsidiario enfocado 
directamente a violaciones de derechos fundamentales irreparables, 
que no tiene como objetivo desplazar o reemplazar los medios de de-
fensa judicial de carácter ordinario.

Análisis de los derechos reconocidos en la Constitución local, pre-
suntamente vulnerados por la autoridad señalada como responsable.

En ese contexto, se realiza el estudio de fondo respecto a la posible 
violación a los derechos humanos de la parte quejosa, lo cual se realiza 
en la forma siguiente:

A fin de realizar el contraste de las conductas de la autoridad seña-
lada como responsable con la norma constitucional local que reconoce 
el derecho a la buena administración y, en su caso, la interpretación 
correspondiente, así como de las leyes secundarias que tienden a lo-
grar su efectivo ejercicio, la suscrita debe tener en cuenta, en primer 
lugar, el desarrollo jurisprudencial que con relación al mismo se hu-
biere generado, pudiendo incluso, tener presentes los criterios o tesis 
aisladas emitidas por el Poder Judicial de la Federación, los cuales tie-
nen un carácter orientador.

En las narradas condiciones, se debe tener en cuenta que, con 
relación al derecho a la buena administración, el Poder Judicial de 
la Federación, en especial, el Cuarto Tribunal Colegiado en Mate-
ria Administrativa del Primer Circuito, en el amparo directo D. A. 
309/2021, emitió un pronunciamiento con relación a este derecho, 
destacando los puntos siguientes:

17. [...] en la Ciudad de México, se encuentra garantizado el derecho 
fundamental a la buena administración pública el cual se vincula e in-
terrelaciona con otros, como el Derecho a la información, transparen-
cia, tutela judicial efectiva, prerrogativas de carácter prioritario en tér-
minos de 1 constitucional y del parámetro de control de regularidad 
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constitucional, acorde con los criterios de jurisprudencia y tratados in-
ternacionales; en el entendido que las normas sobre derechos humanos 
contenidas en los tratados internacionales y en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, no se relacionan entre sí en términos 
jerárquicos, ya que se integran al catálogo de derechos, que funciona 
precisamente como un sistema y un parámetro de control de regulari-
dad constitucional [...]

42. En este aspecto, inicialmente se debe hablar del artículo 1 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, contempla el 
parámetro de control de regularidad constitucional y es por medio de 
este numeral, que se pueden incorporar derechos humanos no recono-
cidos expresamente por la propia Constitución Federal, como es el caso 
del Derecho humano a una buena administración pública, aunque sí 
es reconocido en la Carta Iberoamericana de los Derechos y Deberes 
del Ciudadano, la Constitución Política de la Ciudad de México, entre 
otras regulaciones.

43. El derecho mencionado se contiene y desarrolla sustancialmente 
y de manera expresa, en el artículo 60 de la Constitución Política de la 
Ciudad de México, el artículo 2 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo 
y de la Administración Pública de la Ciudad de México, así como en el 
numeral 36 de la Ley Constitucional de Derechos Humanos y sus Ga-
rantías de la Ciudad de México, del tenor siguiente.

Constitución Política de la Ciudad de México:

Articulo 60 [se transcribe]

Ley Orgánica Del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de 
la Ciudad de México.

Artículo 2. [se transcribe]

Ley Constitucional de Derechos Humanos y sus Garantías de la 
Ciudad de México.
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Artículo 36. [se transcribe]

44. De lo transcrito, se advierte que la Constitución de la Ciudad 
de México, la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración 
Pública y la Ley Constitucional de Derechos Humanos de la Ciudad de 
México, son los tres ordenamientos jurídicos que se refieren a las carac-
terísticas sustantivas del derecho a la buena administración pública y en 
los numerales citados (en lo que concierne al presente asunto) esencial-
mente se establece:

En la Ciudad de México está garantizado el derecho fundamental a 
la buena administración a través de un gobierno abierto, integral, ho-
nesto, transparente, profesional, eficaz, eficiente, austero incluyente, y 
resiliente que procure el interés público y combata la corrupción.

La buena administración constituye un derecho fundamental de las 
personas y un principio de actuación para los poderes públicos.

Con sustento en dicho derecho, se deberán generar acciones y políti-
cas públicas orientadas a la apertura gubernamental a fin de contribuir 
a la solución de los problemas públicos a través de instrumentos ciuda-
danos participativos, efectivos y transversales.

Toda persona servidora pública, garantizará en el ejercicio de sus 
funciones, el cumplimiento y observancia de los principios generales 
que rigen la función pública de acuerdo con lo establecido en la Consti-
tución de la Ciudad de México y en toda legislación aplicable.

El Derecho a la buena administración Pública se garantizará bajo los 
principios de innovación, atención ciudadana, gobierno abierto y plena 
accesibilidad con base en diseño universal, simplificación, agilidad, eco-
nomía, información, precisión, legalidad, transparencia, proporcionali-
dad, buena fe, integridad, imparcialidad, honradez, lealtad, eficiencia, 
profesionalización y eficacia; respetando los valores de dignidad, ética, 
justicia, lealtad, libertad y seguridad.
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45. Derivado de lo expuesto, es válido concluir que el derecho a la 
buena administración pública se contiene y desarrolla sustancialmen-
te y de manera expresa, en el artículo 60 de la Constitución Política de 
la Ciudad de México, el artículo 2 de la Ley Orgánica del Poder Ejecu-
tivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México, así como 
en el numeral 36 de la Ley Constitucional de Derechos Humanos y sus 
Garantías de la Ciudad de México, de los cuales se advierte entre otras 
cosas, que la buena administración pública constituye un derecho fun-
damental de las personas y un principio de actuación para los poderes 
públicos; de igual manera, que con sustento en dicho derecho, se debe-
rán generar acciones y políticas públicas orientadas a la apertura guber-
namental a fin de contribuir a la solución de los problemas públicos a 
través de instrumentos ciudadanos participativos, efectivos y transver-
sales y que toda persona servidora pública, garantizará en el ejercicio 
de sus funciones, el cumplimiento y observancia de los principios ge-
nerales que rigen la función pública de acuerdo con lo establecido en 
la Constitución de la Ciudad de México y en toda legislación aplicable.

46. En tal contexto, el derecho fundamental a la buena administra-
ción pública también se vincula e interrelaciona, con otros, como el de-
recho a la información, transparencia, tutela judicial efectiva, petición y 
prerrogativas de carácter prioritario, en términos del artículo 1º consti-
tucional y del parámetro de control de regularidad constitucional, acor-
de con los criterios jurisprudenciales y tratados internacionales.

47. Consecuentemente, los servidores públicos en la CDMX, cual-
quiera que sea la función desempeñada, como dar respuesta a un escrito 
de petición; deben actuar con la conciencia de que la buena administra-
ción pública, constituye un derecho fundamental de las personas y un 
principio de actuación para los poderes públicos, de ahí que, se encuen-
tran sujetos, a una serie de principios y deberes, expresos en la normati-
vidad citada, y al mismo tiempo están obligados a aplicar las directrices 
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en ella plasmada, tales como que, se deberán generar acciones y políti-
cas públicas orientadas a la apertura gubernamental a fin de combatir la 
corrupción y contribuir a la solución de los problemas públicos a través 
de instrumentos ciudadanos participativos ...

Del criterio anteriormente transcrito, en las consideraciones que 
se estiman vinculadas con la litis a resolver en el presente asunto, 
se advierte que el Cuarto Tribunal Colegiado del Primer Circuito 
(aun cuando lo haya hecho en un criterio aislado, que tienen carác-
ter orientador, mismo que la suscrita considera aplicables al caso que 
nos ocupa), se ha pronunciado con relación el contenido y alcance del 
derecho humano a la buena administración pública, destacando que 
son la Constitución Política de la Ciudad de México, la Ley Orgánica 
del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública, así como la Ley 
Constitucional de Derechos Humanos y sus Garantías de la Ciudad 
de México, los ordenamientos jurídicos que hacen alusión a las ca-
racterísticas sustantivas del derecho en cita, esto es, aquéllos que se 
refieren a su contenido esencial y las dimensiones particulares que lo 
integran.

En ese sentido, con relación a la acción planteada en el presente 
asunto y, como consecuencia de ello, la litis que se integró en este pro-
cedimiento, debe tenerse en cuenta, en lo conducente, el contenido de 
los ordenamientos jurídicos antes señalados.

El artículo 7, en su apartado A, de la Constitución Política de la 
Ciudad de México, dispone:

A. Derecho a la buena administración pública.

1. Toda persona tiene derecho a una buena administración públi-
ca, de carácter receptivo, eficaz y eficiente, así como a recibir los ser-
vicios públicos de conformidad con los principios de generalidad, 
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uniformidad, regularidad, continuidad, calidad y uso de las tecnologías 
de la información y la comunicación.

2. Las autoridades administrativas deberán garantizar la audiencia 
previa de los gobernados frente a toda resolución que constituya un acto 
privativo de autoridad. En dichos supuestos, deberán resolver de mane-
ra imparcial y equitativa, dentro de un plazo razonable y de conformi-
dad con las formalidades esenciales del procedimiento.

3. En los supuestos a que se refiere el numeral anterior, se garantiza-
rá el acceso al expediente correspondiente, con respeto a la confidencia-
lidad, reserva y protección de datos personales.

4. La ley determinará los casos en los que deba emitirse una carta de 
derechos de los usuarios y obligaciones de los prestadores de servicios 
públicos. Las autoridades conformarán un sistema de índices de calidad 
de los servicios públicos basado en criterios técnicos y acorde a los prin-
cipios señalados en el primer numeral de este apartado.

El artículo 60, número 1, de la Constitución Política de la Ciudad de 
México, establece:

1. Se garantiza el derecho a la buena administración a través de un go-
bierno abierto, integral, honesto, transparente, profesional, eficaz, efi-
ciente, austero incluyente, y resiliente que procure el interés público y 
combata la corrupción.

El gobierno abierto es un sistema que obliga a los entes públicos a in-
formar a través de una plataforma de accesibilidad universal, de datos 
abiertos y apoyada en nuevas tecnologías que garanticen de forma com-
pleta y actualizada la transparencia, la rendición de cuentas y el acce-
so a la información. Asimismo, se deberán generar acciones y políticas 
públicas orientadas a la apertura gubernamental a fin de contribuir a la 
solución de los problemas públicos a través de instrumentos ciudadanos 



Materia Constitucional 27

REVISTA A NAL E S  D E  JURISPRUDENCIA

participativos, efectivos y transversales. La ley establecerá los mecanis-
mos para su cumplimiento.

Para garantizar el acceso a los derechos para las personas con dis-
capacidad se deberán contemplar ajustes razonables, proporcionales y 
objetivos, a petición del ciudadano interesado.

Los principios de austeridad, moderación, honradez, eficiencia, 
eficacia, economía, transparencia, racionalidad y rendición de cuen-
tas, son de observancia obligatoria en el ejercicio y asignación de los 
recursos de la Ciudad que realicen las personas servidoras públicas. 
En todo caso se observarán los principios rectores y de la hacienda 
pública establecidos en esta Constitución. Su aplicación será compa-
tible con el objetivo de dar cumplimiento a los derechos reconocidos 
en esta Constitución y las leyes. La austeridad no podrá ser invocada 
para justificar la restricción, disminución o supresión de programas 
sociales.

Toda persona servidora pública, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 64 del presente Título, garantizará en el ejercicio de sus 
funciones, el cumplimiento y observancia de los principios generales 
que rigen la función pública de acuerdo con lo establecido en esta Cons-
titución y en toda legislación aplicable.

El ejercicio pleno de los derechos consignados en el presente Título 
será garantizado a través de las vías judiciales y administrativas para su 
exigibilidad y justiciabilidad establecidas en esta Constitución.

En lo que interesa, el artículo 61 de la Constitución Política de la 
Ciudad de México, es del tenor literal siguiente:

1. Todos los entes públicos de la Ciudad de México contarán con ór-
ganos internos de control y tendrán los siguientes objetivos:
I.  Prevenir, corregir e investigar actos u omisiones que pudieran 

constituir responsabilidades administrativas;
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II.  Sancionar e imponer las obligaciones resarcitorias distintas a las 
que son competencia del Tribunal de Justicia Administrativa de 
la Ciudad de México; así como sustanciar las responsabilidades 
relativas a faltas administrativas graves, turnándolas a dicho Tri-
bunal para su resolución;

III.  Revisar y auditar el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación 
de recursos públicos, con especial atención a los contratos de obra 
pública, servicios, adquisiciones y la subrogación de funciones de 
los entes públicos en particulares, incluyendo sus términos con-
tractuales y estableciendo un programa de auditorías especiales 
en los procesos electorales:

IV. Recibir, dar curso e informar el trámite recaído a las denuncias 
presentadas por la ciudadanía o por las Contralorías Ciudadanas 
en un plazo que no deberá exceder de veinte días hábiles; y

Adicionalmente, tenemos que el artículo 2 de la Ley Orgánica del 
Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de Méxi-
co, en su parte conducente, dispone que:

En sus actos y procedimientos [la Administración Pública de la Ciu-
dad de México] garantizará el Derecho a la Buena Administración Pú-
blica y se regirá bajo los principios de innovación, atención ciudada-
na, gobierno abierto y plena accesibilidad con base en diseño universal, 
simplificación, agilidad, economía, información, precisión, legalidad, 
transparencia, proporcionalidad, buena fe, integridad, imparcialidad, 
honradez, lealtad, eficiencia, profesionalización y eficacia; respetando 
los valores de dignidad, ética, justicia, lealtad, libertad y seguridad.

El derecho a una buena administración pública implica:

I.  El trámite imparcial, equitativo y oportuno de sus asuntos;

II.  Garantía de audiencia;

III.  Tener acceso al expediente administrativo;
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IV.  Que la autoridad administrativa funde y motive toda resolución 
que le afecte, y

V.  Ser indemnizado por los daños que indebidamente le cause la 
conducta activa u omisa de la Administración Pública.

El artículo 36 de la Ley Constitucional de Derechos Humanos y sus 
Garantías de la Ciudad de México, en lo conducente, establece:

La buena administración constituye un derecho fundamental de las 
personas y un principio de actuación para los poderes públicos, que im-
plica que las autoridades traten y resuelvan sus asuntos de manera im-
parcial y equitativa dentro de un plazo razonable, de conformidad con 
el debido proceso administrativo, a través de mecanismos accesibles e 
incluyentes, así como:

1. Formular peticiones que deberán ser atendidas por las autorida-
des de forma comprensible y en breve término;

2. Audiencia previa a todo acto de autoridad que afecte sus derechos, 
salvo en las materias penal, fiscal, financiera, protección civil y seguri-
dad pública, en los supuestos que señalen las leyes;

3. Tener acceso a la información pública y al expediente que concier-
na, en cualquier momento. de forma veraz, completa, adecuada, opor-
tuna, expedita, asequible y accesible, con respeto a la confidencialidad, 
reserva y la protección de datos personales;

4. Que las autoridades funden y motiven sus decisiones de acuerdo 
con las leyes, planes y programas correspondientes; y

5. La reparación de los daños causados por la actuación de las auto-
ridades, de acuerdo con la ley en la materia.

La buena administración pública deberá centrarse en la persona, 
conforme a los principios de generalidad, uniformidad, derecho a la 
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información, transparencia, regularidad, continuidad, calidad, rendi-
ción de cuentas, participación ciudadana y uso de tecnologías de la in-
formación y la comunicación. Para tales efectos, la administración pú-
blica se regirá bajo los principios del gobierno abierto.

El derecho a la buena administración comprende que la prestación 
de los servicios públicos se realice en condiciones de trato digno y respe-
tuoso, claridad, prontitud, disponibilidad, accesibilidad, asequibilidad, 
aceptabilidad, adaptabilidad, calidad y con la participación ciudadana, 
a fin de garantizar el ejercicio de los derechos de las personas. El com-
bate a la corrupción y la profesionalización de las personas servidoras 
públicas son componentes de este derecho.

De los artículos transcritos anteriormente, es dable inferir que el de-
recho a la buena administración, reconocido en el artículo 7, apartado 
A, de la Constitución Política de la Ciudad de México, es un derecho 
fundamental de las personas y, al mismo tiempo, un principio que rige 
la actuación de los poderes públicos, el cual obliga a las autoridades a 
atender y resolver sus asuntos, de manera imparcial y equitativa, den-
tro de un plazo razonable, acorde al debido proceso administrativo; y, 
en lo que interesa a la litis planteada (dados los hechos narrados por la 
parte quejosa y las conductas atribuidas a la autoridad señalada como 
responsable), dentro de sus dimensiones, encontramos la relativa al 
deber que tiene la autoridad administrativa para permitir el acceso al 
expediente que corresponda, con respeto a la confidencialidad, reser-
va y la protección de datos personales, además de atender las peticio-
nes formuladas por las personas, en breve término.

En relación con el deber que tiene la autoridad administrativa para 
permitir el acceso al expediente que corresponda con respeto a la con-
fidencialidad, reserva y la protección de datos personales, a fin de es-
tablecer los parámetros bajo los cuales, la parte quejosa puede o no, 
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hacer valer este derecho, debe tenerse en cuenta, el carácter que tiene 
en el procedimiento al que corresponde el expediente, respecto del 
cual, refiere le fue negado el acceso.

En primer lugar, es pertinente precisar que la acción que nos ocu-
pa, tiene su origen en la tramitación del expediente que se formó con 
motivo de la denuncia formulada por la hoy parte quejosa, el veinti-
nueve de julio de dos mil veintidós, expediente que, en el escrito ini-
cial, la parte quejosa refiere como el ***, siendo que de las constancias 
que integran los autos, es dable inferir que ese dato corresponde al nú-
mero de un oficio y, no al del expediente, cuyo dato de identificación 
correcto, es el ***, como se advierte del informe rendido por la autori-
dad responsable, de las documentales que se acompañaron al mismo 
y de las manifestaciones vertidas por la parte quejosa al formular sus 
alegatos.

Hecha la precisión que antecede, debe tenerse en cuenta que, de 
las manifestaciones vertidas por ambas partes, así como de las docu-
mentales que acompañó la autoridad señalada como responsable, al 
rendir su informe, se advierte que, en el expediente número ***, que 
se substancia ante la autoridad señalada como responsable, el cual se 
encuentra en etapa de investigación, la parte quejosa tiene el carácter 
de denunciante.

Así, dado el carácter de denunciante que tiene la parte quejosa, en 
el expediente administrativo ***, a fin de resolver el asunto que nos 
ocupa, la suscrita estima que debe atenderse a los criterios jurispru-
denciales emitidos por el Poder Judicial de la Federación vinculados 
con el caso a estudio, los cuales son obligatorios para este órgano ju-
risdiccional, en términos de lo dispuesto en el artículo 217 de la Ley 
de Amparo.

En este contexto, es necesario precisar que, si bien los criterios a 
los que se hacen alusión, tuvieron por objeto dilucidar tanto, por la 
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Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como por 
el Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito, si, la perso-
na denunciante de hechos referidos en la Ley General de Responsa-
bilidades Administrativas tiene o no, interés legítimo para impugnar 
en amparo, actos ocurridos en la etapa de investigación; y, en otro 
supuesto, por la citada Segunda Sala, la normatividad aplicable en la 
tramitación del procedimiento administrativo, conforme a la ley refe-
rida; también lo es que, para llegar a sus respectivas conclusiones, las 
autoridades en cita, desarrollaron diversas consideraciones con res-
pecto al nuevo procedimiento administrativo de responsabilidad, así 
como en lo concerniente a la naturaleza, finalidades e intervención de 
la figura del denunciante, en la etapa de investigación y en el proce-
dimiento de responsabilidad administrativa, en estricto sentido; ele-
mentos que, en lo medular, se indican a continuación, a fin de tener 
un parámetro de la interpretación realizada por el Poder Judicial de 
la Federación con relación al tema que nos ocupa.

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al 
resolver la Contradicción de Tesis 253/2020, después de hacer una re-
latoría de los aspectos que estimó como fundamentales con relación 
a la reforma de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos en cuanto al régimen de responsabilidades administrativas y, la 
consecuente, emisión de la Ley General de Responsabilidades Admi-
nistrativas, incluyendo las consideraciones del Poder Legislativo Fe-
deral, para ello, entre otras cuestiones, que, existe una clara distinción 
entre el régimen existente antes y después de la citada reforma cons-
titucional; ya que en ella” ... se consideró necesario instituir un nuevo 
proceso sancionatorio en el que ‘los denunciantes tienen el derecho a 
ser informados sobre el cauce de éste...’. Bajo este nuevo esquema “los 
denunciantes se convierten efectivamente en terceros coadyuvantes 
que pueden vigilar el curso del proceso...”.
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Así, la Segunda Sala estima que las personas denunciantes dejan 
de ser simples vigilantes, para convertirse en actores fundamentales 
del control de la acción administrativa; 

... de ahí que el marco legal vigente le otorgue una participación activa 
tanto en la etapa de investigación, como en el procedimiento de res-
ponsabilidad administrativa, al grado tal que... cuenta con la posibili-
dad de interponer diversos medios de defensa ordinarios, como lo son 
el recurso de inconformidad, el recurso de reclamación y el recurso de 
apelación.

En el entendido de que su participación ya no queda acotada a la 
etapa de investigación, sino que en el procedimiento de responsabilidad 
se le otorga un verdadero carácter de parte, pues está facultado, como 
tercero, para alegar en las audiencias, ofrecer pruebas, interponer los 
recursos que procedan y, en general, realizar cualquier acto que resulte 
ser necesario para la defensa de sus pretensiones.

De igual forma, destaca: 

... la importancia del papel de los denunciantes, los derechos procesales 
concedidos por la nueva legislación y su participación activa en todas las 
fases o etapas del procedimiento de responsabilidad administrativa...

Asimismo, en relación con la situación adjetiva-procesal de la persona 
denunciante, reconoce: 

... que lejos de otorgársele simplemente el derecho a la denuncia y a 
exhibir las pruebas que acompañen a la misma, como acontecía con la 
abrogada Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Ser-
vidores Públicos [intervención marginal o accesoria en la etapa de in-
vestigación], el denunciante es ahora parte activa y central del régimen 
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de responsabilidades administrativas, al grado tal que en dicho proce-
dimiento se le otorga el carácter de una verdadera parte en el procedi-
miento, con todos los derechos procesales que ello conlleva; 

Reconociéndolo además como un actor fundamental en el control de 
la acción pública.

Ahora bien, respecto a los aspectos sustantivos del régimen de res-
ponsabilidades, estimó que la persona denunciante tiene un interés 
jurídico derivado de los derechos y carácter otorgados por la Ley Ge-
neral de Responsabilidades Administrativas, como acto fundamental 
en el control de la acción pública, por tanto, 

... el papel actual de los denunciantes no atiende, en realidad, a meros 
intereses particulares o individuales, sino en última instancia [a] verda-
deros intereses públicos atinentes a la efectiva prevención y combate a 
la corrupción: lo cual es congruente con la finalidad que persigue el pro-
cedimiento de responsabilidades administrativas.

La resolución antes referida, dio origen a la tesis de jurisprudencia, 
con los datos siguientes: responsabilidades administrativas. El 
denunciante tiene interés jurídico para promover el juicio 
de amparo indirecto contra la determinación de no iniciar 
la investigación relativa (legislación vigente a partir del 
2016). Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
Tesis [J]: 2a/J. 33/2021 (10a.) [sic]. Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación. Undécima Época. Libro 4, agosto de 2021, tomo IV, pági-
na 3856. Registro digital: 2023419; tesis que fue invocada por la parte 
quejosa, al formular sus alegatos.

El Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resol-
ver la Contradicción de Tesis 4/2020, tomando en cuenta aquellos 
aspectos que estimó fundamentales con relación a la reforma de la 
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en cuanto al 
régimen de responsabilidades administrativas y, la consecuente, emi-
sión de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, inclu-
yendo las consideraciones del Poder Legislativo Federal, para ello; 
entre otras cuestiones, se pronunció en el sentido de que,

... la inclusión de la sociedad dentro del contexto de combate a la 
corrupción, constituyó uno de los más importantes y notorios apor-
tes que trajo consigo la reforma constitucional en cuestión, cuya ra-
cionalidad se encontró en la necesidad de desarrollar un sistema de 
rendición de cuentas horizontal y con una mayor transparencia entre 
los distintos órdenes de gobierno, a fin de que el poder se dispersara 
y no existiera un monopolio legal de ninguna institución, y en donde 
la sociedad civil dejara de ser un mero espectador para transitar a ser 
coadyuvante con las autoridades en el combate a la corrupción.

El Pleno de Circuito, enfatizó:

... que la expedición de la Ley General de Responsabilidades Adminis-
trativas, no sólo implicó la creación de una disposición legal encami-
nada a establecer principios y directrices que debían observarse a nivel 
nacional en materia de responsabilidades administrativas de los servi-
dores públicos, sino un cambio más profundo: una nueva concepción 
del régimen de responsabilidades administrativas de los servidores pú-
blicos, dentro del cual la sociedad civil tenía un nuevo rol en el combate 
de la corrupción.

En efecto, mientras la Ley Federal de Responsabilidades de los Ser-
vidores Públicos, prevela al régimen de responsabilidades de los servi-
dores públicos, como un mecanismo para tutelar el ejercicio adecuado 
de la función pública, la Ley General de Responsabilidades Adminis-
trativas concibe a dicho régimen como uno de los ejes rectores a través 
de los cuales puede hacerse frente al fenómeno de la corrupción, y por 
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ende, dentro del cual la participación ciudadana juega un papel activo 
dentro del procedimiento administrativo respectivo.

Expresamente, se reconoce que: 

... el actual régimen de responsabilidad administrativa de los servidores 
públicos, se entiende integrado por dos etapas... diferenciadas: investi-
gación y procedimiento administrativo de responsabilidad, en sentido 
estricto, las cuales si bien son autónomas, al perseguir un objetivo es-
pecífico y desarrollarse por autoridades diferentes, poseen un nexo que 
las vincula entre sí, al formar parte de un mecanismo secuencial en el 
que el contenido de la determinación asumida en la primera impacta, 
indefectiblemente, en la segunda; 

De igual forma, se destaca que, la primera de ellas, 

... debe ser oportuna, exhaustiva, eficiente y observar las mejores prác-
ticas internacionales, a efecto de que los procedimientos de investiga-
ción sean instrumentos robustos que permitan combatir, eficazmente, 
la corrupción, ... adquiere relevancia en la medida en que se trata de un 
periodo de preparación en el que el ente gubernamental, por conducto 
de la autoridad investigadora, despliega una serie de actuaciones ten-
dentes a recabar la información necesaria para esclarecer la verdad jurí-
dica sobre determinados hechos, y una vez realizado lo anterior, efectua 
un juicio de valor sobre el material con el que cuenta, para determinar 
si es factible sujetar al servidor público al procedimiento disciplinario 
en sentido estricto.

En cuanto a la postura que asume el denunciante dentro del nuevo es-
quema de responsabilidad administrativa de los servidores públicos, se 
estimó que los artículos 3, fracción IX, 116, 117, 200, 208 y 209 de la 
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Ley General de Responsabilidades Administrativas, “...ponen de mani-
fiesto que a partir de la entrada en vigor de la Ley General de Respon-
sabilidades Administrativas, ocurrió un cambio sustancial en lo que se 
refiere a la calidad del “denunciante”, en virtud de que a diferencia de 
lo que ocurría con la normatividad abrogada, dejó de ser un mero in-
formante, para constituirse como parte dentro del procedimiento ad-
ministrativo de responsabilidad, en sentido estricto,” con lo que:

... se dotó al denunciante de un interés cualificado para participar acti-
vamente en el desarrollo del procedimiento administrativo de respon-
sabilidad, con los derechos y deberes correlativos inherentes a las partes 
que figuran en dicha secuela procedimental.

Así, se evidenció el grado de intervención de la persona denunciante, 
de hechos u omisiones dentro del procedimiento administrativo de 
responsabilidad administrativa; no obstante ello, se reconoció que no 
existe la misma claridad con relación a su intervención, en el desarro-
llo de la etapa de investigación, al no preverse, en la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas, con la misma precisión, la postu-
ra que asume la persona denunciante en el desarrollo de la etapa de 
investigación; motivo por el cual, estimó que si bien, los artículos 91, 
94, 95, 96, 98, 99, 100 y 102 de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, 

... “supondrían” que la actuación del denunciante sólo se limita a la 
presentación del escrito respectivo, como ocurría con la normatividad 
abrogada, lo cierto es que no puede soslayarse el contexto bajo el cual la 
Ley General de Responsabilidades Administrativas lo posiciona dentro 
de la etapa de procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, 
en el cual se desenvuelve el tema de responsabilidad propiamente dicho.
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En ese contexto, el Pleno en Materia Administrativa, realizó “... una 
interpretación funcional del actual régimen de responsabilidad admi-
nistrativa de los servidores públicos”, atendiendo a la finalidad perse-
guida por el legislador ordinario al incorporar al denunciante como 
sujeto activo en el procedimiento disciplinario en sentido estricto, y, 
a la etapa de investigación como una especie de antesala o filtro para 
poder sustanciar aquel procedimiento; destacando que: 

... la intención del legislador fue que el denunciante de hechos u omi-
siones de la probable falta administrativa, no se limitara a ser un mero 
informante, sino que participara, en su calidad de parte, en el proce-
dimiento disciplinario en sentido estricto, pero para que este último 
sea desarrollado, es necesario que exista previamente una investiga-
ción en la que se determine que sí se actualiza una causa objetiva de 
responsabilidad...

Para que, a su vez, la persona denunciante:

 ... pueda ejercer, precisamente, el derecho subjetivo que la Ley Gene-
ral de Responsabilidades Administrativas le confirió dentro del proce-
dimiento administrativo de responsabilidad”, pues “... la investigación 
figura como una etapa previa y determinante para la instauración del 
procedimiento disciplinario en sentido estricto...”, “...cuya tutela jurídi-
ca...no se reduce a un mero aspecto procesal, sino que pretende alcanzar 
uno de los ejes rectores sobre los cuales se construyó la reforma cons-
titucional, de la cual derivó la legislación en cita: la participación de la 
sociedad en el sistema de combate a la corrupción.

La resolución reseñada en párrafos anteriores, dio origen a la tesis 
de jurisprudencia, con los datos siguientes: responsabilidad de los 
servidores públicos. El denunciante de hechos a que hace 
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referencia la ley general de responsabilidades administra-
tivas, posee interés jurídico para impugnar en amparo indi-
recto, la negativa a iniciar una investigación, así como la 
decisión que ordena su conclusión y archivo, por falta de 
elementos. Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito. 
Tesis [J]: PC.I.A. J/177 A (10a.). Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación. Undécima Época. Libro 5, septiembre de (2021, tomo 11, 
página 2648. Registro digital: 2023540; tesis que fue invocada por la 
parte quejosa, al formular sus alegatos.

Adicionalmente, debe tenerse en cuenta que la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la Contradicción 
de Tesis 103/2020, realizó diversas consideraciones con relación al 
nuevo diseño de responsabilidades administrativas y, particularmen-
te, sobre diversas disposiciones de la Ley General de Responsabilida-
des Administrativas, destacando, en lo que interesa al caso que nos 
ocupa lo siguiente:

Expresamente, diferenció que, “... el nuevo procedimiento en mate-
ria de responsabilidad administrativa se compone de diversas etapas:

1. Diligencias para adquirir información y medios de prueba, iniciadas 
de oficio, con motivo de una auditoría o a partir de una denuncia, que 
concluyen si la autoridad advierte la comisión de irregularidades, con su 
calificación y la emisión de un informe;

2. La integración del expediente a partir de la admisión del informe, 
el emplazamiento y la citación a las partes, la celebración de una au-
diencia inicial, el ofrecimiento, la admisión y el desahogo de pruebas, 
así como alegatos, y el cierre de instrucción; y,

3. El dictado de la resolución” (párrafo 30).

En ese sentido, se identifica que la reforma incorpora la:
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... creación de un procedimiento provisto de distintas fases claramente 
diferenciadas, pero con un necesario nexo entre sí, por haber sido cons-
tituidas de manera concatenada y sistemática. Es decir, las diversas fa-
ses, desde la investigación hasta la resolución, están estrechamente vin-
culadas, ya que su diseño corresponde al de un mecanismo secuencial, 
en el que las determinaciones iniciales influyen en el trámite posterior” 
(párrafo 33).

La resolución antes referida, dio origen a la tesis de jurisprudencia, 
con los datos siguientes: responsabilidades administrativas de 
los servidores públicos. Cuando la infracción haya ocurri-
do antes del 19 de julio de 2017 sin que se hubiere iniciado el 
procedimiento de responsabilidad resulta aplicable para el 
procedimiento disciplinario la ley general de responsabili-
dades administrativas (interpretación del artículo tercero 
transitorio de la ley general de responsabilidades adminis-
trativas). Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción. Tesis [J]: 2a./J. 47/2020 (10a.). Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación. Décima Época. Libro 79, octubre de 2020, tomo I, pá-
gina 898. Registro digital: 2022311.

De los criterios emitidos por el Poder Judicial de la Federación, 
reseñados en líneas que anteceden, se evidencia que las respectivas 
autoridades federales, al interpretar y analizar el nuevo esquema de 
responsabilidades administrativas, que rige actualmente en nuestro 
país, a partir de la reforma a la Constitución Federal con relación a 
este tema y su respectiva reglamentación en la Ley General de Res-
ponsabilidades Administrativas, destacan los elementos siguientes:

1. Se trata de un nuevo procedimiento, en el cual, las personas denuncian-
tes son actores fundamentales en el control de la acción administrativa, 
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con participación activa, tanto en la etapa de investigación, como en el 
procedimiento de responsabilidad administrativa, en sentido estricto; es 
decir, en todas las fases o etapas del procedimiento de responsabilidad 
administrativa. Es un procedimiento que se integra por diversas etapas, 
las cuales, aun cuando son autónomas, dados sus objetivos y autoridades 
ante quienes pueden tramitarse, se encuentran vinculadas entre sí, de-
bido a que se constituyen de manera concatenada y sistemática; forman 
parte de un mecanismo secuencial, en dónde lo ocurrido en la etapa de 
investigación, necesariamente, tiene efecto en la siguiente fase.

2. Las personas denunciantes tienen derecho a ser informados sobre 
el curso del procedimiento.

3. La persona denunciante tiene interés jurídico que dériva de los 
derechos y carácter que le otorga la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, cuyo papel actual corresponde a verdaderos intereses 
públicos que buscan la efectiva prevención y combate a la corrupción; 
tiene un interés cualificado para participar activamente en el desarrollo 
del procedimiento.

4. Las personas denunciantes se convierten en terceros coadyuvan-
tes con facultad de vigilar el curso del procedimiento; cuya participa-
ción no se acota a la etapa de investigación, pues en el procedimiento de 
responsabilidad administrativa, en estricto sentido, expresamente, se 
le otorga la calidad de parte, con todos los derechos procesales que esa 
calidad conlleve.

5. Le etapa de investigación debe ser oportuna, exhaustiva, eficien-
te y observar las mejores prácticas, para que los procedimientos de in-
vestigación, realmente, se constituyan como instrumentos eficaces para 
combatir la corrupción; y, en su momento, emitir un juicio de valor con 
el resultado de dicha investigación, para determinar si es factible o no, 
sujetar a la persona servidora pública, al procedimiento administrativa, 
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en sentido estricto; calificando, de ser el caso, la gravedad de la conduc-
ta que se le atribuya.

6. En la etapa de investigación la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas no distingue con la misma precisión con la que lo hace 
en el procedimiento administrativo, en sentido estricto, el grado de inter-
vención de la persona denunciante, sin embargo, para dilucidar este as-
pecto, se puede partir de una interpretación funcional del actual régimen 
de responsabilidades administrativas, conforme a la finalidad perseguida 
por el legislador, al incorporar a la persona denunciante como sujeto ac-
tivo, en el procedimiento disciplinario, en sentido estricto; y, el hecho de 
que la etapa de investigación se constituye como un filtro para la tramita-
ción del citado procedimiento administrativo, en sentido estricto.

En estas condiciones, no puede pasar desapercibido que, si bien los 
criterios a los que se ha hecho alusión en párrafos anteriores, corres-
ponden a interpretaciones realizadas por el Poder Judicial de la Fede-
ración, con relación a las reformas de la Constitución Federal respecto 
al régimen de responsabilidad administrativa y la Ley General de Res-
ponsabilidades Administrativas; y, que, el caso a estudio, corresponde 
a un supuesto que se rige por la normatividad vigente y aplicable, en 
la Ciudad de México, también lo es que, la regulación en nuestra Ciu-
dad y, particularmente, la Ley de Responsabilidades Administrativas 
de la Ciudad de México, deviene del deber que tenían las legislaturas 
de las entidades federativas de expedir las leyes y hacer las respecti-
vas adecuaciones normativas conforme al Decreto que expidió la ci-
tada Ley General, por tanto, es dable concluir que, el actual régimen 
de responsabilidades administrativas en la Ciudad de México resulta 
del deber que se tenía en esta Entidad Federativa, para armonizar las 
disposiciones legales en la materia, a aquellas contenidas en la Ley 
General; de ahí que, la interpretación realizada por el Poder Judicial 
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de la Federación, con relación a la Ley General, sirve de marco de re-
ferencia, para hacer las interpretaciones que, en su caso, correspondan 
en las distintas entidades federativas, con relación a su propia norma-
tividad, como ocurre en el caso que nos ocupa, tratándose del estudio 
del régimen existente y aplicable en la Ciudad de México; máxime la 
similitud en el texto de diversas disposiciones de la Ley General y la 
le y de la Ciudad de México, ambas en materia de responsabilidades 
administrativas.

En este orden de ideas, en primer lugar, es necesario identificar 
que, en apreciación de la suscrita y, siguiendo los parámetros esta-
blecidos por el Poder Judicial de la Federación, el nuevo esquema de 
responsabilidades administrativas en la Ciudad de México, se integra 
por un procedimiento administrativo, entendido en un sentido am-
plio; que, a su vez, se integra por diversas fases o etapas: la primera 
de ellas, identificada en la legislación de la Ciudad de México, como 
de investigación; y, una segunda etapa, también identificada en la ley, 
como procedimiento de responsabilidad administrativa, ésta última, 
conforme a los criterios del Poder Judicial de la Federación, reseñados 
en esta resolución, que podemos identificar como procedimiento san-
cionatorio o de responsabilidad administrativa, en estricto sentido.

En síntesis, el régimen actual de responsabilidades administrativas, 
corresponde a un procedimiento administrativo, en sentido amplio; in-
tegrado por una primer etapa de investigación; y, una segunda, relativa 
al procedimiento de responsabilidad administrativa, en sentido estric-
to, motivo por el cual, si bien es cierto que, la segunda fase es la que 
legalmente se denomina como procedimiento administrativo, ello, no 
es suficiente para privar del carácter procedimental que también co-
rresponde a la etapa de investigación, pues, la diferencia estriba en la 
denominación que se dio en la legislación a ambas etapas, pero, en su 
conjunto, integran un proceso administrativo, en sentido amplio.
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En cuanto a la participación o grado de intervención de la persona 
denunciante, debe tenerse como punto de partida que, el Poder Judi-
cial de la Federación, expresamente, ha reconocido la participación 
activa que le corresponde a dicha persona, en el nuevo esquema de 
responsabilidades administrativas, cuya intervención no se acota en 
la etapa de investigación; y, conforme a la Ley de Responsabilidades 
Administrativas de la Ciudad de México, que replica el esquema es-
tablecido en la Ley General de la materia, su grado de intervención 
(calidad de parte) y derechos procedimentales que se le confieren, se 
encuentran expresamente reconocidos por lo que se refiere a la etapa 
identificada en la citada legislación, como procedimiento de respon-
sabilidad administrativa; extremos que incluso reconoce la autoridad 
señalada como responsable, al rendir su informe, haciendo alusión 
al artículo 116 de la Ley de Responsabilidades Administrativas de 
la Ciudad de México; motivo por el cual, al no existir punto de de-
bate o disidencia con relación al grado de intervención y/o derechos 
procedimentales que tiene la persona denunciante en la etapa relativa 
denominada procedimiento de responsabilidad administrativa, no se 
requiere abundar al respecto.

Ahora bien, dada la litis que nos ocupa, la cual versa sobre un ex-
pediente que se encuentra en la etapa previa a la del procedimien-
to de responsabilidad administrativa, es decir, un expediente que se 
encuentra en la etapa de investigación, cuya regulación, en la Ley de 
Responsabilidades Administrativas de la Ciudad de México no tiene 
la misma precisión que se tiene al regular la etapa del procedimien-
to de responsabilidad administrativa, se requiere la interpretación de 
esta normatividad, por parte de este órgano jurisdiccional, teniendo 
en cuenta para ello, los parámetros establecidos por el Poder Judicial 
de la Federación, los cuales sirven de marco de interpretación de la 
Suscrita, así como el principio pro persona, el de progresividad y no 
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regresividad, como principios rectores de aplicación e interpretación 
de las normas de derechos humanos, acorde con lo dispuesto en el ar-
tículo 4, apartado B, numerales 1 y 3, de la Constitución Política de la 
Ciudad de México; interpretación que se hace con la forma siguiente:

Es susceptible para este órgano jurisdiccional, partir, como lo hizo 
el Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito, de una in-
terpretación funcional del nuevo régimen de responsabilidades ad-
ministrativas, que permea a la regulación aplicable en la Ciudad de 
México, teniendo en cuenta la finalidad perseguida por el legislador, 
al incorporar, a la persona denunciante, como sujeto activo, en el pro-
cedimiento administrativo en sentido escrito; así, como la trascen-
dencia que reviste la etapa de investigación, como una fase previa y 
determinante para la instauración del procedimiento disciplinario en 
sentido estricto.

Así, tomando en cuenta que, incluso, se ha reconocido por el Poder 
Judicial Federal, el interés jurídico con el que cuenta la persona de-
nunciante para impugnar la negativa de la autoridad para iniciar una 
investigación, así como la decisión que ordena su conclusión y archi-
vo, por falta de elementos; y, desde el anterior régimen de responsa-
bilidades administrativas, la omisión de la autoridad de pronunciarse 
y notificar el acuerdo recaído a la denuncia correspondiente; resul-
ta lógico, para la Suscrita, afirmar que la persona denunciante debe 
contar con la posibilidad de tener acceso al expediente, para conocer 
el estado en el que se encuentra y, en particular, las diligencias de in-
vestigación llevadas a cabo por la autoridad ante quien se substancia, 
a fin de que, de estimarlo pertinente, también pueda hacer valer las 
acciones que legalmente correspondan. De no interpretarse de esta 
forma y, hacerlo, en el sentido contrario, es decir, sostener como vá-
lida la negativa para permitirle el acceso al expediente a la persona 
denunciante, se constituye un obstáculo para que la persona en cita, 
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pueda conocer el estado en que se encuentra el expediente, así como 
las diligencias de investigación que hubiere realizado y, en su caso, las 
omisiones que advierta, en la propia etapa de investigación, que de no 
subsanarse, en su momento, también impiden la posible transición 
a la segunda etapa; y, con ello que se pueda materializar el derecho 
subjetivo que la ley le otorga para participar activamente, en su cali-
dad de parte, en el procedimiento de responsabilidad administrativa, 
en sentido estricto.

En este contexto, si bien la Ley de Responsabilidades Adminis-
trativas de la Ciudad de México no prevé de manera expresa, que, 
en la etapa de investigación, la persona denunciante, tenga el dere-
cho de acceder al expediente que se formó con motivo de la denun-
cia de hechos que formuló, en apreciación de la suscrita, ello, no es 
impedimento para que, en ejercicio de una interpretación funcional, 
sobre el régimen de responsabilidad administrativa de los servidores 
públicos vigente en la Ciudad de México y, que se permea desde su 
regulación en la Constitución Federal y la Ley General de Responsa-
bilidades Administrativas, conforme a la interpretación que ha reali-
zado el Poder Judicial de la Federación con relación a ello, se considere 
pertinente y, como parte de los derechos procedimentales que le co-
rresponden a la persona denunciante, tener acceso al expediente, para 
hacer efectivo su derecho de participación activa en el procedimien-
to administrativo correspondiente, entendido en un sentido amplio, 
en su primer fase, identificada como de investigación; interpretación 
que, en apreciación de la suscrita es acorde con los principios de in-
terpretación más favorable a la persona, la persona denunciante de 
hecho u omisiones constitutivos de una probable falta administrativa, 
así como de progresividad y no regresividad, que rigen en la aplica-
ción e interpretación de los derechos humanos, en esta Ciudad, con-
forme a lo dispuesto en el artículo 4, apartado B, numerales 1 y 3, de 



Materia Constitucional 47

REVISTA A NAL E S  D E  JURISPRUDENCIA

la Constitución local, a fin de eliminar las restricciones que pudieran 
impedir la materialización del derecho subjetivo que la Ley de Res-
ponsabilidades Administrativas de la Ciudad de México, le confiere, 
como parte, en el proceso de responsabilidad administrativa, en es-
tricto sentido.

Así, retomando la litis a resolver el caso a estudio, debe tenerse 
en cuenta que, en un primer momento, la parte quejosa, atribuye a 
la autoridad responsable la negativa para permitirle tener acceso al 
expediente de presunta responsabilidad administrativa iniciado con 
motivo de la denuncia presentada el veintinueve de julio de dos mil 
veintidós.

Por su parte, la autoridad responsable aceptó que, estando presente 
en las oficinas que ocupa el Órgano Interno de Control en la Secreta-
ría del Medio Ambiente de la Ciudad de México, *** para consultar 
el expediente iniciado con motivo de la denuncia interpuesta, por la 
hoy parte quejosa, se le indicó que dicho expediente se encontraba en 
etapa de investigación, por lo que, según apreciación de la autoridad 
responsable, la persona denunciante solo tenía una participación acti-
va al denunciar un hecho que pudiera constituir alguna falta adminis-
trativa prevista en la Ley de Responsabilidades Administrativas de la 
Ciudad de México y aportar elementos de convicción que considerara 
necesarios y tuviera a su alcance, sin que ello ameritara que la persona 
en cita, tuviera acceso al expediente de investigación.

Así, de las propias manifestaciones vertidas tanto, por la parte que-
josa, como por la autoridad responsable al rendir su informe, queda 
acreditado que, en efecto, como lo afirmó la primera de las menciona-
das, al plantear la acción que nos ocupa, la autoridad señalada como 
responsable, le negó el acceso a la C.***, al expediente de presunta res-
ponsabilidad administrativa iniciado con motivo de la denuncia pre-
sentada el veintinueve de julio de dos mil veintidós.
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En este orden de ideas, es dable concluir que la conducta asumi-
da por la autoridad responsable, al negarse a permitir el acceso a la 
hoy parte quejosa (por conducto de una de las personas que autori-
zó para tal efecto), el acceso al expediente que se formó con motivo 
de la denuncia que presentó el veintinueve de julio de dos mil veinti-
dós, es contraria a la interpretación realizada por la suscrita, en esta 
resolución, con relación al grado de intervención y derechos proce-
dimentales que corresponden a la persona denunciante de hechos pro-
bablemente constitutivos de alguna falta administrativa, en la etapa 
de investigación; y, en particular, con el derecho que tienen a acceder 
a dicho expediente.

No es obstáculo para arribar a las conclusiones de mérito, el hecho 
de que la autoridad responsable, pretenda justificar su conducta en el 
criterio emitido por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Ma-
teria Administrativa del Primer Circuito, contenido en la tesis aislada 
con los datos siguientes: responsabilidades administrativas de 
los servidores públicos. La participación activa del denun-
ciante en la fase de investigación relativa, no incluye el ac-
ceso al expediente como coadyuvante de la autoridad. Tesis 
[A]: I.12o.A.1 A.1 (11a.). Gaceta del Semanario Judicial de la Federa-
ción. Undécima Época. Libro 7, noviembre de 2021, tomo IV, página 
3410. Registro digital: 2023879; en virtud de que, en primer lugar, el 
criterio que invoca la autoridad responsable como fundamento de su 
conducta, corresponde a una tesis aislada, que carece de obligatorie-
dad en el órgano jurisdiccional de mi adscripción, acorde al o dispues-
to en el artículo 217 de la Ley de Amparo, aunado a que, conforme a 
lo expuesto en la parte considerativa de esta resolución, la Suscrita no 
comparte el criterio contenido en el mismo, en el sentido de estimar 
que la participación activa que se le otorga a la persona denunciante, 
únicamente lo es, con el objeto:  
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... de exponer actos u omisiones que pudieran vincularse con faltas en 
relación con los hechos de autoridades denunciadas y para impugnar en 
la vía correspondiente el acuerdo de conclusión o abstención de la au-
toridad investigadora de iniciar el procedimiento relativo...”y que ello 
no “...incluye el acceso al expediente como coadyuvante de la autoridad; 

Y, se opta por un criterio que otorgue el mayor beneficio a la perso-
na, en este caso, denunciante de los hechos que pudieran constituir 
alguna falta administrativa, reconociéndolo como un participante ac-
tivo en el procedimiento administrativo correspondiente, entendido en 
su concepción amplia; por tanto, si la parte denunciante tiene una in-
tervención activa en todas las fases del procedimiento administrativo, 
entendido en sentido amplio y, no sólo, en el procedimiento de respon-
sabilidad administrativa, en sentido estricto, tampoco resultan apli-
cables las restricciones que pretende hacer valer la autoridad señalada 
como responsable, en el sentido de que se trata de información reser-
vada a la que no puede tener acceso la persona denunciante, pues dicha 
restricción operaría tratándose del ejercicio del derecho humano de ac-
ceso a la información pública que corresponde a cualquier persona ajena 
a la tramitación del procedimiento, pero no, respecto de quienes tienen 
una participación activa y derechos procedimentales y subjetivos reco-
nocidos en dicho procedimiento, conforme a la legislación que rige en 
la materia, así como la interpretación que de la misma se ha realizado. 

En mérito de lo expuesto, en apreciación de la suscrita se actualiza 
la vulneración del derecho que la parte quejosa, atribuye a la autori-
dad señalada como responsable, por no permitirle el acceso al expe-
diente, en su carácter de persona denunciante, en el procedimiento 
administrativo que se substancia ante dicha autoridad.

En relación con la dimensión del derecho a la buena administra-
ción pública relativa al deber que tiene la autoridad administrativa 
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para atender las peticiones formuladas por las personas, en breve tér-
mino, debe tenerse en cuenta lo siguiente:

El artículo 61, numeral 1, fracción IV, de la Constitución Política 
de la Ciudad de México, dispone que:

1. Todos los entes públicos de la Ciudad de México contarán con órga-
nos internos de control y tendrán los siguientes objetivos:

[…]

IV. Recibir, dar curso e informar el trámite recaído a las denuncias 
presentadas por la ciudadanía o por las Contralorías Ciudadanas en un 
plazo que no deberá exceder de veinte días hábiles.

El precepto constitucional transcrito, impone a los órganos internos 
de control de los entes públicos de la Ciudad de México, de recibir, 
dar curso e informar el trámite que recaiga a las denuncias que se pre-
senten, en un plazo que no exceda de veinte días hábiles; deber que, 
en apreciación de la Suscrita, se atiende, precisamente, con la recep-
ción de la denuncia que se presente por la persona interesada; y, en un 
segundo momento, emitiendo una determinación o resolución, en la 
cual la autoridad que recibe la denuncia, se pronuncie con relación al 
trámite o curso que le hubiere dado, mismo que deberá hacer del co-
nocimiento de la persona denunciante, dentro de un término no ma-
yor a veinte días hábiles; ello, entendido, única y exclusivamente, con 
relación a la determinación que se toma, por parte de la autoridad, 
solo por lo que se refiere al curso y/o trámite (entendidos como sinó-
nimos) que, en su caso, se estime, debe darse a la denuncia formulada; 
y, no, en el sentido de que el plazo de veinte días hábiles corresponda 
a aquél que tiene la autoridad administrativa, para substanciar en su 
totalidad el procedimiento administrativo que se origina con dicha 
denuncia.
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Ello, en virtud de que, como se ha estimado en la presente resolu-
ción, el procedimiento administrativo de responsabilidad administra-
tiva, es un todo, que se integra por distintas fases, siendo la primera 
de ellas, la etapa de investigación, para transitar, en caso de que así lo 
requiera el caso, a una fase posterior, de procedimiento de responsabi-
lidad administrativa, en sentido estricto; por tanto, no es dable, sentar 
un precedente en el sentido de que todos y cada uno de los asuntos 
que se plantean ante un órgano de control interno deban resolverse en 
todas y cada una de sus partes, y notificarse dentro del plazo de veinte 
días, establecido en el precepto constitucional local en cita, pues, ello 
implicaría desconocer las particularidades que pueden existir en cada 
caso, así como la complejidad que, en casos específicos, puede actua-
lizarse para realizar la investigación correspondiente y, en su caso, la 
substanciación de la etapa de procedimiento de responsabilidad admi-
nistrativa, en estricto sentido.

En estas condiciones, debe tomarse en cuenta que, en el escrito 
inicial, la parte quejosa afirmó que, hasta ese momento, la persona 
titular del Órgano Interno de Control en la Secretaría del Medio 
Ambiente en la Ciudad de México, había sido omisa en informarle 
el trámite recaído a la denuncia que presentó el veintinueve de julio 
de dos mil veintidós; situación que fue desvirtuada por la autoridad 
señalada como responsable, quien, al rendir el informe que le fue re-
querido, exhibió copia certificada de diversas actuaciones, en particu-
lar, de la impresión del correo electrónico dirigido a la parte quejosa, 
por virtud del cual, le notifican el oficio ****, en el cual se le informa 
que la denuncia que formuló, se radicó ante la Jefatura de Unidad De-
partamental de la Investigación en el Órgano Interno de Control en 
la Secretaría del Medio Ambiente en la Ciudad de México, el cuatro 
de agosto de dos mil veintidós, ordenándose la práctica de las dili-
gencias e investigaciones necesarias para resolver lo que en derecho 
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procediera, cuyo resultado le sería notificado; al respecto, se destaca 
que de las manifestaciones vertidas por la parte quejosa, al formu-
lar su alegatos, se infiere que, en efecto, recibió la notificación an-
tes señalada y tiene conocimiento de que la autoridad señalada como 
responsable dio el curso correspondiente a su denuncia al iniciar el 
expediente de presunta responsabilidad administrativa ***. De igual 
forma, consta el citatorio de veinte de septiembre de dos mil veinti-
dós, dirigido a la hoy parte quejosa, por virtud del cual, se informa 
que para la debida integración del expediente, debería presentarse en 
las oficinas del multicitado órgano interno de control, el veintitrés de 
septiembre de dos mil veintidós, con el objeto de cumplimentar una 
diligencia de investigación, la cual se llevó a cabo con la comparecen-
cia de la parte quejosa, como se advierte de la copia certificada que se 
acompañó al informe de mérito. Las documentales en cuestión, tienen 
pleno valor probatorio, por tratarse de documentos públicos, ello con 
fundamento en los dispuesto en los artículos 327 y 403 del Código 
de Procedimientos Civiles vigente en la Ciudad de México de aplica-
ción supletoria a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de 
México.

Así, dada la interpretación realizada por la suscrita con relación al 
artículo 61, numeral 1, fracción IV, de la Constitución Política de la 
Ciudad de México, en el sentido de que, el plazo de veinte días al que 
hace alusión, corresponde a aquél que se le otorga para dar curso e in-
formar el trámite dado a la recepción de la denuncia que, en su caso, 
se formule; y, no así, para la substanciación en su totalidad del proce-
dimiento administrativa que se origina con dicha denuncia; es dable 
concluir que, si la denuncia en cuestión fue presentada el veintinueve 
de julio de dos mil veintidós y mediante comunicación electrónica, de 
cuatro de agosto del mismo año, se hizo del conocimiento de la perso-
na interesada el trámite que se le dio, la autoridad atendió cabalmente 
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al deber que le impone el precepto constitucional en cita, sin que pa-
sen desapercibidas las alegaciones formuladas por la parte quejosa, 
en el respectivo escrito que ingresó ante este Juzgado el veinte de fe-
brero de dos mil veintitrés, pues, como se ha señalado, sí se indicó el 
trámite que se dio a su denuncia, esto es, como la propia parte quejo-
sa reconoce, que se dio el curso correspondiente, iniciando la investi-
gación en el expediente que se formó con motivo de la denuncia que 
formuló, pues, entenderlo en el sentido que pretende la parte quejosa, 
en el sentido de que debe informarse la determinación resultado de la 
investigación, sería contrario a la propia normatividad aplicable, debi-
do a que, no existe disposición legal que establezca que expresamente 
que la etapa de investigación debe concluirse mediante el dictado de 
la determinación correspondiente, dentro de un plazo de veinte días 
hábiles; aunado a que, como se ha señalado, el procedimiento admi-
nistrativo en sentido amplio, que inicia con la denuncia, para integrar 
la fase de investigación y, en su caso, puede transitar a la etapa del pro-
cedimiento de responsabilidad administrativa, en sentido estricto, es 
uno solo, por tanto, no es dable hacer la distinción pretendida por la 
parte quejosa, en el sentido de que el precepto constitucional que nos 
ocupa, únicamente se refiere a la fase de investigación, pues ello no se 
advierte de dicho precepto; además de que tampoco se advierte que, el 
espíritu del mismo, sea hacer una distinción entre las locuciones “cur-
so” y” “trámite”, sino que, en apreciación de la suscrita, en el precepto 
constitucional que se interpreta, se deben entender como sinónimos.

En otro orden de ideas, con relación al petitorio cuarto de su escri-
to inicial, relativo a que se establezcan las medidas de reparación inte-
gral y garantías de no repetición, no es dable proveer de conformidad 
su petición, debido a que, conforme al artículo 76 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Ciudad de México, el objeto de la acción de 
protección efectiva es restituir a la parte quejosa en el pleno goce sus 
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derechos reconocidos en la Constitución Política de la Ciudad de Mé-
xico, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la vio-
lación, cuando el acto sea de carácter positivo; y, obligar a la autoridad 
a obrar en el sentido de respetar el derecho de que se trate y a cumplir, 
por su parte, lo que el mismo exige, cuando sea de carácter negativo; 
de lo que se infiere que, el efecto de la acción de protección efectiva de 
derechos no tiene el alcance pretendido por la parte quejosa, a fin de 
que en este juicio, se determine una reparación integral y las medidas 
que ello conlleva; no obstante ello, la parte quejosa tiene a salvo los 
derechos que, en su caso, le correspondan, para hacerlos valer, en la 
vía y ante las autoridades que tengan competencia para ello, toman-
do en cuenta que el artículo 5, aparatado C. numeral 1, de la Consti-
tución Política de la Ciudad de México, que invoca, establece que la 
reparación integral, se realizará conforme a lo previsto por la ley; y, 
el numeral 106 de la Ley Constitucional de Derechos Humanos y sus 
Garantías de la Ciudad de México, que también invoca, dispone que 
las autoridades de la Ciudad de México, que se encuentren obligadas 
a reparar el daño, de manera integral, deberán observar lo establecido 
en las leyes generales y locales sobre las víctimas; esto es, conforme a 
los procedimientos que, en las mismas se establezcan.

En tales condiciones, resulta fundada la acción de protección efecti-
va de derechos promovida por la parte quejosa, por violación al derecho 
humano relativo a la buena administración pública, reconocido en el ar-
tículo 7 apartado A de la Constitución Política de la Ciudad de México, 
en su dimensión relativa al deber que tiene la autoridad administrativa 
para permitir el acceso al expediente que corresponda, con respeto a 
la confidencialidad, reserva y la protección de datos personales; e IN-
FUNDADA respecto a su dimensión relativa al deber que tiene la au-
toridad administrativa para atender las peticiones formuladas por las 
personas, en breve término; y, debido a que el acto reclamado respecto 
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del cual se declaró fundada la acción en estudio, consiste en la conducta 
asumida por la autoridad responsable, al negarle el acceso al expediente 
administrativo formado con motivo de la denuncia que presentó, con 
fundamento en lo dispuesto en el párrafo primero del artículo 76 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de México, deberá obli-
garse a la citada autoridad a actuar de manera tal, en que se respete el 
derecho antes señalado y a cumplir lo que el mismo exige.

Quinto. Precisión de los efectos para los cuales se concede la acción 
de protección efectiva de derechos. El artículo 76 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Ciudad de México, dispone que cuando el acto 
reclamado sea de carácter negativo, la resolución que declare fundada 
la acción de protección efectiva tiene por objeto obligar a la autoridad 
a que obre en el sentido de respetar el derecho de que se trate y a cum-
plir, por su parte, lo que el mismo derecho exige.

Por tanto, la autoridad responsable debe respetar el derecho huma-
no relativo a la buena administración pública, reconocido en el artícu-
lo 7 apartado A de la Constitución Política de la Ciudad de México, 
en su dimensión relativa al deber que tiene la autoridad administrati-
va para permitir el acceso al expediente que corresponda, con respeto 
a la confidencialidad, reserva y la protección de datos personales; y, 
cumplir con lo que el mismo derecho exige; en consecuencia, deberá:

1. Emitir, por escrito, dentro de un término de CINCO DÍAS HABI-
LES, Ia resolución o determinación en la que, expresamente, autorice 
a la parte quejosa *****, por sí misma, o por conducto de las personas 
señaladas para tal efecto, el acceso al expediente ***** con respecto a la 
confidencialidad, reserva y la protección de datos personales de dicho 
expediente; y, una vez hecho lo anterior, lo informe a este órgano juris-
diccional al día siguiente a que ello ocurra, remitiendo copia certificada 
de la resolución o determinación que dicte.
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2. Emitida la resolución o determinación en les términos señala-
dos es el numeral que antecede, dentro del término de TRES DÍAS 
HABILES posteriores a que la emita, deberá notificarla, a la hoy par-
te quejosa; y, hacerlo del conocimiento de este órgano jurisdiccio-
nal al día siguiente en que practique dicha notificación, remitiendo 
copia certificada de las constancias que acrediten que realizó dicha 
notificación.

Lo anterior, bajo el apercibimiento que, en caso de no dar cumpli-
miento en sus términos a la presente resolución, se le impondrá una 
multa de $10,000.00 (DIEZ MIL, PESOS 00/100 MONEDA NA-
CIONAL), atento a lo dispuesto en el artículo 75, fracción 1, de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de México y los artículos 62 y 
73, fracción I, del Código de Procedimientos Civiles de esta Ciudad, de 
aplicación supletoria a la Ley Orgánica invocada.

Sexto. La presente resolución se firmará de manera electrónica, con-
forme al Acuerdo General 37-42/2020 y sus modificatorios, particu-
larmente, el Acuerdo General 21-47/2020, todos emitidos por el Pleno 
del Consejo de la Judicatura de la Ciudad de México, por virtud de los 
cuales se establecen los “Lineamientos para regular el uso de la Firma 
Electrónica Certificada del Poder Judicial de Ia Ciudad de México”, en 
cuyo artículo 7, se establece que “Los documentos electrónicos o digi-
tales que cuenten con “Firma Judicial” producirán los mismos efectos y 
tendrán el mismo trato que los presentados físicamente con firma autó-
grafa”, atento al principio de equivalencia funcional referido en la frac-
ción III del artículo 9 de los citados lineamientos, de conformidad con 
el cual la firma electrónica certificada recibirá el mismo trato, sin discri-
minación, que la firma autógrafa.

Por lo expuesto, fundado y con fundamento en los artículos 73, 74 y 
76 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de México; así 



Materia Constitucional 57

REVISTA A NAL E S  D E  JURISPRUDENCIA

como lo establecido por los artículos 80, 81 y 82 del Código de Pro-
cedimientos Civiles de esta Ciudad de México aplicados de manera 
supletoria a la ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de Méxi-
co, se,

RESUELVE

Primero. La acción de protección efectiva de derechos, planteada por 
**** por su propio derecho, en contra del Titular del Órgano Interno 
de Control en la Secretaría del Medio Ambiente de la Ciudad de Mé-
xico, resulta fundada, por lo que hace al acto reclamado en el nume-
ral 1 (uno) del resultando segundo, por violación al derecho humano 
relativo a la buena administración pública, reconocido en el artículo 
7 apartado A de la Constitución Política de la Ciudad de México, en 
su dimensión relativa al deber que tiene la autoridad administrativa 
para permitir el acceso al expediente que corresponda, con respeto a 
la confidencialidad, reserva y la protección de datos personales, atento 
a los razonamientos esgrimidos en la parte considerativa de este fallo, 
y, para los efectos precisados en el considerando quinto de la presente 
resolución;

Segundo, La acción de protección efectiva de derechos, planteada 
por ***, por su propio derecho, en contra del Titular del Órgano In-
terno de Control en la Secretaría del Medio Ambiente de la Ciudad 
de México, resulta infundada, por lo que hace al acto reclamado en el 
numeral 2 (dos) del resultando segundo, atento a los razonamientos 
esgrimidos en la parte considerativa de este fallo.

Tercero. Notifíquese la presente resolución a la parte quejosa por 
medio de boletín judicial, y, por oficio, a la autoridad responsable, en 
su oportunidad, archívese como asunto concluido.
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Cuarto. Agréguese copia autorizada de la presente resolución, al 
legajo correspondiente.

Así lo resolvió definitivamente y firma electrónicamente la maestra 
Blanca Ivonne Ávalos Gómez, jueza Segunda en Materia de Tutela de 
Derechos Humanas del Tribunal Superior de Justicia del Poder Judi-
cial de la Ciudad de México, ante los testigos de asistencia, licenciada 
Perla Isis Ruiz Colín y licenciado Maximiliano Cedillo Enciso, en su-
plencia de la persona titular de la Secretaría de Acuerdos, en términos 
de la dispuesto en el artículo 111 de la Ley Orgánica del Poder de Ju-
dicial de la Ciudad de México, con quienes autoriza y da fe, firmando 
también electrónicamente.

Damos fe.

Con fundamento en el artículo 116 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 
186 de la Ley de Trasparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciu-
dad de México; artículo 3, fracción IX, 9, punto 2, de la Ley de Protección de datos personales en 
Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de México, así como el artículo 7, fracción II, y 62 de los 
lineamientos Generales de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados de la 
Ciudad de México, se hace constar que en esta versión pública se suprime la información considerada 
como reservada o confidencial que encuadra en los ordenamientos mencionados.
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JUZGADO VIGÉSIMO SEXTO CIVIL DE PROCESO 
ORAL Y TUTELA DE DERECHOS HUMANOS DE 

LA CIUDAD DE MÉXICO

JUEZA MITZI AQUINO CRUZ

Para dictar sentencia definitiva, en los autos del juicio oral mercantil 
en el que se intentó la acción de cumplimiento del contrato de seguro.

SUMARIO:

derecho a la vida y a la salud, deben prevalecer ante el cum-
plimiento de formalismos establecidos en las condiciones 
del contrato de seguro (uso de medicamentos de 
emergencia como remdesivir).
Hechos: Una persona contrató un seguro de gastos médicos mayores, 
y al haber contraído covid-19 le fue indicado por el médico tratante 
la administración del medicamento Remdesivir, cuyo costo asumió el 
asegurado; posteriormente solicitó a la empresa aseguradora el reem-
bolso de las sumas erogadas con tal motivo, y ante la negativa de ésta, 
presentó demanda en la vía oral mercantil.
Criterio jurídico: De conformidad con lo estipulado en las condicio-
nes generales que rigen el contrato de seguro que vincula a los con-
tendientes, los “medicamentos” deben ser un producto farmacéutico 
empleado en el tratamiento de una enfermedad, registrado ante la 
farmacopea, que es el documento expedido por la Secretaria de Sa-
lud, y contar con otros requisitos. Interpretación que sin duda debe 
prevalecer en condiciones ordinarias, pues el contrato de seguro es un 
acuerdo de voluntades en el que las partes se someten a los términos 
y condiciones pactados. No obstante, en el caso concreto no puede 
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atenderse a una interpretación ordinaria de los términos del contrato 
de seguro básico, pues en la especie se actualizaron condiciones ex-
traordinarias que requieren de una interpretación extensiva, protec-
tora y garantista de derechos fundamentales para todo ser humano, 
como son la vida, la salud y la preservación de ambas.

No puede soslayarse el hecho de que el actor se vio afectado con el 
padecimiento de covid 19, consecuencia de la pandemia mundial re-
lacionada con el virus Sars Cov2, lo que constituyó una emergencia 
sanitaria, dejando de lado cuestiones rigoristas, como es el caso de los 
permisos por parte de la Comisión para la Protección de Riesgos Sa-
nitarios para ciertos medicamentos (como el Remdisivir), priorizando 
salvaguardar la vida, salud e integridad física de las personas que con-
trajeron dicho padecimiento.

Bajo esa tesitura, dado que la demandada no justificó dentro de la 
secuela procesal con elemento de convicción alguno las causas de ex-
clusión de responsabilidad que invocó, ni acreditó el pago de la indem-
nización reclamada conforme a lo pactado en la póliza basal, la acción 
de cumplimiento del contrato de seguro resulta procedente.
Justificación: En el caso que nos ocupa debe realizarse un análisis a la 
luz de las circunstancias extraordinarias que se presentaron, a fin de ve-
lar por la mayor protección de las prerrogativas a la vida, salud y la pre-
servación de ambas, reconocidas a nivel constitucional tanto en el ámbito 
federal como local, y hacer una interpretación extensiva de las condicio-
nes generales que rigen el contrato de seguro que une a las partes, a fin 
de dar una mayor protección de los derechos humanos mencionados.

Además, tampoco debe soslayarse que mediante comunicado de 
doce de marzo de dos mil veintiuno, la Comisión Federal para la Pro-
tección Contra Riesgos Sanitarios (COFEPRIS) autorizó para el uso de 
la emergencia el medicamento Remdesivir, mismo que sería destinado 
al apoyo de las acciones para la atención de pacientes con covid-19.
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Por tanto, una interpretación extensiva, garantista y protectora de 
los Derechos Humanos a la vida, la salud y la preservación de ambos, 
tomando en consideración las circunstancias extraordinarias y especí-
ficas del caso, permite concluir que si bien el medicamento Remdisivir 
no contaba con el registro sanitario por la Comisión Federal para la 
Protección Contra Riesgos Sanitarios ni licencia formal para su co-
mercialización en el territorio nacional, tales condiciones quedaron 
superadas con la autorización de la Secretaria de Salud para el uso 
emergente del fármaco en comento, pues antes que el cumplimiento 
de los formalismos en cita está la necesidad de salvaguardar la vida, la 
salud e integridad de la población.
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Ciudad de México, a diez de julio de dos mil veintitrés.
En cumplimiento a lo ordenado en audiencia de juicio de esta 

misma fecha y con fundamento en lo dispuesto en el artículo 1390 
bis 38 del Código de Comercio,  vistos para dictar  sentencia de-
finitiva,  los autos del  juicio oral  mercantil promovido por  *** y 
*** contra ***, expediente ***; y

RESULTANDOS

1. Por escrito presentado ante la Oficialía de Partes Común para Juz-
gados y Salas del Poder Judicial de la Ciudad de México, el diecisiete 
de noviembre de dos mil veintidós, remitido a este Juzgado el diecio-
cho del mismo mes y año, ***, por su propio derecho, demandaron 
en la VÍA ORAL MERCANTIL de ***., las siguientes prestaciones:

A. El pago de $90,000.00 (Noventa mil pesos 0/100 M.N.) por con-
cepto de cobertura y/o reembolso correspondiente a los gastos médicos 
realizados con motivo del siniestro sufrido por el familiar asegurado 
***. Lo anterior, con base en la póliza del contrato de seguro núme-
ro *** (en adelante el contrato), que celebró con la aseguradora ***. La 
cantidad reclamada corresponde al precio erogado por el medicamento 
«Remdesivir», medicamento autorizado por el Gobierno Federal para 
el tratamiento útil en el manejo de pacientes con COVID-19.

B. El pago de los intereses moratorios generados, a partir del 16 de 
noviembre de 2021 y hasta la fecha en la que se haga el pago de la in-
demnización reclamada en la prestación anterior. Los intereses mora-
torios deben calcularse a partir de que la aseguradora resolvió como 
improcedente mi reclamación, a través de un aviso de fecha 16 de no-
viembre de 2021. Lo anterior, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
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71 de la Ley Sobre el Contrato de Seguros, en relación con los artículos 
276, 278 y demás relativos de la Ley de Instituciones de Seguros y de 
Fianzas, el numeral 29 de la cláusula VI de las Cláusulas Generales del 
contrato y el siguiente criterio jurisprudencial:

Época: Décima Época Registro: 2012541lnstancia: Plenos de Cir-
cuito Jipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Gaceta del Semanario Ju-
dicial de la Federación Libro 34, Septiembre de 2016, Tomo III Mate-
ria(s): Civil. Tesis: PC.I.C. J/29 C (lOa.) Página: 1587. (…)

C. El pago de los gastos y costas que se originen con motivo de la tra-
mitación del presente juicio.

Fundó la demanda en los hechos y preceptos de Derecho que esti-
mó aplicables, mismos que por economía procesal se tienen por re-
producidos, como si a la letra se insertaren, en obvio de repeticiones 
innecesarias. 

2. Desahogada la prevención y ratificación ordenada en actuacio-
nes, por auto de catorce de diciembre de dos mil veintidós se admitió 
a trámite la demanda en la vía y forma propuesta; se ordenó correr 
traslado de ella a la aseguradora enjuiciada para que produjera su 
contestación dentro del término de nueve días.

El emplazamiento de ***., se practicó en la forma y términos que 
constan en la diligencia de ocho de febrero de dos mil veintitrés.

3. Por escrito presentado ante la Oficialía de Partes Virtual del 
Sistema Integral de Gestión Judicial del Poder Judicial de la Ciu-
dad de México, el veintidós de febrero de dos mil veintitrés y re-
mitido a este órgano jurisdiccional el veintitrés del mismo mes y 
año ***., presentó su contestación, no obstante, por auto de veinti-
siete de febrero de la anualidad se le requirió para que presentara 
la copia certificada u originales de los documentos descritos en la 
citada promoción.
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Por auto de ocho de marzo de dos mil veintitrés, se tuvo a***., por 
conducto de su apoderado legal --- dando contestación a la demanda 
instaurada en su contra, sosteniendo la improcedencia de las presta-
ciones reclamadas y oponiendo las excepciones y defensas que estimó 
convenientes.

Con las excepciones y defensas opuestas por la parte enjuiciada se 
ordenó dar vista a la parte actora, a quien no se le tuvo por desahogada 
la vista, en virtud de que el escrito fue presentado por el mandatario 
procesal; por lo que, por auto de veintidós de marzo de dos mil vein-
titrés se fijó día y hora para la celebración de la Audiencia Preliminar.

4.  Audiencia Preliminar que tuvo verificativo  el  doce de abril 
de dos mil veintitrés, en la que se fijaron los siguientes hechos no 
controvertidos:

Primero. La celebración del Contrato de Seguro de tres de marzo 
de dos mil veintiuno.

Segundo. La expedición de la póliza número ***.
Tercero. Que en la póliza número *** se designó como familiar 

asegurado a ***
Cuarto. Que el veintiocho de octubre de dos mil veintiuno se hizo 

del conocimiento de la aseguradora la enfermedad que padeció ***.
Quinto. La información emitida por la aseguradora mediante es-

crito de dieciséis de noviembre de dos mil veintiuno.
Sexto. La presentación de la reclamación ante la Comisión Federal 

para la Protección y Defensa de Servicios Financieros bajo el número 
de expediente *** por el actor *** presentó.

Sin embargo, no fue posible fijar acuerdos probatorios. Ensegui-
da se procedió a la calificación y admisión de las pruebas ofrecidas por 
los contendientes, fijándose fecha de Audiencia de Juicio.

5. En Audiencias de Juicio celebradas el quince de mayo y diez de 
julio del año que transcurre, se desahogaron las pruebas admitidas 
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a las partes, acto continúo se aperturó el periodo de alegatos, decla-
rándose visto el asunto y se procedió a pronunciar LA SENTENCIA 
DEFINITIVA correspondiente, la cual se materializa al tenor de los 
siguientes:

CONSIDERANDOS

I. Este Juzgado es competente para conocer y resolver el presente jui-
cio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1104 fracción III, 
1390 Bis, 1390 Bis 1 y demás relativos del Código de Comercio, en 
relación con el artículo 105 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 
la Ciudad de México.

II. Es procedente la VÍA ORAL MERCANTIL intentada, toda 
vez de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75, fracción 
XVI y 1049, ambos del Código de Comercio, la controversia que aquí 
se ventila deriva de actos comerciales, toda vez que los contratos de 
seguro y su actividad inherente están catalogados por la ley como ac-
tos de comercio, aunado a que tal acuerdo encuentra su regulación en 
los artículos 1º, 2º, 11, 19, 21, 23, 31, 59, 66, 91 y demás relativos de 
la Ley sobre el Contrato de Seguro.

Además, por disposición de los numerales 1055, 1390 bis y 1390 
Bis 1 del Código de Comercio, los juicios mercantiles son, entre 
otros, orales, en los que se tramitarán todas las contiendas sin li-
mitación de cuantía y no existe una vía especial para este tipo de 
controvertidos.

III. En ese tenor, se entra al estudio de las constancias que obran 
en autos, atendiendo a los elementos de convicción, a la lógica y ex-
periencia, así como lo dispuesto en el Libro Quinto, Título Primero, 
Capítulo XX del Código de Comercio y los artículos 1194, 1195 y 
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1196 del mismo ordenamiento, que establecen el sistema de cargas 
probatorias, según el cual el actor se encuentra obligado a probar los 
hechos constitutivos de su acción y la parte demandada sus excepcio-
nes, en su caso.

En esa tesitura de la instrumental de actuaciones, con valor proba-
torio pleno de conformidad con los artículos 1294 y 1390 Bis 44 del 
Código de Comercio, se aprecia que los promoventes ***, pretenden el 
cumplimiento del contrato de seguro que celebraron con ***., bajo la 
póliza *** denominada Gastos Médicos Mayores Individual/Familiar; 
consecuentemente, el rembolso de la cantidad de $90,000.00 (noven-
ta mil pesos 00/100 M.N.), por el tratamiento con motivo del padeci-
miento de Covid 19, del asegurado *** y la compra del medicamento 
«Remdesivir»; el pago de los intereses moratorios e indemnización 
por mora correspondiente de conformidad con el artículo 276 de la 
Ley de Instituciones de Seguros y Fianzas, así como los gastos y cos-
tas por la tramitación del presente juicio.

Pretensiones que los promoventes sustentaron en el argumento to-
ral de que el veintitrés de junio de dos mil veintiuno, ***, familiar ase-
gurado en la Póliza A7072618, presentó síntomas relacionados con el 
virus SARS-COV2 (COVID-19), razón por la cual acudió al Módulo 
de atención de la Alcaldía Gustavo A. Madero, para realizarse la prue-
ba correspondiente, misma que resultó positiva a COVID-19 el vein-
tiséis de junio de dos mil veintiuno.

Con motivo de lo anterior, los médicos del referido módulo le 
proporcionaron un Kit de atención para el virus SARS CoV2 (CO-
VID-19), que contenía entre otras cosas los medicamentos Para-
cetamol e Ivermectina, además de indicarle que debía aislarse; sin 
embargo, en la segunda semana del tratamiento, señala que su oxi-
genación comenzó a disminuir; motivo por el cual acudió al Hospital 
Grupo Torre Médica, en el que una vez valorado, le señalaron que no 
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tenían la infraestructura necesaria para su atención y debía internarse 
en otro nosocomio.

Por ello, el día cuatro de julio de dos mil veintiuno, *** acudió al 
Hospital Central Militar, nosocomio de tercer nivel de atención médi-
ca de la Secretaría de la Defensa Nacional, en virtud de la activación 
del Plan DN-III-E, por la contingencia sanitaria del virus SARS-
CoV2 (COVID-19), en congruencia con el Decreto de veintisiete de 
marzo del dos mil veinte, publicado en el Diario Oficial de la Federa-
ción, en el cual, el Titular del Poder Ejecutivo, declaró diversas accio-
nes extraordinarias a nivel nacional para la atención de la pandemia.

Así, una vez que *** acudió al Hospital Central Militar, presentó la 
prueba positiva al virus SARS-CoV2 (COVID-19) que le fue practica-
da en el Módulo correspondiente de la Alcaldía Gustavo A. Madero, 
así como diversos estudios que le practicaron en el Hospital Grupo 
Torre Médica; razón por la cual, al pasar a consulta le realizaron dife-
rentes estudios de sangre y pruebas físicas, con lo que se confirmó que 
era portador de neumonía bilateral secundaria al virus SARS-CoV2 
(COVID-19) y que tenía inflamación de órganos de manera general, 
por lo que de inmediato los médicos iniciaron con el tratamiento que 
consideraron conveniente; sin embargo, el asegurado tuvo poca res-
puesta al tratamiento ambulatorio.

Ante ello, al observar los médicos que la salud del paciente se agra-
vaba poniendo en riesgo su vida, con base en los estudios de labo-
ratorio e información a su alcance acerca de tratamientos del virus 
SARS-CoV2 (COVID-19) y experiencia con diversos casos, determi-
naron procedente iniciar el tratamiento de segunda línea con el anti-
viral «REMDESIVIR».

Sin embrago, el cuatro de julio de dos mil veintiuno el médico tra-
tante del Hospital Central Militar, Doctor Neumólogo Rafael Bau-
tista Méndez informó a *** que en el nosocomio no contaban con el 
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medicamento antiviral REMDESIVIR, por lo que debía adquirirlo 
por su cuenta y para tal efecto, le extendió una receta médica.

Consecuentemente, el cuatro de julio de dos mil veintiuno, *** lo-
calizó con la persona moral MEDISULT S.A. DE C.V. el medicamen-
to REMDESIVIR; por lo que, realizó el pedido de seis unidades, cada 
uno por la cantidad de $15,000.00 (QUINCE MIL PESOS 00/100 
M.N.), dando un total de $90,000.00 (NOVENTA MIL PESOS 
00/100 M.N.); para tal efecto, le fue expedido el Comprobante Fiscal 
Digital ** de doce de julio de dos mil veintiuno, así como una constan-
cia con motivo de la compra, pues el citado medicamento no contaba 
con registro sanitario, pero se encontraba autorizado por la Comisión 
Federal para la Protección de Riesgos Sanitarios, para casos de emer-
gencia en el tratamiento de SARS-CoV2.

Una vez suministrado al paciente el medicamento en cita, el actor 
*** evolucionó de manera correcta y fue dado de alta el quince de julio 
de dos mil veintiuno.

Por tanto, el veintiocho de octubre de dos mil veintiuno el asegura-
do *** requirió a *** el reembolso de la cantidad erogada por la com-
pra del medicamento Remdesivir, generándose la reclamación con el 
folio ***.

Así, mediante escrito de dieciséis de noviembre de dos mil vein-
tiuno, por conducto de ***, encargada de la Unidad Especializada de 
Atención a Usuarios de ** * S.A. de C.V., la moral demandada negó al 
actor el reembolso de la cantidad de $90,000.00 (NOVENTA MIL 
PESOS 00/100 M.N.) por la compra del medicamento Remdesivir, 
bajo el argumento de que a pesar de que el Gobierno Federal autorizó 
el uso de emergencia del aludido medicamento como tratamiento útil 
para manejo de pacientes con Covid 19, éste sólo podía recibirse en los 
hospitales del sector salud de segundo y tercer nivel; aunado a lo cual, 
para ser importado, comercializado y aplicado en el sector privado, el 
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fármaco en comento requería de un registro sanitario por la Comi-
sión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios y una licen-
cia para su comercialización en el territorio nacional, por lo que al no 
contar con dichos requisitos, el pago reclamado por el ahora actor se 
encontraba excluido.

Al respecto, la parte actora aduce que la aseguradora realizó una 
indebida interpretación de las condiciones generales, pues la Comi-
sión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios señaló que 
el medicamento Remdesivir sería para uso exclusivamente hospitala-
rio y de alta especialidad en casos tempranos de Covid 19, además de 
estar debidamente prescrito por el médico tratante del Hospital Cen-
tral Militar, Doctor Neumólogo Rafael Bautista Méndez y haber pre-
sentado la factura con folio 1047 expedida por Medisult S.A. de C.V. 
que ampara la compra del medicamento Remdesivir.

Además, señala que el acuerdo de voluntades celebrado con la ase-
guradora es un contrato de adhesión cuya redacción queda a criterio 
de la compañía de seguros, por lo que ante la falta de claridad y la am-
bigüedad en su contenido debe realizarse una interpretación en bene-
ficio de los asegurados.

Así, ante la negativa de la aseguradora para cubrir los gastos ero-
gados con motivo de la adquisición del medicamento Remdisivir, el 
veintitrés de noviembre de dos mil veintiuno la parte actora acudió a 
interponer formal queja ante la Comisión Nacional para la Defensa 
de los Usuarios de Servicios Financieros a la cual se le asignó el expe-
diente ***; procedimiento en el que se emitió la resolución de trece de 
mayo de dos mil veintidós, en la que dicha Comisión determinó que 
no podía emitir el acuerdo con el dictamen correspondiente, por lo 
que el usuario podría acudir a las instancias respectivas.

Por su parte, ***., al contestar la demanda negó la procedencia 
de la acción intentada, bajo el argumento de que si bien existe una 
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relación contractual entre las partes derivada de la póliza ***, en la 
que fue designado como asegurado el señor ***; también es cierto que 
en las fechas en las que le fue aplicado a *** el medicamento Remdesi-
vir, para el tratamiento del padecimiento diagnosticado como SARS 
CoV2 (COVID 19), éste carecía de un registro sanitario ante la Co-
misión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios y licencia 
de comercialización en México.

Aunado a lo cual, si bien el doce de marzo de dos mil veintiuno, la 
Comisión Federal para la Protección Contra Riesgos Sanitarios emi-
tió una autorización para el uso de dicho medicamento, ésta se realizó 
única y exclusivamente para casos de emergencia; lo que significa que 
la importación del medicamento y su distribución se encuentra con-
trolada por el Gobierno Federal, por lo que su comercialización en el 
territorio nacional no está permitida.

Razones por las que en el caso, se actualizan las exclusiones conte-
nidas en el apartado III, inciso A, numeral 2, inciso f y en el apartado 
V, numerales 24 y 27 de las Condiciones Generales de la Póliza de 
Seguro; en relación con la definición de Medicamento contenida en la 
Sección I numeral 25, de las mismas.

Además, argumenta que el suministro del medicamento remdisi-
vir al paciente *** carece de relación directa con el diagnóstico médi-
co que generó la atención hospitalaria, pues si bien el doce de marzo 
de dos mil veintiuno, la Comisión Federal para la Protección Contra 
Riesgos Sanitarios emitió una autorización para el uso de dicho me-
dicamento, la misma se realizó única y exclusivamente para casos de 
emergencia; y no fue sino hasta el dos de agosto de dos mil veintiuno, 
que en la Guía clínica para el tratamiento de la COVID-19 en Méxi-
co publicada por el Gobierno Federal, se delimitó su uso para pacien-
tes de gravedad moderada, con las siguientes características: “Signos 
clínicos de neumonía (fiebre, tos, disnea, respiración rápida) sin 
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signos de neumonía grave, incluida una SpO2 ≥ 90 al aire ambien-
te yen pacientes hospitalizados mayores de 12 años y peso mayor 
a 40 kilos, con requerimiento menor a 15 litros por minuto de oxí-
geno. No en ventilación mecánica. Menos de 8 días desde el inicio 
de síntomas”.

Por lo que, *** no cumplía con los criterios de elegibilidad para 
recetarle el medicamento Remdesivir para tratar su diagnóstico de 
SARS CoV2 (COVID 19).

Por otro lado, aduce que el decreto de veintisiete de noviembre de 
dos mil veinte, mediante el cual se faculta a la Secretaría de la Defensa 
Nacional para tomar acciones extraordinarias con motivo de la pan-
demia no puede servir de base para las pretensiones del actor, pues 
dicho decreto únicamente autoriza a la Secretaría en cita para impor-
tar insumos que sean necesarios para hacer frente a la pandemia sin 
necesidad de realizar una licitación pública, pero de ninguna manera 
puede entenderse extendido a los particulares para que importen y 
comercialicen medicamentos en territorio nacional que carezcan de 
registro y autorización por parte de Comisión Federal para la Protec-
ción contra Riesgos Sanitarios.

Finalmente, argumenta que existe imposibilidad jurídica por parte 
de la aseguradora para pagar al actor los gastos que dice efectuó por la 
compra del medicamento denominado REMDESIVIR, al carecer de 
registro ante la multicitada Comisión y como consecuencia la venta, 
distribución y comercialización de ese producto está prohibida, tan es 
así que la supuesta empresa que lo vendió a la parte actora se negó a fac-
turarlo como medicamento, ya que el fármaco REMDESIVIR es un in-
sumo que conforme a la legislación de salud no se encuentra dentro del 
comercio en términos del artículo 748 del Código Civil Federal.

Circunstancias que reiteró al oponer las excepciones de LA DE-
FENSA GENÉRICA SINE ACTIONE AGIS, FALTA DE ACCIÓN 
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Y DERECHO, EXCEPCIÓN DE FALTA DE ACCIÓN Y DERE-
CHO DERIVADA DE LOS ARTÍCULOS 66, 67 Y 68 DE LA 
LEY SOBRE EL CONTRATO DE SEGURO, NON MUTATIS 
LIBELO y TODAS Y CADA UNA DE LAS EXCEPCIONES Y 
DEFENSAS QUE DERIVEN DE LA CONTESTACIÓN DE DE-
MANDA Y QUE FAVOREZCAN A LOS INTERESES DE LA 
DEMANDADO.

Bajo ese contexto, esta Juzgadora realiza de oficio el estudio de la 
procedencia de la acción, por ser una cuestión de orden público, y por 
ende enseguida se analizará si en la especie se acreditaron o no los ele-
mentos necesarios para tal efecto.

Sirven de sustento jurídico, la jurisprudencia visible en la página 9 
del Apéndice 2000, Tomo IV, Civil, emitida por la Tercera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación bajo la voz:

“ACCIÓN. ESTUDIO OFICIOSO DE SU IMPROCEDEN-
CIA. La improcedencia de la acción, por falta de uno de sus requisi-
tos esenciales, puede ser estimada por el juzgador, aun de oficio, por 
ser de orden público el cumplimiento de las condiciones requeridas 
para la procedencia de dicha acción.”

Así como la jurisprudencia visible en la página 1137 del Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: XII, diciembre de 2000, 
que dice:

“ACCIÓN, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. Si bien es cierto que 
el estudio de los elementos de la acción debe hacerse de oficio, tam-
bién lo es que ello únicamente es así, en tratándose de las sentencias 
de primer grado, o bien de aquellas de segunda instancia, cuando el 
inferior omita su estudio y la Sala responsable resuelva en plenitud de 
jurisdicción; pero si existe por parte de aquel pronunciamiento al res-
pecto, el tribunal de alzada sólo podrá ocuparse de su análisis cuando 
exista agravio en ese sentido.”
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Máxime que la parte demandada opuso la defensa sine actione agis, 
consistente en la negación de la demanda y en arrojar la carga proba-
toria de la acción a la actora, obligando a esta juzgadora a estudiar el 
cumplimiento de los elementos necesarios para que proceda la acción 
intentada.

Sirve de sustento jurídico a lo anterior, la tesis consultable con el 
número de registro 392,739, Octava Época, de rubro y texto siguiente:

SINE ACTIONE AGIS. La defensa de carencia de acción o sine actione 
agis, no constituye propiamente hablando una excepción, pues la excep-
ción es una defensa que hace valer el demandado, para retardar el cur-
so de la acción o para destruirla, y la alegación de que el actor carece de 
acción, no entra dentro de esa división. Sine actione agis no es otra cosa 
que la simple negación del derecho ejercitado, cuyo efecto jurídico, sola-
mente puede consistir en el que generalmente produce la negación de la 
demanda, o sea, el de arrojar la carga de la prueba al actor, y el de obli-
gar al juez a examinar todos los elementos constitutivos de la acción.

En ese orden de ideas, tenemos que la acción de cumplimiento del 
contrato de seguro y consecuentemente la indemnización respecti-
va de conformidad con los preceptos 1, 19, 20 y 21 de la Ley sobre 
el Contrato de Seguro, implica el acreditamiento de los elementos 
siguientes:

A) LA EXISTENCIA DEL CONTRATO DE SEGURO.
B) LA REALIZACIÓN DEL SINIESTRO.
C) EL AVISO OPORTUNO A LA ASEGURADORA Y QUE 

SE PROPORCIONÓ LA DOCUMENTACIÓN RELA-
CIONADA CON ESE EVENTO.

D) EL I NCUMPLIMIEN TO DE LA EMPR ESA 
ASEGURADORA.
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Así, por cuanto hace a la existencia del contrato que vincula a 
los contendientes en el presente juicio, tenemos que en Audiencia 
Preliminar de doce de abril de dos mil veintitrés, las partes fijaron 
como hechos no controvertidos:

Primero. La celebración del Contrato de Seguro de tres de marzo 
de dos mil veintiuno.

Segundo. La expedición de la póliza número ***.
Tercero. Que en la póliza número A7072618 se designó como fa-

miliar asegurado a ***.
Por tanto, tales hechos no están sujetos a prueba y deben tenerse 

por ciertos, ante el reconocimiento de ambas partes, que constituye 
una confesión judicial expresa que cuenta con pleno valor probatorio 
en términos de los artículos 1211, 1212 y 1390 Bis 41, en relación con 
el numeral 1194, todos del Código de Comercio y sirven para acredi-
tar la relación jurídica que vincula a las partes con motivo de la cele-
bración del contrato de seguro básico.

Circunstancia que se robustece con las DOCUMENTALES PRI-
VADAS consistentes en el contrato de seguro documentado en la PÓ-
LIZA de Gastos Médicos Mayores Individual/Familiar número ***, 
con endoso, expedida el tres de marzo de dos mil veintiuno *** S.A. 
DE C.V., con vigencia del veintiocho de marzo de dos mil veintiuno al 
veintiocho de marzo de dos mil veintidós, en favor de *** como “Con-
tratante” y *** como “Asegurado”, cuyos términos se encuentran pre-
cisados en las Condiciones Generales de Seguros de Gastos Médicos 
exhibidas en copia simple por la parte actora y en impresión por la 
empresa aseguradora.

Documentales privadas, a las que también se les concede valor 
probatorio pleno atento a lo dispuesto en los artículos 1238, 1241 y 
1296 del Código de Comercio, pues a pesar de haber sido objetadas 
por la parte demandada, ninguna prueba ofreció para restarles valor 
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probatorio; máxime que las Condiciones Generales en análisis fue-
ron exhibidas en juicio por la propia enjuiciada, por lo que de confor-
midad con el numeral 1298 de la legislación antes referida, el citado 
documento prueba plenamente contra su oferente; por tanto, las pro-
banzas reseñadas también son idóneas para acreditar la existencia, 
términos y condiciones del Contrato de Seguro cuyo cumplimiento 
se reclama.

Ahora, por lo que respecta a LA REALIZACIÓN DEL SINIES-
TRO Y EL AVISO OPORTUNO A LA ASEGURADORA, tene-
mos que, atento a los principios de cargas procesales que establecen 
los artículos 1194, 1195 y 1196 del Código de Comercio, correspon-
de a la parte actora acreditar que se actualizó el evento que motivó 
los gastos médicos cuyo reembolso pretende y que los mismos fueron 
tratados en el Hospital Central Militar, como lo sostuvo en el escrito 
inicial de demanda.

Padecimiento que en el caso concreto es:
· Neumonía bilateral secundaria a SARS-COV-2.
Postura que tiene sustento además en la Tesis I.12º.C.136 C (10ª.), 

emitida en la Décima Época, por los Tribunales Colegiados de Cir-
cuito, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Libro 66, mayo de 2019, Tomo III, Página: 2549, de rubro y conteni-
do siguiente:

CONTRATO DE SEGURO. AL VERIFICARSE EL RIESGO 
PREVISTO EN ESTE SE PRODUCE EL SINIESTRO, EL CUAL 
CORRESPONDE POBRAR AL ASEGURADO. El contrato de se-
guro es consensual, bilateral, oneroso y aleatorio celebrado entre una 
parte, denominada empresa aseguradora y otra llamada asegurada, en 
virtud del cual, la primera se obliga a resarcir un daño o a pagar una 
suma de dinero al verificarse el riesgo previsto en el contrato y, a su vez, 
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el asegurado se obliga al pago de la prima estipulada durante su vigen-
cia, en términos del artículo 1º. de la Ley sobre el Contrato de Seguro. 
Entonces, al realizarse el riesgo amparado, el asegurado tiene derecho a 
la indemnización correspondiente, que puede exigir mediante la acción 
de pago de seguro, y acreditando en juicio los siguientes elementos: a) la 
existencia del contrato de seguro; b) la materialización del riesgo ampa-
rado; y, c) que dio aviso oportuno a la aseguradora ya que, precisamen-
te, el riesgo asegurado que se produce es lo que actualiza el derecho del 
asegurado o beneficiario a obtener la indemnización. El riesgo se define 
como un suceso dañoso, futuro e incierto, que es universal o general. 
En cambio, el siniestro constituye la realización del daño temido, que 
es de carácter particular. Esto es, al verificarse el riesgo previsto en el 
contrato se produce lo que se conoce como siniestro, el cual, correspon-
de probar al asegurado.

En ese orden, para acreditar el padecimiento que invocó, la parte acto-
ra ofreció en vía de prueba las DOCUMENTALES PRIVADAS con-
sistentes en:

· Formato denominado Gastos Médicos Mayores- Informe Mé-
dico signado por Rafael Bautista Méndez, Especialista en neumo-
logía, en el Hospital Militar, expedido en la Ciudad de México, 
el veintidós de octubre de dos mil veintiuno, en el que se detalla 
la información general del asegurado, el motivo de la atención mé-
dica (enfermedad), tipo de estancia (hospitalización), fecha del pa-
decimiento (23 de junio del 2021), fecha del diagnóstico (4 de julio 
de 2021), Tipo de Padecimiento (adquirido, agudo con evolución 
de siete días), causa del padecimiento (virus SARS COV2), evento 
neumonía bilateral secundaria a SARS-COV-2 y que el tratamiento 
propuesto fue antiviral, tromboprofiloxis, oxigenoterapia, analgesia 
y esteroide sistémico. 
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· Resumen médico expedido en la Ciudad de México, el veintiocho 
de marzo de dos mil veintidós por el Mayor Médico Cirujano, ***, con 
Cédula profesional 8059230; en el que el médico tratante señala que 
el paciente *** estuvo encamado en el periodo del cuatro al quince de 
julio de dos mil veintiuno, quien fue diagnosticado con Neumonía 
Atípica, SARS CoV-2, que durante su estancia se le administró rem-
desivir, antibioticoterapia, analgésicos, antiinflamatorios, anticoagu-
lantes, oxigenoterapia; de igual forma, que se le realizaron estudios de 
biología molecular para la detención de COVID-19 PCR con resulta-
do positivo y que fue egresado por mejoría con diagnostico de neumo-
nía secundaria a SARS-CoV2.

· La documental consistente en la receta de cuatro de julio de dos 
mil veintiuno emitida por el médico ***, de la que se aprecia el diag-
nóstico del paciente *** así como la prescripción del medicamento 
remdesivir.

La Nota de egreso de infectología de la Secretaria de la Defensa 
Nacional, Hospital Central Militar, Hospital de 3er Nivel de Aten-
ción Médica de fecha quince de julio de dos mil veintiuno.

El comprobante fiscal digital con folio 1047 de doce de julio de dos 
mil veintiuno emitido por *** S.A. DE C.V., de cuyo concepto se ad-
vierte Gestión Comercial para Tratamiento SARS Covid 19, por un 
monto de $90,000.00 (noventa mil pesos 00/100 m.n.).

Probanzas que cuentan con valor probatorio pleno atento a lo dis-
puesto en los Artículos 1238, 1241 y 1296 del Código de Comercio, 
pues a pesar de haber sido objetadas por la parte demandada; tal ob-
jeción se realizó en forma genérica y ninguna prueba se ofreció para 
restarles valor probatorio; por lo que los documentos de referencia son 
aptos para acreditar que el paciente *** fue diagnosticado con el virus 
SARS CoV2, el tratamiento que recibió, la prescripción del medica-
mento remdisivir y la compra de dicho fármaco.



P O D E R  J U D I C I AL  D E  L A CDMX

Tomo 387 •  enero-febrero •  202480

Asimismo, se exhibió la impresión del escrito de doce de julio de dos 
mil veintiuno, emitido por ***, dirigido a la accionante ***, a través del 
cual se hace constar que la venta documentada en la factura con folio 
1047 antes señalada consistió en seis unidades de Remdesivir, cada 
una por la cantidad de $15,000.00 (quince mil pesos 00/100 m.n.), 
para un importe total de $90,000.00 (noventa mil pesos 00/100 m.n.), 
precisando que el “medicamento” no puede ser facturado, ya que es im-
portado y no cuenta con registro sanitario; sin embargo, es autorizado 
por la COFEPRIS en casos de emergencia por SARS COVID 19.

Impresión que si bien dada su naturaleza es susceptible de altera-
ción, por lo que únicamente produce un indicio de lo que en ella se 
contiene, se encuentra robustecida con las documentales antes reseña-
das y por tanto, se constata que la parte actora adquirió seis unidades 
del medicamento Remdisivir con un valor de $15,000.00 (quince mil 
pesos 00/100 m.n.) cada una para un total de $90,000.00 (noventa 
mil pesos 00/100 m.n.).

De igual forma, se desahogó en vía de prueba el informe rendido 
por el Titular del Hospital Central Militar, mediante oficio ML7JD-
CA-46801, remitido el veinte de abril del año en curso a este órgano 
jurisdiccional, del que se advierte que durante el periodo del cuatro al 
quince de julio de dos mil veintiuno el nosocomio en cita no contaba 
con el medicamento Remdesivir y que el hospital cuenta con protoco-
los alternos para la adquisición de medicamentos.

Además, con el oficio de referencia se exhibió el informe detallado 
del paciente ***, con fecha de elaboración de diecisiete de abril de dos 
mil veintitrés, del que se desprende que:

- Ingresó por urgencias el cuatro de julio de dos mil veintiuno, por 
cuadro clínico de neumonía atípica, hipoxemia con requerimientos de 
oxígeno suplementario, respuesta inflamatoria sistémica y confirma-
ción de diagnosticó mediante PCR COVID-19.
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- El tratamiento que recibió consistió, entre otros, en la aplicación 
de Remdisivir.

- Evolución favorable y egreso por mejoría el día quince de julio de 
dos mil veintiuno.

- Que en el periodo del cuatro al quince de julio de dos mil veintiu-
no se aplicaba el tratamiento del medicamento antiviral Remdisivir 
para combatir la enfermedad grave de atención prioritaria generada 
por el virus SARS COV2 (COVID-19).

- Que el paciente contaba con las condiciones clínicas de salud 
para el suministro del antiviral Remdisivir, debido a que contaba con 
diagnóstico de COVID-19, dificultad respiratoria, estudios de labo-
ratorio con respuesta inflamatoria sistémica, neumonía grave corro-
borada en estudio de imagen de Tórax y requerimiento de oxigeno 
suplementario.

Informe, que con fundamento en lo dispuesto en el artículo 1296 
del Código de Comercio cuenta con pleno valor probatorio para acre-
ditar que *** fue hospitalizado en el Hospital Central Militar del 
cuatro al quince de julio de dos mil veintiuno, en el que se le diag-
nosticó positivo al virus SARS CoV2, COVID-19 y que después de 
la valoración realizada por el médico ***, éste determinó que el pa-
ciente contaba con las condiciones para recibir el tratamiento del 
antiviral Remdisivir.

Aunado a lo anterior, en audiencia preliminar de doce de abril de 
dos mil veintitrés, las partes fijaron como hecho no controvertido:

“Cuarto. Que el veintiocho de octubre de dos mil veintiuno se hizo 
del conocimiento de la aseguradora la enfermedad que padeció ***.”

Por tanto, tal hecho no está sujeto a prueba y debe tenerse por cier-
to, ante el reconocimiento de ambas partes, que constituye una con-
fesión judicial expresa con pleno valor probatorio en términos de los 
artículos 1211, 1212 y 1390 Bis 41, en relación con el numeral 1194, 
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todos del Código de Comercio y por ende adminiculado con las prue-
bas ya también reseñadas y valoradas previamente se acredita plena-
mente el padecimiento que sufrió ***, así como la fecha en que hizo 
del conocimiento a la aseguradora tal enfermedad.

No es óbice a lo anterior, lo señalado por la aseguradora en el sen-
tido de que no existió aviso oportuno por parte de los actores respec-
to a la realización del siniestro, dentro de los cinco días siguientes a 
que tuvieron conocimiento del mismo o del derecho constituido a su 
favor, argumento que hizo valer al interponer la excepción de falta de 
acción y derecho derivada de los artículos 66, 67 y 68 de la Ley sobre 
el Contrato de Seguro.

Sin embargo, de la documental consistente en el oficio con folio ***, 
de fecha dieciséis de noviembre de dos mil veintiuno, emitido por la 
aseguradora ante la petición de *** para el reembolso de los gastos ero-
gados por la compra del fármaco remdesivir, no se desprende que la de-
clinación del pago solicitado se hubiera sustentado en dicho argumento 
de extemporaneidad; por tanto, opera en favor de la parte actora la pre-
sunción humana a fin de considerar que el aviso a la aseguradora fue 
oportuno, pues de lo contrario, la respuesta de la aseguradora hubiese 
sido distinta a lo señalado en el mencionado medio de comunicación, 
con respecto a la temporalidad de la solicitud del reembolso.

Por tanto, con las documentales antes reseñadas, el hecho no con-
trovertido al que arribaron las partes y el informe del Hospital Cen-
tral Militar, se tiene por justificada la realización del siniestro y el 
aviso oportuno a la aseguradora.

En otro orden, por lo que respecta a que el asegurado proporcionó 
la documentación relacionada con el evento que invoca, se advierte que 
el enjuiciante ofreció como prueba de su parte la documental consis-
tente en el oficio con folio ***, de fecha dieciséis de noviembre de dos 
mil veintiuno, en el que la aseguradora le hace saber a *** que no era 
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posible acceder a la petición formulada en relación con el reembolso 
del medicamento remdesivir, en virtud de que dicho fármaco no con-
taba con registro sanitario, ni licencia para su comercialización.

Luego entonces, la constancia antes descrita es apta para corrobo-
rar que el asegurado hizo entrega a la compañía aseguradora de los 
documentos necesarios para el trámite de su reclamación; lo que váli-
damente actualiza también la presunción legal y humana en favor de 
la parte actora en el sentido de que entregó la documentación nece-
saria en relación con el siniestro materia del controvertido, pues de lo 
contrario, la moral demandada no hubiese determinado que resultaba 
improcedente el reembolso solicitado, o bien, el motivo de la improce-
dencia de la solicitud hubiera sido la falta de documentación o el con-
tenido de la factura exhibida por la parte actora.

Presunción que no fue desvirtuada por la parte enjuiciada con me-
dio de convicción alguno, pues las pruebas rendidas por *** S.A. de 
C.V. se ofrecieron para justificar la improcedencia del pago del medi-
camento remdisivir, no así para acreditar la falta de documentación 
por parte de los accionantes al solicitar el reembolso respectivo.

Máxime, que, atendiendo a los usos y costumbres mercantiles en 
materia de seguros, las aseguradoras una vez que tienen en su poder 
los documentos necesarios en relación al siniestro o el riesgo que am-
paran es que analizan la reclamación y, en su caso, emiten el rechazo 
de ésta o proceden al pago correspondiente. 

Lo que permite inferir que el asegurado justificó la entrega de la 
documentación necesaria a la compañía de seguros demandada para 
evaluar su petición; tan es así que, el motivo de rechazo a la solicitud 
del asegurado fue que el fármaco remdisivir no contaba con registro 
sanitario ni con licencia para ser considerado medicamento de confor-
midad con el contrato basal y no la falta de documentación necesaria 
para proceder al pago respectivo.
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Además, la factura con folio 1047 exhibida por la parte actora 
justifica los gastos erogados con motivo de la compra del medica-
mento Remdisivir, pues si bien, la aseguradora objeta en cuanto a 
su alcance y valor probatorio el citado documento, bajo el argumen-
to de que no existe nexo causal entre el padecimiento y el gasto que 
se pretende justificar con dicha prueba, también es verdad que ta-
les circunstancias no fueron desvirtuadas, por lo que tal proban-
za justifica la compra del fármaco antes indicado, pues además *** 
al emitir su respuesta en relación a la reclamación no argumentó 
que la factura careciera de algún requisito para dejar de tomarla en 
consideración.

Ahora bien, por lo que respecta al INCUMPLIMIENTO DE LA 
EMPRESA ASEGURADORA, conforme a los principios estableci-
dos en los numerales 1194, 1195, 1197, 1198 y demás relativos del 
Código de Comercio, que rigen las cargas probatorias, corresponde 
a la parte demandada ***, S.A. DE C.V., acreditar el pago de la suma 
de $90,000.00 (NOVENTA MIL PESOS 00/100 MONEDA NA-
CIONAL) por concepto de gastos médicos  o en su caso, demostrar 
una causa justa de su incumplimiento; toda vez que se considera sufi-
ciente que el accionante afirme la existencia del incumplimiento (que 
es un hecho negativo) para arrojar a la moral enjuiciada la carga de la 
prueba en relación con el cumplimiento de las obligaciones consigna-
das a su cargo en las condiciones generales de seguro y la póliza afecta 
a la litis (que constituye un hecho positivo), lo anterior tiene apoyo en 
la jurisprudencia emitida en la Sexta Época, por la Tercera Sala, vi-
sible en el Apéndice de 1995, Tomo IV, Parte SCJN, página 205, en 
materia Civil, la que a la letra se transcribe:

“PAGO O CUMPLIMIENTO. CARGA DE LA PRUEBA. El 
pago o cumplimiento de las obligaciones corresponde demostrarlo al 
obligado y no el incumplimiento al actor.”
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En ese orden, tenemos que la parte enjuiciada ***, S.A. DE C.V. ar-
gumenta esencialmente que el pago que se reclama es improcedente, 
toda vez que en las fechas en las que le fue aplicado a *** el medica-
mento Remdesivir para tratar el diagnóstico de SARS CoV2 (COVID 
19), dicho fármaco carecía de un registro sanitario ante la Comisión 
Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, así como de una 
licencia de comercialización en México y que el actor no demostró 
que los gastos erogados sean consecuencia inmediata y directa del pa-
decimiento que invocó, es decir, que exista nexo causal entre el diag-
nóstico del padecimiento y el gasto, pues únicamente se autorizó para 
pacientes de gravedad moderada con signos clínicos de neumonía 
(fiebre, tos, disnea, respiración rápida) sin signos de neumonía grave, 
incluida una SpO2 90 al aire ambiente, en pacientes hospitalizados 
mayores de doce años con peso mayor a cuarenta kilos, con requeri-
miento menor a quince litros por minuto de oxígeno, con menos de 
ocho días desde el inicio de síntomas.

Motivos por los cuales se actualiza la exclusión de reembolso de los 
gastos erogados por la compra del medicamento remdesivir en el even-
to de neumonía por SARS COV 2 (COVID 19) diagnosticado a ***.

Aunado a lo anterior, señala que existe imposibilidad jurídica para 
pagar a la parte actora los gastos que erogó por la compra del medi-
camento denominado REMDESIVIR, pues la venta, distribución y 
comercialización de ese producto está prohibida, tan es así que la em-
presa que lo vendió a la parte demandante se negó a facturarlo; por 
lo que es un insumo que conforme a la legislación de salud no se en-
cuentra dentro del comercio en términos del artículo 748 del Código 
Civil Federal y el numeral 78 del Código de Comercio, lo que además 
la parte actora confesó expresamente al señalar que el citado fármaco 
no puede ser facturado con el concepto de medicamento ya que ac-
tualmente es importado y no cuenta con registro sanitario.



P O D E R  J U D I C I AL  D E  L A CDMX

Tomo 387 •  enero-febrero •  202486

Circunstancias que también sostuvo la compañía de seguros al opo-
ner la excepción que denominó FALTA DE ACCIÓN Y DERECHO.

Bajo esa tesitura, de las condiciones generales de la póliza de se-
guro materia de la litis, se desprenden las siguientes definiciones y 
estipulaciones:

(…) I. DEFINICIONES

(…) 3. Asegurado (a)

Persona incluida en la Póliza, con derecho a los beneficios del pre-
sente Contrato de Seguro.

 4. Asegurado (a) Titular

Asegurado que firma como responsable de la veracidad de las res-
puestas contenidas en la Solicitud del Seguro y que en adición al Con-
tratante puede solicitar modificaciones y/o ajustes a la Póliza.

(…) 6. Coaseguro

Porcentaje a cargo del Asegurado después de aplicar el Deducible. El 
Coaseguro se aplicará en toda reclamación presentada a la Compañía, 
relacionada con el Siniestro que le dio origen y respecto de cada gasto 
cubierto. Dicho porcentaje, así como el monto máximo a cargo del Ase-
gurado por este concepto (Coaseguro máximo), están indicados en la 
carátula de la Póliza.

(…) 13. Endoso

Convenio escrito que, por acuerdo entre el Contratante o Asegurado 
Titular y la Compañía, modifica l condiciones generales del Contrato de 
Seguro y forma parte de éste. Lo señalado por este convenio prevalece 
sobre las condiciones generales y especiales aplicables en todo aquello 
en que se contraponga.

 (…) 25. Medicamento
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Producto farmacéutico empleado para el Tratamiento de un Acci-
dente, Enfermedad o Padecimiento cubierto, el cual se encuentra regis-
trado bajo este rubro en la farmacopea de los Estados Unidos Mexicanos 
(FEUM) o en la farmacopea del país donde sea dispensado, entendien-
do como farmacopea el documento expedido por la Secretaría de Salud 
(en el caso de México) que consigna los métodos generales de análisis y 
los requisitos sobre identidad, pureza y calidad de los fármacos, aditi-
vos, medicamentos, productos biológicos y demás insumos para la sa-
lud y que además debe cumplir con cada uno de los siguientes puntos 
según corresponda:

En territorio nacional:

•  Debe estar registrado como tal ante la COFEPRIS (Comisión Fede-
ral de Protección Contra Riesgos Sanitarios).

• Debe de estar relacionado con un Accidente, Enfermedad o Padeci-
miento cubierto.

•  Presentar factura del proveedor nacional autorizado que surte el 
Medicamento.

•  Estar aprobados por la FDA (Food and Drug Administration) de 
los Estados Unidos de América  http://www.fda.gov/AboutFDA/
EnEspanol/.

•  Se trate de Medicamentos disponibles para su venta al público en ge-
neral en territorio nacional de acuerdo con la página oficial: http://
economia.gob.mx/transparencia/transparencia-focalizada  estableci-
dos en el documento denominado: «Precios Máximos de Medicamen-
tos de Patente», los cuales deben contar con precio máximo al público.

26. Medicina Alternativa y Complementaria

Aquellos enfoques diferentes a la medicina convencional o científica 
para tratar el Accidente, Enfermedad o Padecimiento y/o conservar la 
salud.”
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III. Cobertura Básica (…)

(…) 2. Gastos Hospitalarios

Quedan cubiertos los siguientes gastos generados por una 
Hospitalización:

f) Medicamentos dentro del Hospital: quedan cubiertos los Medi-
camentos administrados al Asegurado en el Hospital, Clínica o Sa-
natorio siempre y cuando cumpla con la definición de Medicamentos 
de estas condiciones generales, sea prescrito por los Médicos tratan-
tes, que estén relacionados con el Accidente, Enfermedad o Padeci-
miento y cuya comercialización en territorio nacional esté autoriza-
da. (…)

Por ningún motivo se cubrirán Medicamentos o insumos con per-
miso de importación a nombre del Asegurado o Asegurado Titular, sin 
que estos cumplan la regla de existir a la venta en público en farmacias 
y establecimientos para este fin. (…)

(…) V. Exclusiones (Gastos no cubiertos)

El presente Contrato de Seguro no cubre gastos que se origi-
nen por la atención médica que el Asegurado reciba por Enferme-
dades o Padecimientos, estudios, Tratamientos médicos o qui-
rúrgicos ni de sus complicaciones y secuelas, por los conceptos 
señalados a continuación:

24. Gastos médicos y hospitalarios derivados de Tratamientos y/o 
Medicamentos Experimentales y/o de investigación, aun cuando los 
Medicamentos utilizados en ellos cuenten con registro y autorización 
para su uso y comercialización en México.

(…) 27. Gastos por Medicamentos cuya comercialización al pú-
blico en general no esté autorizada por la COFEPRIS (Comisión Fe-
deral de Protección Contra Riesgos Sanitarios) en territorio nacio-
nal y/o no estén registrados como tales ante esa misma institución 



Materia Civil 89

REVISTA A NAL E S  D E  JURISPRUDENCIA

y que su combinación no esté aprobada por la FDA (Food and 
Drug Administration) de los Estados Unidos de América.(…)

(…) En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 202 de la Ley de 
Instituciones de Seguros y Fianzas, la documentación contractual y la 
nota técnica que integran este producto de seguro, quedaron registra-
das ante la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, a partir del día 29 
de noviembre de 2016, con el número CNSF-S0048-0926-2016.

Bajo ese contexto, es claro que, de conformidad con lo estipulado en 
las condiciones generales que rigen el contrato de seguro que vincula 
a los contendientes, dentro de los gastos médicos amparados quedan 
cubiertos los medicamentos administrados al asegurado en el hospi-
tal, clínica o sanatorio siempre y cuando cumplan con la definición de 
“medicamentos” establecida en las citadas condiciones, es decir, que 
sea un producto farmacéutico empleado en el tratamiento de una en-
fermedad, registrado ante la farmacopea, que es el documento expe-
dido por la Secretaria de Salud; que además debe reunir los requisitos 
de estar registrado ante la Comisión Federal de Protección Contra 
Riesgos Sanitarios, estar relacionado con la enfermedad, presentar 
la factura del proveedor nacional autorizado a surtir ese medicamen-
to, ser aprobado por la Food and Drug Administration, de los Estados 
Unidos de América y encontrarse disponible para su venta al público 
en general en el territorio nacional.

Interpretación que sin duda debe prevalecer en condiciones ordi-
narias, pues el contrato de seguro es un acuerdo de voluntades en el 
que las partes se someten a los términos y condiciones pactados como 
aparezca que quisieron hacerlo, ya que la voluntad es ley suprema en-
tre los contratantes, de conformidad con lo previsto en el artículo 78 
del Código de Comercio; amén que el contrato de seguro es un acto 
jurídico de buena fe que tiene como objeto resarcir un daño o pagar 
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una suma de dinero al verificarse alguna eventualidad prevista en el 
propio acuerdo.

No obstante, en el caso concreto no puede atenderse a una inter-
pretación ordinaria de los términos del contrato de seguro básico, 
pues en la especie se actualizan condiciones extraordinarias que re-
quieren de una interpretación extensiva, protectora y garantista de 
derechos fundamentales para todo ser humano como son la vida, la 
salud y la preservación de ambas.

Por consiguiente, no puede soslayarse el hecho ya probado en el 
juicio, de que el actor *** se vio afectado con el padecimiento de Co-
vid 19, consecuencia de la pandemia mundial relacionada con el virus 
Sars Cov2, lo que constituyó una emergencia sanitaria imprevisible 
para la sociedad que derivó de una causa de fuerza mayor y produjo 
un cambio no solo en el país sino del mundo, que originó en el Esta-
do Mexicano la emisión de diversas medidas por parte del Gobierno 
Federal a través de la Secretaria de Salud y los demás órganos locales 
para mitigar el problema sanitario, dejando de lado cuestiones rigoris-
tas, como es el caso de los permisos por parte de la Comisión para la 
Protección de Riesgos Sanitarios, para ciertos medicamentos (como el 
remdisivir) priorizando salvaguardar la vida, salud e integridad física 
de las personas que adquirieron dicho padecimiento.

En ese contexto, se reitera que debe realizarse un análisis del caso 
que nos ocupa a la luz de las circunstancias extraordinarias en cita, 
pues en acatamiento a lo dispuesto en el artículo 1 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en concordancia con los nu-
merales 3, 4, 5 y 9 D de la Constitución de la Ciudad de México, es 
una obligación de todas las autoridades en el ámbito de sus respectivas 
competencias respetar, proteger, garantizar y promover los derechos 
humanos de todas las personas, entre ellos, el derecho fundamental a 
la vida, salud en el nivel más alto posible y la preservación de ambas.
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Luego entonces, conforme a la nueva visión de protección de dere-
chos humanos, que incorpora como directriz el principio pro homine, 
todas las normas relativas a la protección de tales prerrogativas funda-
mentales deberán interpretarse de conformidad con la Constitución y 
los tratados internacionales en la materia, favoreciendo en todo tiem-
po a las personas con la protección más amplia.

Bajo esa tesitura, esta juzgadora a fin de velar por la mayor protec-
ción de las prerrogativas a la vida, salud y la preservación de ambas, 
reconocidas a nivel constitucional tanto en el ámbito federal como lo-
cal, se encuentra obligada a realizar una interpretación extensiva de 
las condiciones generales, que rigen el contrato de seguro que une a las 
partes, a fin de dar una mayor protección de los derechos humanos a 
la vida, la salud y preservación de ambas, tomando en consideración 
las circunstancias extraordinarias que se originaron por virtud de la 
emergencia sanitaria derivada de la pandemia por el virus Sars Cov2.

Al efecto, es de señalar que la Organización Mundial de la Salud 
(OMS) que es la Institución más importante entre los organismos de 
las Naciones Unidas, para crear acuerdos internacionales en materia 
de salud, señala que la “Salud” es uno de los derechos fundamentales 
de todo ser humano.

Así el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (PIDESC) que constituye un acuerdo internacional vincu-
lante para el Estado Mexicano, refiere que los miembros que son parte 
deben garantizar «el derecho de toda persona al disfrute del más alto 
nivel posible de salud física y mental.»

De igual forma, el Artículo 4 de la Constitución Federal prevé que 
el derecho a la salud es una prerrogativa fundamental, cuyo propó-
sito es que el Estado Mexicano establezca las condiciones que ase-
guren a todas las personas asistencia y servicios médicos en casos de 
enfermedad.
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Por su parte, en el artículo 4 de la Constitución Política de la Ciu-
dad de México, se reconocen los derechos humanos y las garantías es-
tablecidas en la Constitución Federal, pero además en el numeral 9 D 
de la Constitución Local se establece que toda persona tiene derecho 
al más alto nivel posible de salud física y mental, con las mejores prác-
ticas médicas, así como lo más avanzado del conocimiento científico 
y políticas activas de prevención, lo que implica también el acceso a 
servicios de salud de calidad.

Aunado a lo cual, tal derecho es de carácter prioritario, pues su fi-
nalidad es que los seres humanos disfruten del más alto nivel posible 
de salud, así como que reciban la prestación de servicios de atención 
médica gratuita y de calidad de conformidad con la legislación apli-
cable, para prevenir, proteger y restaurar su salud, así como preservar 
la vida.

Bajo esos lineamientos, resulta necesario precisar que con moti-
vo de la Pandemia por el Virus SARS-COV 2, declarada como una 
emergencia sanitaria por causas de fuerza mayor, el veintisiete de 
marzo de dos mil veinte, el Poder Ejecutivo emitió el DECRETO por 
el que se declaran acciones extraordinarias en las regiones afectadas 
de todo el territorio nacional en materia de salubridad general para 
combatir la enfermedad grave de atención prioritaria generada por el 
virus SARS-CoV2 (COVID-19).

Así también, mediante comunicado de doce de marzo de dos mil 
veintiuno, la Comisión Federal para la Protección Contra Riesgos 
Sanitarios (COFEPRIS), autorizó para el uso de la emergencia el 
medicamento Remdesivir, mismo que sería destinado al apoyo de las 
acciones para la atención de pacientes con COVID-19.

Información que en términos del artículo 88 del Código Federal 
de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria al Código de Co-
mercio, constituye un hecho notorio para la suscrita, al tratarse de 
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comunicados generales publicados en la página oficial de la Secreta-
ría de Salud https://www.gob.mx/salud/documentos/coronavirus-co-
vid en los que se precisa el caso de emergencia por el virus SARS Cov2 
así como las autorizaciones de los medicamentos para el tratamiento 
del mismo.

Se cita como apoyo a lo anterior, la jurisprudencia del Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro y texto siguientes:

HECHOS NOTORIOS. CONCEPTOS GENERAL Y JURÍDICO. 
Conforme al artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles 
los tribunales pueden invocar hechos notorios aunque no hayan sido 
alegados ni probados por las partes. Por hechos notorios deben enten-
derse, en general, aquellos que por el conocimiento humano se con-
sideran ciertos e indiscutibles, ya sea que pertenezcan a la historia, a 
la ciencia, a la naturaleza, a las vicisitudes de la vida pública actual o 
a circunstancias comúnmente conocidas en un determinado lugar, de 
modo que toda persona de ese medio esté en condiciones de saberlo; y 
desde el punto de vista jurídico, hecho notorio es cualquier aconteci-
miento de dominio público conocido por todos o casi todos los miem-
bros de un círculo social en el momento en que va a pronunciarse la 
decisión judicial, respecto del cual no hay duda ni discusión; de ma-
nera que al ser notorio la ley exime de su prueba, por ser del conoci-
miento público en el medio social donde ocurrió o donde se tramita el 
procedimiento.

Bajo ese contexto, ante la emergencia sanitaria que constituye un 
acontecimiento de carácter mundial, resulta viable realizar una in-
terpretación extensiva de las Condiciones Generales aplicables a la 
póliza basal, tomando en consideración las constancias que integran 
el expediente en que se actúa y los hechos notorios antes invocados.
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En ese orden, si bien es cierto, de conformidad con las condiciones 
generales que rigen la póliza materia del presente juicio, se advierte 
como causa de exclusión del pago de medicamento, que éste no cuen-
te con registro sanitario y licencia para su comercialización; no menos 
cierto es que de la Guía Clínica para el tratamiento del Covid-19 en 
México, consultable en la página oficial de la Secretaría de Salud ht-
tps://www.gob.mx/salud, que la propia compañía de seguros allegó 
al sumario y por tanto prueba en su contra en términos del artículo 
1298 del Código de Comercio, se aprecia que entre los medicamentos 
que fueron autorizados para el manejo de la enfermedad Covid-19 
en situación de gravedad, se encontraba precisamente el remdesi-
vir, lo que evidentemente implica que tal medicamento estaba legal-
mente autorizado por una institución de gobierno para suministrarse 
a los pacientes con dicho padecimiento ante la emergencia sanitaria 
que derivó de la pandemia por el virus Sars Cov2, para evitar la pro-
pagación de la enfermedad y procurar la preservación de la salud y la 
vida de los miembros de la población.

Por tanto, una interpretación extensiva, garantista y protectora de 
los Derechos Humanos a la vida, la salud y la preservación de ambos, 
tomando en consideración las circunstancias extraordinarias y especí-
ficas del caso, permite concluir que si bien el medicamento remdisivir 
administrado a *** no contaba con el registro sanitario por la Comi-
sión Federal para la Protección Contra Riesgos Sanitarios ni licencia 
formal para su comercialización en el territorio nacional, tales con-
diciones quedaron superadas con la autorización de la Secretaria de 
Salud para el uso emergente del fármaco en comento, pues antes que 
el cumplimiento de los formalismos en cita está la necesidad de salva-
guardar la vida, la salud e integridad de la población.

Sobre este tópico, no pasa inadvertido para la suscrita, el informe 
rendido por la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos 
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Sanitarios que ofreció como prueba de su parte la demandada a fin de 
acreditar que la empresa *** S.A. de C.V. no contaba con permiso para 
importar el medicamento Remdesivir; sin embargo, es de señalarse 
que si bien la autoridad sanitaria en cuestión precisó que la empresa 
*** S.A. de C.V. no tenía permiso para comercializar el medicamen-
to administrado al actor ***; también es verdad que el resultado de 
dicha probanza en el caso concreto es insuficiente para justificar la 
exclusión de responsabilidad de pago reclamada a la aseguradora reo, 
tomando en consideración el acontecimiento extraordinario que se vi-
vió al momento en que se actualizó el siniestro y las medidas que el 
Gobierno Federal a través de la Secretaría de Salud adoptó para sumi-
nistrar el fármaco remdesivir para hacer frente a la enfermedad por el 
virus Sars Cov2. Máxime que la propia empresa *** S.A. de C.V. pre-
cisó en el escrito de doce de julio de dos mil veintiuno que el medica-
mento vendido a los accionantes (Remdesivir) no podía ser facturado 
con el concepto de medicamento, ya que es un fármaco importado que 
NO contaba con el registro sanitario, pero fue autorizado para su uso 
por casos de emergencia en el tratamiento de SARS COVID 19 por 
la Comisión Nacional para la Protección contra Riesgos Sanitarios, lo 
cual ha quedado plenamente acreditado en el presente juicio con los 
elementos de convicción valorados en párrafos previos.

Ahora, en relación con el siguiente argumento de disenso que in-
voca la aseguradora demandada referente a que de acuerdo con las 
condiciones generales que rigen el contrato de seguro básico el me-
dicamento debía aplicarse en un hospital, clínica o sanatorio y estar 
prescrito por médico tratante, tenemos que con el material probato-
rio allegado al juicio, quedó demostrado que durante el periodo pan-
démico, el Hospital Central Militar fue habilitado como nosocomio 
de atención a pacientes con Covid-19; aunado a que, el fármaco Re-
mdesivir le fue prescrito al actor ***, por el médico tratante *** y su 
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aplicación tuvo lugar en las instalaciones del Hospital Central Militar, 
como se advierte del informe rendido por el titular de dicha institu-
ción, recibido en este órgano jurisdiccional el veinte de abril de dos 
mil veintitrés.

Ante tales circunstancias, con base en un análisis proteccionista 
de Derechos Humanos pueden considerarse satisfechos los requisi-
tos previstos en las condiciones generales que rigen en el contrato de 
seguro que vincula a las partes y la póliza *** emitida con motivo de 
dicho pacto.

En este punto, cabe precisar que para los fines de la acción en esta 
vía ejercitada resulta irrelevante analizar si el actor *** cumplía o no 
con las condiciones para ser tratado con el medicamento Remdesivir, 
o si el médico tratante observó los parámetros necesarios para prescri-
bir dicho fármaco, pues en la especie no se analiza la correcta praxis 
médica del profesionista sino el derecho del actor al reembolso por el 
medicamento que le fue prescrito y aún en el supuesto sin conceder 
de que el tratamiento aplicado al paciente fuera erróneo o deficiente, 
tal circunstancia no exime a la aseguradora de la responsabilidad de 
cubrir el pago por el suministro de dicho medicamento.

Para arribar a tal determinación, no pasa inadvertido por esta juz-
gadora que la parte demandada ofreció la prueba pericial en mate-
ria de medicina, probanza que se desahogó en audiencia de juicio de 
quince de mayo de dos mil veintitrés, únicamente con el dictamen 
rendido por la médico Marcela Edith Botello Rivera.

En ese tenor, es de señalar que la prueba pericial tiene como pro-
pósito verificar hechos que requieren conocimientos técnicos que es-
capan de la cultura común del Juez, razón por la que el experto debe 
suministrar reglas técnicas o científicas de su experiencia, accesibles, 
ilustrativas y entendibles, para formar convicción en el Juez sobre los 
hechos que se pretenden acreditar. 
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Además, para poder otorgar eficacia probatoria al dictamen emiti-
do deben contener el fundamento de sus conclusiones, pues debe ser 
una exposición de divulgación técnica, artística o científica para que 
el jurista pueda formarse una idea clara de las cuestiones involucradas 
y así elaborar un juicio propio al respecto. 

Sustenta lo anterior, el criterio VIII.1º.31 K, visible en la página 
1328 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo X, oc-
tubre de 1999, Novena Época, que a la letra señala: 

PRUEBA PERICIAL, NATURALEZA DE LA. La doctrina, siendo 
coincidente con la esencia de las disposiciones legales que regula la ins-
titución de la prueba por peritos o peritación, ha sustentado que ésta (la 
peritación), es una actividad procesal desarrollada en virtud de encargo 
judicial, por personas distintas de las partes del proceso, especialmente 
calificadas por sus conocimientos técnicos, artísticos o científicos, me-
diante la cual se suministran al Juez argumentos o razones para la forma-
ción de su convencimiento respecto de ciertos hechos cuya percepción o 
cuyo entendimiento escapa a las aptitudes del común de la gente; su fun-
ción tiene indispensablemente un doble aspecto: a) verificar hechos que 
requieren conocimientos técnicos, artísticos o científicos que escapan a la 
cultura común del Juez y de la gente, sus causas y sus efectos; y, b) sumi-
nistrar reglas técnicas o científicas de la experiencia especializada de los 
peritos para formar la convicción del Juez sobre tales hechos y para ilus-
trarlo con el fin de que los entienda mejor y pueda apreciarlos correcta-
mente. Igualmente al abordar el tema de la argumentación del dictamen, 
se ha expresado que así como el testimonio debe contener la llamada ra-
zón de la ciencia del dicho, en el dictamen debe aparecer el fundamento 
de sus conclusiones. Si el perito se limita a emitir su concepto, sin explicar 
las razones que lo condujeron a esas conclusiones, el dictamen carecerá 
de eficacia probatoria y lo mismo será si sus explicaciones no son claras o 
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aparecen contradictorias o deficientes. Corresponde al Juez apreciar este 
aspecto del dictamen y, como hemos dicho, puede negarse a adoptarlo 
como prueba si no lo encuentra convincente y, con mayor razón, si lo es-
tima inaceptable. En ese contexto de ilustración, se conoce que la prueba 
pericial, resulta imperativa, cuando surgen cuestiones que por su carác-
ter eminentemente especial, requieren de un diagnóstico respecto de un 
aspecto concreto o particular, que el órgano jurisdiccional está impedi-
do para dar por carecer de los conocimientos especiales en determina-
da ciencia o arte, de manera que, bajo el auxilio que le proporciona tal 
dictamen se encuentra en posibilidades de pronunciarse respecto de una 
cuestión debatida, dando, por cuanto a su particular apreciación, una de-
cisión concreta; si lo anterior es así, es entonces evidente, que para que un 
dictamen pericial pueda ser estimado por la autoridad, debe ser auténti-
camente ilustrativo, pues lo que en él se indique ha de ser accesible o en-
tendible para la autoridad del conocimiento, de manera que eficazmente 
constituya un auxilio para dicho órgano resolutor.

Bajo esa óptica, se estima que el dictamen pericial de mérito no cum-
ple con el requisito de exhaustividad que establece el numeral 1390 
Bis 46 del Código de Comercio, pues si bien la experta dio contesta-
ción a las interrogantes formuladas por las partes; también es verdad, 
que de su contenido no se desprenden las conclusiones a las que arribó 
después de realizar el análisis encomendado; obligación que resultaba 
necesaria para conceder al dictamen de mérito eficacia probatoria su-
ficiente, pues es precisamente en las conclusiones en donde la perito 
debe indicar la determinación que su estudio arroja en relación con los 
puntos cuestionados y con ello ilustrar a esta juzgadora para tener una 
apreciación fundada sobre los tópicos objeto de debate.

Sin que el solo hecho de que la perito haya dado respuesta a los 
cuestionarios formulados por ambas partes sea suficiente para inferir 
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cuál fue la conclusión a la que arribó la experta, pues esta juzgadora 
no puede sustituirse en el trabajo encomendado a la perito, al carecer 
de los conocimientos técnicos y científicos relacionados con la exper-
tise admitida y, por tanto, no puede, con el análisis de las respuestas 
dadas por ésta a los cuestionarios propuestos interpretar qué preten-
dió concluir.

Aunado a lo cual, es de resaltar que parte de las funciones de la pe-
rito es arribar a una determinación y con ello ilustrar a esta juzgadora 
para tener una apreciación fundada sobre los puntos objeto de debate 
sobre los que razonó.

En mérito de lo anterior, no es dable concederle valor probatorio al 
citado dictamen, en relación a que la Comisión Federal para la Protec-
ción Contra Riesgos Sanitarios autorizó el medicamento Remdisivir 
para casos de emergencia y que su uso e importación está limitado al 
sector público, controlado por el Gobierno federal.

Sin embargo, como se asentó en párrafos que anteceden, derivado de 
la situación mundial originada por la pandemia derivada del virus Sars 
Cov2, se establecieron diversas medidas para el tratamiento de la en-
fermedad, que originó que se tomaran protocolos de acuerdo a cada si-
tuación y la Secretaria de Salud autorizó el uso emergente, entre otros, 
del medicamento Remsedivir para el tratamiento del virus Sars Cov2 .

Bajo esa tesitura, dado que la demandada *** no justificó dentro 
de la secuela procesal con elemento de convicción alguno las causas 
de exclusión de responsabilidad que invocó, ni acreditó el pago de la 
indemnización reclamada conforme a lo pactado en la póliza basal; la 
acción de cumplimiento del contrato de seguro resulta procedente .

Por lo que, ante los razonamientos vertidos, deberá condenarse 
*** al pago de los gastos erogados por los actores *** para la adquisi-
ción del medicamento Remdisivir, en los términos que más adelante 
se precisarán.
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IV. Así, para determinar la procedencia del pago de la cantidad 
de $90,000.00 (NOVENTA MIL PESOS 00/100 MONEDA NA-
CIONAL) cuyo reembolso se pretende, por concepto de gastos mé-
dicos conforme a la póliza ***, la parte actora allegó al sumario las 
copias simples de los siguientes documentos:

- El comprobante fiscal digital con folio 1047 de doce de julio de 
dos mil veintiuno emitido por *** S.A. DE C.V., de cuyo concepto se 
advierte Gestión Comercial para Tratamiento SARS Covid 19, por un 
monto de $90,000.00 (noventa mil pesos 00/100 m.n.).

- La impresión del escrito de doce de julio de dos mil veintiu-
no emitido por *** dirigido a la accionante ***, a través del cual hace 
constar la venta de la factura antes señalada que consistió en seis uni-
dades de remdesivir cada una por la cantidad de $15,000.00 (quince 
mil pesos 00/100 m.n.) por un importe total de $90,000.00 (noventa 
mil pesos 00/100 m.n.), precisando que el “medicamento” no puede 
ser facturado, ya que es importado y no cuenta con registros sanita-
rios; sin embargo, es autorizado por la COFEPRIS en casos de emer-
gencia por SARS COVID 19.

Documentos que fueron objetados por la aseguradora reo bajo el 
argumento de que el comprobante fiscal digital no se refiere al medi-
camento remdesivir y el escrito de doce de julio de dos mil veintiuno 
es una impresión que carece de valor probatorio.

Al respecto, cabe destacar que si bien, los documentos de referen-
cia constituyen meros indicios de lo que en ellos se contiene dada la 
objeción formulada, también es verdad que podrán estar debidamente 
adminiculados con diversos medios de convicción.

En ese tenor, tenemos que del contenido del comprobante fiscal 
digital con folio 1047, se advierte la cadena original del complemento 
del certificado digital del SAT y el Código QR; elementos que per-
miten verificar su autenticidad en la página oficial del Sistema de 
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Administración Tributaria, identificada como https://verificacdi.fac-
turaelectrónica.sat.gob.mx.

Así, de la revisión en comento se constataron los datos fiscales de 
su emisor y receptor, importe y fecha de emisión, mismos que resultan 
coincidentes con los que aparecen en el documento que se analiza; lo 
que permite constatar su autenticidad.

Información que además constituye un hecho notorio para esta 
Juzgadora al obtenerse del portal oficial de la Secretaria de Hacienda 
y Crédito Público; lo anterior, tiene apoyo en la Jurisprudencia con 
registro digital 168124, emitido por Segundo Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Circuito, Novena Época, Materia Común, Semanario Judi-
cial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIX, enero de 2009, página 
2470 con rubro y texto siguiente:

HECHO NOTORIO. LO CONSTITUYEN LOS DATOS QUE 
APARECEN EN LAS PÁGINAS ELECTRÓNICAS OFICIALES 
QUE LOS ÓRGANOS DE GOBIERNO UTILIZAN PARA PO-
NER A DISPOSICIÓN DEL PÚBLICO, ENTRE OTROS SERVI-
CIOS, LA DESCRIPCIÓN DE SUS PLAZAS, EL DIRECTORIO 
DE SUS EMPLEADOS O EL ESTADO QUE GUARDAN SUS EX-
PEDIENTES Y, POR ELLO, ES VÁLIDO QUE SE INVOQUEN 
DE OFICIO PARA RESOLVER UN ASUNTO EN PARTICU-
LAR. Los datos que aparecen en las páginas electrónicas oficiales que 
los órganos de gobierno utilizan para poner a disposición del público, 
entre otros servicios, la descripción de sus plazas, el directorio de sus 
empleados o el estado que guardan sus expedientes, constituyen un he-
cho notorio que puede invocarse por los tribunales, en términos del ar-
tículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 
supletoria a la Ley de Amparo; porque la información generada o comu-
nicada por esa vía forma parte del sistema mundial de diseminación y 
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obtención de datos denominada «internet», del cual puede obtenerse, 
por ejemplo, el nombre de un servidor público, el organigrama de una 
institución, así como el sentido de sus resoluciones; de ahí que sea vá-
lido que los órganos jurisdiccionales invoquen de oficio lo publicado en 
ese medio para resolver un asunto en particular.

Circunstancia que actualiza la presunción legal y humana en favor de 
la parte actora a fin de considerar que efectivamente, como lo seña-
ló en los hechos de la demandada, erogó la cantidad de $90,000.00 
(NOVENTA MIL PESOS 00/100 MONEDA NACIONAL), por 
concepto de gastos médicos conforme a la póliza *** y que se encuen-
tran documentados en la factura antes indicada.

Presunción que no fue desvirtuada con prueba alguna por la moral 
demanda, pues las probanzas que allegó al juicio no fueron ofertadas 
para acreditar que la factura fuera generada por una cantidad o con-
cepto distintos a la compra del fármaco remdesivir.

Por lo anterior, en observancia a los parámetros contratados para 
la cobertura nacional de gastos médicos afecta a la póliza basal, se de-
berá condenar a la parte demandada ***, S.A. DE C.V. a pagar a la 
parte actora *** la cantidad de $90,000.00 (noventa mil pesos 00/100 
m.n.), que es el costo erogado por el medicamento remdesivir, menos 
el deducible de $11,500.00 (once mil quinientos pesos 00/100 m.n.) y 
el coaseguro equivalente al 10% (diez por ciento), de lo que se obtie-
ne el monto final de $70,650.00 (SETENTA MIL SEISCIENTOS 
CINCUENTA PESOS 00/100 MONEDA NACIONAL)por con-
cepto de suerte principal.

Importe que la Empresa Aseguradora deberá cubrir a la parte ac-
tora en el término de SETENTA Y DOS HORAS, de conformidad 
con lo dispuesto por el Artículo 277 de la Ley de Instituciones de Se-
guros y Fianzas, apercibida que en caso de no hacerlo se procederá a la 
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ejecución forzosa de este fallo conforme al primer párrafo del numeral 
y ordenamiento invocado.

Sobre el particular vale la pena reiterar que no se inadvierte el argu-
mento de la demandada en el sentido de que en el comunicado de die-
ciséis de noviembre de dos mil veintiuno, la empresa *** S.A. de C.V., 
informó a los actores la improcedencia de su reclamación en razón de 
que el medicamento Remdesivir, no contaba con un registro sanitario 
por la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, 
ni una licencia para su comercialización en el territorio nacional.

No obstante, como ha quedó establecido en líneas precedentes la 
Secretaría de Salud autorizó el uso del medicamento multicitado; por 
lo que la compra del fármaco en cuestión no puede considerarse irre-
gular o ilegal durante la emergencia sanitaria.

V. Por lo que respecta al pago de los intereses moratorios recla-
mados en la prestación B, es de hacer las siguientes consideraciones:

El artículo 276 de la Ley de Instituciones de Seguros y Fianzas, 
reza:

ARTÍCULO 276.- Si una Institución de Seguros no cumple con las 
obligaciones asumidas en el contrato de seguro dentro de los plazos con 
que cuente legalmente para su cumplimiento, deberá pagar al acreedor 
una indemnización por mora de acuerdo con lo siguiente:

I. Las obligaciones en moneda nacional se denominarán en Uni-
dades de Inversión, al valor de éstas en la fecha del vencimiento de los 
plazos referidos en la parte inicial de este artículo y su pago se hará en 
moneda nacional, al valor que las Unidades de Inversión tengan a la fe-
cha en que se efectúe el mismo, de conformidad con lo dispuesto en el 
párrafo segundo de la fracción VIII de este artículo.

Además, la Institución de Seguros pagará un interés moratorio so-
bre la obligación denominada en Unidades de Inversión conforme a lo 
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dispuesto en el párrafo anterior, el cual se capitalizará mensualmente y 
cuya tasa será igual al resultado de multiplicar por 1.25 el costo de cap-
tación a plazo de pasivos denominados en Unidades de Inversión de las 
instituciones de banca múltiple del país, publicado por el Banco de Mé-
xico en el Diario Oficial de la Federación, correspondiente a cada uno de 
los meses en que exista mora;…

IV. Los intereses moratorios a que se refiere este artículo se genera-
rán por día, a partir de la fecha del vencimiento de los plazos referidos 
en la parte inicial de este artículo y hasta el día en que se efectúe el pago 
previsto en el párrafo segundo de la fracción VIII de este artículo. Para 
su cálculo, las tasas de referencia a que se refiere este artículo debe-
rán dividirse entre trescientos sesenta y cinco y multiplicar el resultado 
por el número de días correspondientes a los meses en que persista el 
incumplimiento;...

VIII. La indemnización por mora consistente en el sistema de ac-
tualización e intereses a que se refieren las fracciones I, II, III y IV del 
presente artículo será aplicable en todo tipo de seguros...

El pago que realice la Institución de Seguros se hará en una sola 
exhibición que comprenda el saldo total por los siguientes concep-
tos: a) Los intereses moratorios; b) La actualización a que se refiere 
el primer párrafo de la fracción I de este artículo, y c) La obligación 
principal.

Así, de la transcripción anterior se puede establecer con claridad que 
la indemnización por mora, comprende:

a) Un sistema de actualización, es decir, que la obligación principal 
se va a denominar en Unidades de inversión, a la fecha en que se ven-
ció el plazo para cumplirla.

b) El interés moratorio, que se fija sobre la obligación principal en 
Unidades de Inversión.
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En tal virtud, se condena a la demandada ***, S.A. DE C.V., a pa-
gar a su contraria la indemnización por mora sobre el importe de la 
suerte principal denominada en Unidades de Inversión conforme a 
lo dispuesto en el la fracción I, así como al pago de Intereses Mora-
torios conforme al segundo párrafo del artículo 276 de la Ley de Ins-
tituciones de Seguros y Fianzas, cuya tasa será igual al resultado de 
multiplicar por 1.25 el costo de captación a plazo de pasivos denomi-
nados en Unidades de Inversión de las instituciones de banca múltiple 
del país, publicado por el Banco de México en el Diario Oficial de la 
Federación, correspondiente a cada uno de los meses en que exista 
mora; lo que deberá liquidarse en ejecución de sentencia mediante el 
incidente respectivo.

Ahora bien, a fin de determinar el periodo a partir del cual se 
cuantificarán los intereses moratorios, debe precisarse que los gastos 
médicos que se generaron por la compra del medicamento remdesivir, 
se documentaron en la factura *** de doce de julio de dos mil veintiu-
no; por tanto, al no establecerse un plazo para su liquidación, atento 
a lo dispuesto en el artículo 71 de la Ley Sobre el Contrato de Segu-
ro, los intereses deberán cuantificarse a partir del día siguiente a que 
fenezcan los treinta días hábiles que tiene la institución Aseguradora 
para cumplir con su obligación de pago, tomando en consideración la 
fecha en que se hizo de su conocimiento el padecimiento (veintiocho 
de octubre de dos mil veintiuno), es decir, a partir del veintiocho de 
noviembre de dos mil veintiuno y hasta el total y completo pago del 
adeudo; liquidación que deberá efectuarse en la etapa de ejecución de 
sentencia mediante el incidente respectivo.

Sirve de sustento el criterio federal emitido en la Séptima Época, 
Registro: 914037, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Aislada, 
Fuente: Apéndice 2000, Tomo IV, Civil, P.R. SCJN, Materia(s): Civil, 
Tesis: 429, Página: 291, de rubro y tenor siguiente:
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SEGURO, CONTRATO DE. CUMPLIMIENTO. MOMENTO 
EN QUE COMIENZA A COMPUTARSE EL TÉRMINO DE 30 
DÍAS QUE PREVIENE EL ARTÍCULO 71 DE LA LEY SOBRE EL 
CONTRATO DE SEGURO.  Conforme a la recta interpretación de 
los artículos 66, 68, 69, 70 y 71 de la Ley sobre el Contrato de Seguro, 
pueden establecerse dos momentos diversos en que empieza a correr el 
término de treinta días para el vencimiento del crédito que resulte del 
contrato de seguro a que se refiere el invocado artículo 71: el primero, 
cuando la aseguradora obtiene de la asegurada, o por sí misma, las in-
formaciones y documentos que le permitan conocer las circunstancias 
de la realización del siniestro y las consecuencias del mismo, a través de 
sus propios investigadores o ajustadores; y el segundo, cuando en ejer-
cicio del derecho que le confiere el artículo 69 citado, exige y obtiene del 
asegurado, del beneficiario o de los apoderados de ambos, los informes 
y documentos complementarios. Obviamente, en el primer caso el tér-
mino de treinta días empieza a correr desde la fecha en que la empresa 
recibe el aviso de haberse realizado la eventualidad prevista y del dere-
cho constituido a favor del asegurado por virtud de su contrato de se-
guro, sin necesidad, entonces, de que la asegurada tenga obligación de 
informar o de entregar documentos sin requerimiento de parte; y en el 
segundo, desde la fecha en que la empresa haya recibido los informes y 
documentos que previamente y en términos legales hubiera requerido 
de la asegurada, estándose en este caso a lo previsto en las citadas dis-
posiciones legales cuando haya habido incumplimiento del asegurado, 
del beneficiario o de los representantes de ambos, de entregar a la pri-
mera tales documentos e informes, razón por la cual, en el párrafo se-
gundo del citado artículo 71, se establece que será nula la cláusula en 
que se pacte que el crédito no podrá exigirse sino después de haber sido 
reconocido por la empresa o comprobado en juicio. Amparo en revi-
sión 5386/69.-Droguería Veracruzana, S.A.-26 de abril de 1971.-Cinco 
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votos.-Ponente: Jorge Saracho Álvarez. Semanario Judicial de la Federa-
ción, Séptima Época, Volumen 28, Tercera Parte, página 117, Segunda 
Sala.

VI. En otro orden, a fin de cumplir con el principio de exhaustividad 
que debe observarse en toda resolución judicial, en términos de lo 
que establece el artículo 1077 del Código de Comercio, se procede al 
estudio de las restantes pruebas ofertadas por las partes consisten-
tes en:

a)  Veintiséis copias simples de Recibos de Pensiones a nombre 
de ***de los años dos mil veintiuno y dos mil veintidós, de los que 
se desprende que los mismos fueron expedidos catorcenalmente por 
Petróleos Mexicanos por pensión jubilatoria; con el cual la parte acto-
ra acredita los descuentos con motivo del seguro de Gastos Médicos, 
por medio de la Cooperativa de Petróleos Mexicanos bajo el concepto 
SCCP Crédito al Consumo.

Documentales que carecen de valor probatorio, dada su naturale-
za, por lo que únicamente constituyen un indicio de lo que en ellas se 
contiene.

b)  Copias Certificadas del expediente número *** seguido por 
*** en contra de *** S.A. de C.V., ante la Comisión Nacional para la 
Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, con 
motivo de la reclamación por el reembolso de la cantidad erogada por 
gastos médicos en relación a la póliza ***, exhibidas por la parte actora 
para justificar la tramitación de la citada controversia.

c)  Minuta de trece de mayo de dos mil veintidós signado por la 
Licenciada Jacqueline Jaime García, Titular de la Unidad de Aten-
ción a Usuarios A3, en el que se hace constar que *** solicitó la emi-
sión del Dictamen correspondiente, así como la respuesta emitida por 
dicha Comisión.
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Documentales, que cuentan con valor probatorio pleno en térmi-
nos del artículo 1292 del Código de Comercio al ser expedida por un 
servidor público en ejercicio de sus funciones, para acreditar que se 
presentó la reclamación correspondiente ante la autoridad adminis-
trativa antes citada.

Sirve de apoyo, la Tesis XVII.2o.C.T.5 L (10a.), emitida en la Dé-
cima Época por los Tribunales Colegiados de Circuito, visible en el 
Libro 66, mayo de 2019, Tomo III, Página 2553 de rubro siguiente:

COPIAS CERTIFICADAS POR SERVIDOR PÚBLICO CON FA-
CULTADES PARA ELLO Y EN EJERCICIO DE SUS FUNCIONES. 
TIENEN LA CALIDAD DE DOCUMENTOS PÚBLICOS, POR LO 
QUE CORRESPONDE A QUIEN LAS REFUTA DEMOSTRAR 
SU OBJECIÓN Y NO AL OFERENTE PERFECCIONARLAS.Las 
copias fotostáticas certificadas por un servidor público con facultades 
para ello y en ejercicio de sus funciones, tienen la calidad de documentos 
públicos, en términos del primer párrafo del artículo 795 de la Ley Fede-
ral del Trabajo. Por ende, son inaplicables las reglas en cuanto a objecio-
nes de documentos privados simples, pues corresponde a quien las objeta 
demostrar que no tienen valor probatorio pleno; es decir, si un documen-
to con las apuntadas características es objetado en cuanto autenticidad 
de contenido y firma, corresponde a quien lo refuta la carga de demostrar 
su objeción, y no al oferente su perfeccionamiento.

d)  Impresión de la Consulta de Registro Sanitarios del que se apre-
cia una búsqueda respecto al medicamento remdisivir.

e)  Acuse de recepción de solicitud de acceso del Instituto Nacio-
nal de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Da-
tos Personales, por medio del cual Fernanda Domínguez de la Torre 
solicita información respecto al medicamento remdisivir.
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Documentales, que al exhibirse en copias simples carecen de efica-
cia probatoria, pues dada su naturaleza son susceptibles de alteración; 
por tal motivo producen un mero indicio que debe estar robustecido 
con diverso material probatorio, lo que en el caso no acontece.

En cuanto a la presuncional e instrumental en su doble aspecto 
legal y humana ofrecidas por las partes, las mismas le benefician a la 
parte actora dados los argumentos lógico jurídicos expuestos en el 
presente considerando.

En otro orden, a la excepción denominada NON MUTALIO LI-
BELLIS que la demandada sustentó en el argumento de que el escrito 
de demanda no puede ser modificado por su contraria; tenemos que 
de las actuaciones judiciales que por disposición de ley tienen valor 
probatorio pleno, se desprende que la actora, en ningún momento ha 
tratado de modificar, cambiar o agregar hechos a su escrito inicial 
de demanda, ni enderezar sus pretensiones, por tanto, dicha excep-
ción resulta infundada.

Tampoco pasa inadvertido por esta juzgadora lo manifestado por 
la parte accionante en vía de alegatos en la audiencia de juicio de diez 
de julio del año en curso, en el sentido de que la empresa de seguros 
dejó de observar el principio de información contenido en el Artícu-
lo 7 de la Ley del Contrato de Seguro; argumento que debe desesti-
marse, dado que tal manifestación no fue indicada en el escrito de 
demanda o el desahogo con la vista de excepciones y defensas que 
era el momento procesal oportuno para hacerlo, sin que sea admisible 
permitir a las partes la incorporación a la litis de hechos novedosos a 
través los alegatos, pues ello implicaría dejar en estado de indefensión 
a la parte enjuiciada, quien no tendría la oportunidad para manifes-
tarse al respecto, contraviniendo con ello sus derechos de adecuada 
defensa, debido proceso y tutela judicial efectiva, máxime que el pro-
cedimiento en que se actúa es de estricto derecho y de litis cerrada.
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Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía la jurisprudencia con 
1a./J. 161/2005 con registro digital 176248, emitida por la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Se-
manario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, enero de 
2006, página 432, de rubro y contenido siguiente:

LITIS EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. SE INTEGRA 
SÓLO CON EL ESCRITO DE DEMANDA Y SU CONTESTA-
CIÓN.  De una interpretación sistemática de los artículos  1061, 1069, 
1327, 1399, 1400 y 1401 del Código de Comercio, se advierte que la litis 
en los juicios ejecutivos mercantiles se integra únicamente con el escrito 
de demanda -en el que la parte actora funda su acción- y con su contesta-
ción -a través de la cual el demandado funda sus excepciones y defensas-, 
lo que se conoce como litis cerrada. Lo anterior es así, en virtud de que al 
establecer el citado artículo 1400 que con el escrito de contestación a la 
demanda se tendrán por opuestas las excepciones que permite la ley y se 
dará vista al actor por tres días para que manifieste y ofrezca las pruebas 
que a su derecho convenga, es exclusivamente para que éste tenga la opor-
tunidad de ofrecer las pruebas pertinentes para desvirtuar las excepcio-
nes planteadas, pero no para corregir o mejorar su escrito de demanda, 
pues ello generaría un desequilibrio procesal entre las partes.

VII. Por otra parte, al no ajustarse el presente juicio a las hipótesis 
objetivas previstas en el artículo 1084 del Código de Comercio, no se 
hace especial condena en costas en la presente instancia a ninguna de 
las partes. 

Aunado a que en el caso particular no se advierte que los conten-
dientes actuaran con temeridad y mala fe con el propósito de entor-
pecer o dilatar el procedimiento, para determinar la actualización del 
supuesto subjetivo para la condenación en costas.
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Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio jurisprudencial, identifica-
do con la Tesis: I.11º.C. J/4, emitida por la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, Registro digital: 177044, Novena Época, consultable en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXII, Octu-
bre de 2005, página 2130, de rubro y contenido siguiente:

COSTAS. CONCEPTO DE TEMERIDAD O MALA FE PARA 
DECRETAR SU CONDENA. De conformidad con lo establecido en 
el artículo 1084 del Código de Comercio la condena en costas en los jui-
cios mercantiles procede en dos supuestos: el primero, es cuando así lo 
prevenga la ley, y el segundo, deriva de la facultad discrecional del juz-
gador cuando advierta que uno de los litigantes haya actuado con teme-
ridad o mala fe. El primer supuesto prevé la condena forzosa y se rige 
por las cuatro primeras fracciones y el segundo por el ejercicio del arbi-
trio judicial del juzgador. El numeral en comento otorga al juzgador la 
facultad de determinar la temeridad o mala fe examinando los casos en 
que proceda aplicar la sanción por esos conceptos. El arbitrio judicial no 
consiste en la simple y llana voluntad del juzgador, sino en una opera-
ción de entendimiento que importa el análisis de la actuación procesal 
de los litigantes temerarios, siendo aquellos que litigan sin justa causa. 
La generalidad de los juristas opinan que para que a un litigante se le 
tenga por temerario debe proceder con notoria mala fe, malicia notable 
o litigar sin justa causa. La temeridad o mala fe, entonces, puede con-
sistir en diversos actos u omisiones del litigante, pues no sólo consiste 
en la falta de prueba de los hechos en que se funda la demanda o la 
contestación, sino en ejercitar acciones a sabiendas de ser improce-
dentes, oponerse a una acción sin causa justificada con pleno cono-
cimiento de que son injustificadas, en la interposición de recursos o 
excepciones frívolos e improcedentes con el solo propósito de entor-
pecer el curso del procedimiento.
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Por lo expuesto y fundado además en los artículos 1321, 1322, 1324, 
1325 y 1408 del Código de Comercio es de resolverse y se:

RESUELVE

PRIMERO. Ha sido procedente la vía Oral Mercantil en la que la 
parte actora *** acreditaron los elementos de la acción ejercitada y la 
demandada ***, S.A. DE C.V., no justificó las excepciones que hizo 
valer.

SEGUNDO. Se condena a la parte demandada ***, S.A. DE C.V., a 
reembolsar a la parte actora, la cantidad de $90,000.00 (noventa mil 
pesos 00/100 m.n.), que es el costo erogado por el medicamento rem-
desivir, menos el deducible de $11,500.00 (once mil quinientos pesos 
00/100 m.n.) y el coaseguro equivalente al 10% (diez por ciento), de 
lo que resulta el monto final de $70,650.00 (SETENTA MIL SEIS-
CIENTOS CINCUENTA PESOS 00/100 MONEDA NACIO-
NAL)por concepto de suerte principal.

Así de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 277 de la Ley 
de Instituciones de Seguros y Fianzas en su oportunidad se deberá 
conceder a la enjuiciada un término de setenta y dos horas para que 
haga pago de la suma indicada, apercibida que en caso de no hacerlo se 
procederá a la ejecución forzosa de este fallo conforme al primer pá-
rrafo del artículo 277 de la Ley de Instituciones de Seguros y Fianzas.

TERCERO. Se condena a ***, S.A. DE C.V., a pagar a su contra-
ria la indemnización por mora sobre el importe de la suerte prin-
cipal denominada en unidades de Inversión conforme a lo dispuesto 
en la fracción I, segundo párrafo del artículo 276 de la Ley de Institu-
ciones de Seguros y Fianzas, liquidación que deberá efectuarse en la 
etapa de ejecución de sentencia mediante el incidente respectivo.
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CUARTO. Se condena a ***, S.A. DE C.V., a pagar al actor in-
tereses moratorios conforme a los lineamientos señalados en el se-
gundo párrafo del artículo 276 de la Ley de Instituciones de Seguros 
y Fianzas, los que deberán liquidarse a partir del veintiocho de no-
viembre de dos mil veintiuno y hasta el total y completo pago del 
adeudo; lo que deberá cuantificarse en la etapa de ejecución de sen-
tencia mediante el incidente respectivo.

QUINTO. No se hace especial condena en costas a ninguna de 
las partes en el presente juicio, al no actualizarse alguna de las hipó-
tesis objetivas y subjetiva previstas en el Artículo 1084 del Código de 
Comercio.

SEXTO. Notifíquese.
Así, definitivamente juzgando lo resolvió y firma la C. Juez Vigé-

simo Sexto Civil de Proceso Oral y de Tutela de Derechos Humanos 
de la Ciudad de México, Doctora Mitzi Aquino Cruz, ante la C. Se-
cretaria de Acuerdos Licenciada Erika Pérez Maldonado quien auto-
riza y da fe.

Con fundamento en el artículo 116 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 
186 de la Ley de Trasparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciu-
dad de México; artículo 3, fracción IX, 9, punto 2, de la Ley de Protección de datos personales en 
Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de México, así como el artículo 7, fracción II, y 62 de los 
lineamientos Generales de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados de la 
Ciudad de México, se hace constar que en esta versión pública se suprime la información considerada 
como reservada o confidencial que encuadra en los ordenamientos mencionados.
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Se dicta sentencia definitiva en los autos del juicio oral mercantil, pro-
movido con motivo del incumplimiento de un contrato de servicios 
funerarios.

JUZGADO TRIGÉSIMO 
DE LO CIVIL DE PROCESO ORAL

JUEZ: HORACIO CRUZ TENORIO

SUMARIO:
daño moral, se causa una afectación en los sentimientos de 
la actora, al incumplirse un contrato de prestación de ser-
vicios funerarios.
Hechos: Una empresa dedicada a los servicios funerarios ofertó un 
contrato a la parte actora para, entre otras prestaciones, brindar el 
servicio de depósito de cenizas en los nichos que para tal efecto tiene 
habilitados; sobrevenido el fallecimiento de un familiar de la actora, 
se solicitó a la empresa el cumplimiento del contrato, y ésta se negó a 
ello argumentando que había un error en la oferta y, en consecuencia, 
que dicho contrato había sido cancelado.
Criterio jurídico: Los tratadistas coinciden en concebir el daño mo-
ral como la privación o disminución de aquellos bienes que tienen un 
valor notable en la vida del ser humano, como son la paz, la tranqui-
lidad del espíritu, la libertad individual, la integridad física, el honor, 
entre otros. 

Atento a lo anterior, y tomando en consideración las circunstancias 
de hecho del presente asunto y atendiendo esencialmente a que en la 
especie, la demandada incumplió con lo pactado en un contrato de 
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servicios funerarios, lo que ocasionó el sufrimiento y afectación emo-
cional a la actora, pues al hacer ésta uso de los derechos adquiridos 
con la celebración del citado contrato y tratar de colocar las cenizas 
de sus familiares fallecidos en los nichos, y habérselo impedido el per-
sonal de la demandada bajo el argumento de que su contrato estaba 
cancelado de manera ilegal y unilateralmente, esa situación le causó 
una afectación emocional y en sus sentimientos, al tener que retirarse 
con las cenizas de sus familiares fallecidos, y durante todo ese tiempo 
tuvo que dejarlas en un altar provisional en su domicilio, lo que oca-
sionó que haya tenido que buscar la manera de dar la adecuada sepul-
tura a sus familiares, y demandar el cumplimiento del contrato base 
de la acción. 

Justificación: La oferta que realiza la demandada al público respecto 
de sus servicios, no coincidió con lo ofertado a la parte actora, lo que 
ocasionó el menoscabo a los derechos de ésta en sus sentimientos; 
dado que difícilmente se podrán resarcir del mal momento y la intran-
quilidad que ocasionó la demandada.

De ahí que dada la prestación eminentemente social que dicha de-
mandada realiza, y que válidamente se considere que su capacidad 
económica es de un nivel elevado, lo que permite emitir entonces una 
condena justa por concepto de daño moral, y haciendo uso del pru-
dente arbitrio, ya que en el caso concreto se encuentra acreditada la 
ilicitud de la conducta de la parte demandada (consistente en el in-
cumplimiento del contrato base de la acción: causa), y como efecto el 
daño directo a la actora (consistente en impedirle depositar los restos 
de su seres queridos en los nichos contratados); afectaciones que no 
requieren de una prueba directa, sino que para ello es suficiente su 
presunción fundada en los hechos que la motivaron, según lo precisa-
do con anterioridad.
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VISTOS para dictar la Sentencia Definitiva, en los autos del juicio 
ORAL MERCANTIL, promovido por *** en contra de *** expedien-
te *** y,

RESULTANDOS

1.- Por escrito presentado, con fecha catorce de junio del dos mil 
veintidós ante la Oficialía de Partes Común Civil, Cuantía Menor, 
Oralidad, Familiar y Sección Salas del Poder Judicial de la Ciudad 
de México, y turnado a este Juzgado al día hábil siguiente, la parte 
actora ***, por su propio derecho, reclamó en la Vía Oral Mercantil y 
en ejercicio de la acción de cumplimiento de contrato, de *** el cum-
plimiento de las prestaciones, siguientes:

A. Que se ordene El cumplimiento de la oferta realizada a la suscrita 
respecto de la prestación del servicio de funerario, cremación, mauso-
leos y cementerio que se le realizó a la suscrita, el cual se formalizó con 
la suscripción del contrato de adhesión de servicios funerarios, crema-
ción, con número de cliente *** y número de contrato ***, celebrado con 
la ahora demandada.

B. Que se declare el cumplimiento obligatorio y forzoso del contra-
to de adhesión de servicios funerarios, cremación mausoleos y cemen-
terio, con número de cliente *** y número de contrato ***, a cargo de la 
ahora demandada, en los términos y condiciones pactadas en el mismo.

C. El pago de indemnización del daño moral generados por el incum-
plimiento en que ha incurrido la parte demandada, correspondiendo lo 
anterior a un hecho ilícito, derivado de que he tenido que mantener las 
cenizas de mis familiares en mi domicilio por no poder hacer uso del 
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nicho que contraté. y tampoco he podido hacer uso de los servicios fune-
rarios contratados, aun y cuando ya han fallecido personas de mi familia.

D. El pago de gastos y costas.

La parte actora fundó su demanda en los hechos y consideraciones de 
derecho, que expresó en su referido escrito, mismos que se tienen aquí 
por reproducidos en su integridad, como si estuvieran insertados a la 
letra, por razones de economía procesal.

DE LA ADMISIÓN Y EMPLAZAMIENTO

2. En proveído de fecha uno de julio del dos mil veintidós, se admitió 
a trámite la demanda en la vía y forma planteada. El día veintiséis de 
agosto de la anualidad, el C. Secretario Actuario adscrito al Juzgado 
Trigésimo Civil de Proceso Oral de la Ciudad de México, emplazó a 
juicio a la parte demandada, por conducto de Representante Legal, ***

DE LA CONTESTACIÓN A LA DEMANDA.

3. Con fecha, nueve de septiembre del dos mil veintidós, la moral de-
mandada, *** por conducto de su Apoderado Legal C. *** dio contes-
tación de la demanda instaurada en su contra, negándole acción y de-
recho a su contraria, así como oponiendo las excepciones y defensas 
que consideró pertinentes a sus intereses; por lo que, con las mismas 
se dio vista a la accionante, la cual fue desahogada con fecha veintio-
cho de septiembre dedos mil veintidós, por conducto de la mandata-
ria judicial de la actora.

DE LA AUDIENCIA PRELIMINAR.

4. Con fecha dieciocho de octubre de dos mil veintidós, tuvo veri-
ficativo la Audiencia Preliminar, en la sala de audiencia oral nú-
mero 3, en la que se realizó la depuración del procedimiento, y se 
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desarrollaron sus demás etapas, conforme lo establece el artículo 
1390 bis 2, del Código de Comercio, en donde las partes fijaron como 
acuerdos sobre hechos no controvertidos, los siguientes:

EL HECHO 4: Respecto de la celebración del documento denomi-
nado Descripción de Servicios Contratados Nicho, del 17 de noviem-
bre de 2019.

EL HECHO 5: Respecto de la suscripción del Contrato de Adhe-
sión, Servicios funerarios, cremaciones, mausoleos y cementerio, nú-
mero *** de fecha 17 de noviembre de 2019.

HECHO 6: Respecto del pago realizado por la parte actora, por el 
monto de $47,335.40 (cuarenta y siete mil trescientos treinta y cinco 
pesos 40/100 m.n.).

HECHO 7: Respecto del contenido y términos del contrato, base 
de la acción excepto la vigencia del mismo.

HECHO 8: Respecto de la cláusula 1ª., en relación a la disponibili-
dad de los bienes y servicios, así como los referentes al nicho.

HECHO 9: Respecto a que el contrato base podría ser utilizado 
después de 15 días, siguientes al ser suscrito.

HECHO 14: Sobre la existencia de la reclamación ante la Procu-
raduría Federal del Consumidor, así como el informe y extracto emi-
tido por la parte demandada, este último presentado en fecha 14 de 
diciembre de 2021.

Asimismo, se establecieron los Acuerdos Probatorios, siguientes:

DE LA PARTE ACTORA:

A LA DOCUMENTAL PRIVADA: Consistente en Contrato de Ad-
hesión de Servicios, funerarios, cremaciones, mausoleos y cementerio 
con *** así como anexo Descriptivo de Servicio Funerario.

G. las copias certificadas del expediente *** tramitado ante la 
PROFECO.
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DE LA PARTE DEMANDADA:

2. LA DOCUMENTAL PRIVADA:  Consistente en el Contrato de 
Adhesión de Servicios Funerarios, Cremaciones, Mausoleos y Ce-
menterio No. ***.

6. LA DOCUMENTAL PÚBLICA: Consistente en copia certifi-
cada del expediente tramitado ante la Procuraduría de la Defensa del 
Consumidor, con número de expediente ***.

DE LA AUDIENCIA DE JUICIO.

4. La Audiencia de Juicio, se celebró el día veintitrés de noviembre de la 
anualidad, en que fueron desahogadas todas las pruebas admitidas a las 
partes, se concluyó la fase probatoria y se pasó a la etapa de alegatos, en 
que estas formularon verbalmente, los que estimaron pertinentes a sus 
intereses; por lo que se declaró visto el presente asunto y se decretó un 
receso, a efecto de materializar la Sentencia Definitiva correspondiente; 
misma que, una vez reanudada dicha Audiencia se pronunció verbal-
mente y se leyeron sus puntos Resolutivos, conforme a los siguientes:

CONSIDERANDOS:

I.  El Suscrito es competente para conocer y resolver el presente 
juicio, por razón de la materia, cuantía, grado y territorio, en 
términos de lo dispuesto por los artículos 1090, 1091, 1092, 
1390 bis y demás relativos del Código de Comercio, en concor-
dancia con el numeral 105, fracción III, y demás aplicables de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de México.

II.  La Vía Oral Mercantil es la procedente para sustanciar el con-
flicto de intereses planteado, de conformidad con lo dispuesto 
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por los artículos 1,5, 75, fracción XXV, 1049, 1050, 1055, 1390 
Bis y demás relativos del Código de Comercio, pues toda con-
tienda judicial que no tenga señalada una tramitación especial 
en las leyes mercantiles, como lo es el caso que nos ocupa, debe 
substanciarse en la presente vía.

III.  Las partes se encuentran debidamente legitimadas en la 
causa, pues en el caso, la parte actora *** reclamó a la de-
mandada, *** el cumplimiento del Contrato de Adhesión de 
Servicios Funerarios, Cremaciones, Mausoleos y Cemente-
rio, que celebraron el día diecisiete de noviembre de dos mil 
diecinueve, y que ampara un paquete nicho grande mauso-
leo medio, y dos paquetes de servicios funerarios diamante 
(VDM-F-CUEVAS).

IV.  La acción personal de cumplimiento ejercitada por la parte ac-
tora, tiene sustento en lo dispuesto por los artículos 75, frac-
ción XXV, 78,81,85, 86, 371, 372, 376 y demás relativos del 
Código de Comercio, en relación con el numeral 1949 del Có-
digo Civil Federal, supletorio a la materia.

Ahora bien, del análisis de las pruebas documentales, confesional 
testimonial, instrumental de actuaciones y presuncional en su doble 
aspecto, valoradas de acuerdo con las reglas de la lógica, la experiencia 
y la sana crítica, se estima que resulta procedente la acción personal 
de cumplimiento de contrato que la parte actora ejercitó, con base en 
los razonamientos siguientes:

En síntesis, la parte actora arguyó que, en fecha siete de noviembre 
del año dos mil diecinueve, la actora y su hermana *** recibieron una 
llamada del *** asesor de la empresa de nombre comercial GRUPO 
*** cuya razón social es *** ofreciendo les un paquete funerario de la 
citada empresa; por lo que pactaron una cita en su domicilio, el diez 
de noviembre del año dos mil diecinueve.
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Señalo, que de los paquetes que le ofreció la demandada, a ella y a 
su familia, le interesó el denominado PAQUETE SERVICIO FUNE-
RARIO DIAMANTE, con un costo de $47,335.40 (Cuarenta y siete 
mil trecientos treinta y cinco pesos 40/100 m.n.) que contaba con dos 
servicios; el primero, con número *** que incluida dos servicios fu-
nerarios y; el segundo número *** que implicaba la concesión de una 
perpetuidad de un nicho grande medio, y que además, incluía dentro 
de los servicios contratados, lo siguiente:

• Ataúd categoría diamante Aseo y vestido y maquillaje.

• Cafetería premier, Embalsamado, Servicio funerario sala premier.

• Uso de ataúd categoría diamante.

• Acta certificada.

• Urna categoría diamante para cremación.

• Paquete multiplaza.

• Paquete ambivalente diamante.

• Permisos gubernamentales.

• Traslado a la casa funeraria (área conurbada).
• Traslado al cementerio panteón o crematorio (área conurbada).
Además, que, el paquete en cita, también incluía un nicho grande 

con clave de paquete ***, el cual tenía las características de multipla-
za, lo cual implicaba que los servicios prestados al cliente, pudiesen 
ser prestados en otras casas funerarias de la empresa, sin costo extra 
por cambio de capilla.

Precisó que también tenía la característica de ambivalente, lo 
cual implicaba que, se podían utilizar los servicios de cremación o 
de inhumación, tal y como se desprende del documento denominado 
DESCRIPCIÓN DE SERVICIOS CONTRATADOS NICHO, con 
número de contrato *** suscrito en fecha diecisiete de noviembre del 
año dos mil diecinueve.
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Señalo, que el día diecisiete de noviembre del año dos mil diecinue-
ve, firmo el Contrato de Adhesión Servicios Funerarios, Cremaciones 
Mausoleos y Cementerio, con número de contrato *** y con número 
de cliente *** pagando a la demandada, cantidad de $47,335.45 (CUA-
RENTA Y SIETE TRESCIENTOS TREINTA Y CINCO 00/100 
M.N.) con la tarjeta de crédito número *** con fecha de vencimiento 
*** de la Institución de crédito BANCO NACIONAL DE MÉXICO.

Que, en la Cláusula Primera del Citado contrato se estableció que, 
la misma es una venta con previsión a futuro a precios especiales que 
podrá ser utilizado después de quince días a partir de su firma e in-
greso a la empresa.

Además, manifestó que, para rescindir el citado contrato, se pactó 
que sería dentro de los veinte días posteriores a la firma del contrato.

Que, en fecha veintisiete de diciembre del año dos mil diecinueve, 
se le expidió la Carta de Asignación, donde consta que en atención a 
la solicitud con número *** y el contrato ***, se le informó que, adqui-
rió un nicho a perpetuidad en el *** y que la ubicación elegida era, la 
siguiente *** por lo que, esa misma fecha se hizo la firma de designa-
ción o cambio de beneficiarios y/o usuarios, donde consta que se había 
designado como tales a **** como beneficiarios, así como y a *** como 
titular sustituto.

Precisó, que en fecha ocho de septiembre del año dos mil veintiu-
no, llegó a las instalaciones de *** con las cenizas de sus familiares, 
para hacer uso de los nichos contratados informándole en ese mo-
mento que, no podía hacer efectivo su contrato, pues derivado de la 
pandemia, los costos habían aumentado y que no era posible respetar 
el mismo.

Motivo por el cual el catorce de septiembre de año dos mil vein-
tiuno, inicio una Queja ante la Procuraduría Federal del Consumi-
dor, correspondiéndole el número de expediente *** y que, al rendir 
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su informe la hoy demandada, refirió que no podían cumplir el miso, 
derivado de que el contrato había sido cancelado debido a que los por-
centajes de venta aplicados no proceden con la oferta comercial de los 
productos adquiridos.

Que ante la negativa de la demandada, de cumplir con lo pactado 
en el Contrato de Adhesión Servicios Funerarios, *** base de la ac-
ción, acude a esta instancia.

Por otra parte, la demandada *** negó todas y cada una de las 
prestaciones reclamadas en su contra, bajo el argumento toral de 
que; si bien, es cierto que, el día diecisiete de noviembre del año dos 
mil diecinueve, la accionante celebró un Contrato de Adhesión Servi-
cios Funerarios. *** con número *** y cliente número *** que incluía 
un PAQUETE NICHO GRANDE MAUSOLEO MEDIO, 2 PA-
QUETES SERVICIOS FUNERARIOS DIAMANTE; sin embargo, 
derivado de un error en la oferta y de conformidad, con lo pactado en 
la Cláusula Décima, del citado contrato, es decir, dentro de los veinte 
días, posterior a la firma del mismo, se canceló.

Adujo, que debido a que hubo un cambio en el precio del paquete/
servicio adquirido, canceló e mismo informándole de ello vía telefó-
nica a la hoy actora; motivo, por el cual, la accionante carece de ac-
ción y derecho para demandar el cumplimiento de un contrato que se 
canceló.

Atendiendo a la teoría del caso planteada por cada una de las par-
tes, la procedencia de la acción y de las prestaciones reclamadas que-
daron delimitadas, con relación a esclarecer, si como lo afirmó la parte 
actora, la moral demandada, *** incumplió o no, con el Contrato de 
Adhesión Servicios Funerarios, *** y cliente número *** que incluía 
un PAQUETE NICHO GRANDE MAUSOLEO MEDIO, 2 PA-
QUETES SERVICIOS FUNERARIOS DIAMANTE, de fecha die-
cisiete de noviembre del año dos mil diecinueve.
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Ahora bien, de acuerdo con el artículo 1949 del Código Civil Fe-
deral, de aplicación supletoria a la materia mercantil, se advierte que, 
para la procedencia de la citada acción de cumplimiento, de deben 
acreditar los elementos siguientes:

a) La existencia de una obligación;
b) La exigibilidad de ésta y;
c) El incumplimiento por parte del deudor,
Elementos de la acción ejercitada, que en la especie fueron debi-

damente acreditados, con todas cada una del as pruebas que la parte 
actora aportó al sistema de audiencia del presente juicio, conforme 
al principio dispositivo establecido en el artículo 1194 del Código de 
Comercio, en el sentido de que el que afirma está obligado a probar, y 
por lo tanto, la parte actora debía demostrar hechos constitutivos de 
sus pretensiones.

En efecto, por lo que hace al primero delos elementos de la ac-
ción ejercitada, consistente en la existencia de la obligación, la mis-
ma se acredito legalmente con la documental privada, consistente en 
el Contrato de Adhesión Servicios Funerarios, **** y cliente número 
*** celebrado entre las partes, el día diecisiete de noviembre del año 
dos mil diecinueve, respecto de un PAQUETE NICHO GRANDE 
MAUSOLEO MEDIO, 2 PAQUETES SERVICIOS FUNERARIOS 
DIAMANTE; PROBANZA que si bien es cierto, fue objetada por la 
parte enjuiciada en la Audiencia Preliminar, celebrada el día diecio-
cho de octubre de la anualidad; también lo es que, ambas partes la fi-
jaron como un Acuerdo sobre Hechos No Controvertidos, y Acuerdo 
Probatorio, tal y como puede advertirse en la videograbación de dicha 
Audiencia; por lo que, quedó fuera de debate la relación contractual y 
la existencia de la obligación reclamada.

Máxime, que la propia enjuiciada, al momento de contestar la de-
manda, incoada en su contra, específicamente, los hechos tres, cuatro, 
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cinco, seis, siete, ocho, nueve y doce, reconoció la celebración del Con-
trato de Adhesión Servicios Funerarios, Cremaciones Mausoleos y 
Cementerio, número ***, y cliente número *** de fecha día diecisie-
te de noviembre del año dos mil diecinueve, respecto de los servicios 
contratados en el mismo.

Por cuanto hace al segundo de los elementos de la acción, consis-
tente en la exigibilidad de la obligación, también quedó debidamente 
justificado, con base en la literalidad de las Cláusulas PRIMERA Y 
NOVENA del Contrato de Adhesión Servicios Funerarios, Crema-
ciones, Mausoleos y Cementerio, de fecha diecisiete de noviembre del 
año dos mil diecinueve, identificado con el número *** base de la ac-
ción, donde se advierte en lo que nos interesa, lo siguiente:

PRIMERA. - La empresa se obliga a proveer al Cliente los bienes servi-
cios indicados en la carátula y anexo de este Contrato…

NOVENA. - Garantías de Servicio. La Empresa garantiza al Clien-
te, y por Tanto, a los beneficiarios, Titular Sustituto, si los hubiere, y a 
los usuarios designados...

Medios de pruebas, con las cuales se advierte que, la actora acreditó 
tanto la relación contractual entre las partes, así como la exigibilidad 
de la obligación a cargo de la demandada, en términos de lo previsto 
en el artículo 1949 del Código Civil Federal, de aplicación supletoria 
a la materia. 

Lo que se robustece, con la prueba confesional rendida por la ac-
tora, a cargo de la parte demandada, *** por conducto de su apode-
rado legal *** en la Audiencia de Juicio, celebrada el día veintitrés de 
noviembre de la anualidad; pues, del interrogatorio formulado, el de-
clarante contestó que su representada canceló el Contrato de Adhe-
sión Servicios Funerarios, Cremaciones, Mausoleos y Cementerio, de 
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fecha diecisiete de noviembre del año dos mil diecinueve, identificado 
con el número ***, al existir un error en la oferta; que dicha cancela-
ción se la comunicó a la hoy actora, pero sin precisar circunstancias 
de tiempo, modo y lugar, en que supuestamente comunicó o informó 
a la actora, la cancelación del citado contrato.

Además de que, de la literalidad de la Cláusula Décima, del multi-
citado contrato de adhesión, base de la acción, se estipuló:

 …Por otro lado, dentro de los 20 (veinte) días hábiles siguientes a la fir-
ma del Contrato, la Empresa podrá optar por rescindirlo… 

La rescisión que aplique la Empresa será sin su responsabilidad, 
siempre que lo notifique por escrito al Cliente, pudiendo notificarlo por 
correo certificado o correo electrónico (mail)…

Sin embargo, con los medios de prueba aportados por la parte de-
mandada al presente juicio, no acreditó cómo fue que comunicó 
fehacientemente a la hoy actora, la cancelación del Contrato de 
Adhesión, base de la acción, es decir en la firma y términos pactados 
en la citada Cláusula Décima del contrato base de la acción. 

Y respecto del tercer elemento, de la acción, relativo al incumpli-
miento del deudor, debe decirse, que se acreditó legalmente en primer 
término, con la propia confesión expresa de la parte enjuiciada, al con-
testar el hecho 14, de su escrito de demanda, al manifestar “…mi repre-
sentada canceló el contrato basal, dado que los porcentajes de ventas 
aplicados no eran procedentes con la oferta comercial de los produc-
tos adquiridos…”; luego entonces, de conformidad con lo previsto en el 
numeral 78 del Código de Comercio, que establece que en las conven-
ciones mercantiles, cada uno se obligan en la manera y términos que 
aparezca que quiso obligarse, es inconcuso, que el cumplimiento de los 
contratos no está sujeto a la unilateralidad de una de las partes.
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Luego entonces, por más que hubiese existido un error en la oferta 
de los servicios, lo cual tampoco fue legalmente demostrado, es incon-
cuso que, la hoy demandada, no se encontraba facultada para cancelar 
de forma unilateral, el Contrato de Adhesión Servicios Funerarios, 
Cremaciones, Mausoleos y Cementerio, de fecha diecisiete de noviem-
bre del año dos mil diecinueve, identificado con el número ***, cele-
brado entre las partes, bajo el argumento toral“…que los porcentajes 
de ventas aplicados no eran procedentes con la oferta comercial de los 
productos adquiridos…”; pues como es de explorado derecho, tratán-
dose de personas morales, como lo es la parte demandada, se obligó 
por medio de sus Asesores, factores o dependientes según la oferta al 
público sus servicios.

A mayor abundamiento, en actuaciones obra la prueba testimonial 
rendida por la actora, a cargo de las testigos, *** y ***, desahogada en 
la Audiencia de Juicio, celebrada el día veintitrés de noviembre de la 
anualidad, en donde ambas testigos fueron acordes y contestes en se-
ñalar que conocen a las partes en el presente juicio; así como, que la 
parte demandada ha incumplido con la oferta y el Contrato de Adhe-
sión Servicios Funerarios, Cremaciones, Mausoleos y Cementerio, de 
fecha diecisiete de noviembre del año dos mil diecinueve, pues al que-
rer depositar las cenizas de sus familiares en los nichos contratados, 
les informaron que no podían, pues se había cancelado el contrato, sin 
mayor explicación o comunicación previa. 

Atestados, que concatenados con la prueba confesional rendida por 
la actora a cargo de la parte demandada, ***, por conducto de su apo-
derado legal, ***, en la citada Audiencia de Juicio, del interrogatorio 
formulado, se advierte que, el declarante respondió que su representa-
da canceló el Contrato de Adhesión Servicios Funerarios, Cremacio-
nes, Mausoleos y Cementerio, base de la acción, al existir un error en 
la oferta; sin embargo, tal error no fue legalmente demostrado, por la 
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demandada, no obstante su obligación de hacerlo conforme al artículo 
1194 del Código de Comercio. 

A mayor abundamiento la actora, también allegó las documenta-
les privadas, consistentes en las copias certificadas del expediente ***, 
tramitado ante la PROFECO; probanza que sólo demostró que ante 
la falta de una conciliación entre las partes, dicha Procuraduría dejó a 
salvo sus derechos para hacerlo valer en la vía y forma que estimaron 
pertinentes.

Luego entonces, al estar debidamente acreditados los elementos de 
la acción ejercitada, es a la parte demandada a quien le correspondía 
demostrar el cumplimiento de su obligación correlativa, ya que es de 
explorado derecho, que el pago y cumplimiento de una obligación es 
una carga procesal que corresponde acreditar al deudor y no su in-
cumplimiento al acreedor, por no estar constreñida a satisfacer un 
hecho negativo; sirve de apoyo al anterior razonamiento, el criterio 
federal que a continuación se cita:

“PAGO O CUMPLIMIENTO, CARGA DE LA PRUEBA. El 
pago o cumplimiento de las obligaciones corresponde demostrarlo al 
obligado y no el incumplimiento al actor.” “Época: Novena Época. 
Registro: 203017. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo 
de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Ga-
ceta. Tomo III, Marzo de 1996. Materia(s): Común. Tesis: VI.2o.28 
K. Página: 982” 

Finalmente, es inconcuso que, en la especie, las pruebas instru-
mental de actuaciones y presuncional legal y humana, beneficiaron 
a los intereses de la parte actora, dado todos los razonamientos jurí-
dicos vertidos con anterioridad, conforme lo disponen los artículos 
1277, 1278 y 1279, del Código de Comercio, y cuyas actuaciones ha-
cen prueba plena en términos de lo dispuesto por el artículo 1294 del 
mismo ordenamiento legal evidentemente. 
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IV. En consecuencia, y toda vez que la parte actora, ***, acreditó los 
elementos de la acción en estudio, se declara judicialmente el cumpli-
miento forzoso del Contrato de Adhesión Servicios Funerarios, Cre-
maciones, Mausoleos y Cementerio, de fecha diecisiete de noviembre 
del año dos mil diecinueve, identificado con el número ***, celebrados 
por la parte actora y el hoy demandada, ***. 

Asimismo, se declara judicialmente el cumplimiento forzoso del 
Contrato de Adhesión Servicios Funerarios, Cremaciones, Mausoleos 
y Cementerio, de fecha diecisiete de noviembre del año dos mil die-
cinueve, identificado con el número ***, celebrados por las partes, en 
los términos y condiciones pactadas en el mismo, por lo que, la parte 
demandada deberá de acreditar en el término de CINCO DÍAS , la 
vigencia así como la designación de los nichos, en los términos y con-
diciones del contrato base de la acción, apercibido que en caso de no 
hacerlo voluntariamente se procederá a su ejecución forzosa, median-
te la aplicación de las medidas de apremio en términos del artículo 
1067 bis, del Código de Comercio. 

Por cuanto a hace al pago de indemnización por daño moral, es 
menester puntualizar que la figura jurídica denominada “daño mo-
ral”, se integra con los siguientes elementos: 

a) La comisión, por parte de la demandada de un hecho ilícito. 
b) Que tal hecho ilícito genere, como consecuencia inmediata y di-

recta de su comisión, un daño moral a la parte actora.
c) El daño moral es independiente del daño material, causado tanto 

en responsabilidad contractual, como extracontractual, y debe con-
sistir en la afectación que la actora sufre en sus sentimientos, afectos, 
creencias, decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y as-
pectos físicos o en la consideración que de sí mismo tienen los demás; 
el daño moral se presume, cuando se vulnere o menoscabe ilegítima-
mente la libertad o la integridad física o psíquica de las personas;
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d) Consecuentemente, la obligación del deudor de pagar al acreedor 
el daño moral, en virtud de la causación de éste en los términos preci-
sados; igual obligación legal de reparar el daño moral incumbe a quien 
incurra en responsabilidad objetiva conforme al artículo 1913 del Có-
digo Civil Federal (causación de daños, por el uso de mecanismos, ins-
trumentos, aparatos o substancias peligrosas por sí mismos, por la 
velocidad que desarrollen, por su naturaleza explosiva o inflamable, 
por la energía de la corriente eléctrica que conduzcan o por otras cau-
sas análogas), al Estado y sus servidores públicos conforme a los artí-
culos 1927 (obligación del Estado de responder del pago de daños y 
perjuicios causados por sus servidores públicos, con motivo del ejerci-
cio de sus atribuciones encomendadas; tal responsabilidad es solidaria 
tratándose de actos ilícitos dolosos, y subsidiaria, en los demás casos, 
en los que sólo podrá hacerse efectiva contra el Estado, cuando el ser-
vidor público directamente responsable no tenga bienes o los que tenga 
sean insuficientes, para responder de los daños y perjuicios, causados 
por sus servidores públicos) y 1928 (acción de repetición, de quien paga 
los daños y perjuicios causados por sus sirvientes, empleados, funcio-
narios y operarios, contra éstos), todos del Código Civil Federal;

e) Intransmisibilidad de la acción a terceros por acto entre vivos y 
sólo pasa a los herederos de la víctima, cuando ésta la intentó en vida; 

f) El Juez determinará el monto de la indemnización, con base en 
los derechos lesionados, el grado de responsabilidad, la situación eco-
nómica del responsable y la de la víctima, y las demás circunstancias 
del caso; 

g) No está obligado quien ejerza sus derechos de opinión, crítica, 
expresión e información, en términos y con las limitaciones de los ar-
tículos 6 y 7 Constitucionales; y 

h) En todo caso, el demandante de reparación de daño moral, por 
responsabilidad contractual o extracontractual, deberá acreditar 
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plenamente la ilicitud de la conducta del demandado y el daño que 
directamente le hubiere causado tal conducta.

Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia I. 110.C. J/11, sus-
tentada por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Primer Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federa-
ción y su Gaceta, tomo XXVII, marzo de 2008, novena época, visible 
en la página 1556, que dice:

DAÑO MORAL. HIPÓTESIS PARA LA PROCEDENCIA DE SU 
RECLAMACIÓN. El artículo 1916 del Código Civil para el Distrito 
Federal establece en su segundo párrafo, tres hipótesis para la proce-
dencia de la reclamación del pago o indemnización por daño moral, las 
cuales son: La primera, cuando se produzca un daño moral por un he-
cho u omisión ilícitos con independencia de que se haya causado daño 
material o no, por responsabilidad contractual o extracontractual, de 
manera que para que en esta hipótesis se produzca la obligación de re-
parar el daño moral por responsabilidad contractual o extracontrac-
tual se requieren tres elementos como son: a) la existencia de un hecho 
u omisión ilícita de una persona; b) que produzca una afectación a la 
persona en cualquiera de los bienes tutelados en el citado numeral; y, c) 
que exista una relación de causa-efecto entre el daño moral y el hecho u 
omisión ilícitos, por lo que la ausencia de cualquiera de estos elementos 
impide que se genere la obligación resarcitoria. Esta hipótesis establece 
la acción autónoma de la reclamación del daño moral. La segunda hipó-
tesis consiste en que el obligado haya incurrido en responsabilidad ob-
jetiva prevista en el artículo 1913 del citado código, de modo que para 
su procedencia únicamente debe reclamarse la indemnización del daño 
moral simultáneamente a la reclamación de la responsabilidad civil ob-
jetiva, debiendo acreditar esta última para que la víctima tenga derecho 
a la indemnización del daño moral, por lo que en este supuesto no debe 
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acreditarse la ilicitud del hecho u omisión que ocasionó el daño ni la re-
lación de causa-efecto entre el hecho y el daño causado, aunque sí debe 
demostrarse que se transgredió cualquiera de los bienes jurídicos tute-
lados por el referido artículo 1916. La tercera hipótesis establece que 
para la procedencia de la reclamación del daño moral en contra del Es-
tado cuando los servidores públicos causen un daño moral a una perso-
na por hechos u omisiones ilícitos cometidos en el ejercicio de sus fun-
ciones, supuesto en el cual deben acreditarse cuatro elementos que son: 
1) la existencia de un hecho u omisión ilícito; 2) que ese hecho realiza-
do o la omisión se imputen a un servidor público en el ejercicio de sus 
funciones; 3) que produzca una afectación a determinada persona en 
cualquiera de los bienes tutelados en el artículo 1916 del ordenamiento 
invocado; y, 4) que exista una relación de causa-efecto entre el hecho u 
omisión ilícitos y el daño causado. 

Es aplicable al caso la jurisprudencia l.3o.C. J/71 (9a.), sustentada por 
el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, libro, 
IV, enero de 2012, tomo 5, décima época, visible en la página 4036, 
que dice:

DAÑO MORAL. ES LA ALTERACIÓN PROFUNDA QUE SU-
FRE UNA PERSONA EN SUS SENTIMIENTOS, AFECTOS, 
CREENCIAS, DECORO, HONOR, REPUTACIÓN, VIDA PRIVA-
DA, CONFIGURACIÓN Y ASPECTOS FÍSICOS, O BIEN, EN LA 
CONSIDERACIÓN QUE DE SÍ MISMA TIENEN LOS DEMÁS, 
PRODUCIDA POR HECHO ILÍCITO. El derecho romano, durante 
sus últimas etapas, admitió la necesidad de resarcir los daños morales, 
inspirado en un principio de buena fe, y en la actitud que debe observar 
todo hombre de respeto a la integridad moral de los demás; consagró 
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este derecho el principio de que junto a los bienes materiales de la vida, 
objeto de protección jurídica, existen otros inherentes al individuo mis-
mo, que deben también ser tutelados y protegidos, aun cuando no sean 
bienes materiales. En México, la finalidad del legislador, al reformar los 
artículos 1916 y adicionar el 1916 Bis del Código Civil para el Distrito 
Federal, mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federa-
ción el treinta y uno de diciembre de mil novecientos ochenta y dos, y 
posteriormente modificar los párrafos primero y segundo del artículo 
1916, consistió en hacer responsable civilmente a todo aquel que, inclu-
so, ejerce su derecho de expresión a través de un medio de información 
masivo, afecte a sus semejantes, atacando la moral, la paz pública, el 
derecho de terceros, o bien, provoque algún delito o perturbe el orden 
público, que son precisamente los límites que claramente previenen los 
artículos 6o. y 7o. de la Constitución General de la República. Así, de 
acuerdo al texto positivo, por daño moral debe entenderse la alteración 
profunda que una persona sufre en sus sentimientos, afectos, creen-
cias, decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspectos 
físicos, o bien, en la consideración que de sí misma tienen los demás, 
producida por un hecho ilícito. Por tanto, para que se produzca el daño 
moral se requiere: a) que exista afectación en la persona, de cualesquie-
ra de los bienes que tutela el artículo 1916 del Código Civil; b) que esa 
afectación sea consecuencia de un hecho ilícito; y, c) que haya una rela-
ción de causa-efecto entre ambos acontecimientos. 

Ahora bien, el Código Federal de Procedimientos Civiles, al efecto 
prevé: 

Artículo 1916. Por daño moral se entiende la alteración que una per-
sona sufre en sus sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor, re-
putación, vida privada, configuración y aspectos físicos, o bien en la 
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consideración que de sí misma tienen los demás. Se presumirá que hubo 
daño moral cuando se vulnere o menos cabe ilegítimamente la libertad 
o la integridad física o psíquica de las personas. 

Cuando un hecho u omisión ilícitos produzcan un daño moral, el 
responsable del mismo tendrá la obligación de repararlo mediante una 
indemnización en dinero, con independencia de que se haya causado 
daño material, tanto en responsabilidad contractual como extracon-
tractual. Igual obligación de reparar el daño moral tendrá quien incu-
rra en responsabilidad objetiva conforme al artículo 1913, así como el 
Estado y sus servidores públicos, conforme a los artículos 1927 y 1928, 
todos ellos del presente Código. …

Los tratadistas coinciden en concebir el daño moral como la privación 
o disminución de aquellos bienes que tienen un valor notable en la 
vida del humano, como son la paz, la tranquilidad del espíritu, la li-
bertad individual, la integridad física, el honor, entre otros. 

En atención a las transcripciones precedentes es dable considerar 
que la procedencia de la acción de daño moral, se genera cuando se 
demuestre:

a) La existencia de un hecho o conducta ilícita provocada por una 
persona denominada autora. 

b) Que ese hecho o conducta ilícita produzca afectación a una de-
terminada persona, en cualquiera de los bienes tutelados; y, 

c) que haya una relación de causalidad adecuada entre el hecho an-
tijurídico y el daño. 

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis 1a. LI/2014 (10a.), sustenta-
da por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 3, 
febrero de 2014, tomo I, de la décima época, visible en la página 661, 
que dice: 
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HECHO ILÍCITO. SU DEFINICIÓN. La doctrina ha sostenido que 
la configuración del hecho ilícito requiere de tres elementos: una con-
ducta antijurídica, culpable y dañosa. Así, se entiende por una conducta 
antijurídica, aquella que es contraria a derecho, ya sea porque viole una 
disposición jurídica, o el deber jurídico de respetar el derecho ajeno. 
Asimismo, obra con culpa o falta quien causa un daño a otro sin de-
recho; dicha culpa o falta se traduce en no conducirse como es debido, 
esto es, una conducta culposa es aquella proveniente de la negligencia o 
falta de cuidado. Finalmente, el daño es una pérdida o menoscabo que 
puede ser material o extrapatrimonial; de ahí que desde un punto de 
vista económico, el daño es la pérdida o menoscabo que una persona su-
fre en su patrimonio, y el perjuicio es la privación de la ganancia lícita a 
la que tenía derecho. Por su parte, el daño o perjuicio extrapatrimonial 
(también conocido como daño moral) es la pérdida o menoscabo que su-
fre una persona en su integridad física o psíquica, en sus sentimientos, 
afecciones, honor o reputación. En conclusión, un hecho ilícito puede 
definirse como la conducta culpable de una persona que lesiona injusta-
mente la esfera jurídica ajena. 

Luego entonces, para regular el daño moral a toda persona que sufre 
en sus sentimientos afectos, creencias decoro, honor, reputación, vida 
configuración y aspectos físicos, o bien en la consideración que de sí 
mismos tienen los demás, por lo que cualquier persona que resulte 
con tales afectaciones será titular de la acción de indemnización; en 
ese contexto, si bien el precepto delimitar las formas de transmisión 
de la acción de reparación de este tipo de daños, mas no para la titula-
ridad y consecuente ejercicio de la acción por daño moral. 

Atento a lo anterior, tomando en consideración las circunstan-
cias de hecho del presente asunto, el derecho lesionado, el grado de 
la responsabilidad, la situación económica de la responsable, la grave 
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afectación de responsabilidad hacia la actora, atendiendo esencial-
mente a que en la especie, la demandada incumplió con lo pactado en 
el contrato de Adhesión Servicios Funerarios, Cremaciones, Mauso-
leos y Cementerio, de fecha diecisiete de noviembre del año dos mil 
diecinueve, identificado con el número ***, lo que ocasionó el sufri-
miento y afectación emocional a la actora, pues al hacer uso de los 
derechos adquiridos con la celebración del citado contrato y tratar de 
colocar las cenizas de sus familiares fallecidos, en los nichos, y el per-
sonal de la demandada, se lo impidiera bajo el argumento de que su 
contrato estaba cancelado de manera ilegal y unilateralmente; por lo 
que, esa situación les causó una afectación emocional y en sus senti-
mientos, al tener que retirarse con las cenizas de sus familiares falle-
cidos, y durante todo este tiempo desde esa fecha hasta hoy, tuvieron 
que dejar las cenizas de su familiares fallecidos en un altar provisio-
nal en su domicilio, lo que ocasionó que hayan tenido que buscar la 
manera de dar la adecuada sepultura a sus familiares, y demandar el 
cumplimiento del contrato base de la acción. 

Acontecimiento que ha afectado sus emociones y sentimientos al 
tener que revivir y sufrir una revictimización ante el actuar inhumano 
de la demandada, responsable de ese daño moral causado a la parte 
actora y su familia, ante la imposibilidad de depositar las cenizas de 
su familiar.

De ahí que, atendiendo la situación económica de la responsable, 
una empresa funeraria con renombre, lo que se verificó en la página 
de internet ****/, lo cual constituye un hecho notorio, de la que se ad-
vierte que cuenta con una infraestructura, y se anuncia como: *****

En ese orden de ideas, la oferta que realiza la demandada al pú-
blico respecto de sus servicios, no coincidió con lo ofertado a la parte 
actora, lo que ocasionó el menoscabo a los derechos de la actora en 
sus sentimientos; dado que difícilmente se podrán resarcir del mal 
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momento y la intranquilidad que ocasionó la demandada, al momen-
to de intentar dar un espacio para el descanso de las cenizas de sus 
familiares fallecidos, y no permitírselos, así como el sufrimiento por 
tener a sus familiares en un lugar distinto al que ellas habían pactado 
con la responsable, y que la demandada tiene a su cargo un servicio a 
los consumidores, destinado a satisfacer una necesidad colectiva, de 
carácter material, económica y de salubridad concreta de resguardar, 
cuidar y manejar personas fallecidas (restos humanos), que son fa-
miliares de las personas que acuden a pedir sus servicios, de ahí que 
dada la prestación eminentemente social, que dicha demandada pres-
ta, válidamente se considere que la capacidad económica de la misma 
es de un nivel elevado, ya que es sabido y público que ***, los que per-
mite emitir entonces una condena justa por concepto de daño moral, 
y haciendo uso del prudente arbitrio.

Es menester precisar que el establecimiento de la cantidad en con-
cepto de daño moral, es claro que no es en sí mismo una garantía 
contra los reclamos justificados o las indemnizaciones excesivas, abu-
sos contra los cuales se debe actuar suficientemente por conducto de 
otras reglas del régimen de daño moral; pero sí se trata de cumplir con 
un imperativo de justicia y a su vez, fortalecer el estado de derecho y 
en sí mismo, que pueda constituir una llamada de atención a fin de 
que la empresa demandada ponga un mayor cuidado y mejore el ser-
vicio de salud que presta, a fin de que ante todo, se logre restablecer 
la confianza que el estado merece a los gobernados y aumentar la res-
petabilidad del derecho como instrumento de solución de conflictos.

La exposición de los anteriores motivos reconoce el principio de 
que quien cause un daño, que no hay obligación de soportar, debe re-
pararlo; y, el principio de solidaridad social, que insta a repartir las 
cargas de la convivencia social entre los integrantes de la sociedad. 
Estos fines se logran, si la indemnización obedece al principio de la 
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reparación integral del daño, en lo posible, puesto que el particular 
debe de obtener una compensación que corresponda con el daño re-
sentido; y ambos resultados favorezcan los objetivos generales relacio-
nados con la justicia y el mejoramiento de los servicios ofertados a los 
consumidores y a la sociedad.

Cabe atender además, respecto del daño moral, que en tratándose 
de la indemnización por este concepto el dinero no puede desempe-
ñar el mismo papel que el resarcimiento por daños materiales, toda 
vez que respecto de éstos puede aceptarse que su finalidad es la de una 
equivalencia, más o menos completa, entre la afectación y la repara-
ción; en tanto que para el daño moral, la indemnización representa 
un papel diferente, esto es, no de equivalencia, sino de compensación 
o satisfacción, porque no se trata de poner precio al dolor o los sen-
timientos humanos, puesto que no pueden tener equivalencia en el 
aspecto monetario, sino que lo que se pretende es suministrar una 
compensación a quien ha sido lesionado en su personalidad, emocio-
nes y sentimientos; por lo anterior, debe precisarse, que cuando se da 
el caso de daño moral, por relacionarse con afecciones de los derechos 
de dicha personalidad, emociones o sentimientos, como es el caso, y 
como lo define la doctrina contemporánea, se otorga un amplio arbi-
trio de libre apreciación al juzgador para fijar el monto de la indemni-
zación, según los hechos de cada caso, apreciando los hechos de cada 
caso, de acuerdo con las reglas de la lógica y la experiencia de confor-
midad con el artículo 402, del Código de Procedimientos Civiles de 
esta ciudad, aplicable supletoriamente, lo anterior, con el objetivo de 
determinar una compensación pecuniaria prudente y equitativa, pero 
sin dejar de tomar en cuenta los elementos del artículo 1916 del Có-
digo Civil Federal, es decir, los derechos lesionados, el grado de res-
ponsabilidad, la situación económica de la responsable, así como las 
demás circunstancias del caso, como ya se ha establecido.
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En el caso concreto, se encuentra acreditada la ilicitud de la conducta 
de la parte demandada (consistente en el incumplimiento del contrato 
base de la acción, al impedirle a la parte actora hacer uso de los servi-
cios contratados en el mismo, y depositar las cenizas de sus familiares), 
(causa), y como efecto el daño directo a la actora (consistente en impe-
dirle depositar los restos de su seres queridos en los nichos contrata-
dos); lo que, evidentemente ocasionó la perdida de la tranquilidad de la 
actora y de sus familiares, así como una afectación a su salud mental; 
pues la conducta de la demandada al impedir hacer uso de los servicios 
contratados y atraso en las actividades programadas por la hoy actora 
para depositar las cenizas de sus familiares, le ocasionó una afectación 
en sus sentimientos, cuando la demandada se encontraba en actitud de 
cumplir con lo pactado en el contrato base de la acción, y los servicios 
prestados en los mismos, los cuales atendiendo a su naturaleza, tienen 
por objeto dar tranquilidad a los consumidores en general, en cuanto 
depositar los restos o cenizas de sus familiares fallecidos, lo cual en la 
especie resultó contrario y además generó incertidumbre a la actora y 
sus familiares; afectaciones que no requieren de una prueba directa, 
sino que para ello es suficiente su presunción fundada en los hechos que 
la motivaron, según lo precisado con anterioridad.

Es aplicable al presente asunto, de forma supletoria, la jurispruden-
cia de rubro y datos siguientes: 

Registro digital: 174385. Instancia: Tribunales Colegiados de Cir-
cuito. Novena Época. Materia(s): Civil. Tesis: I.4o.C. J/21. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIV, Agosto 
de 2006, página 2065. Tipo: Jurisprudencia.

PRUEBA PRESUNCIONAL. SU IMPORTANCIA EN MATE-
RIA MERCANTIL. Por el dinamismo que opera en las actividades 
mercantiles, en donde se realizan multiplicidad de operaciones que en 
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ocasiones no se ajustan a procedimientos comerciales estrictos, pero 
que son cumplidos por el comerciante y por quienes contratan con ellos, 
revisten singular importancia las presunciones, que son consecuencias 
conjeturales que la ley o el juzgador construyen a partir de un hecho o 
hechos conocidos para acceder a otros desconocidos. Por ello, resultan 
imprescindibles las amplias facultades con las que el Código de Comer-
cio ha dotado al juzgador en el artículo 1306, en relación con los nume-
rales 1283 al 1286, para resolver los negocios judiciales sometidos a su 
potestad; lo que al mismo tiempo pone de relieve la gran responsabili-
dad que tiene a su cargo para decidir con sentido de justicia, y más aún 
con equidad, por ser ésta la justicia de cada asunto en concreto, según 
las circunstancias, condiciones y eventualidades particulares, eviden-
ciadas en los hechos controvertidos y justificados con los correspon-
dientes medios de convicción, después de que ha realizado una pon-
deración prudente, ajustada al sentido común, así como al raciocinio 
lógico y a su experiencia, sin olvidar el buen criterio y la buena fe que 
deben acompañar a todo juzgador. 

En consecuencia, siendo obligación de este juzgador sancionar y re-
parar las violaciones a los derechos humanos, conforme lo ordenado 
por el artículo 1º, Constitucional, resulta procedente condenar y se 
condena a la demandada *** a pagar a la actora, o quien legalmente le 
represente, la cantidad de $500,000.00 (quinientos mil pesos 00/100 
m.n.), por concepto de daño moral, en razón de la afectación produ-
cida en los sentimientos de la actora, lo que deberá de cumplir dentro 
del término de cinco días, contados a partir de que la presente sen-
tencia cause ejecutoria o sea legalmente ejecutable, apercibida que en 
caso de no hacerlo voluntariamente, se procederá al embargo de bie-
nes de su propiedad, suficientes a garantizar y en su caso, hacer con su 
producto pago a la actora del crédito debido en ejecución de sentencia.
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V. Sin que sea óbice a todo lo anterior, el hecho de que, al contestar 
a demanda, la parte enjuiciada, haya opuesto las excepciones y defen-
sas, siguientes:

LA EXCEPCIÓN DE FALTA DE ACCIÓN Y DERECHO, bajo 
el argumento que la parte actora pretende el cumplimiento de una 
obligación que ya se extinguió, es decir, que ya no existe; excepción, 
que resulta infundada e improcedente, toda vez que la excepcionista 
no desvirtuó fehacientemente, la existencia ni exigibilidad de la obli-
gación, derivada del contrato base de la acción.

LA EXCEPCION DE ACTORI INCUMBI PROBATIO, la que 
opuso bajo el argumento, que la actora está obligada a acreditar, su ac-
ción y pretensiones; excepción que resulta infundada e improcedente, 
toda vez que la actora “sí” acreditó los elementos de la acción en estudio.

LA EXCEPCION DE OSCURIDAD DE LA DEMANDA, que se 
hizo consistir en que, la demanda carece de circunstancias de tiempo, 
modo y lugar en que sucedieron los hechos; excepción, que de igual 
forma resultó infundada e improcedente, toda vez que la sociedad 
mercantil enjuiciada estuvo en aptitud de contestar la demanda in-
coada en su contra, así como de oponer las excepciones y defensas que 
estimó pertinentes a sus intereses, sin reserva alguna.

LA EXCEPCIÓN DE PAGO INDEBIDO, que hizo valer bajo el 
argumento que, la actora pretende el pago de prestaciones que no tie-
ne derecho; excepción que resulta infundada e improcedente, toda vez 
que la actora acreditó los elementos de la acción en estudio.

LAS EXCEPCIONES DE MUTATI LIBELI y DOLI MOLI, se 
estudian en su conjunto dado los argumentos vertidos, bajo el ar-
gumento que, la actora no modifique los términos de su escrito de 
demanda en perjuicio de su representada; excepciones, resultan in-
fundadas e improcedentes, toda vez que la sociedad mercantil actora 
no modificó su escrito inicial de demanda.
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LA EXCEPCIÓN DERIVADA DE LA PLUS PETITIO, excep-
ción, que también resultó infundada por deficiente e improcedente, 
pues la excepcionista no expresó ningún razonamiento jurídico con-
creto que la sustente, para desvirtuar o disminuir la procedencia de 
la acción ejercitada, y cuyos los elementos quedaron debidamente de-
mostrados por la parte actora en este juicio.

LA EXCEPCION GENERICA DE SINE ACTIONES AGIS, la 
misma también resultó infundada, toda vez que como es de explora-
do derecho, no constituye una excepción propiamente dicha como tal, 
sino que solo tiene por objeto revertir la carga de la prueba a la acto-
ra. Lo anterior, conforme el criterio de la Jurisprudencia de la Octava 
Época; Registro: 219050; Instancia: Tribunales Colegiados de Circui-
to; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Gaceta del Semanario Judi-
cial de la Federación Núm. 54, Junio de 1992; Materia: Común; Tesis: 
VI. 2o. J/203; a página: 62, que a la letra dice:

SINE ACTIONE AGIS. La defensa de carencia de acción o sine actione 
agis, no constituye propiamente hablando una excepción, pues la excep-
ción es una defensa que hace valer el demandado, para retardar el cur-
so de la acción o para destruirla, y la alegación de que el actor carece de 
acción, no entra dentro de esa división. Sine actione agis no es otra cosa 
que la simple negación del derecho ejercitado, cuyo efecto jurídico, sola-
mente puede consistir en el que generalmente produce la negación de la 
demanda, o sea, el de arrojar la carga de la prueba al actor, y el de obli-
gar al juez a examinar todos los elementos constitutivos de la acción.

Así los medios de convicción ofertados y desahogados por la deman-
dada, en nada le beneficiaron a sus intereses.

VI. Por no encuadrar el presente juicio en ninguna de las hipótesis 
previstas en el artículo 1084 del Código de Comercio, no se hace es-
pecial condena en costas en la presente instancia.
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Por lo anteriormente expuesto, fundado y motivado, es de resol-
verse y se:

RESUELVE

PRIMERO. Ha sido procedente la Vía Oral Mercantil promovida 
por la actora ***, quien acreditó los extremos de su acción, en tanto 
que la demandada, ***., no acreditó sus excepciones y defensas; en 
consecuencia.

SEGUNDO. Se declara judicialmente el cumplimiento del Con-
trato de *** Servicios Funerarios, Cremaciones, Mausoleos y Cemen-
terio, de fecha ***, identificado con el número 95012144, celebrados 
por la parte actora y el hoy demandada, ***. 

TERCERO. Se declara judicialmente el cumplimiento forzoso del 
Contrato *** de Servicios Funerarios, Cremaciones, Mausoleos y Ce-
menterio, de fecha diecisiete de noviembre del año dos mil diecinueve, 
identificado con el número ***, celebrados parte actora y la demanda-
da, *** en los términos y condiciones pactadas en el mismo, por lo que 
la parte demandada, deberá de acreditar en el término de cinco días 
, la vigencia así como la designación de los nichos, en los términos y 
condiciones del contrato base de la acción, apercibido que en caso de 
no hacerlo voluntariamente se procederá a su ejecución forzosa, me-
diante la aplicación de las medidas de apremio en términos del artícu-
lo 1067 bis, del Código de Comercio.

CUARTO. Se condena a la demandada, ***, a pagar a la actora, o 
quien legalmente le represente, la cantidad de $500,000.00 (quinien-
tos mil pesos 00/100 m.n.), por concepto de daño moral, en razón de 
la afectación producida en los sentimientos de la actora, lo que debe-
rá de cumplir dentro del término de cinco días, contados a partir de 
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que la presente sentencia cause ejecutoria o sea legalmente ejecutable, 
apercibida que en caso de no hacerlo voluntariamente, se procederá al 
embargo de bienes de su propiedad, suficientes a garantizar y en su 
caso, hacer con su producto pago a la actora del crédito debido en eje-
cución de sentencia.

QUINTO. No se hace especial condena en costas en la presente 
instancia.

SEXTO. Notifíquese, y obténgase copia de la presente resolución 
para ser agregada al legajo de sentencias respectivo.

ASI, definitivamente juzgando lo resolvió y firma el C. Juez Trigé-
simo de lo Civil de Proceso Oral, licenciado Horacio Cruz Tenorio, 
ante la C. secretaria de Acuerdos, licenciada Gabriela Alpuche Torres, 
con quien actúa, autoriza y da fe. Doy fe. 

Con fundamento en el artículo 116 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 
186 de la Ley de Trasparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la 
Ciudad de México; artículo 3, fracción IX, 9, punto 2, de la Ley de Protección de datos personales en 
Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de México, así como el artículo 7, fracción II, y 62 de los 
lineamientos Generales de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados de la 
Ciudad de México, se hace constar que en esta versión pública se suprime la información considerada 
como reservada o confidencial que encuadra en los ordenamientos mencionados.
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Cumplimiento de ejecutoria de amparo, emitida por la Juez Décimo 
de Distrito de Amparo en Materia Penal de la Ciudad de México, de-
rivada del proceso constitucional de amparo, promovido por un adul-
to joven contra la resolución incidental emitida en la causa.

JUZGADO ÚNICO DE TRANSICIÓN EN 
MATERIA DE JUSTICIA PARA ADOLESCENTES

JUEZA: NADIA HERNÁNDEZ JAIMES (INTERINA)

protección de datos personales de una persona declarada 
como responsable en el sistema de justicia juvenil, procedi-
miento de cancelación conforme a la ley federal de protec-
ción de datos personales en posesión de los particulares.
Hechos: Se ordenó la aplicación de una medida cautelar que solicitó un 
adolescente, prevista en el artículo 81 de la Ley General de los Derechos de 
Niñas, Niños y Adolescentes, consistente en “la suspensión o bloqueo de 
cuentas de usuarios” a fin de evitar la difusión de información que pueda 
controvertir el interés superior de la niñez; el adolescente promovió juicio 
de amparo, al considerar que no se salvaguardaba, entre otros, su derecho 
a la protección de datos personales. El amparo fue concedido a efecto de 
que la autoridad responsable, es decir, el Juzgado Único de Transición de 
Justicia para Adolescentes de la Ciudad de México, que conoció del asunto 
de origen, dictara otra resolución, con plenitud de jurisdicción y de manera 
fundada y motivada, en relación con la aplicación de la medida cautelar de 
bloqueo de cuentas de usuarios y otras cuestiones que fueron objeto de la 
petición del adolescente.
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Criterio jurídico: Aun cuando el adolescente es adulto, las publica-
ciones que nos ocupan se suscitaron en el marco de la Justicia Juvenil, 
por lo que de conformidad con la Ley Nacional del Sistema Integral 
de Justicia para Adolescentes, en sus artículos 6 y 13, aunque las per-
sonas sujetas a tal ordenamiento cumplan la mayoría de edad, segui-
rán teniendo el carácter de adolescentes y, con ello, tanto el respeto 
de sus derechos fundamentales como específicos que les reconocen la 
Constitución y los tratados internacionales.

Es decir, la petición del adolescente se sustenta en un derecho que 
está reconocido tanto a nivel nacional como en la normativa interna-
cional, que tutelan la protección que el Estado debe proveer al respec-
to; pues para ello deberá establecer mecanismos de control en caso 
de que exista algún tipo de vulneración; y para ese efecto existen los 
derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición a la publica-
ción de los datos personales (ARCO), que han cobrado mayor relevan-
cia debido al tratamiento electrónico e informático que actualmente 
se vive con las nuevas tecnologías.

Por otra parte, debe decirse que corresponde a los creadores de la 
información y editores de las páginas de internet, determinar qué in-
formación puede o no ser indexada en los motores de búsqueda; ra-
zón por la cual es necesario que el peticionario inicie el ejercicio de 
sus derechos, como titular de sus datos personales, pues si bien es 
cierto, la ley protege sus derechos al darle el carácter de adolescente, 
también lo es que no podemos dejar de lado su autonomía progresiva, 
que de acuerdo al artículo 19 de la ley Nacional, consiste en que todas 
las autoridades deben hacer el reconocimiento pleno de la titularidad 
de derechos de las personas adolescentes y de su capacidad progresiva 
para ejercerlos, de acuerdo con la evolución de sus facultades, lo cual 
significa que a medida que aumenta la edad, también se incrementa el 
nivel de autonomía. 
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De ahí que, atendiendo precisamente al interés superior del niño y 
a efecto de que la medida cumpla con la finalidad para la que fue pre-
vista por el legislador, al momento de emitir la Ley General de los de-
rechos de las Niñas, Niños y adolescentes, en su artículo 81, se ordena 
que la medida cautelar de bloqueo de cuentas de usuarios sea aplicada 
a cada uno de los sitios de internet que describió el adolescente, a fin 
de evitar la difusión de información o datos personales.

En el entendido de que tal medida no sustituirá las acciones en el 
ejercicio de sus derechos que realizará el adolescente, ya que dicha 
medida cautelar tiene efectos meramente provisionales.
Justificación: La cancelación de los derechos de datos personales que 
aparecen en los sitios de internet, se ejerce de conformidad con el 
artículo 25 de la Ley Federal de Protección de Datos Personales en 
Posesión de los Particulares, que señala: “La cancelación de datos per-
sonales dará lugar a un periodo de bloqueo tras el cual se procederá 
a la supresión del dato. El responsable podrá conservarlos exclusiva-
mente para efectos de las responsabilidades nacidas del tratamiento. 
El periodo de bloqueo será equivalente al plazo de prescripción de las 
acciones derivadas de la relación jurídica que funda el tratamiento 
en los términos de la Ley aplicable en la materia.” Así, el artículo 3, 
fracción III, del citado ordenamiento describe qué debemos entender 
por bloqueo, en tanto que la supresión es la actividad consistente en 
eliminar, borrar o destruir el o los datos personales, una vez conclui-
do el periodo de bloqueo bajo las medidas de seguridad previamente 
establecidas por el responsable, como los dispone la fracción XII del 
artículo 2 del Reglamento de la Ley Federal de Protección de datos 
Personales en Posesión de los Particulares.

Por tanto, se trata de medidas con consecuencias distintas, pues la 
primera sólo es provisional hasta en tanto se agote el proceso, para así 
dar paso a su eliminación definitiva.
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Conforme a lo establecido tanto en la ley federal de la materia 
como en su reglamento, ya citados, el sitio al que se enviará la solicitud 
será a los avisos de privacidad que se señalan en cada uno de las pági-
nas de internet de que se trate, tal como se desprende de la fracción 
IV del artículo 16 de dicha ley. Ante ello, se comunicará al interesado 
–en este caso el adolescente–, si resulta procedente solicitado. Final-
mente, el adolescente podrá presentar una solicitud de protección de 
datos por la respuesta recibida o falta de respuesta del responsable, de 
conformidad con el capítulo VII de la Ley Federal de Protección de 
Datos Personales. 
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En la Ciudad de México, a 6 seis de octubre de 2021 dos mil veintiuno. 
Cumplimiento de ejecutoria de amparo que pronuncia este Órgano 

Jurisdiccional, para acatar la resolución de fecha 8 ocho de septiembre 
de 2021 dos mil veintiuno dos mil veintiuno, recibida en esta sede ju-
risdiccional el 10 del mismo mes y año, emitida por la Juez Décimo de 
Distrito de Amparo en Materia Penal de la Ciudad de México, deri-
vada del Proceso Constitucional de Amparo número **-Z, promovido 
por el adulto joven *** contra la resolución incidental de 12 de abril de 
2021 dos mil veintiuno, emitida en la causa ***, y

RESULTANDO: 

I. El 21 veintiuno de julio de 2020 dos mil veinte, la suscrita emitió 
resolución incidental, en la que determinó improcedente la solicitud 
de medida cautelar a que se refiere el artículo 81 de la Ley General 
de Niñas, Niños y Adolescentes, así como de restitución integral 
por los derechos vulnerados; ya que, a consideración de la suscrita, 
no se cuenta con la competencia jurídica para pronunciarse en torno 
a ambos tópicos, puesto que corresponden al ámbito administrati-
vo y civil de manera respectiva.

II. Inconforme con lo anterior, el adulto joven de iniciales ***., 
presentó demanda de amparo, la cual le correspondió conocer al Juez 
Décimo de Distrito de Amparo en Materia Penal de la Ciudad de 
México, bajo el número de Amparo Indirecto ***, en el que se dictó 
sentencia el 30 de noviembre de 2020, la cual fue notificada a este 
Juzgado el 3 tres de diciembre de ese mismo año, mediante oficio nú-
mero ***, en la que resolvió:
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Primero. La Justicia de la Unión AMPARA y PROTEGE a ***, con-
tra el acto reclamado a la Juez Interina Única de Transición en Materia 
de Justicia para Adolescentes de la Ciudad de México consistente en la 
resolución incidental de veintiuno de julio de dos mil veinte, dictada 
en el cuadernillo relacionado con el cuaderno de ejecución que declaró 
improcedente la solicitud de medidas cautelares, por las razones y efec-
tos precisados en el considerando quinto de esta sentencia. Segundo…

III. La citada Autoridad Federal de Amparo, para arribar a la con-
clusión anterior en su considerando quinto, en lo toral, expuso lo 
siguiente:  

…en aplicación al principio rector de interés superior de la niñez, previs-
to en el artículo 12 de la Ley Nacional Del Sistema Integral de Justicia 
Penal para Adolescentes, en concordancia con la Ley General de los De-
rechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, que asegura el disfrute pleno 
y efectivo de todos sus derechos, el cual debe tomarse en cuenta de ma-
nera primordial en cualquier decisión que afecte sus intereses, como lo 
establece la Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte “De-
rechos de las Niñas, Niños y Adolescente, el interés superior del menor 
se erige como la consideración primordial que debe atenderse en cual-
quier decisión que les afecte, aunado a lo dispuesto por el artículo 3 de 
la Convención sobre los Derechos del Niño, como una consideración pri-
mordial, a lo que se suma el principio pro homine, previsto en el artículo 
1 de la Constitución, de lo anterior resulta válida la interpretación en el 
sentido de que las medidas cautelares del artículo 81, son una opción más 
para la defensa del derecho de intimidad de las niñas, niños y adolescen-
tes que puede solicitarse a los órganos jurisdiccionales como una medida 
inmediata para la suspensión o bloqueo de cuentas de usuarios en medios 
electrónicos con la finalidad de evitar la difusión de imágenes, sonidos 
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o datos que puedan identificarlos y estigmatizarlos afectando el interés 
superior de la niñez. Por ende, contrario a lo que sostiene la resolución 
reclamada, la Juez responsable es competente para decretar las medidas 
cautelares solicitadas por el quejoso, sin que sean obstáculo las conse-
cuencias a las infracciones cometidas por servidores públicos y conce-
sionarios de medios de comunicación, en términos de los artículos 148 y 
149 de la Ley General de Niños Niñas y Adolescentes, pues se intera, las 
medidas cautelares del artículo 81 son una opción más para la Defen-
sa del Derecho a la intimidad del quejoso, acorde con el criterio, acorde 
con el criterio Interés superior del Niño de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, en la sentencia de dieciocho de septiembre de 2003, 
caso Bulacio contra Argentina, de acuerdo con el cual, cuando se trata de 
la protección de los Derechos del Niño y de la adopción de Medidas para 
lograr esa protección, rige dicho principio que se funda en la dignidad 
misma del ser humano, en las características propias de los niños, y en la 
necesidad de propicia el desarrollo de éstos con pleno aprovechamiento 
de éstos y de sus potencialidades. No es óbice la referencia del quejoso 
a la reparación del daño moral, pues como lo señala en los conceptos 
de violación, tal aspecto además de no ser el objetivo primordial, pue-
de obtenerse no sólo por indemnización, también mediante resolución 
judicial. Tampoco que, con anterioridad, durante las distintas etapas 
del procedimiento se hubiere prevenido a quienes hayan intervenido o 
asistieron al proceso, incluidos los medios de comunicación, de respe-
tar el derecho a la intimidad, confidencialidad y privacidad del quejo-
so, de acuerdo con los artículos 35 y 36 de la Ley Nacional del Sistema 
Integral de Justicia para Adolescentes; pues tal prevención per se, no 
es suficiente a veces para garantizar dicho derecho, por lo cual en oca-
siones es necesario hacer uso de las medidas cautelares del artículo 81, 
como en el caso. En consecuencia, se concede el amparo para que la 
Juez responsable proceda a lo siguiente: 
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1.- Deje insubsistente la resolución incidental reclamada. 

2. – Dicte otra en la que, con plenitud de jurisdicción resuelva so-
bre las medidas cautelares solicitadas por el quejoso a fin de evitar la 
difusión de información, imágenes, sonidos o datos que permitan su 
identificación pública; de ser el caso, requiera a Google México y al 
Instituto Federal de Telecomunicaciones, o cualquier otra autoridad 
que considere, para que procedan a su supresión o bloqueo, en el caso 
de esta última, de los once sitios señalados por el quejoso.  

3.- Notifique personalmente al quejoso. 

IV.-Una vez que causó ejecutoria la mencionada resolución, se requi-
rió a la suscrita diera cumplimiento a la misma; ello mediante oficio 
***, recibido en esta sede jurisdiccional el día de hoy 9 nueve de abril 
del año en curso; así las cosas, a efecto de dar cumplimiento a la ci-
tada ejecutoria de amparo, se emitió la resolución de fecha 12 doce 
de abril de 2021 dos mil veintiuno, en la que se dejó sin efectos la di-
versa 21 de julio de 2020 dos mil veinte y siguiendo los lineamientos 
establecidos por el juez federal, esta juzgadora asumió competencia, 
como lo señaló el juzgador, con base en el interés superior del niño; 
por otra parte, en acatamiento estricto a lo señalado en la ejecuto-
ria, se ordenó la aplicación de la medida cautelar que solicitó el ado-
lescente prevista en el artículo 81 de la ley General de los Derechos 
de Niñas, Niños y adolescentes consistente en “la suspensión o blo-
queo de cuentas de usuarios” a fin de evitar la información, imáge-
nes, sonidos o datos que puedan controvertir el interés superior de 
la niñez; puesto que se han publicado en diversos sitio de internet su 
nombre y datos personales con la información derivada por el delito 
por el cual resultó responsable, aspecto que refirió el adulto joven y 
su representante, en una situación de estigmatización, vulnerabili-
dad y discriminación; aludiendo también a lo previsto en el artículo 
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77 de la Ley General de Niños Niñas y Adolescentes, que se anotó 
textualmente; y con base en él señaló que se había vulnerado su de-
recho a la intimidad y a la protección de sus datos personales, ano-
tando al respecto las direcciones electrónicas en las que aparecen pu-
blicados. Información esta última que fue constatada por la suscrita, 
ya que al entrar a los sitios digitales en su escrito inicial aparece la 
publicación de su nombre, en algunos la imagen de su persona, ello 
vinculados al suceso delictivo por el que declaró plenamente respon-
sable y en otros aparece un delito distinto; suceso, esto es la publi-
cidad de datos es contraria a su derechos de conformidad al interés 
superior del niño, ante la difusión de sus datos personales que permi-
ten su identificación pública; asimismo, se explicó que el adolescente 
tenía que iniciar el procedimiento de protección de derechos a que 
se refiere la Ley Federal de Protección de datos personales ya que los 
responsables –personas físicas y morales– que realizaron las publi-
caciones de información, en las que constan los datos personales, en 
este caso, el nombre e imagen del peticionario ya que se regulan bajo 
esa normatividad; pues la medida que se otorgó no podría conside-
rarse un fin en sí misma, dado que una de las medidas cautelares es 
su provisionalidad, y funge como un instrumento para hacer efectivo 
el proceso y la ejecución de la resolución final que en su momento se 
emita el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de 
Datos (actualmente Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a 
la Información y Protección de Datos Personales, al haber cambiado 
su denominación de acuerdo al decreto que expide la Ley de Trans-
parencia y Acceso a la información pública, publicada en el Diario 
Oficial el 4 de mayo de 2015). En el entendido de que en este proceso 
también tendría que observarse las garantías de un debido proceso; y 
en apoyo a lo anterior se citó la tesis de jurisprudencia aprobada por 
la Primera Sala del Alto Tribunal bajo el rubro “Derechos al debido 
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proceso su contenido”. Asimismo, en esa protección de derechos se 
ordenó la intervención de la Procuraduría de Protección Competen-
te, para que los asistan en las acciones civiles como administrativas 
que establece el artículo 80 de la Ley General de Niños, Niñas y Ado-
lescentes; y aun cuando el adolescente es adulto, las publicaciones 
que nos ocupan se suscitaron en el marco de la Justicia Juvenil, por lo 
que de conformidad con los artículos 6 y 13 de la Ley Nacional de la 
materia, aunque las personas sujetas a la ley cumplan la mayoría de 
edad, seguirán teniendo el carácter de adolescentes y, con ello, tan-
to el respeto de sus derechos fundamentales como específicos que 
les reconoce tanto la Constitución como los tratados internacionales. 
En consecuencia, se envió oficio al Instituto Nacional de Transpa-
rencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, 
que se aplicó la medida cautelar de bloqueo de cuentas de usuarios, a 
fin de evitar la información de imágenes, sonidos o datos personales 
correspondientes al adolescente; exponiendo los sitios descritos por 
el adulto. En esos mismos términos, se envió oficio a Google México 
y al Instituto Federal de Telecomunicaciones a fin de que realicen el 
bloqueo de los datos personales de los sitios de internet que se des-
criben, ante la medida cautelar impuesta; asimismo, respecto de su 
petición de daño moral, al igual que en la primigenia determinación, 
se declaró jurídicamente incompetente para conocer de su pretensión 
pues corresponde dilucidarlo en diversa vía; finalmente se reiteró que 
no era procedente que se conminara a las victimas indirectas a no 
difundir sus datos personales, ya que como se dijo, en las diversas 
intervenciones que se tiene dentro del proceso de ejecución, se han 
hecho las prevenciones correspondientes. En ese sentido, en cumpli-
miento a la determinación de amparo, se dejó insubsistente la resolu-
ción del 21 de junio de 2020; en segundo término, se aplicó la medida 
cautelar de bloqueo de cuentas de usuarios a fin de evitar la difusión 
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de información, imágenes, sonidos o datos personales correspon-
dientes a ***; en tercer lugar, se enviaron los oficios correspondientes 
al Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de datos personales, Google México y al Instituto Federal 
de Telecomunicaciones, a fin de que se realice el bloqueo de los sitios 
de internet descritos en el cuerpo de la presente determinación y se 
realicen las acciones necesarias para dar cumplimiento a la medida 
impuesta, contando con un plazo de tres días para ello y en caso de 
no dar cumplimiento se le aplicó una multa de 20 unidades de medi-
das y actualización de la Ciudad de México; finalmente, se notificó a 
la Procuraduría de Protección de Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes de la Ciudad de México, la medida cautelar impuesta, y el 
deber de asesorar al entonces adolescente en el proceso administra-
tivo de protección de datos, así como en el caso que decida accionar 
vía civil, por lo que hace a su pretensión de reparación del daño y por 
último, como lo ordenó el juez, se notificó al adolescente.

V.- Ahora bien, con relación a esta resolución se envió al Juzgador 
copia de los acuses de los oficios enviados; precisando que por lo que 
hacía al oficio de Google México, S. R. L. C. V., no fue recibido por-
que se encontraba cerrada su oficina. Ante ello, existió comunicación 
de la Secretaría del Juzgado Décimo de Distrito en Materia de Am-
paro, en el sentido de que una vez desahogada la diligencia pendien-
te, deberá dar inmediato cumplimiento a la sentencia de amparo, in-
formándolo a este juzgado con las constancias conducentes. Hecho 
lo anterior, el 11 once de mayo de 2021 dos mil veintiuno, mediante 
oficio 9684/2021, de fecha siete de mayo de 2021, dos mil veintiuno, 
recibido en este juzgado el 11 once de mayo del año que transcurre, 
la mencionada autoridad federal comunicó que el amparo número 
296/2020-V-Z se dictó auto de fecha siete de mayo del año en cur-
so, en el que se señala que de acuerdo a la certificación secretarial, el 
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plazo de tres días otorgado a las partes a efecto de que hicieran las 
manifestaciones que estimaron pertinentes en torno al cumplimien-
to de la sentencia de amparo feneció sin que hubiesen hecho uso de 
ese derecho; por lo que en términos del artículo 196 de la Ley de 
Amparo, ese órgano de control constitucional resolvió de oficio si la 
sentencia concesora se encontraba cumplida, de ahí que al realizar el 
examen de las referidas documentales, a las que en términos de los 
artículos 129 y 202 del Código Federal de Procedimientos Civiles, 
supletorio de la Ley de Amparo, les dio valor probatorio pleno, amén 
de que la autoridad judicial responsable hizo lo siguiente: 

a) Mediante determinación del 12 doce de abril del año en curso 
dejó insubsistente la resolución incidental de 21 de julio de 2020. - - - 

b) En esa misma fecha, dictó otra en la que, con plenitud de juris-
dicción, resolvió sobre las medidas cautelares solicitadas por el que-
joso a fin de evitar la difusión de información, imágenes, sonidos y 
datos que permitieran su identificación pública. Asimismo, envió ofi-
cio al Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales, Google México y al Instituto Federal 
de Telecomunicaciones a fin de que realizaran el bloqueo de diversos 
sitios de internet y realizaran las acciones necesarias para dar cumpli-
miento a la medida impuesta, con el apercibimiento que de incumplir 
se les impondría una multa. Así también requirió a la Procuraduría de 
Protección de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes de la Ciudad 
de México a efecto de asegurar al quejoso en el proceso administrati-
vo de protección de datos, así como en el caso de que decida accionar 
la vía civil, por lo que hace a su pretensión de reparación del daño, y 

c) El doce de abril de dos mil veintiuno, notificó personalmente al 
quejoso su resolución. Por lo que, concluyó el juez de amparo el FA-
LLO PROTECTOR QUEDÓ CUMPLIDO, SIN QUE EXISTA 
EXCESO O DEFECTO EN EL CUMPLIMIENTO, y mediante 
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oficio 12492, de fecha dos de junio de dos mil veintiuno, recibido al 
día siguiente en la sede de este juzgado, se estableció que transcurrió 
el plazo de quince días, sin que las partes legitimadas hayan recurrido 
el auto de siete de mayo del año en curso, en el cual se tuvo por cum-
plida la ejecutoria de amparo. - - - - - - - - 

VI. En data doce de mayo de 2021, mediante oficio 9936/2021, 
se informó a la suscrita, que *** promovió demanda de amparo, mis-
ma que le fue admitida, integrándose el amparo número 285/2021, 
por lo que bajo el término establecido en el artículo 117 de la Ley 
de Amparo se requirió informe justificado, aspecto que fue atendido 
mediante oficio 126 de fecha 26 veintiséis de mayo de 2021, dos mil 
veintiuno. 

VII.- Mediante oficio ***, de fecha ocho de septiembre de dos mil 
veintiuno, recibido en este juzgado el 10 diez de septiembre del año 
en curso, en el amparo numero 285/2021, promovido por ***, se dictó 
sentencia que concluyó con los siguientes puntos resolutivos: “PRI-
MERO. - LA Justicia Federal ampara y protege al quejoso ***, contra 
la resolución incidental de doce de abril de dos mil veintiuno, pro-
nunciada en el cuaderno de ejecución 72/2018, atribuido a la Jueza 
interina del Juzgado Único de Transición de Justicia para Adolescen-
tes de la Ciudad de México, por los motivos y para lo efectos apunta-
dos en el considerado quinto de esta sentencia. SEGUNDO …” 

VIII.- A través del oficio número 26791, que se recibió en esta 
sede jurisdiccional el cuatro de octubre del año que transcurre, se in-
formó que por auto de data treinta de septiembre de dos mil veintiu-
no, se declaró que la sentencia engrosada el ocho de septiembre del 
año que transcurre había causado ejecutoria; en ese contexto, se con-
cedió el amparo y protección de la justicia para que la jueza interina 
del Juzgado Único de Transición de Justicia para Adolescentes de la 
Ciudad de México, proceda a lo siguiente: 



P O D E R  J U D I C I AL  D E  L A CDMX

Tomo 387 •  enero-febrero •  2024162

1.- Deje insubsistente la resolución incidental de doce de abril de dos 
mil veintiuno, pronunciada en el cuaderno de Ejecución 72/2018, que, 
por una parte, ordenó la aplicación de la medida cautelar de bloqueo de 
cuentas de usuarios y por otra, declaró improcedente otras medidas; y

2.- Con plenitud de jurisdicción, de manera fundada y motivada 
emita otra determinación en la que colme los principios de legalidad y 
seguridad jurídica previstos en los artículos 14 y 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, esto es, al resolver sobre las 
peticiones sometidas a su consideración deberá hacerlo de manera fun-
dada y motivada; es decir, estableciendo los preceptos legales, criterios 
jurisprudenciales o incluso doctrinales aplicables al caso en concreto; 
asimismo, tendrá que exponer, de manera congruente, coherente y sufi-
ciente los motivos que la llevan a su resolución; los que deberán guardar 
relación con los fundamentos legales en que se apoye. 

Conviene precisar que la presente ejecutoria no tiene por efecto 
el constreñir a la autoridad responsable a resolver en determinando 
sentido, sino únicamente a que funde y motive su actuación. 

3.- Hecho lo anterior, notifique a las partes la resolución que 
emita.

En consecuencia, en términos del artículo 192 de la Ley de Ampa-
ro, requiérase a la autoridad judicial responsable, para que, dentro del 
plazo de tres días siguientes a la notificación de este proveído, dé cum-
plimiento a la ejecutoria de amparo y remita las constancias que así lo 
acrediten. 

Bajo esas directrices, se procede a elaborar los siguientes: 
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 CONSIDERANDOS: 

I. Esta Unitaria en estricto cumplimiento a la nueva determinación 
de la autoridad federal, en lo correspondiente a la parte final del con-
siderando quinto, en su punto número 1. Se deja insubsistente la 
resolución incidental de data doce de abril de dos mil veintiuno, 
pronunciada en el cuaderno de ejecución 72/2018, en la que se re-
solvió, por una parte, la aplicación de la medida cautelar de bloqueos 
de cuenta de usuarios y por otra, se declaró improcedentes otras me-
didas, únicamente en lo que corresponde al adulto joven ***, y en su 
lugar se emite la siguiente: 

II. Este órgano jurisdiccional, en estricto cumplimiento a la 
ejecutoria de amparo indirecto que nos ocupa, resolverá sobre las 
medidas cautelares solicitadas por el ahora adulto joven *** y su 
representante, relacionado con el expediente 72/2018, en su fase 
de ejecución, bajo los lineamientos pronunciados por la autoridad 
federal, en el sentido de que la suscrita es competente para re-
solver la petición planteada con base en el interés superior del 
niño. 

Así, tenemos que el peticionario y su representante legal, vía correo 
electrónico institucional, solicitaron la aplicación de la medida caute-
lar prevista en el artículo 81 de la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes, que a la letra señala: 

En los procedimientos ante órganos jurisdiccionales, se podrá solici-
tar que se imponga como medida cautelar la suspensión o bloqueo de 
cuentas de usuarios en medios electrónicos, a fin de evitar la difusión 
de información, imágenes, sonidos o datos que puedan contravenir el 
interés superior de la niñez.
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El órgano jurisdiccional, con base en este artículo y en las disposicio-
nes aplicables, podrá requerir a las empresas de prestación de servicios 
en materia de medios electrónicos que realicen las acciones necesarias 
para el cumplimiento de las medidas cautelares que ordene”.

En virtud de que, a su consideración, se actualiza lo previsto en el di-
verso numeral 77, que refiere textualmente lo siguiente: 

Se considerará violación a la intimidad de niñas, niños o adolescentes 
cualquier manejo directo de su imagen, nombre, datos personales o re-
ferencias que permitan su identificación en los medios de comunicación 
que cuenten con concesión para prestar el servicio de radiodifusión y tele-
comunicaciones, así como medios impresos, o en medios electrónicos de 
los que tenga control el concesionario o medio impreso del que se trate, 
que menoscabe su honra o reputación, sea contrario a sus derechos o que 
los ponga en riesgo, conforme al principio de interés superior de la niñez.

Lo anterior, debido a que, se han publicado en diversos sitios de inter-
net, su nombre y datos personales con la información derivada con el 
delito del cual resultó de responsable –secuestro con privación de la 
vida, calificado al haber actuado en grupo y con motivos de amistad 
con la victima–; aspecto que aduce, lo coloca en una situación de es-
tigmatización, vulnerabilidad y discriminación.

Con base en lo anterior, podemos advertir que el peticionario y su 
representante, aducen a que se ha vulnerado su derecho a la intimi-
dad y a la protección de sus datos personales, dada la difusión de su 
nombre con el delito por el cual se le declaró responsable, ello en di-
versos sitios de internet; así para avalar su dicho detalló las direccio-
nes electrónicas en las que aparecen publicados.

En este sentido, cabe precisar que el respeto a la vida privada no 
es algo novedoso, pues existía desde la Declaración Universal de los 
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Derechos Humanos que fue proclamada por la Asamblea General de 
las Naciones Unidas en París, el 10 de diciembre de 1948, documento 
que marca el inicio del respeto a los derechos fundamentales del hom-
bre, a su dignidad y al valor de su persona humana, que en el extremo 
que nos ocupa, su artículo 12, textualmente señala:

Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su fami-
lia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su 
reputación. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra 
tales injerencias o ataques.

Derecho que retoma la Convención Americana sobre los derechos hu-
manos, en su artículo 11, que señala: 

Protección de la Honra y de la Dignidad 

1.  Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconoci-
miento de su dignidad. 

2.  Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su 
vida privada, en la de su familia, en su domicilio o en su correspon-
dencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación. 

3.  Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas inje-
rencias o esos ataques.

De igual manera, en la Convención sobre los Derechos del Niño se 
prevé esta protección para este sector de la población, en su artículo 
16, que señala: “1. Ningún niño será objeto de injerencias arbitrarias 
o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspon-
dencia ni de ataques ilegales a su honra y a su reputación. 

2. El niño tiene derecho a la protección de la ley contra de esas in-
jerencias o ataques.”
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Así este derecho también encuentra su reconocimiento en la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 6, 
párrafo primero, al establecerse como una limitante al derecho de li-
bertad de expresión; así también en el párrafo segundo del numeral 
16 del Pacto Federal, se enmarca la protección de los datos personales 
ya que de manera textual refiere: - - - 

Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al 
acceso, rectificación y cancelación de los mismos, así como a manifestar 
su oposición en los términos que fija la ley, la cual establecerá los princi-
pios de excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos, por 
razones de seguridad nacional, disposiciones de orden público, seguri-
dad y salud pública o para proteger los derechos de terceros.

De lo anterior se advierte que la petición del adolescente se susten-
ta en un derecho que está reconocido tanto a nivel nacional como en 
la normativa internacional; instrumentos que tutelan la protección 
que el Estado debe proveer al respecto; pues para ello deberá estable-
cer mecanismos de control en caso de que exista algún tipo de vulne-
ración; para ese efecto y como se precisará más adelante existen los 
derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición a la publi-
cación de los datos personales, que han cobrado mayor relevancia de-
bido al tratamiento electrónico e informático que actualmente se vive 
con las nuevas tecnologías; sirve de apoyo a lo anterior, la siguiente 
tesis cuyo rubro y texto es el siguiente: 

PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. CONSTITUYE UN 
DERECHO VINCULADO CON LA SALVAGUARDA DE OTROS 
DERECHOS FUNDAMENTALES INHERENTES AL SER HU-
MANO. El párrafo segundo del artículo 16 de la Constitución Política 



Materia Justicia para Adolescentes 167

REVISTA A NAL E S  D E  JURISPRUDENCIA

de los Estados Unidos Mexicanos reconoce los denominados derechos 
ARCO, relativos al acceso, rectificación, cancelación y oposición de da-
tos personales, como un medio para garantizar el derecho de los in-
dividuos a decidir qué aspectos de su vida deben o no ser conocidos o 
reservados por el resto de la sociedad, y la posibilidad de exigir su cum-
plimiento a las autoridades y particulares que conocen, usan o difunden 
dicha información. Así, dichas prerrogativas constituyen el derecho a 
la protección de los datos personales, como un medio de salvaguarda 
de otros derechos fundamentales previstos en la propia Constitución y 
en los tratados internacionales de los que México es Parte, conforme a 
los cuales, el Estado tiene la obligación de garantizar y proteger el de-
recho de todo individuo a no ser interferido o molestado por terceros 
o por una autoridad, en ningún aspecto de su persona –vida privada–, 
entre los que se encuentra el relativo a la forma en que se ve a sí mismo 
y cómo se proyecta a los demás –honor–, así como de aquellos que co-
rresponden a los extremos más personales de la vida y del entorno fami-
liar –intimidad–, o que permiten el desarrollo integral de su persona-
lidad como ser humano –dignidad humana–. DÉCIMO TRIBUNAL 
COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. Amparo directo 535/2018. Pablo Agustín Meouchi Saa-
de. 25 de abril de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Arturo 
Camero Ocampo. Secretario: Ángel García Cotonieto.

Aspecto este último del que se duele el adolescente y su representan-
te, al señalar que se han publicado en once sitios de internet –de los 
cuales describe la dirección– sus datos personales como su nombre y 
algunos su imagen, los cuales se asocian al delito por el cual resultó 
plenamente responsable. Aspecto este último que fue constatado por 
este órgano jurisdiccional, ya que, al entrar a los sitios digitales seña-
lados en su escrito inicial, aparece la publicación de su nombre y en 
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algunos la imagen de su persona, vinculados al suceso delictivo por el 
cual se le declaró plenamente responsable, sin que pase por alto que en 
algunos de los sitios descritos se refiere a una conducta ilícita distinta; 
con independencia de lo anterior, la publicidad de estos datos es con-
traria a sus derechos de conformidad al interés superior del niño, ante 
la difusión de sus datos personales que permiten su identificación pú-
blica, tópico que contraría las disposiciones que establece el artículo 
11 bis, fracción XI, de la Ley de Justicia para Adolescentes para el Dis-
trito Federal, que señala que el adolescente tiene derecho a que no se 
divulgue su identidad ni el nombre de sus familiares ni cualquier dato 
que permita su identificación pública; de ahí que se insista en que las 
publicaciones que describe el adulto joven vulneren los derechos que 
le reconoce la ley especializada en la materia; incluso, si nos remitimos 
a las nuevas disposiciones que establece la Ley Nacional del Sistema 
Integral de Justicia Penal para Adolescentes, en sus artículos 35 y 36, 
en cuanto a la protección a su intimidad así como la confidencialidad 
de sus datos personales; destacando en el párrafo tercero y cuarto del 
artículo 36, las consecuencias jurídicas en caso de que la información 
que permita su identificación sea divulgada por servidores públicos o, 
bien, en el caso de medios de comunicación, como en el presente caso, 
remite a la Ley General de los Derechos de los Niños, Niñas y Ado-
lescentes, que prevé en el capítulo Decimo Séptimo, denominado del 
Derecho a la Intimidad, que concretamente al caso que nos ocupa, en 
su artículo 79, que las autoridades en el ámbito de su competencia ga-
rantizarán la protección al derecho de identidad e intimidad de niñas, 
niños y adolescentes que sean víctimas, e igual protección a quienes se 
les atribuya la realización de un delito conforme a la legislación apli-
cable en la materia; de ahí que sea procedente la petición del adulto 
joven y su representante en el sentido de que se aplique la medida cau-
telar consistente en el bloqueo de cuentas de usuarios, a fin de evitar 
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la difusión de información, imágenes, sonidos o datos personales co-
rrespondientes a ***; cuya medida se encuentra prevista en el artículo 
81 de la Ley General sobre los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes, que textualmente refiere:

En los procedimientos ante órganos jurisdiccionales, se podrá solici-
tar que se imponga como medida cautelar la suspensión o bloqueo de 
cuentas de usuarios en medios electrónicos, a fin de evitar la difusión 
de información, imágenes, sonidos o datos que puedan contravenir el 
interés superior de la niñez.

El órgano jurisdiccional, con base en este artículo y en las disposicio-
nes aplicables, podrá requerir a las empresas de prestación de servicios 
en materia de medios electrónicos que realicen las acciones necesarias 
para el cumplimiento de las medidas cautelares que ordene.

Ahora bien, en acatamiento a lo señalado por la autoridad de ampa-
ro, respecto a por qué no es procedente como medida cautelar la ac-
ción de desindexar, primero debe señalarse que indexar es el reflejo de 
la información contenida en el internet, por ello aparece en diversos 
motores de búsqueda, como por ejemplo Google, empero debe de-
cirse que corresponde a los creadores de la información y editores de 
las páginas de internet, determinar qué información puede o no ser 
indexada en los motores de búsqueda; razón por la cual es necesario 
que el peticionario inicie el ejercicio de sus derechos, como titular de 
sus datos personales, pues si bien es cierto, la ley protege sus derechos 
al darle el carácter de adolescente, también lo es que no podemos de-
jar de lado su autonomía progresiva, que de acuerdo al artículo 19 de 
la ley Nacional consiste en que todas las autoridades deben hacer el 
reconocimiento pleno de la titularidad de derechos de las personas 
adolescentes y de su capacidad progresiva para ejercerlos, de acuerdo 
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con la evolución de sus facultades, lo cual significa que a medida que 
aumenta la edad, también se incrementa el nivel de autonomía. 

Por ello se insiste que debe ejercer sus derechos de cancelación 
de los datos personales que aparecen en los sitios de internet, de 
conformidad al artículo 25 de la Ley Federal de Protección de Datos 
Personales en Posesión de los Particulares, que señala:

El titular tendrá en todo momento el derecho a cancelar sus datos 
personales.

La cancelación de datos personales dará lugar a un periodo de blo-
queo tras el cual se procederá a la supresión del dato. El responsable po-
drá conservarlos exclusivamente para efectos de las responsabilidades 
nacidas del tratamiento. El periodo de bloqueo será equivalente al pla-
zo de prescripción de las acciones derivadas de la relación jurídica que 
funda el tratamiento en los términos de la Ley aplicable en la materia.

Una vez cancelado el dato se dará aviso a su titular.

En tanto que en su artículo 3 fracción III, se describe qué debemos 
entender por bloqueo:

Bloqueo: La identificación y conservación de datos personales una vez 
cumplida la finalidad para la cual fueron recabados, con el único pro-
pósito de determinar posibles responsabilidades en relación con su tra-
tamiento, hasta el plazo de prescripción legal o contractual de éstas. 
Durante dicho periodo, los datos personales no podrán ser objeto de 
tratamiento y transcurrido éste, se procederá a su cancelación en la 
base de datos que corresponde.

En tanto que la supresión es la actividad consistente en eliminar, 
borrar o destruir el o los datos personales, una vez concluido el 
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periodo de bloqueo bajo las medidas de seguridad previamente es-
tablecidas por el responsable. Como los dispone la fracción XII del 
artículo 2 del Reglamento de la Ley Federal de Protección de datos 
Personales en posesión de los particulares

Por tanto, al ser consecuencias distintas, pues la primera solo es 
provisional hasta en tanto se agote el proceso, para así dar paso a su 
eliminación definitiva.

Ahora bien, la forma en que iniciara el procedimiento es de confor-
midad al artículo 29 del mismo ordenamiento legal, que señala:

 La solicitud de acceso, rectificación, cancelación u oposición deberá 
contener y acompañar lo siguiente:

I. El nombre del titular y domicilio u otro medio para comunicarle 
la respuesta a su solicitud;

II.  Los documentos que acrediten la identidad o, en su caso, la repre-
sentación legal del titular;

III.  La descripción clara y precisa de los datos personales respecto de 
los que se busca ejercer alguno de los derechos antes menciona-
dos, y

IV.  Cualquier otro elemento o documento que facilite la localización 
de los datos personales.

El sitio al que enviará la solicitud, será a los avisos de privacidad que 
se señalan en cada uno de los sitios de internet que describe en su es-
crito inicial. Tal como se desprende de la fracción IV del artículo 16 
de la normativa de protección de datos que nos ocupa y artículo 90 de 
su Reglamento. 

Una vez ello, el responsable –esto es cada uno de los sitios de inter-
net– comunicará al adolescente en un plazo máximo de quince días 
a la fecha que se recibió su solicitud la respuesta a efecto de que, si 
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resulta efectiva la misma, se haga efectiva dentro de los quince días 
siguientes a la comunicación de la respuesta, ello de conformidad con 
el artículo 32 de la ley que se analiza. 

Finalmente, el adolescente podrá presentar una solicitud de pro-
tección de datos por la respuesta recibida o falta de respuesta del res-
ponsable de conformidad con el capitulo VII de la Ley Federal de 
Protección de Datos Personales mencionada, que señala: 

Artículo 45.- El procedimiento se iniciará a instancia del titular de los 
datos o de su representante legal, expresando con claridad el contenido 
de su reclamación y de los preceptos de esta Ley que se consideran vul-
nerados. La solicitud de protección de datos deberá presentarse ante el 
Instituto dentro de los quince días siguientes a la fecha en que se comu-
nique la respuesta al titular por parte del responsable.

En el caso de que el titular de los datos no reciba respuesta por parte 
del responsable, la solicitud de protección de datos podrá ser presentada 
a partir de que haya vencido el plazo de respuesta previsto para el res-
ponsable. En este caso, bastará que el titular de los datos acompañe a su 
solicitud de protección de datos el documento que pruebe la fecha en que 
presentó la solicitud de acceso, rectificación, cancelación u oposición.

La solicitud de protección de datos también procederá en los mis-
mos términos cuando el responsable no entregue al titular los datos 
personales solicitados; o lo haga en un formato incomprensible, se nie-
gue a efectuar modificaciones o correcciones a los datos personales, el 
titular no esté conforme con la información entregada por considerar 
que es incompleta o no corresponda a la información requerida.

Recibida la solicitud de protección de datos ante el Instituto, se dará 
traslado de la misma al responsable, para que, en el plazo de quince 
días, emita respuesta, ofrezca las pruebas que estime pertinentes y ma-
nifieste por escrito lo que a su derecho convenga.
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El Instituto admitirá las pruebas que estime pertinentes y procede-
rá a su desahogo. Asimismo, podrá solicitar del responsable las demás 
pruebas que estime necesarias. Concluido el desahogo de las pruebas, 
el Instituto notificará al responsable el derecho que le asiste para que, 
de considerarlo necesario, presente sus alegatos dentro de los cinco días 
siguientes a su notificación.

Para el debido desahogo del procedimiento, el Instituto resolverá so-
bre la solicitud de protección de datos formulada, una vez analizadas 
las pruebas y demás elementos de convicción que estime pertinentes, 
como pueden serlo aquéllos que deriven de la o las audiencias que se ce-
lebren con las partes.

El Reglamento de la Ley establecerá la forma, términos y plazos 
conforme a los que se desarrollará el procedimiento de protección de 
derechos.

Artículo 46.- La solicitud de protección de datos podrá interponer-
se por escrito libre o a través de los formatos, del sistema electróni-
co que al efecto proporcione el Instituto y deberá contener la siguiente 
información:

I. El nombre del titular o, en su caso, el de su representante legal, 
así como del tercero interesado, si lo hay;

II. El nombre del responsable ante el cual se presentó la solicitud de 
acceso, rectificación, cancelación u oposición de datos personales;

III. El domicilio para oír y recibir notificaciones;

IV. La fecha en que se le dio a conocer la respuesta del responsable, 
salvo que el procedimiento inicie con base en lo previsto en el ar-
tículo 50;

V. Los actos que motivan su solicitud de protección de datos, y

VI. Los demás elementos que se considere procedente hacer del co-
nocimiento del Instituto.
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La forma y términos en que deba acreditarse la identidad del titular 
o bien, la representación legal se establecerán en el Reglamento.

Asimismo, a la solicitud de protección de datos deberá acompañarse 
la solicitud y la respuesta que se recurre o, en su caso, los datos que per-
mitan su identificación. En el caso de falta de respuesta sólo será nece-
sario presentar la solicitud.

En el caso de que la solicitud de protección de datos se interponga a 
través de medios que no sean electrónicos, deberá acompañarse de las 
copias de traslado suficientes.

Artículo 47.- El plazo máximo para dictar la resolución en el proce-
dimiento de protección de derechos será de cincuenta días, contados a 
partir de la fecha de presentación de la solicitud de protección de datos. 
Cuando haya causa justificada, el Pleno del Instituto podrá ampliar por 
una vez y hasta por un período igual este plazo.

Artículo 48.- En caso que la resolución de protección de derechos 
resulte favorable al titular de los datos, se requerirá al responsable para 
que, en el plazo de diez días siguientes a la notificación o cuando así se 
justifique, uno mayor que fije la propia resolución, haga efectivo el ejer-
cicio de los derechos objeto de protección, debiendo dar cuenta por es-
crito de dicho cumplimiento al Instituto dentro de los siguientes diez 
días.

Artículo 49.- En caso de que la solicitud de protección de datos no 
satisfaga alguno de los requisitos a que se refiere el artículo 46 de esta 
Ley, y el Instituto no cuente con elementos para subsanarlo, se preven-
drá al titular de los datos dentro de los veinte días hábiles siguientes 
a la presentación de la solicitud de protección de datos, por una sola 
ocasión, para que subsane las omisiones dentro de un plazo de cinco 
días. Transcurrido el plazo sin desahogar la prevención se tendrá por 
no presentada la solicitud de protección de datos. La prevención tendrá 
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el efecto de interrumpir el plazo que tiene el Instituto para resolver la 
solicitud de protección de datos.

Artículo 50.- El Instituto suplirá las deficiencias de la queja en los 
casos que así se requiera, siempre y cuando no altere el contenido ori-
ginal de la solicitud de acceso, rectificación, cancelación u oposición de 
datos personales, ni se modifiquen los hechos o peticiones expuestos en 
la misma o en la solicitud de protección de datos.

Si la resolución del Instituto a que se refiere el párrafo anterior deter-
mina la procedencia de la solicitud, el responsable procederá a su cum-
plimiento, sin costo alguno para el titular, debiendo cubrir el respon-
sable todos los costos generados por la reproducción correspondiente.

Artículo 56.- Contra las resoluciones del Instituto, los particulares 
podrán promover el juicio de nulidad ante el Tribunal Federal de Justi-
cia Fiscal y Administrativa.

Artículo 57.- Todas las resoluciones del Instituto serán susceptibles 
de difundirse públicamente en versiones públicas, eliminando aque-
llas referencias al titular de los datos que lo identifiquen o lo hagan 
identificable.

De igual manera, es oportuno señalar que en el mencionado proceso 
administrativo deberán observarse las garantías de un debido pro-
ceso ante la Potestad Punitiva del Estado, que la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, ha definido como: “un núcleo duro”, identifica-
das como 1.- Notificación del inicio del procedimiento. 2.- La opor-
tunidad de ofrecer y desahogar pruebas en que se finque la defensa. 
3.-Oportunidad de Alegar. 4.- Una resolución que dirima las cues-
tiones debatidas y 5. Derecho a impugnar. Como así se advierte tan-
to en la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión 
de Particulares y su Reglamento; empero también existen otras, que 
nuestro Máximo Tribunal refiere corresponden a un núcleo especial, 
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que es la combinación del elenco mínimo de garantías con el derecho 
de igualdad ante la ley y que protege a aquellas personas que pueden 
encontrarse en una situación de desventaja frente al ordenamiento ju-
rídico por pertenecer a un grupo vulnerable. En apoyo a lo anterior, 
se cuenta con la Tesis de Jurisprudencia aprobada por la Primera Sala 
del Alto Tribunal, bajo el rubro “DERECHO AL DEBIDO PROCE-
SO. SU CONTENIDO”. 

En ese tenor, la propia Ley General de Niños, Niñas y Adolescen-
tes, atendiendo a la vulnerabilidad de este grupo y como una protec-
ción especial prevé la posibilidad de que la Procuraduría de Protección 
del menor competente, m, de conformidad al artículo 80 de este cuer-
po normativo; de suerte tal que, se ordena la asesoría de este organis-
mo a fin de que tutele los intereses legítimos de ***; sin que sea óbice 
que el peticionario sea actualmente adulto; no obstante, dado que las 
publicaciones que nos ocupan se suscitan en el marco de la justicia ju-
venil a la que se circunscribió el peticionario ante la conducta tipifica-
da como delito por el que fue condenado, de ahí que de conformidad 
con la normativa vigente al momento de los hechos –Ley de Justicia 
para Adolescentes para el Distrito Federal, en sus artículo 3 y 4, así 
como en la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para 
adolescentes, en sus numerales 6 y 13– se establece que a aun cuando 
los adolescentes cumplan con la mayoría de edad, seguirán teniendo 
el carácter de adolescentes ante la ley y con ello el respeto tanto de sus 
derechos fundamentales como específicos que les reconocen tanto la 
Constitución como los tratados internacionales. 

Ahora bien, con independencia de haberle explicado al adolescen-
te el procedimiento que debe de seguir para eliminar sus datos per-
sonales de los sitios de internet, esta juzgadora no puede pasar por 
alto las respuesta que fueron emitidas por el representante legal de 
Google México, el Instituto Federal de Telecomunicaciones, así como 
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al Instituto de Transparencia, Acceso a la Información y Protección 
de Datos Personales, que a excepción del último fue solicitado por 
el adolescente a efecto de que realicen el bloqueo de los datos perso-
nales de los sitios de internet antes descritos ante la medida cautelar 
impuesta, que se llevaron a cabo a razón de sentencia de Juez Décimo 
de Distrito en materia Penal de la Ciudad de México, y contestaron 
los dos últimos no tener competencia para llevar a cabo tal mandato, 
como se desprende de los oficios que se anexan a la presente deter-
minación, en tanto que el representante legal de Google México ***, 
cuya personalidad se acreditó con el instrumento notarial ***, pasado 
ante la fe pública del Notario 218 de la Ciudad de México, afirmó que 
su representada no presta el servicio de motor de búsqueda Google 
ni ningún otro relacionado con dicho servicio, ya que dicho servicio 
es operado y prestado Google LLC, quien tiene su domicilio en ***, 
de Estados Unidos de América, aspecto que además corroboró con la 
copia de la resolución de fecha 29 de marzo de 2017, emitida por el 
Juzgado Sexto Civil de la Ciudad de México en el juicio ordinario ***, 
en donde entre otras cuestiones se declara fundada la falta de legiti-
mación pasiva por no prestar su representada el servicio de buscador 
Google, así como la sentencia de la Cuarta Sala Civil de la Ciudad de 
México en el toca número ***, en el que confirma la sentencia emiti-
da por el Sexto Civil; de suerte tal que enviar de nueva cuenta los ofi-
cios sobre la medida cautelar resultaría en perjuicio del adolescente 
pues tendría efectos dilatorios, ya que las respuestas no van a variar 
y de nueva cuenta serían en sentido negativo. De ahí que atendiendo, 
precisamente al interés superior del niño y a efecto de que la medi-
da cumpla con la finalidad para la que fue prevista por el legislador, 
al momento de emitir la Ley General de los derechos de las Niñas, 
Niños y adolescentes, en su artículo 81, la suscrita a fin evitar que 
se sigan publicando los datos del adolescente, ordena que la medida 
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cautelar de Bloqueo de cuentas de usuarios, sea aplicada a cada uno 
de los sitios de internet que describió el adolescente, a fin de evitar 
la difusión de información, imágenes, sonidos o datos personales 
correspondientes a ***, los cuales son los siguientes:

***
En el entendido de que tal medida no sustituirá las acciones en el 

ejercicio de sus derechos que realizará el adolescente, ya que como se 
explicó la medida cautelar tiene efectos meramente provisionales. En 
consecuencia se ordena enviar el oficio respectivo a cada uno de estos 
sitios a través de su aviso de privacidad, debiendo realizar las acciones 
necesarias para dar cumplimiento a la misma, asimismo, deberá infor-
mar a la suscrita en un plazo de tres días, las acciones realizadas para 
tal efecto; asimismo, se le previene que en caso de incumplimiento o 
bien que no informe sobre los obstáculos a la misma, se le aplicará una 
multa de 20 veinte unidades de cuenta para la Ciudad de México de 
conformidad al artículo 33, fracción I, del código de Procedimientos 
Penales vigente para el Distrito Federal, de aplicación supletoria a la 
Ley que rige la materia, en concordancia al artículo 2, fracción III, de 
la Ley para determinar el valor de la medida, así como el numeral 26, 
apartado B, párrafo sexto y séptimo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 

Ahora bien, en lo relativo a la segunda parte de su petición, en la que 
refiere que ante la afectación de sus derechos sustantivos consistentes 
en la intimidad, confidencialidad, privacidad, no discriminación, a la 
vida, a la supervivencia al desarrollo, a una vida libre de violencia a vivir 
en condiciones de bienestar, derivado de los hechos, le ha conllevado a 
“afectación a los sentimientos, honor, reputación y vida privada, esto es, 
a un daño moral, y por lo que señala “acudo a usted, para que sea repa-
rado dicho daño”; trayendo a colación lo previsto en el artículo 1916 del 
Código Civil Federal, respecto a que debe entenderse por daño moral, 
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así como lo previsto en el 12 de la Ley Federal de Responsabilidad Pa-
trimonial del Estado, que prevé que la indemnización corresponderá 
“a la reparación integral del daño y, en su caso, por el daño personal y 
moral”; finalmente, las diversa formas de reparación. Al respecto, debe 
decirse que la suscrita no es competente jurídicamente, para determinar 
si con relación a los hechos que describe, esto es la publicación de datos 
personales, trae o no la consecuencia de un daño moral, pues ello co-
rresponde dilucidarlo en vía civil después de un debido proceso, podrá 
obtener un fallo que determine lo solicitado; ello es así al observar que 
las facultades con las cuenta esta juzgadora para imponer una sanción 
de reparación del daño en cualquiera de sus vertientes, material o mo-
ral, tiene que ser a consecuencia de la comisión de un delito cuyo res-
ponsable sea un adolescente, dado que las facultades jurisdiccionales 
son en materia de justicia juvenil, de conformidad con lo que dispone 
el artículo 63 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de 
México, así como los artículos 2, 3 y 4 de la Ley de justicia para Ado-
lescentes. Por otra parte, no son aplicables al adulto joven las garan-
tías que se establecen en el artículo 20 constitucional en cuanto a la 
reparación del daño, en principio en el artículo 20 constitucional se 
sitúan los principios y derechos tanto del imputado como de vícti-
mas de procesos penales, sin que el supuesto que establece el adulto 
joven en torno a la publicación de sus datos personales, constituya 
hasta este momento, un delito, máxime que la suscrita no tiene co-
nocimiento de que haya interpuesto una denuncia o una querella al 
respecto, amén de que en todo caso el conocimiento de esos hechos 
correspondería a diversa autoridad, pues los entes que en el supuesto 
de causar daño, serían personas morales constituidas por personas 
físicas adultas, que no son sujetos al sistema de justicia juvenil, de con-
formidad con el artículo 4 de la Ley de Justicia para Adolescentes del 
Distrito Federal. 
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Finalmente, peticiona que se conmine a las víctimas indirectas a 
que se abstengan de ejecutar acto alguno que conlleve a la vulneración 
de los derechos del sentenciado, primordialmente el de intimidad, 
como es la publicación de información del nombre, datos personales 
o referencia que permitan su identificación pública; al respecto, de 
conformidad con el artículo 22 de la Ley de Justicia para Adolescen-
tes, que señala que toda persona que tenga acceso al expediente donde 
conste la averiguación previa o el proceso estará obligada a no publi-
car o divulgar cualquier dato que obre en los mismos, principalmente 
los referidos a la identidad del adolescente, tal aspecto se ha llevado a 
cabo en la diligencias de ejecución en las que ha intervenido la suscrita 
a partir de que tomó el cargo el 21 de febrero de 2019; por otra parte, 
el asumir categóricamente que son los padres de la víctima del delito 
de secuestro y privación de la vida, por el que se declaró al adolescente 
plenamente responsable, quienes han publicitado los datos persona-
les del adolescente, sin contar con la audiencia debida, el ofrecimiento 
de pruebas, como parte de las garantías mínimas de un debido proce-
so, que no sólo permea a nivel penal sino en todos los procesos, dígase 
por ejemplo civil o administrativo, sería totalmente arbitrario, por ello 
es que existen procedimientos en los que se respeten las formalidades 
esenciales del procedimiento, que prevé el artículo 14 constitucional, 
lo que se afirma ya que ninguno de los sitios que señaló el adulto joven 
pertenece a las redes sociales de las victimas indirectas. 

En virtud de lo anterior, es de resolver y se:

RESUELVE 

PRIMERO. En estricto cumplimiento a lo resuelto por la Juez Déci-
mo de Distrito de Amparo en Materia Penal de la Ciudad de México, 
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en el Amparo Indirecto ***, promovido por ***, contra la resolución 
incidental de 12 doce de abril de 2021 dos mil veintiuno, emitida en la 
causa ***, se deja insubsistente, únicamente por lo que hace al adulto 
joven mencionado, y en su lugar, se emite una nueva para quedar en 
los siguientes términos:

PRIMERO. En estricto cumplimiento a la autoridad federal, se ordena 
la aplicación de la medida cautelar de bloqueo de cuentas de usuarios, a 
fin de evitar la difusión de información, imágenes, sonidos o datos per-
sonales correspondientes a ***, bajo los términos precisados en el consi-
derando II de la presente resolución. 

SEGUNDO. Envíese oficio a cada uno de los once sitios electrónicos 
de internet que describió el peticionario a fin de que realicen el bloqueo 
de los datos personales correspondientes a *** y realicen las acciones 
necesarias para dar cumplimiento a la medida impuesta, contando con 
un plazo de 03 tres días para ello; asimismo, se les previene que en caso 
de no dar cumplimiento o no informar los impedimentos para ello, se 
le aplicará una multa por concepto de 20 unidades de medida de la Ciu-
dad de México. 

TERCERO Notifíquese personalmente a ***

SEGUNDO. Por vía de notificación y en cumplimiento del amparo 
de mérito, envíese copia autorizada de esta resolución al Juzgado Dé-
cimo de Distrito de Amparo en Materia Penal en la Ciudad de México 
a efecto de informarle que se ha cumplido con lo ordenado, en térmi-
nos del artículo 192 de la Ley de Amparo. 

Así lo resolvió y firmó la ciudadana Juez Interina del Juzgado 
Único de Transición en materia de Justicia para Adolescentes en la 
Ciudad de México, licenciada Nadia Hernández Jaimes, de conformi-
dad con el acuerdo 18-29/2021 emitido por el pleno del Consejo de 
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la Judicatura de la Ciudad de México, en sesión celebrada el 06 seis 
de julio de 2021 dos mil veintiuno, quien actúa con el secretario de 
Acuerdos adscrito, licenciado Edgar Vicente Peralta Oropeza, quien 
autoriza al final firma y da fe lo actuado.

Con fundamento en el artículo 116 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 
186 de la Ley de Trasparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la 
Ciudad de México; artículo 3, fracción IX, 9, punto 2, de la Ley de Protección de datos personales en 
Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de México, así como el artículo 7, fracción II, y 62 de los 
lineamientos Generales de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados de la 
Ciudad de México, se hace constar que en esta versión pública se suprime la información considerada 
como reservada o confidencial que encuadra en los ordenamientos mencionados.
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ESTUDIO JURÍDICO

EL DESAHOGO DE LA PRUEBA DOCUMENTAL.
ÉNFASIS EN EL MEDIO DIGITAL Y VIDEOGRÁFICO

Dr. Paul Martín Barba*

SÍNTESIS. El Proceso penal no puede tener mayor ni mejor 
fin, que descubrir la verdad material, o al menos, alcanzar a co-
nocer aquellos rasgos más sobresalientes, por medio de aque-
llas pistas o indicios –medios de prueba- de los que se pueda 
disponer, y sin más condiciones que las estrictamente previstas 
en la ley. En las diversas fases que abarca el derecho a probar –
recolección, ofrecimiento, admisión, desahogo y valoración- la 
premisa debe ser el principio de libertad probatoria, y de este 
modo generar las mejores prácticas y criterios para producir la 
información que se necesite para emitir un veredicto. De ahí la 
importancia de la prueba documental en general –tradicional y 
digital o informática-, pues tales medios suelen aportar infor-
mación que en muchos casos ilustra, y en otros modifica –in-
cluso de manera radical-, la percepción que se tenía en torno a 
otras pruebas.

PALABRAS CLAVE.- El esclarecimiento de los hechos. Las 
nuevas tecnologías. La acreditación y el desahogo del docu-
mento. La reconstrucción de los hechos. La producción de in-
ferencias.

* Juez de Enjuiciamiento del Sistema Penal Acusatorio, del Poder Judicial de la Ciudad de México, ac-
tualmente Magistrado por Ministerio de Ley adscrito a la Sala Especializada en Ejecución de Sanciones.
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ABSTRACT. The Criminal Process cannot have a greater 

or better purpose than discovering the material truth, or at 

least, getting to know those most outstanding features, throu-

gh those clues or indications -evidence- that may be availa-

ble, and without more conditions than those strictly provided 

for by law. In the various phases covered by the right to prove 

-offer, admission, relief and evaluation- the premise must be 

the principle of probative freedom, and in this way generate 

the best practices and criteria to produce the information nee-

ded to issue a verdict. . Hence the importance of documentary 

evidence in general -traditional and digital and informatic-, 

since such media usually provide information that in many ca-

ses illustrates, and in others modifies, the perception that was 

held around to the other evidence thus released.

KEY WORDS.- The clarification of the facts. The new tech-

nologies. The accreditation and release of the document. The 

reconstruction of the facts. The production of inferences

SUMARIO.- I. Introducción. II.- Aspectos generales sobre el 

llamado Testigo de Acreditación (TA). III.- La recomposición 

de la prueba documental. IV.- El desahogo de la prueba docu-

mental. V.- La reconstrucción histórica de los hechos a partir 

del documento. VI. Conclusiones. VII.- Fuentes de consulta.
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I. Introducción

Cierta clase de desafíos que impone el Sistema Penal Acusatorio en 
México (en adelante SPA) –o incluso en la temática de la oralidad en 
general– han dejado de tener el peso y la dimensión que en un prin-
cipio se asumían como complejos; al menos, ameritan ser reconside-
rados, con el fin de darle eficiencia, eficacia y sentido útil a los fines 
que se persiguen en el actual modelo de impartición de justicia. Si en 
un principio se ponía, por ejemplo, un énfasis particular en las técni-
cas de litigación, en la construcción de argumentos por vía oral o en la 
puesta en marcha de la estrategia de litigación, a fin de que la teoría 
del caso pudiera ser sustentada, ahora, algunos de los retos que corren 
en paralelo radican en la realización óptima de los principios del sis-
tema y en la efectividad de los actos procesales; para decirlo claro: en 
el detalle y en la creatividad que se imprima en cada una de las la in-
tervenciones de las partes y en la dirección y la apertura de la persona 
juzgadora para hacer del proceso una vía sencilla en la consecución de 
resultados que cumplan, al menos –de acuerdo con los fines de este 
trabajo–, uno de los fines del sistema: el esclarecimiento de los hechos.

Así, uno de los temas selectos que sin duda se enmarca en ese propó-
sito es el de la prueba en general –como derecho–, y en lo específico, en 
el documento; más aún, de manera particular aludimos al proceso que 
finalmente conduce a su valoración racional, es decir, al ofrecimiento, 
la admisión y el desahogo de éste. 

Ya en diverso trabajo nos hemos ocupado de presentar humilde-
mente unas breves reflexiones en torno a las fases que corresponden al 
ofrecimiento y a la admisión de este medio, y sólo en cuanto a la apre-
ciación meramente externa, también sobre su valoración; ahora, pre-
tendemos destacar fundamentalmente algunos aspectos inherentes a 
problemáticas y cuestionamientos generales en torno al desahogo de 
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la prueba documental, y en particular, respecto a la prueba informá-
tica, electrónica, digital, y/o cibernética, así como a la videográfica (a 
la cual podemos identificar simplemente como PIDEV), para cerrar 
nuevamente con algunas consideraciones asociadas a los niveles epis-
témicos que implican su valoración.

Asumimos este reto, porque nos parece que la prueba documental 
tiende a adquirir una dimensión inusitada y notable, pues cumplidas 
cierta clase de condiciones mínimas en torno  a su acreditación, su apre-
ciación pasa por su propia condición material, es decir, por el registro 
mismo de la información que contiene, de manera tal que esa manifes-
tación fotográfica, literal, visual y/o sensorial en general, en torno a los 
datos inmersos, puede llegar a ser determinante para la obtención de in-
dicios que permitan confirmar una de las hipótesis explicativas conten-
dientes o incluso, desvirtuarla por completo, más aún si la controversia 
es de índole eminentemente documental, como sucede, por ejemplo, en 
conflictos judiciales de orden patrimonial o financiero.

Por todo lo anterior, si la prueba documental –convencional o no–, 
es la única que se hace hablar, y que además habla por sí misma, las 
consideraciones que tienen que ver con su autenticación, es decir, con 
los elementos que informan el talante, tanto de su originalidad como 
de su preservación, tenderán a ser elementos primordiales y/o reve-
ladores para darle credibilidad al contenido ideológico de la misma. 
Discurrir sobre aparentes criterios para evitar que se consuma su des-
ahogo o que éste sea parcial, al amparo de determinadas formalidades, 
ciertamente habrá de conspirar en cuanto al fin que se busca, que es 
arrojar información de calidad. Después de todo, ¿qué tipo de ope-
rador jurídico habría de demeritar la eficacia de un medio de prueba 
que reflejó o plasmó alguna clase de información que, salvo supuestos 
acreditados de excepción, demuestra fehacientemente algo?
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II. Aspectos generales sobre el llamado testigo de acreditación (TA)

Por definición, el llamado derecho a probar –el llamado right to proof 
del derecho anglosajón–, constituye un derecho fundamental que for-
ma parte del debido proceso; se ha dicho con razón, que forma parte 
de la garantía a ser oído, no sólo desde la técnica de la oralidad, sino 
esencialmente, en torno a una perspectiva que permita al justiciable, 
por una parte, manifestarse sin más reservas que aquellas que impone 
el formato del proceso y del debate, lo que implica expresar alegatos, 
dichos o aclaraciones en general; como también, para que tales expre-
siones se puedan comprobar, es decir, someter a un escrutinio de aná-
lisis, a través de aquellos medios que resulten pertinentes.

Así, de acuerdo con la Corte interamericana de Derechos Huma-
nos (en adelante (CoIDH), el derecho a ser oído comprende dos ámbi-
tos, el formal y el material:

El ámbito formal o procesal del derecho implica “asegurar el acceso al 
órgano competente para que determine el derecho que se reclama en 
apego a las debidas garantías procesales (tales como la presentación de 
alegatos y la aportación de prueba)”. Por su parte, el ámbito material del 
derecho, supone “que el Estado garantice que la decisión que se produz-
ca a través del procedimiento satisfaga el fin para el cual fue concebido”. 
Para la Corte, “[e] sto último no significa que siempre deba ser acogi-
do sino que se debe garantizar su capacidad para producir el resultado 
para el que fue concebido” (Corte IDH. Caso Barbani Duarte y otros vs. 
Uruguay, op. cit., párr. 122).1

1 IBÁÑEZ RIVAS, Juana María, “Artículo 8. Garantías Judiciales”, en Convención Americana sobre De-
rechos Humanos. Comentario, STEINER, Christian y URIBE Patricia, Editores, 2ª. ed., Bogotá, Colombia, 
2019, p. 269.
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Lo anterior adquiere una importancia medular porque, de inicio, para 
conseguir tal propósito, debe regir el principio de libertad probatoria, 
el cual se refiere en lo esencial a que “Todos los hechos y circuns-
tancias aportados para la adecuada solución del caso sometido a jui-
cio, podrán ser probados por cualquier medio pertinente producido 
e incorporado de conformidad con este Código”, esto al menos, de 
acuerdo con lo que dispone el artículo 356 “Libertad probatoria”, del 
Código Nacional de Procedimientos Penales (en adelante CNPP), en 
relación con el 262 del mismo cuerpo legal, lo cual, ciertamente co-
mulga con la idea de que “… se habla de “libertad probatoria” en el 
sentido en que las partes son libres de decidir con qué pruebas quieren 
demostrar sus afirmaciones…”.2

De esta manera, más allá de la sub variante de este principio, re-
lacionado con la libertad en su valoración –que en el caso, constitu-
cionalmente se refiere y se define, en términos de lo dispuesto en el 
numeral 20, apartado A, fracción II, como libre y lógica–, lo que nos 
interesa ahora destacar es simplemente el sustrato de este derecho, 
que no es otro que la posibilidad de que las partes tengan la posibili-
dad de recabar cualquier acto de investigación (266 y consecutivos del 
CNPP), que quede debidamente registrado, para que ello constituya 
un antecedente de la investigación (217), en donde se cumplan con las 
técnicas de cada acto (227 en adelante), y así, generar información de 
calidad, que, como medio, ya sea ingresado por vía de dato o a través 
de prueba al proceso, en la etapa respectiva (261), permita o no, soste-
ner la acusación.

Como se puede ver, en realidad el derecho a la prueba no surge a 
partir de la capacidad jurídica de ofrecer aquellos medios que permi-
tan sustentar la teoría explicativa de que se trate (fiscalía-defensa), 

2 VÁZQUEZ, Carmen y FERNÁNDEZ LÓPEZ, Mercedes, “La conformación del conjunto de 
elementos de juicio: admisión de pruebas”, en Manual de Razonamiento Probatorio, Jordi Ferrer Beltrán, 
Coord., México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2022, p. 156.
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sino que nace, en el caso de la fiscalía, desde la investigación inicial 
(211, fracción I, inciso a), y para la defensa, según el CNPP (216), des-
de que el imputado haya comparecido a declarar.3

En el caso, si el artículo 383 del CNPP dispone que “Los documen-
tos, objetos y otros elementos de convicción, previa su incorporación a 
juicio, deberán ser exhibidos al imputado, a los testigos o intérpretes 
y a los peritos, para que los reconozcan o informen sobre ellos. Sólo se 
podrá incorporar a juicio como prueba material o documental aquella 
que haya sido previamente acreditada”, no tenemos duda que el medio 
documental probatorio requiere de un testigo –de acreditación o TA– 
que dé cuenta de la información que es posible extraer del mismo.

Más allá de cierta clase de problemáticas y criterios de interpre-
tación en torno a las normas que atañen a la fase de investigación –
inicial o complementaria–, respecto al papel y específicamente, a las 
obligaciones de orden formal que tendría que cumplir la defensa en 
la recolección o compilación de evidencia, lo cierto es que en cuanto 
al objeto de conocimiento que ahora nos concierne, el compromiso 
sustancial a cargo de las partes para demostrar la calidad en la in-
formación que aporte el documento debe pasar por la estrategia que 
se trace para garantizar la autenticidad de este medio, ya sea: (1) so-
bre su existencia o materialidad –es decir, prueba de su existencia–, 
por haber intervenido en su elaboración, como testigo directo de la 

3 No obstante lo que dispone el CNPP, conviene ser cautos sobre algo que no puede ser calificado sino 
como una restricción al derecho de defensa, de acuerdo con lo que al respecto ha establecido la CoIDH (Ba-
rreto Leiva Vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009 (Fondo, Reparaciones y Costas), al establecer: 
“29. Ahora bien, el derecho a la defensa debe necesariamente poder ejercerse desde que se señala a una persona como 
posible autor o partícipe de un hecho punible y sólo culmina cuando finaliza el proceso, incluyendo, en su caso, la 
etapa de ejecución de la pena. Sostener lo opuesto implicaría supeditar las garantías convencionales que protegen el 
derecho a la defensa, entre ellas el artículo 8.2.b, a que el investigado encuentre en determinada fase procesal, dejan-
do abierta la posibilidad de que con anterioridad se afecte un ámbito de sus derechos a través de actos de autoridad 
que desconoce o a los que no puede controlar u oponerse con eficacia, lo cual es evidentemente contrario a la Conven-
ción. En efecto, impedir que la persona ejerza su derecho de defensa desde que se inicia la investigación en su contra 
y la autoridad dispone o ejecuta actos que implican afectación de derechos es potenciar los poderes investigativos del 
Estado en desmedro de derechos fundamentales de la persona investigada. El derecho a la defensa obliga al Estado a 
tratar al individuo en todo momento como un verdadero sujeto del proceso, en el más amplio sentido de este concepto, 
y no simplemente como objeto del mismo.”
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información que contiene –lo que llamaríamos como Testigo de Acre-
ditación de Origen o simplemente como TAO–; o en su caso, (2) por 
tener la capacidad de generar datos respecto al contenido –ideológico– 
o a los hechos ahí consignados, más allá de que hubiese intervenido o 
no en su manufactura –al que definiríamos como Testigo de Acredita-
ción Ideológico o TAI.

No escapa a nuestra atención que uno y otro de los TA referidos, 
ciertamente pueden llegar a converger en uno sólo; no obstante, el 
énfasis que debe darse al papel que debe asumir el órgano de prueba, 
dependerá, entre otros aspectos de: a) la calidad de la información que 
se busque extraer para aclarar o acreditar un hecho; b) el tipo de con-
troversia en específico de que se trate, pues no es lo mismo cuestio-
nar que el documento simplemente existe, que buscar redargüir algún 
aspecto específico del mismo; c) del número de testigos que puedan 
dar cuenta de datos sobre un mismo documento; y d) en general, de la 
capacidad que el testigo tenga de ser examinado sobre aspectos rele-
vantes para indagar un hecho. 

Ahora bien, en cuanto al documento electrónico, digital, videográ-
fico o cibernético (PIDEV), independientemente de que el testigo po-
dría adquirir cualesquiera de los dos tramos citados, lo cierto es que 
por su potencialidad de manipulabilidad en cierta clase de contextos, 
haría pertinente la intervención de perito en materia de informática 
o de alguna materia afín (cibernética, computacional, videográfica, 
electrónica, etc.), a fin de conferir la dosis efectiva de confiabilidad a la 
integralidad que se espera de éste, es decir, de su proceso de preserva-
ción –esto, como Testigo de Acreditación de Preservación o TAP. Así:

El aseguramiento se hace única y exclusivamente mediante la utiliza-
ción de herramientas de software y hardware, que a su vez utilizan mé-
todos matemáticos complejos para copiar cada medio magnético en 
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forma idéntica; es decir, que les permita obtener copias digitales idén-
ticas al original. 

El perito define a la informática forense como la aplicación de téc-
nicas científicas y analíticas especializadas a la infraestructura tecnoló-
gica que permiten identificar, preservar, analizar y presentar datos que 
sean válidos dentro de un proceso. Dichas técnicas incluyen al recons-
truir el bien informático, examinar datos residuales, autentificar datos 
y bienes informáticos.

El perito ejemplifica un ejercicio pericial: antes de analizar de he-
cho, el investigador debe inmediatamente generar una imagen forense 
de todo el contenido del dispositivo, incluyendo el espacio libre. Lo an-
terior es el primer tipo de análisis forense. 

Señala que si la computadora es un servidor o está alineada a algún 
proceso crítico de la organización de tal forma que no pueda ser apaga-
da, se deberá llamar a los especialistas forenses para la toma de imáge-
nes en línea a la brevedad posible después del incidente; esto se conoce 
como análisis forense en vivo. 

El especialista también se refiere al aseguramiento de la evidencia. 
Al respecto, señala que una vez que se ha cumplido apropiadamente, y 
el congelar la evidencia y generar la imagen digital, se deberá asegurar 
la evidencia, según sea el caso, para que la información no pueda ser 
manipulada.4

En resumen: el punto de prueba del documento –como en cualquier 
otro medio– no puede ser otro que aquel que se asocia con el tipo de 
información que se pretende obtener para la demostración de algo en 
lo particular, de tal manera, que no tenderá a un mismo propósito 

4 VICENTE MARTÍNEZ, Anselma, “La prueba digital en la automatización de los procesos judicia-
les”, en Nuevos Paradigmas del Derecho Procesal, GOMEZ FRÖDE, Carina y BRISEÑO GARCÍA CARRE-
ÑO, Marco Ernesto, Coord., México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2016, p. 617.
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intentar acreditar que el documento simplemente existe porque se 
creó o elaboró en determinado momento y en donde intervinieron 
ciertas personas –quienes, por tanto, tendrían el rol de un TAO– que 
aquel fin que corresponde con la información específica que contiene, 
como puede ser un monto, una cláusula o la característica de un obje-
to –y cuyo papel habría de recaer en un TAI; como tampoco lo podrá 
ser, que ese documento es el mismo que se elaboró en determinada fe-
cha, bajo ciertos protocolos y que no ha sido manipulado hasta su des-
ahogo, al haberse atendido cabalmente las reglas en materia de cadena 
de custodia y/o preservación –y cuya pertinencia sería para un TAP.

III. La recomposición de la prueba documental

¿Cómo demostrar que, por ejemplo, un documento que se encuentra 
en la nube, es decir, en un servidor o plataforma digital remota de al-
macenamiento para su consulta en línea, resguarda la información que 
se afirma contiene, y que no ha sido manipulada hasta el momento 
mismo de su desahogo? El proponente de la prueba puede ofrecer al 
testigo que elaboró ese documento en la computadora de su casa o en 
un teléfono inteligente (un TAO), o bien, a la persona que recibió por 
correo o por una red social una copia del archivo (un TAI); pero ¿la 
información que puede aportar uno –TAO– u otro –TAI– garantiza 
la autenticidad del documento y de sus datos?

No hablamos de pensar de mala fe o de simples criterios afianza-
dos en una buena o mala concepción de ciertas máximas de la expe-
riencia; en realidad se trata de un elemental sentido común, con el fin 
de que la calidad de la información nos lleve a la consecución del escla-
recimiento de los hechos, propio de cualquier tipo de proceso judicial.

De esta manera, la prueba documental que hace no más de cin-
cuenta años se clasificaba simplemente entre pública y privada, se 
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encuentra notablemente reconfigurada dadas las tecnologías impe-
rantes –nuevas y otras ya no tanto–, en materia de elaboración, de 
transmisión o envío, de disposición, de almacenamiento e inclusive, 
de recuperación de documentos y de datos, lo que nos lleva a afirmar 
que aquella añeja predisposición a conferir valor demostrativo a un 
documento sólo porque es público, ha quedado –afortunadamente– 
superada, no sólo por la premisa que implica la exigencia de su valo-
ración racional, sino porque en realidad, el criterio de tangibilidad de 
este medio –es decir, aquel que se enmarca en la esencia de su mate-
rialidad extrínseca–, nos obliga a mirar por encima de los protocolos 
tradicionales de acreditación.

A decir de Gemma Martínez Galindo:

La prueba digital es intangible, es decir, que no puede apreciarse direc-
tamente a través de los sentidos porque ni se puede tocar ni se puede 
obtener con una fotocopia o una impresión, sino que debe recabarse a 
través de procesos informáticos y dispositivos electrónicos para poder 
apreciarla, de forma más o menos compleja. Precisamente en relación 
con esta característica, uno de los errores que a veces cometen los Tribu-
nales, como más adelante expondré, y que inciden, directamente en este 
aspecto material del que estamos hablando, del derecho a la presunción 
de inocencia en relación con el principio de culpabilidad, es que tratan 
las evidencias digitales y lo obtenido de ellas como meras pruebas de 
carácter documental o pericial, cuando no lo son. De esta forma se está 
confundiendo la representación impresa o el proceso conclusivo de aná-
lisis con la prueba en sí misma porque la prueba tecnológica son los da-
tos, la información, el contenido digital, no el soporte que los contiene.5

5 Problemática jurídica de la prueba digital y sus implicaciones en los principios penales, en Revista Electró-
nica de Ciencia Penal y Criminología, RECPC 24-23 (2022) − http://criminet.ugr.es/recpc − ISSN 1695-
0194, Universidad Internacional de La Rioja, p. 7.
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De este modo, aun cuando nos parece atinada la regla de la llamada 
presunción de autenticidad del documento (380 del CNPP a contrario 
sensu), lo cierto es que la técnica adecuada al momento de ofrecer al 
testigo de acreditación del documento y, sobre todo, el ejercicio crítico 
al momento de su admisión, es lo que puede predeterminar el éxito en 
su desahogo y, particularmente, un resultado adecuado al momento 
del análisis de la información que se extraiga de éste.

Así, y habiendo dejado sentada la importancia de definir el tipo 
de TA que debe corresponder con el punto de prueba del documento, 
conviene simplemente cerrar este apartado con la necesidad de preci-
sar que, siempre y cuando los hechos así lo demanden, de acuerdo con 
el tipo de controversia de que se trate, independientemente del TA del 
documento, la prueba material concerniente a los dispositivos, equi-
pos o instrumentos que en su caso contengan, alojen o administren la 
prueba –digital– de que se trata, tiene que venir acompañada del TA 
ad hoc para este medio, pues no es común la disociación entre uno (el 
documento) y otro (la prueba material). 

En todo caso, en el auto de apertura a juicio oral (AAJO) debe que-
dar asentado no solo el tipo de prueba documental de que se trata, de 
modo que si es tradicional, deberá aclararse el tipo de documento que 
es (predominantemente escritural, gráfico, contable, judicial o público, 
entre otros); el volumen de fojas, si es original o copia, en suma, los ele-
mentos que permitan singularizarlo; mientras que si es digital, video-
gráfico, informático o incluso auditivo, las características del medio, es 
decir, el tipo de archivo, su extensión, su duración –en el caso videos o 
audios–, el formato, el volumen de documentos, archivos o carpetas, el 
autor, si es el caso, el dispositivo, medio, o fuente de almacenamiento, 
entre otros aspectos que resulten relevantes para delimitarlo. 

Asimismo, junto con todo lo anterior, habrá de indicarse: a) el nú-
mero consecutivo de la prueba documental de que se trata; y b) el o 
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los TA que correspondan a cada medio; incluso, puede aceptarse que 
el AAJO simplemente establezca que el documento habrá de ser acre-
ditado por alguno o por cualesquiera de los testigos ya admitidos. 
Aunque parezca ocioso insistir, ninguna clase de medio documental 
se puede desahogar per se, “de acuerdo con su propia y especial natu-
raleza”, apelando a las viejas fórmulas provistas en el sistema tradicio-
nal, aun y cuando se trate de documentos calificados como públicos, 
pues ciertamente, es “… erróneo suponer que, en virtud del principio 
de libre valoración, el tribunal sea libre de basar su convencimiento 
en medios probatorios que no hayan sido producidos y examinados 
en juicio”.6

IV. El desahogo de la prueba documental

Apenas superado el reto de distribuir el tipo de TA que la parte proce-
sal pretenda ofrecer en orden al punto de prueba a demostrar, y la de-
terminación judicial que resulte acorde al admitir el órgano de prueba, 
el protocolo que a nuestra muy humilde consideración debe dirigirse 
el proceso de desahogo, se puede dividir en tres rubros (Preparación, 
Introducción y Desahogo, per se):

I.  Preparación
I.1.  Verificar que el documento esté materialmente disponible, 

en los mismos términos en que fue admitido, es decir, de 
acuerdo con la delimitación de éste que se debió plasmar en 
el AAJO; mientras que en el caso de los PIDEV, que estos 
se encuentren debidamente disponibles para su reproduc-
ción, es decir, habilitados mediante los procesos de adapta-
ción y/o conversión. De igual manera, en documentos con 
cierto volumen, deberá estar ya identificado, disponible y 

6 Gómez Orbaneja, Emilio y Herce Quemada, Vicente, “Derecho Procesal Penal”, 10ª. ed., Madrid, 
España, 1984, p. 264.
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preparado el o los anexos, segmentos y/o fojas que vayan ser 
objeto directo de reconocimiento o de lectura.

I.2.  Que se cuente con los mecanismos de reproducción que co-
rrespondan y en el caso de los dispositivos que contengan los 
documentos PIDEV, más allá de que estos per se hubiesen 
sido admitidos como prueba material (piénsese en un disco 
duro, en una unidad USB o en disco compacto), se confirme 
que efectivamente aloja el documento en cuestión.

I.3.  Comprobar que el o los TA estén igualmente disponibles. 
II.  Introducción
II.1.  La parte oferente deberá hacer preguntas al TA encamina-

das introducir en el conocimiento del documento y de esta 
forma, adjudicarle el conocimiento que se espera tiene so-
bre el mismo, es decir, para acreditar ese medio, de tal ma-
nera que deberá abordar aspectos tales como ¿sabe de su 
existencia?, ¿por qué motivo?, ¿qué información contiene?, 
¿cuándo se elaboró?, ¿quiénes estaban presentes?, ¿a quién 
se le entregó el original o el testimonio?, etc.

II.2.  Si se logra generar información suficiente y precisa refe-
rente al conocimiento que ese TA tiene sobre el medio en 
cuestión (ya sea como TA de origen (O), ideológico (I), o si, 
es el caso, como de preservación (P), deberá demostrarse si 
el mismo, de tenerlo a la vista, podría reconocerlo (párrafo 
inicial, artículo 383 del CNPP); si la respuesta es afirmati-
va –lo cual no podría ser de otra manera, ya que la admi-
sión del medio debió partir de esa premisa– preguntar por 
qué podría ser así.

III.  Desahogo
III.1.  La parte oferente informa –no solicita ni pide autoriza-

ción– que va a poner a la vista un medio documental; el 
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juez deberá simplemente cerciorarse de que éste correspon-
de con uno de los admitidos en el AAJO, y que se identifica 
con el número cronológico específico ahí señalado.

III.2.  El mismo oferente lo pone a la vista de la contraparte, para 
que ésta verifique que se trata del medio que fue objeto de 
admisión.

III.3.  El medio de prueba se pone a la vista del TA para que se le 
cuestione: ¿qué es lo que tiene a la vista?, ¿lo reconoce?, ¿por 
qué lo afirma?; de acuerdo con el punto a probar, se indaga-
rá sobre algunos datos del documento, tales como su fecha, 
quién o quiénes lo suscriben o alguna información que se 
considere relevante; incluso, se puede pedir que se lea todo 
o bien, aquella parte del mismo que se le indique (artícu-
lo 380 del CNPP, véase infra); con todo ello, se acredita su 
contenido, y cuando hablamos de su contenido, nos referi-
mos a éste en general. Como regla, la parte solicitará que se 
ponga a la vista el documento a través del proyector, para 
efectos de su publicidad.

III.4.  La contraparte formulará preguntas para desacreditar al 
TA o a la información del documento mismo, ya sea en 
cuanto a su origen, es decir, respecto a la autenticación u 
originalidad del mismo, o bien, respecto a la información 
que se afirma, dice contener dicho medio. En todo caso, el 
principio de contradicción se encuentra garantizado desde 
el momento mismo en que se lleva a cabo el descubrimiento 
probatorio.

III.5.  La persona juzgadora deberá ordenar que el medio sea re-
producido en la cámara de evidencia o proyector de imá-
genes para cumplir con el principio de publicidad –ver su-
pra–; si son documentos de gran volumen, bastará que se 
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publicite la primera y la última foja, e incluso, la parte o 
segmento del documento que pudo haber sido objeto de 
lectura.

Desde luego, en estos casos –los documentos extensos–, se descar-
ta su lectura íntegra, pues no respondería a ningún efecto útil y nos 
llevaría a conspirar contra principios del sistema, como los de concen-
tración –de la audiencia– y de inmediación.

III.6.  En cuanto a la llamada incorporación del documento (artí-
culo 383 del CNPP), algunos criterios han sostenido que, 
para los efectos de estar en aptitud legal de valorar el do-
cumento y la información ahí plasmada, el oferente está 
obligado a pedirle al tribunal que se incorpore como prue-
ba, pues de no ser así, dado lo establecido en el precepto en 
mención, no podrá ser objeto de análisis.

Sobre esta cuestión, consideramos que así como el SPPA no está 
imbuido de fórmulas solemnes, sino tan sólo de reglas básicas de ac-
tuación para generar dinamismo y eficacia, primordialmente en el 
desarrollo de las audiencias, el hecho de que el artículo en cuestión 
disponga que “Sólo se podrá incorporar a juicio como prueba mate-
rial o documental aquella que haya sido previamente acreditada”, no 
se refiere a la obligación de “pedir” al tribunal la incorporación del 
documento, sino tan sólo de integrar una condición básica en el ejer-
cicio de desahogo a cargo del TA, que es justamente la exigencia de 
aportar información que permita darle vida al documento, de manera 
tal que éste no sea objeto de valoración desde su ángulo meramente 
objetivo, es decir, por la información tangible que contiene, sino por 
aquello que el testigo afirma conocer sobre el mismo, o sea, por lo que 
puede acreditar sobre dicho medio; en todo caso, hablamos de un re-
quisito elemental o mínimo para su desahogo, como condición de su 
valoración.
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En todo caso, el interrogatorio cruzado del TA garantiza el cum-
plimiento de los principios interdependientes que convergen en la au-
diencia, como el de publicidad de la audiencia y del propio documento 
en la cámara de evidencias, el de la inmediación en el desahogo de la 
prueba y el propio contradictorio en el interrogatorio del TA. 

Ahora bien, un aspecto especialmente significativo que tiene que 
ver con los llamados documentos de gran tamaño, es decir, aquellos 
cuyo volumen de información –textual, gráfica, visual, numérica, vi-
deográfica y/o audiovisual, etc.–, llega a cuestionar la pertinencia o no 
de la lectura íntegra del documento (punto III.3 supra).

Sobre ello, y más allá de la experiencia empírica en el foro –tanto de 
nuestro país, como de otros sistemas del ámbito latinoamericano, espe-
cialmente del colombiano– o incluso, de la carencia de criterios emiti-
dos por el Poder Judicial de la Federación, nos parece que en realidad 
esto es un falso dilema, de modo que, humildemente, creemos que en 
apoyo de tal afirmación, esto merece tan sólo de una breve justificación.

Como primera cuestión, tal y como ya se adelantó, el artículo 380 
dispone que la lectura del documento puede ser total o parcial (“…a 
solicitud de los interesados, podrá prescindir de la lectura íntegra de 
documentos o informes escritos, o de la reproducción total de una vi-
deograbación o grabación, para leer o reproducir parcialmente el do-
cumento o la grabación en la parte conducente”).

Como se puede advertir, la regla no impone la técnica de la lectura 
del documento ni de la reproducción total del archivo o medio digital 
o analógico, lo cual no sólo nos resulta adecuado, sino perfectamente 
congruente con el significado y alcance de los principios mencionados y 
desde luego, con algunos otros vinculados al debido proceso. Esto, por 
sí mismo, sería fundamento para justificar precisamente la pertinencia 
de una intervención parcial del TA, no en cuanto al desahogo del me-
dio de prueba, sino en torno a la descripción o lectura total del mismo.
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Si esto no fuera suficiente, como ya se anticipó, a la luz del princi-
pio de contradicción, la contraparte del oferente de la prueba está en 
aptitud de formular preguntas respecto de aquellas cuestiones que no 
hubieren sido abordadas por la proponente de la prueba, de manera 
que no podría dolerse de haberse analizado aspectos no abordados de 
manera específica en el interrogatorio –en donde el documento ya fue 
acreditado–, si la misma evitó, deliberadamente o no, dar cuenta de 
ellos en el contrainterrogatorio.

Asimismo, en cuanto al principio de inmediación, nos parece que 
no responde a ningún efecto útil la lectura o delimitación detallada 
del mismo, ya que habiéndose atendido con la formalidad requerida 
la ponderación de los principios antes referidos, ¿qué mejor manera de 
analizar racionalmente un medio documental, si no es precisamente a 
través del examen directo de su contenido? 

En última instancia, lo que nos parece razonable es que, en pos del 
principio de publicidad y en ejercicio directo del diverso de contradic-
ción, el tribunal explicite las características del documento que habrá 
de quedar dentro de su órbita de apreciación, es decir, las característi-
cas ya previamente enumeradas al momento de integrarse en el AAJO 
(ver supra), y además, asignarle el número consecutivo que correspon-
da, a fin de que, en la materia de la revisión en apelación, se integre 
debidamente el testimonio.

Por otra parte, no está de más decir que, en cuanto al PIDEV, 
los pasos seguir dentro de los tres grandes momentos referidos a su 
desahogo (Preparación, Introducción y Desahogo, per se), son fun-
damentalmente los mismos, aunque con sutiles diferencias, dada su 
condición de intangibilidad, y que en todo caso, supone ser particular-
mente precisos, incluso desde el proceso de admisión del medio; para 
tal efecto, convendría ponderar lo siguiente:
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1. El ofrecimiento y admisión de la prueba deben considerarse de 
su natural pertinencia, a partir del punto a probar, ya que, como se 
ha dicho, lo destacado es establecer qué es aquello que se preten-
de demostrar, incluso, en función de la eventual o posible estrate-
gia de la contraparte, especialmente en torno a la preservación del 
documento.

2. Para este fin, como ya se anticipó, el llamado TAP adquiere una 
especial importancia, pues será el órgano de la prueba el que, como 
testigo ordinario o como testigo experto, habrá de conducir a la po-
sible demostración de su integralidad o conservación, a partir de que 
fue creado, independientemente de su origen, pues sin desconocer 
que esto pudiera llegar a ser un tema a probar, lo importante será 
buscar acreditar justamente que el mismo no fue alterado.

3. Más allá de lo dicho en el punto previo, no debe resultar ex-
traño que la prueba material, que nosotros llamaríamos como pa-
ralela (PMP), es decir, aquella que se puede llegar a relacionar con 
el mecanismo, dispositivo o entidad material que se afirma, res-
guarda el PIDEV, a partir de su cadena de custodia (llámese una 
memoria USB, una cinta videográfica de audio o audiovisual, un 
CD o DVD, un disco duro, una computadora, un teléfono celular, 
una cámara digital, y un muy largo etc.), según el TA de que se tra-
te, tenderá a buscar el mismo propósito señalado, es decir, acredi-
tar su origen (O), su contenido ideológico (I) y/o su preservación 
(TP), por lo que bien puede ser el TA del documento mismo o uno 
diverso. 

4. En estos casos, con excepción de los aspectos relacionados con 
la aparente problemática relacionada con la lectura de los documen-
tos, la PMP será objeto de desahogo, a partir de los mismos grandes 
pasos antes referidos (Preparación, Introducción y Desahogo, per se); 
no obstante, ésta amerita a su vez, ser cuidadosos con lo siguiente.
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5. Considerando que la simple reproducción del documento, es de-
cir, la acción que supone la capacidad de percibirlo desde el punto 
de vista sensorial –llámese visual o de forma auditiva– a cargo de 
las partes y desde luego, por la propia persona juzgadora, de suyo 
puede implicar una modificación del documento, ya que constituye 
la manera en que se exteriorizan o se aprecian los datos que se co-
difican (alfanuméricos, binarios o de cualquier otra índole), se pro-
cesan y se almacenan, para poder ser mostrados (reproducidos) de 
manera indefinida; es importante que la autoridad jurisdiccional se 
ocupe de:

5.1. Cerciorarse de que la PIDEV y/o la PMP que se va a desaho-
gar, esté provista de los mecanismos formales de preservación pro-
cesal, es decir, su cadena custodia. Esto es relevante, porque en rea-
lidad, la conservación de esta prueba se encuentra en manos de la 
parte oferente y, por ende, no existe custodia a cargo del tribunal de 
juicio.

5.2. Más allá de que la cuestión concerniente a la cadena de cus-
todia del medio puede ser objeto de debate a través del interroga-
torio cruzado, lo cierto es que una vez salvado el punto anterior, se 
debe haber anticipado el mecanismo de reproducción de la PIDEV 
y sólo en casos excepcionales, pedir el apoyo del tribunal para su 
reproducción.

En otras palabras, desde la fase de ofrecimiento y sobre todo de 
admisión del medio de prueba, tiene que haber certeza sobre la capa-
cidad de reproducción del mismo, es decir, de que, con los mecanismos 
materiales (el llamado hardware) o con los sistemas informáticos o 
digitales ad hoc (el software), existan las condiciones para exteriorizar 
su contenido.

5.3. El documento a desahogar, como regla, debe corresponder 
con el original preservado o custodiado, y no con una copia, pues se 
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entiende que la finalidad es generar información sobre algo auténti-
co; desde luego, no se descarta que en casos excepcionales, incluso a 
virtud de un proceso de recuperación del mismo, se puede obtener 
una copia o duplicado. De otra manera, la materia del debate se ha-
brá de concentrar a la cuestión de la autenticidad del medio docu-
mental, es decir, a su originalidad y/o a su preservación. Para ello, 
desde luego será relevante establecer si el documento, por regla, de-
biera contar con sello o firma digital certificada o avalada por la ins-
tancia que se trate, pues de inicio, se entiende que de esta forma se 
avala o garantiza la autenticidad del medio.

5.4. El desarrollo del interrogatorio a partir de esa exteriorización 
del medio documental de la que hemos hablado, en nada difiere de 
los puntos referidos a la Preparación, Introducción y Desahogo de la 
prueba documental tradicional; en todo caso, el oferente y la contra-
parte deberán concentrar sus estrategias en discernir qué es aquello 
relevante para demostrar o desvirtuar –si se da la hipótesis– sus res-
pectivas teorías del caso. 

5.5. En el caso de medios alojados en una plataforma digital remo-
ta, es decir, los que comúnmente se afirma se encuentran en la nube, 
aunque suene reiterativo, el TA –experto o no– dependerá nueva-
mente del punto a probar, ya que no tendrá un mismo propósito de-
mostrar o en su caso, refutar, que el documento ofrecido corresponde 
con el mismo que se encontraba albergado en dicho espacio virtual; 
que éste fue obtenido una vez verificados los mecanismos de acceso; 
que no fue manipulado o que el ofrecido no corresponde con el mis-
mo que se encontraba en ese mecanismo de consulta; o bien, cual-
quier otro aspecto relacionado con su fuente de creación, elabora-
ción, modificación o manipulación, distribución o presentación final 
hasta que se acredita por el testigo ante el tribunal.
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V. La reconstrucción histórica de los hechos a partir del 
documento

En el entendido (ver supra) de que el tribunal tendrá materialmente 
en su haber la prueba documental (convencional o no) como insumo 
de valoración, más allá de que ciertas cuestiones no hubieran sido ob-
jeto de interrogatorio, las partes, y especialmente, el oferente, deberán 
asumir el costo que tiene no revelar aquella información que puede 
contener el documento, ya que, por lo dicho, el órgano jurisdiccional 
sí estará en aptitud de analizar todo el acervo de datos.

No está de más decir que en torno a este aspecto o nivel valorativo, 
el llamado acreditamiento del documento, es decir, la capacidad del 
TA de adjudicar información significativa a lo contenido en el mismo, 
en determinados contextos y no como regla, tenderá a adquirir mayor 
peso cualitativo de aquello que, obtenido y analizado de manera ais-
lada, se infiere del documento, esto debido a que la información que 
se presenta mediante el interrogatorio, justamente proviene de quien 
afirma que la conoce –la información o el dato–, a diferencia de la que 
se percibe en lo individual o de manera concreta al momento de valo-
rar el documento en su conjunto, y que no guarda asociación, directa 
o indirectamente, con aquella.

Sostenemos lo anterior, pues en este último caso, se debe admitir, 
como ya se dijo, que el tribunal cuenta con la capacidad jurídica de va-
lorar la información, en tanto que el documento ya fue acreditado por 
el TA; no obstante, esto tiene un peso epistémico diverso al hecho de 
asignarle mérito de prueba a un aspecto concreto, cuando éste, se in-
siste, de manera aislada, no guarda relación con los temas abordados 
al tenor de las preguntas formuladas por las partes.

En resumen: el medio de prueba documental no puede tener un 
peso demostrativo per se, incluso si se trata de un documento que se 
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califica como público; lo contrario implicaría tasarlo, en contraposi-
ción al principio de valoración libre y lógica de la prueba. Asimismo, 
se debe destacar que la eficacia probatoria de éste, proviene de la ca-
pacidad que tenga el testigo (TA) de dotarlo de vida, es decir, de re-
conocerlo como un elemento que contiene información que al testigo 
le consta, y con ello, someterlo al escrutinio del debate, es decir, a su 
contradicción.

Asimismo, la calidad de la información que se puede obtener o in-
cluso, refutar en el interrogatorio cruzado, depende precisamente de 
la respectiva estrategia trazada por las partes, a partir de sus teorías 
del caso; no obstante, hacer evidente a través de las preguntas ciertos 
aspectos, puede llegar a resultar contraproducente para la parte que 
siga ese camino, al momento en que el tribunal lleva a cabo la valo-
ración del documento, si de éste se infieren datos relacionados que 
cuestionan o incluso rebaten lo afirmado por el TA, aun y cuando, 
en lo específico, no se hubiera extraído alguna información específica 
sobre ello. 

En todo caso, aquello que no guarde vinculación con las preguntas 
que se hubiesen formulado, pero que a juicio del tribunal pueda llegar 
a tener cierta relevancia, habrá de ameritar una prudente pondera-
ción, al ser ajeno al o a los temas destacados en el debate, ya se trate 
de un documento tradicional o de una PIDEV, pues ciertamente, en 
no pocas ocasiones el volumen de información que puede contener el 
medio provoca que el razonamiento se aleje del hecho controvertido, 
en detrimento del principio de esclarecimiento de los hechos.

VI. Conclusiones

1. El medio probatorio documental, convencional o no, amerita una 
apreciación específica desde que se oferta y especialmente, cuando se 
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admite, desahoga y valora, a partir de su delimitación, concretamen-
te sus características generales, su tangibilidad o no, su naturaleza 
cuantitativa, su origen, entre otros aspectos dirigidos a individua-
lizarlo y, sobre todo, a la capacidad que tengan uno o más órganos de 
prueba de acreditarlo; lo relevante es que en su desahogo se encuentre 
claramente identificado el tipo de prueba de que se trata, especial-
mente en aquellos que se consideran de gran volumen, así como en la 
prueba documental informática, digital, electrónica, videográfica o 
de contenido no convencional (la PIDEV).

2. La preparación, introducción y desahogo, strictu sensu, supo-
nen que la prueba documental contiene información en particular, 
de manera global o de manera íntegra, que amerita un reconocimien-
to con el que se pueda adjudicarle mérito demostrativo, de forma tal 
que el oferente de la prueba deberá ocuparse de que el testigo de acre-
ditación (TA) –según la teoría del caso– explique por qué conoce el 
origen del documento (TAO), su contenido (TAI) y/o su preserva-
ción (TAP), en torno a los elementos asociados a la explicación (inte-
rrogatorio directo) o a la refutación (contrainterrogatorio) de que se 
trate. En todo caso, una vez reconocido y acreditado, su desahogo se 
ha consumado, por lo que su valoración podrá hacerse respecto a la 
totalidad de la información del medio de prueba.

3. La lectura del documento – convencional o digital, especial-
mente aquellos de gran volumen– no es un requisito indispensable, 
en tanto éste es legitimado –reconocido y acreditado– por el TAO o 
el TAI; de lo contrario, se conspiraría en contra de los principios de 
concentración, continuidad y publicidad, dado el poco efecto útil que 
tendría su lectura total. Así reconocido, el contenido íntegro del do-
cumento debe ser racionalmente valorado en su totalidad, mediante 
el conocimiento y, sobre todo, el contacto directo, para de esta for-
ma cumplir con una variante del principio de inmediación. De igual 
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manera, mediante ese criterio se cumplirá en última instancia con el 
principio de esclarecimiento de los hechos, ya que la información no re-
futada y eficazmente útil permitirá abordar con mayor proximidad el 
tema a probar e, incluso, de ser el caso, la cuestión de fondo.

4. La técnica del interrogatorio respecto al punto a probar cier-
tamente debe regirse por la teoría explicativa, de manera que poner 
el énfasis en ciertos puntos o en enfocar el contrainterrogatorio en 
las cuestiones a refutar, puede llegar a generar consecuencias de or-
den valorativo, si se considera que aquellos aspectos o temas no abor-
dados en el interrogatorio cruzado, eventualmente pueden quedar 
matizados o incluso superados a partir del examen global del medio 
documental; no obstante, la generación de inferencias por parte del 
tribunal al momento de la valoración habrá de ameritar un examen 
riguroso frente a otros enunciados generados a partir de otras prue-
bas, al no haber sido obtenidas por ese proceso de examinación al o 
los testigos de acreditación, más aún cuando no se refiera a los temas 
que se trataron a partir del interrogatorio.

5. En el caso de la PIDEV, el TA de acreditación adquiere una 
importancia sui generis, especialmente cuando el punto de prueba o 
de refutación radique precisamente en su preservación, integralidad, 
autenticidad o cualquier otro aspecto referido a su mismidad, por lo 
que aclarada la cuestión desde el AAJO en cuanto al punto de prue-
ba, la pertinencia de las preguntas deberá quedar limitada justamen-
te a ese aspecto, más aún si el medio se encuentra asociado a la prue-
ba material (PMP) que eventualmente lo contiene.
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Reformas publicadas en el Diario Oficial de la Federación y 
la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, en el bimestre 

de enero - febrero de 2024

Decreto por el que se reforma la fracción XVI del artículo 113 y se adiciona 
un segundo párrafo a la fracción XII del artículo 109 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales. DOF 03-01-24

Decreto por el que se reforman las fracciones VIII del artículo 8 y VIII del 
artículo 18 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional para el Consumo 
de los Trabajadores. DOF 03-01-24 

Decreto por el que se reforma el cuarto párrafo del artículo 76, la fracción 
VI del artículo 130, se adiciona una fracción I Bis al artículo 130 y, del Libro 
Segundo, parte especial, Título Tercero, Delitos de Peligro para la Vida o 
la Salud de las personas, se derogan el Capítulo II, Peligro de Contagio, 
y el artículo 159, todos del Código Penal para el Distrito Federal. GO 
CDMX 11-01-24

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la 
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, 
en materia de violencia a través de interpósita persona. DOF 17-01-24

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones del 
Código Civil Federal en  materia de violencia a través de interpósita 
persona. DOF 17-01-24

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones del 
Código Penal Federal, en  materia de violencia a través de interpósita 
persona. DOF 17-01-24

Decreto por el que se adiciona una fracción I Bis al Artículo 44 de la Ley 
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes la Ciudad de México. 
18-01-24
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Decreto por el que se declara reformado el primer párrafo del artículo 65 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de 
periodos de sesiones ordinarias del Congreso de la Unión. DOF 24-01-24

Decreto  por el que se reforman y adicionan los artículos 258 y 467 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, en materia del recurso de 
apelación. DOF 26-01-24 

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley 
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. DOF 
26-01-24

Decreto por el que se expide la Ley General de Mecanismos Alternativos 
de Solución de Controversias. DOF 26-01-24

Decreto por el que se reforma la fracción II del artículo 6 y la fracción V del 
artículo 36, y se adiciona la fracción XI al artículo 6 y la fracción V Ter al 
artículo 36, y se deroga la fracción V del artículo 131 de la Ley de Acceso 
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia de la Ciudad de México.  
GO CDMX 19-02-24

Se reforma la fracción II del 148 Bis; se adiciona un Capítulo II Bis, Lesiones 
por taques con Ácido, sustancias químicas o corrosivas, al Título Primero, 
Delitos contra la vida, la integridad corporal, la dignidad y el acceso a una 
vida libre de violencia, del Libro Segundo parte especial, y los artículos 135 
Bis, 135 Ter, 135 Quáter y 135 Quinquies, del Código Penal para el Distrito 
Federal. GO CDMX 19-02-24
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SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN
TESIS DE JURISPRUDENCIA

SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 
ENERO- FEBRERO 2024

AMPARO

amparo indirecto contra normas que regulan derechos por 
servicios registrales. la jurisprudencia 2a./j. 83/2019 (10a.) 
de la segunda sala de la suprema corte de justicia de la na-
ción no impide reclamarlas con motivo del entero de la con-
tribución al fisco por parte de la notaría pública, plasmado 
en el recibo respectivo, aun cuando hayan transcurrido más 
de quince días desde la entrega de los fondos al fedatario.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.CN. J/51 A (11a.); Registro digital: 2028046 

amparo indirecto. la omisión de resolver sobre una solicitud de 
pensión se trata de un acto que tiene ejecución material, acorde 
con el párrafo primero del artículo 37 de la ley de amparo.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.CN. J/69 A (11a.); Registro digital: 2028236 

competencia del juez de distrito en materia de concursos 
mercantiles. no puede conocer de un juicio de amparo en el 
que fue señalado como autoridad responsable, aun cuando 
se estime que el sistema integral de seguimiento de expe-
dientes (sise) revela que no tiene esa calidad.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.C.CN. J/27 C (11a.); Registro digital: 2028051 
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competencia por razón de territorio para conocer de una 
demanda de amparo indirecto cuando se reclame la omisión 
de resolver sobre una solicitud de pensión. se surte en favor 
del juzgado de distrito que ejerce jurisdicción en el domici-
lio de la persona solicitante.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.CN. J/70 A (11a.); Registro digital: 2028241 

efectividad de la suspensión provisional en el juicio de am-
paro indirecto. cuando se otorga para el efecto de que un 
permisionario devuelva un vehículo retenido por la comi-
sión de una infracción a la ley de caminos, puentes y auto-
transporte federal, no debe condicionarse al previo pago 
de los servicios de arrastre y depósito vehicular, porque la 
quejosa cuenta con la posibilidad de otorgar una garantía 
en términos del artículo 132, primer párrafo, de la ley de am-
paro.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.CS. J/44 A (11a.); Registro digital: 2028203 

garantía para la suspensión en el amparo. procede modificarla por hecho 
superveniente.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.C.CN. J/29 K (11a.); Registro digital: 2028072 

impedimento. la manifestación del juzgador de amparo en el 
sentido de que tiene conocimiento de que los profesionistas 
autorizados en términos amplios por la parte quejosa en un 
juicio de amparo, son asesores legales de su ex cónyuge en 
un juicio diverso en el que es parte procesal, actualiza un 
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elemento objetivo que implica riesgo de pérdida de imparcia-
lidad, en términos de lo establecido en el artículo 51, frac-
ción viii, de la ley de amparo.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.CS. J/40 A (11a.); Registro digital: 2027974 

imposibilidad de concretar los efectos de la concesión del 
amparo. no se actualiza la causa de improcedencia del ar-
tículo 61, fracción xxiii, en relación con el 78 de la ley de 
amparo, si el usuario de una plataforma digital, reclama la 
inconstitucionalidad del artículo séptimo, incisos a) y c), 
del acuerdo por el que se crea el registro de personas mora-
les que operen y/o administren aplicaciones y plataformas 
informáticas para el control, programación y/o geolocali-
zación en dispositivos fijos o móviles, a través de las cuales 
los particulares pueden contratar el servicio privado de 
transporte con chofer en el distrito federal (ahora ciudad 
de méxico).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.CN. J/62 A (11a.); Registro digital: 2028206 

incidente de suspensión en el juicio de amparo indirecto. no 
procede declararlo sin materia por la circunstancia de que 
en una controversia constitucional se hubiere concedido la 
medida cautelar contra el mismo acto reclamado.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.CN. J/41 K (11a.); Registro digital: 2028022 
interés legítimo para promover juicio de amparo indirecto en 
materia ambiental. lo tienen las personas físicas que habitan 
en el entorno adyacente del ecosistema presuntamente vulne-
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rado, cuando reclaman el reglamento de gestión y ordenamien-
to territorial, el programa municipal de desarrollo urbano y 
los planes parciales de desarrollo urbano de los distritos 8 y 
9, todos del municipio de puerto vallarta, jalisco [aplicación de 
la jurisprudencia 1a./j. 79/2023 (11a.)].
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.CS. J/34 A (11a.); Registro digital: 2027978 

interés suspensional en el juicio de amparo indirecto. cuan-
do se reclama el embargo o aseguramiento de cuentas ban-
carias a autoridades administrativas, no se acredita con la 
sola manifestación bajo protesta de decir verdad.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.CN. J/49 A (11a.); Registro digital: 2028077 

juicio de amparo directo. las actuaciones que lleva a cabo la 
autoridad responsable al resolver sobre la suspensión del 
acto reclamado y fijar la garantía respectiva, así como todo 
lo vinculado con ésta, constituyen resoluciones de primer 
grado o de primera instancia y, por ende, son impugnables 
mediante el recurso de queja.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: I.11o.C. J/14 K 
(11a.); Registro digital: 2028027 

juicio de amparo directo. naturaleza de los actos que lleva 
a cabo la autoridad responsable en su sustanciación, como 
auxiliar de la justicia federal.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: I.11o.C. J/13 K 
(11a.); Registro digital: 2028028 



Tesis de Jurisprudencia 217

REVISTA A NAL E S  D E  JURISPRUDENCIA

juicio de amparo indirecto. es improcedente contra el des-
echamiento parcial de una demanda de nulidad, al no gene-
rar una afectación de imposible reparación en términos del 
artículo 107, fracción v, de la ley de amparo.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 7/2024 
(11a.); Registro digital: 2028256 

juicio de amparo indirecto. es improcedente contra la orden 
de visita de verificación ejecutada en un solo momento [in-
terpretación de la jurisprudencia p./j. 2/2012 (10a.)].
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.CN. J/71 A (11a.); Registro digital: 2028257 

juicio de amparo indirecto. procede cuando se reclama la 
falta de respuesta al derecho de petición ejercido ante un 
diputado local, al margen del contenido material de esa so-
licitud y de que sobre la materia de lo pedido pudiera actua-
lizarse alguna causal de improcedencia.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.CN. J/54 A (11a.); Registro digital: 2028167  

recurso de inconformidad previsto en el artículo 201 de la 
ley de amparo. al resolverlo es aplicable la regla especial 
señalada en el artículo 213 de dicha ley, consistente en la 
obligación para el órgano jurisdiccional de amparo de su-
plir la deficiencia de la vía y de los argumentos hechos va-
ler por el promovente, sin importar la materia de la que de-
rivó el juicio ni la parte procesal recurrente.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 62/2023 
(11a.); Registro digital: 2027923 
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ministerio público que interviene en el juicio de amparo in-
directo con el carácter de tercero interesado. está legiti-
mado para interponer el recurso de revisión contra la sen-
tencia que declara la inconstitucionalidad de una norma 
penal, al afectar sus atribuciones constitucionales.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.CS. J/15 P (11a.); Registro digital: 2027986  

notificación por oficio a la autoridad responsable en el jui-
cio de amparo mediante el servicio de mensajería acelerada 
“estafeta”. cuando su domicilio se encuentre fuera del lugar 
del juicio, no es válida para efectos del cómputo del plazo 
correspondiente a fin de determinar la oportunidad del in-
forme justificado o la presentación de algún recurso pre-
visto en la ley de amparo.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.CS. J/47 A (11a.); Registro digital: 2028215 

recurso de queja en el amparo directo. su naturaleza.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: I.11o.C. J/15 K 
(11a.); Registro digital: 2028035 

recurso de queja previsto en el articulo 97, fracción i, inciso 
e), de la ley de amparo. es improcedente contra la resolución 
del juez de distrito que vincula al cumplimiento de una sen-
tencia de amparo a una autoridad no responsable.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.L.CS. J/58 K (11a.); Registro digital: 2028090 
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revisión en amparo directo. para efectos de su procedencia, 
no reviste interés excepcional cuando la sentencia recurri-
da se sustenta en criterios emitidos por la suprema corte 
de justicia de la nación, sin introducir elementos a la inter-
pretación.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 9/2024 
(11a.); Registro digital: 2028040 

suspensión de plano en el juicio de amparo indirecto. las 
publicaciones de mensajes y videos en redes sociales, no co-
rresponden ni son equiparables a las penas infamantes pro-
hibidas en el artículo 22 de la constitución política de los 
estados unidos mexicanos para efectos de su procedencia.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.CN. J/58 A (11a.); Registro digital: 2028226 

suspensión provisional en el juicio de amparo indirecto. pro-
cede concederla contra la omisión del instituto de seguri-
dad y servicios sociales de los trabajadores del estado de za-
catecas (issstezac) de pagar el aguinaldo a sus pensionados.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: XXIII.2o. J/2 A 
(11a.); Registro digital: 2027999 

violaciones procesales preexistentes. conforme al princi-
pio de concentración, los tribunales colegiados de circuito 
tienen la obligación de analizar y resolver todas las que les 
son propuestas desde la primera demanda de amparo directo, 
así como aquellas advertidas en suplencia de la queja defi-
ciente cuando proceda, so pena de preclusión procesal (sis-
tema vigente del juicio de amparo directo).
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Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.L.CN. J/19 L (11a.); Registro digital: 2028044 

violaciones procesales preexistentes. es improcedente su 
impugnación en un segundo o ulterior juicio de amparo di-
recto, cuando la resolución que constituye el acto reclama-
do se pronunció en acatamiento a una ejecutoria de amparo 
previa (sistema vigente del juicio de amparo directo).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.L.CN. J/20 L (11a.); Registro digital: 2028045 

violación a las reglas fundamentales del procedimiento del 
juicio de amparo. no se actualiza para revocar la resolución 
recurrida y reponer el procedimiento, si en el expediente 
electrónico del incidente de suspensión obra entre la in-
terlocutoria recurrida y las evidencias criptográficas de 
las firmas electrónicas de la persona juzgadora y del secre-
tario de juzgado, el oficio de notificación de aquélla.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.CS. J/17 P (11a.); Registro digital: 2028100 

CONSTITUCIONAL

aplicación retroactiva de jurisprudencia. no se actualiza 
respecto de la 2a./j. 37/2019 (10a.), al no existir una previa.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.L.CN. J/29 L (11a.); Registro digital: 2028144 
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control de convencionalidad ex officio. los jueces de amparo 
no están facultados para realizarlo a los artículos 163 y 166, 
fracción i, de la ley de amparo, e inaplicar los efectos de la sus-
pensión que regulan, con motivo de que la corte interameri-
cana de derechos humanos declaró inconvencional la prisión 
preventiva oficiosa, al estar vigente la jurisprudencia p./j. 
20/2014 (10a.) del pleno de la suprema corte de justicia de la 
nación, que prohíbe analizar restricciones constitucionales.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: VI.1o.P. J/2 K (11a.); 
Registro digital: 2027894 

derecho a la educación superior gratuita. la implementa-
ción del principio de gratuidad previsto en el artículo 3o. 
de la constitución federal, está condicionada a la ejecución 
de las reglas que el poder reformador estableció en los ar-
tículos transitorios del decreto publicado en el diario ofi-
cial de la federación el 15 de mayo de 2019.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.CN. J/61 A (11a.); Registro digital: 2028157 
derecho a la educación. el acceso a las instituciones educa-
tivas particulares debe darse bajo condiciones de igualdad 
de oportunidades y no discriminación.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 15/2024 
(11a.); Registro digital: 2028067 

derecho de petición. elementos necesarios para su ejercicio a 
través de la plataforma twitter (actualmente denominada x).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 10/2024 
(11a.); Registro digital: 2028064 
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derecho de petición. la activación del mecanismo para ejer-
cerlo en términos del artículo 8o. constitucional, no está 
condicionada a la presentación de un documento físico ante 
la autoridad.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 11/2024 
(11a.); Registro digital: 2028065 

derecho de petición. su importancia para el orden jurídico 
nacional.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 12/2024 
(11a.); Registro digital: 2028066 

ejercicio del derecho de petición. las peticiones formuladas 
a partir de la plataforma twitter (actualmente denominada 
x), son susceptibles de ser atendidas a partir de los mensajes 
directos habilitados en la propia red social, si así lo solici-
ta el peticionario, sin perjuicio de que el acuerdo respectivo 
pueda también comunicarse por otras vías.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 13/2024 
(11a.); Registro digital: 2028069 
ejercicio del derecho de petición. una vez que la autoridad 
acepta que ha recibido una petición, queda obligada a dictar 
acuerdo sobre ésta.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 14/2024 
(11a.); Registro digital: 2028070 

instituto nacional de transparencia, acceso a la informa-
ción y protección de datos personales. la ley federal de pro-
tección de datos personales en posesión de particulares y su 
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reglamento, así como la ley federal de procedimiento admi-
nistrativo constituyen el marco jurídico que debe observar-
se en los procedimientos en trámite o que se inicien a partir 
del 15 de octubre de 2020.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 2/2024 
(11a.); Registro digital: 2028024 

juicio de amparo indirecto. los artículos 235, 237, 245, 247, úl-
timo párrafo, y 248 de la ley general de salud, que establecen 
prohibiciones absolutas sobre actividades relacionadas 
con la cannabis o marihuana son estigmatizantes para las 
personas consumidoras y, por ende, son normas autoaplica-
tivas que pueden impugnarse en cualquier tiempo.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.CN. J/68 A (11a.); Registro digital: 2028258 

libertad de enseñanza prevista en el artículo 3o., fracción 
vi, de la constitución federal. no es absoluta y está sujeta 
a la rectoría del estado en lo atinente a los servicios que 
presten las instituciones educativas particulares que se en-
cuentren directa y estrictamente vinculados con la autori-
zación o reconocimiento de validez oficial de estudios.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 16/2024 
(11a.); Registro digital: 2028079 

prisión preventiva oficiosa. forma en que debe interpretar-
se la restricción constitucional a la libertad personal con-
tenida en el artículo 19, párrafo segundo, de la constitución 
general, derivado de las condenas al estado mexicano por la 
corte interamericana de derechos humanos y conforme a la 
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doctrina y jurisprudencia de la suprema corte de justicia de 
la nación.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: XXII.P.A. J/1 P 
(11a.); Registro digital: 2028130 

DERECHOS HUMANOS

datos conservados por los concesionarios de telecomunica-
ciones. su entrega a la autoridad investigadora requiere au-
torización exclusiva por parte de la autoridad judicial fede-
ral, dado que constituye una restricción al derecho humano 
a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas previsto 
en el artículo 16, décimo segundo párrafo, constitucional.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.CN. J/23 P (11a.); Registro digital: 2028011 

derecho a la participación ciudadana y al acceso a la infor-
mación en materia medioambiental. debe garantizarse du-
rante el proceso de elaboración de los programas de desa-
rrollo urbano.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 2/2024 
(11a.); Registro digital: 2028014 

derecho a la participación ciudadana y al acceso a la infor-
mación en materia medioambiental. obligaciones mínimas 
que el estado debe satisfacer para garantizar su núcleo 
esencial en un proceso de toma de decisiones.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 3/2024 
(11a.); Registro digital: 2028013 
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derechos humanos. los jueces de distrito deben respetar, 
promover, proteger y garantizar su contenido durante el 
trámite y resolución del juicio de amparo.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: I.20o.A. J/2 K (11a.); 
Registro digital: 2028111 

jubilación de trabajadores de confianza del banco nacional 
de obras y servicios públicos sociedad nacional de crédito 
(banobras). al establecer la posibilidad de reducir hasta en 
cinco años el requisito de la edad a las mujeres para acceder 
al derecho a la pensión por jubilación su normatividad no es 
contraria a los principios de igualdad, no discriminación y 
seguridad social.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 3/2024 
(11a.); Registro digital: 2028166 

prestación de servicios educativos. como regla general, no 
está permitido que las instituciones educativas particula-
res se reserven el derecho de admisión.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 17/2024 
(11a.); Registro digital: 2028082 

prestación de servicios educativos. la conclusión del ciclo 
escolar no es suficiente para determinar que han cesado los 
efectos de los actos que privan a los educandos de su dere-
cho a ser inscritos o reinscritos en un establecimiento edu-
cativo del tipo básico.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 18/2024 
(11a.); Registro digital: 2028083 
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prestación de servicios educativos. los contratos suscritos 
con instituciones educativas privadas del tipo básico no de-
ben contener cláusulas contrarias a las “normas mínimas 
estatales” que condicionen la prestación de esos servicios.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 19/2024 
(11a.); Registro digital: 2028084 

suspensión provisional en el juicio de amparo. cuando se re-
clama la prisión preventiva oficiosa, no es procedente con-
cederla con efectos restitutorios con base en lo determina-
do por la corte interamericana de derechos humanos en las 
sentencias dictadas en los casos tzompaxtle tecpile y otros 
contra méxico y garcía rodríguez y otro contra méxico.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.CS. J/16 P (11a.); Registro digital: 2028043 

trabajo penitenciario. los artículos 91, fracción ii, y 98 de la 
ley nacional de ejecución penal, que prevén el marco norma-
tivo regulatorio del trabajo con fines de reinserción social 
en su vertiente no remunerada, como son las actividades de 
mantenimiento del centro carcelario por parte de las per-
sonas privadas de la libertad, no violan los artículos 5o. y 
21 constitucionales.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 27/2024 
(11a.); Registro digital: 2028292 

CIVIL

contrato de apertura de crédito con garantía hipotecaria. 
procede la vía ordinaria civil para ejercitar simultáneamen-
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te la acción personal de pago y la real hipotecaria, cuando 
ya caducó la sumaria (legislación del estado de jalisco).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.C.CS. J/25 C (11a.); Registro digital: 2028108 

contrato de arrendamiento. el artículo 2431 del código ci-
vil para el distrito federal, aplicable para la ciudad de mé-
xico, que establece la condición de esperar el plazo de dos 
meses para solicitar su rescisión ante la existencia de caso 
fortuito o fuerza mayor que impida el uso de la cosa arren-
dada, no vulnera el derecho de acceso a la justicia.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 1/2024 
(11a.); Registro digital: 2028009 

diligencias de jurisdicción voluntaria de información ad 
perpetuam. la posible afectación alegada por la persona 
tercera extraña en el juicio de amparo indirecto excede el 
tema del interés jurídico, pues en todo caso es un tema del 
fondo del asunto (legislaciones de los estados de jalisco y 
de veracruz de ignacio de la llave).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.C.CS. J/28 C (11a.); Registro digital: 2028112 

emplazamiento por edictos. el juez no está obligado a en-
viar un determinado número de oficios ni a justificar por 
qué giró oficios de búsqueda a determinadas autoridades o 
dependencias que cuenten con registro de personas y domi-
cilios, pues es su potestad usar su prudente arbitrio para 
realizar esa búsqueda de conformidad con el artículo 121, 
fracción ii, del código de procedimientos civiles para el es-
tado de baja california sur.
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Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.C.CN. J/23 C (11a.); Registro digital: 2027970 

emplazamiento por edictos. esfuerzo de búsqueda necesario 
para satisfacer la hipótesis de que el domicilio de la deman-
dada es desconocido, contenida en el artículo 121, fracción 
ii, del código de procedimientos civiles para el estado de 
baja california sur.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.C.CN. J/22 C (11a.); Registro digital: 2027971 

suspensión provisional con efectos restitutorios en el jui-
cio de amparo indirecto. parámetros que debe considerar la 
persona juzgadora cuando se reclama la determinación del 
registro civil que niega el futuro registro de una persona 
no nacida con motivo de un contrato de maternidad subro-
gada, sin los datos de la persona gestante.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.C.CS. J/27 C (11a.); Registro digital: 2028136 

suspensión provisional con efectos restitutorios en el jui-
cio de amparo indirecto. requisitos para concederla contra 
la determinación del registro civil que niega el futuro re-
gistro de una persona no nacida con motivo de un contrato 
de maternidad subrogada, sin los datos de la persona ges-
tante.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.C.CS. J/26 C (11a.); Registro digital: 2028137 
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FAMILIAR

remoción de albacea. la interlocutoria que la decreta cons-
tituye un acto de imposible reparación, por lo que en su con-
tra procede el juicio de amparo indirecto, en términos del 
artículo 107, fracción v, de la ley de amparo (legislaciones 
de los estados de colima y de jalisco).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.C.CS. J/21 C (11a.); Registro digital: 2028036 

suspensión en el juicio de amparo. por regla general no pro-
cede cuando el acto reclamado consiste en el incremento 
de una pensión alimenticia, pues con tal medida se impide el 
pago de alimentos.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.C.CN. J/25 C (11a.); Registro digital: 2027998 

suspensión provisional en el juicio de amparo. para su otor-
gamiento cuando el acto reclamado se vincule con el pago de 
alimentos, el quejoso debe aportar los elementos necesarios 
para el estudio correspondiente y así justificar el supues-
to de excepción previsto en la tesis de jurisprudencia 1a./j. 
56/2015 (10a.) (análisis de la apariencia del buen derecho).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: III.6o.C. J/1 C 
(11a.); Registro digital: 2028230 

LABORAL

acceso a la etapa jurisdiccional en el nuevo sistema de justi-
cia laboral, la constancia que deja a salvo los derechos del 
solicitante de la conciliación para promover juicio ante el 
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tribunal competente, faculta al tribunal laboral para ana-
lizar los actos de notificación previos a la expedición de la 
constancia en comento.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 4/2024 
(11a.); Registro digital: 2028142 

acción de nulidad de un convenio sancionado por la autori-
dad laboral. el juez está facultado para examinar de oficio, 
en el acuerdo inicial, su procedencia.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.L.CS. J/65 L (11a.); Registro digital: 2028234 

actualización de las diferencias ordenadas en una senten-
cia de nulidad por incorrecto ajuste a una pensión otorgada 
por el instituto de seguridad y servicios sociales de los tra-
bajadores del estado (issste). no es procedente su reclamo a 
través de un trámite posterior autónomo.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.CN. J/65 A (11a.); Registro digital: 2028235 

acuerdo de radicación o admisión de demanda laboral. la 
violación al procedimiento de carácter formal, consisten-
te en la falta de firma del presidente, auxiliar o secretario 
de la junta responsable, queda convalidada si las demás ac-
tuaciones posteriores posibilitan el dictado de un laudo, 
sin necesidad de ordenar la reposición del procedimiento, 
ni siquiera para recabar la firma o las firmas faltantes.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.L.CN. J/28 L (11a.); Registro digital: 2028143 
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autoridad vinculada al cumplimiento de una sentencia de 
amparo. dicho carácter puede recaer en la persona moral 
oficial a quien se le otorgó el de tercera interesada, por ser 
la parte demandada en un juicio burocrático.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.L.CS. J/55 L (11a.); Registro digital: 2027960 

aviso de rescisión de la relación laboral. el acta administra-
tiva exhibida por el patrón, en la que se haga constar su re-
cepción, debidamente ratificada ante la autoridad laboral, 
es apta para tener por satisfecho el requisito de su entrega 
en forma personal al trabajador, conforme lo establece el 
artículo 47 de la ley federal del trabajo, reformado median-
te decreto publicado en el diario oficial de la federación el 
30 de noviembre de 2012.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.L.CS. J/56 L (11a.); Registro digital: 2027887 

aviso de rescisión de la relación laboral. la ley federal del 
trabajo, en el capítulo relativo a los procedimientos para-
procesales, contiene una laguna normativa sobre la compe-
tencia por razón de territorio, por lo que es necesario acu-
dir a las reglas previstas en su artículo 700, fracción ii.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.L.CN. J/27 L (11a.); Registro digital: 2028104 

beneficiarios del trabajador fallecido. en relación a la 
cláusula 132 del contrato colectivo de trabajo, bienio 2013-
2015, celebrado entre petróleos mexicanos y su sindicato de 
trabajadores, pueden tener el carácter de beneficiarias dos 



P O D E R  J U D I C I AL  D E  L A CDMX

Tomo 387 •  enero-febrero •  2024232

personas que acreditaron la calidad de cónyuges, aun cuan-
do alguna de ellas no haya sido designada previamente como 
beneficiaria.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 82/2023 
(11a.); Registro digital: 2027961 

caducidad del procedimiento previsto en los artículos 772 
y 773 de la ley federal del trabajo. para determinar su ac-
tualización, se computan días y meses naturales (texto an-
terior y posterior al decreto de reformas publicado en el 
diario oficial de la federación el 30 de noviembre de 2012).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.L.CS. J/49 L (11a.); Registro digital: 2027888 

competencia laboral para conocer de los asuntos presen-
tados ante las juntas de conciliación y arbitraje cuando ya 
había iniciado la implementación de la reforma en materia 
laboral. corresponde a los tribunales laborales federales.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.L.CS. J/57 L (11a.); Registro digital: 2028054 

competencia laboral. no se surte en favor de la autoridad 
federal cuando sólo se reclama la interpretación y cumpli-
miento de los estatutos de un sindicato nacional, al no ac-
tualizarse el supuesto de excepción que prevé el último pá-
rrafo del artículo 527 de la ley federal del trabajo vigente 
hasta el 1 de mayo de 2019.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 81/2023 
(11a.); Registro digital: 2028053 
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competencia para conocer de los recursos que interpongan 
las personas jubiladas del instituto mexicano del seguro 
social (imss) en el juicio de amparo indirecto, cuando el acto 
reclamado sea el descuento a su pensión por el concepto 322. 
corresponde a los tribunales colegiados de circuito en ma-
teria administrativa.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: V.3o.C.T. J/1 L 
(11a.); Registro digital: 2028056 

competencia para conocer y resolver los conflictos labo-
rales suscitados entre el archivo general de la nación y 
sus empleados, cuando la relación de trabajo se desarro-
lló durante la vigencia del contrato colectivo de trabajo 
celebrado entre ese organismo descentralizado y su sindi-
cato. corresponde a la autoridad encargada de aplicar las 
normas procesales del apartado a del artículo 123 consti-
tucional (junta federal de conciliación y arbitraje o los 
actuales tribunales laborales del poder judicial de la fe-
deración).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.L.CS. J/54 L (11a.); Registro digital: 2027964 

conceptos de violación inoperantes. lo son si con motivo del 
segundo o ulterior juicio de amparo directo, se hacen valer 
violaciones procesales preexistentes, que no fueron impug-
nadas oportunamente, ni advertidas en suplencia de la queja 
deficiente por el tribunal colegiado de circuito.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.L.CN. J/21 L (11a.); Registro digital: 2028007 
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conciliación prejudicial. al privilegiar la continencia de la 
causa, es innecesario agotarla si se demandan única y con-
juntamente la designación de beneficiarios y la devolución 
de saldos en la cuenta individual.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: I.3o.T. J/2 L (11a.); 
Registro digital: 2028189 

conciliación prejudicial. es innecesario agotarla respecto 
de quien ocupe la plaza cuyo derecho preferente se demande 
en el juicio laboral, al tener carácter de tercero interesa-
do y no de codemandado.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: X.3o.T. J/1 L (11a.); 
Registro digital: 2028148 

conflictos individuales de seguridad social. el otorgamien-
to o la negativa de pensión de la rama del seguro de riesgos 
de trabajo expedidos por el instituto mexicano del seguro 
social, es un requisito previo a la promoción de un juicio de 
esa naturaleza en el que se reclame el pago de esa pensión.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 1/2024 
(11a.); Registro digital: 2028150 

demanda laboral admitida a trámite por el secretario ins-
tructor en la fase escrita del nuevo sistema de justicia en la 
materia. está proscrito al juez conocedor del asunto revo-
car de oficio el acuerdo relativo cuando toma intervención 
en la diversa fase oral de la causa, sea para desecharla, o 
para tenerla por no presentada.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.L.CN. J/24 L (11a.); Registro digital: 2028110 



Tesis de Jurisprudencia 235

REVISTA A NAL E S  D E  JURISPRUDENCIA

documento de elección previsto en el “reglamento para el 
ejercicio del derecho de opción que tienen los trabajadores 
de conformidad con los artículos quinto y séptimo transi-
torios del decreto por el que se expide la ley del instituto 
de seguridad y servicios sociales de los trabajadores del es-
tado”, si carece de huella digital de la persona trabajadora, 
no demuestra su voluntad de ejercer el derecho de opción de 
régimen pensionario.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.CS. J/46 A (11a.); Registro digital: 2028152 

impuesto sobre la renta. es aplicable lo dispuesto por el ar-
tículo 93, fracciones iv y v, de la ley relativa, a las cuotas de 
jubilación que derivan de la cláusula 64 del contrato colec-
tivo de trabajo celebrado entre el extinto organismo des-
centralizado luz y fuerza del centro y el sindicato mexica-
no de electricistas 2008-2010.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.CS. J/49 A (11a.); Registro digital: 2028209 

instituto mexicano del seguro social. los descuentos que 
realiza a las pensiones con motivo de créditos otorgados 
por entidades financieras, no constituyen actos de autori-
dad para efectos de la procedencia del juicio de amparo.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 77/2023 
(11a.); Registro digital: 2027915 

instrumental de actuaciones en materia burocrática. su jus-
tipreciación debe sujetarse a las formalidades previstas en 
los artículos 126, fracción vii, 128 y 138 de la ley laboral de 
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los servidores públicos del estado de tlaxcala y sus muni-
cipios, y legislaciones burocráticas similares de distintos 
estados.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.L.CN. J/16 L (11a.); Registro digital: 2027977 

lagunas normativas en la ley federal del trabajo. para sub-
sanarlas, debe acudirse a su artículo 17.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.L.CN. J/26 L (11a.); Registro digital: 2028119 

prescripción de la acción de designación de beneficiarios en 
materia laboral burocrática. su estudio oficioso por el tri-
bunal de arbitraje del estado de puebla es improcedente.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: VI.1o.T. J/4 L (11a.); 
Registro digital: 2028173 

principio de adquisición procesal en materia burocrática. 
tiene como premisa fundamental que la prueba sea previa-
mente ofrecida y legalmente admitida por la autoridad la-
boral para que pueda beneficiar a cualquiera de las partes 
en juicio, con independencia de quién la haya ofrecido (ley 
laboral de los servidores públicos del estado de tlaxcala 
y sus municipios, y legislaciones burocráticas similares de 
distintos estados).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.L.CN. J/17 L (11a.); Registro digital: 2027991 

procedimiento laboral del nuevo sistema de justicia en la 
materia. el juez de la causa, como rector que es de él, tiene a 
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su alcance un amplio abanico de posibilidades para regula-
rizarlo cuando advierta la necesidad de corregir o subsa-
nar cualquier irregularidad u omisión que aprecie en su sus-
tanciación, a fin de ponerlo en estado de resolución, salvo 
aquellas que requieran del recurso previsto en la ley para 
actuar en consecuencia.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.L.CN. J/25 L (11a.); Registro digital: 2028126 
procedimiento laboral ordinario. el acuerdo mediante el 
cual se ordena correr traslado a la parte actora con la con-
testación de la demanda y sus anexos, dictado en términos 
del artículo 873-b de la ley federal del trabajo, no debe no-
tificarse personalmente.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 99/2023 
(11a.); Registro digital: 2028127 

recibos de pago exhibidos por la parte patronal durante el 
desahogo de la prueba de inspección ofrecida por la parte 
trabajadora. su valor probatorio queda constreñido sólo a 
los puntos por los cuales se condicionó su incorporación al 
juicio burocrático (ley laboral de los servidores públicos 
del estado de tlaxcala y sus municipios, y legislaciones bu-
rocráticas similares de distintos estados).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.L.CN. J/18 L (11a.); Registro digital: 2027994 

salarios caídos de los trabajadores burocráticos al servi-
cio del gobierno del estado de chihuahua. el artículo 48 de 
la ley federal del trabajo no es aplicable supletoriamente 
en términos del código administrativo de esa entidad fede-
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rativa, a las condiciones generales de trabajo pactadas.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.L.CN. J/22 L (11a.); Registro digital: 2028180 

servidores públicos pertenecientes al servicio profesional 
de carrera. su calidad de confianza se determina por minis-
terio de ley, en términos de los artículos 3, fracción ix y 5 de 
la ley del servicio profesional de carrera en la administra-
ción pública federal.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.L.CS. J/53 L (11a.); Registro digital: 2027932 

subcontratación laboral. el acuerdo para el registro de 
personas que prestan servicios o ejecuten obras especializa-
das, sí establece los requerimientos necesarios para darse 
de alta en el padrón público respectivo, por lo que no se vio-
la el principio de seguridad jurídica.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 98/2023 
(11a.); Registro digital: 2027933 

subcontratación laboral. el artículo 12 de la ley federal 
del trabajo que prohíbe la subcontratación de personal, no 
contraviene el principio de seguridad jurídica.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 95/2023 
(11a.); Registro digital: 2027935 

subcontratación laboral. el artículo 12 de la ley federal 
del trabajo que prohíbe la subcontratación de personal, no 
vulnera el derecho de audiencia.
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Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 96/2023 
(11a.); Registro digital: 2027936 

subcontratación laboral. el artículo octavo, punto 1, inciso 
g), del acuerdo para el registro de personas que prestan ser-
vicios o ejecuten obras especializadas, que establece como 
requisito para ello, se proporcione la geolocalización del 
domicilio señalado por los empleadores, no es violatorio de 
los derechos a la privacidad y a la protección de datos per-
sonales.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 93/2023 
(11a.); Registro digital: 2027937 

subcontratación laboral. el requisito de estar al corrien-
te en las obligaciones fiscales y de seguridad social, para 
solicitar el registro ante la secretaría del trabajo y pre-
visión social, en términos del artículo 15 de la ley federal 
del trabajo, no contraviene los principios de legalidad y de 
seguridad jurídica.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 83/2023 
(11a.); Registro digital: 2027934 

subcontratación laboral. la derogación del párrafo segun-
do del artículo 75 de la ley del seguro social, mediante de-
creto publicado en el diario oficial de la federación el 23 de 
abril de 2021, no contraviene el principio de irretroactivi-
dad de la ley.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 86/2023 
(11a.); Registro digital: 2027941 
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subcontratación laboral. la derogación del párrafo segun-
do del artículo 75 de la ley del seguro social, mediante de-
creto publicado en el diario oficial de la federación el 23 de 
abril de 2021, no resulta desproporcional.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 84/2023 
(11a.); Registro digital: 2027942 

subcontratación laboral. la derogación del párrafo segun-
do del artículo 75 de la ley del seguro social, mediante de-
creto publicado en el diario oficial de la federación el 23 de 
abril de 2021, no vulnera el principio de seguridad jurídica.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 85/2023 
(11a.); Registro digital: 2027943 

subcontratación laboral. la obligación de darse de alta en 
el padrón público de servicios especializados u obras espe-
cializadas a que se refiere el artículo 15 de la ley federal 
del trabajo, no constituye un supuesto de trabajo obligato-
rio o forzoso.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 97/2023 
(11a.); Registro digital: 2027940 

subcontratación laboral. la omisión de precisar la forma 
en que debe ser resguardada la firma electrónica a que hace 
referencia el artículo octavo, punto 1, inciso a), del acuerdo 
para el registro de personas que prestan servicios o ejecu-
ten obras especializadas, no implica una violación al dere-
cho a la privacidad y a la protección de datos personales.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 88/2023 
(11a.); Registro digital: 2027944 
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subcontratación laboral. la prohibición de la subcontrata-
ción de personal en general derivada del decreto publicado 
en el diario oficial de la federación el 23 de abril de 2021, 
no afecta los principios de seguridad y certeza jurídica, en 
relación con los inversionistas extranjeros.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 87/2023 
(11a.); Registro digital: 2027945 

subcontratación laboral. la responsabilidad solidaria que 
se atribuye al beneficiario de los servicios de subcontra-
tación en caso de incumplimiento de las obligaciones labo-
rales y de seguridad social por parte del prestador de los 
servicios, no contraviene los principios de certeza y de se-
guridad jurídica.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 94/2023 
(11a.); Registro digital: 2027946 

subcontratación laboral. los artículos 12 y 13 de la ley fe-
deral del trabajo, al prohibir la subcontratación de per-
sonal y permitir la de servicios u obras especializadas, no 
transgreden el derecho a la libertad de comercio.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 92/2023 
(11a.); Registro digital: 2027947 

subcontratación laboral. los artículos 12 y 13 de la ley fede-
ral del trabajo, al prohibir la subcontratación de personal 
y permitir la de servicios u obras especializadas, no trans-
greden el principio de irretroactividad de la ley.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 90/2023 
(11a.); Registro digital: 2027948 
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subcontratación laboral. los artículos 15 de la ley fede-
ral del trabajo, 15-a de la ley del seguro social y 29 bis de la 
ley del instituto del fondo nacional de la vivienda para los 
trabajadores, al establecer obligaciones y requisitos para 
prestar servicios u obras especializadas, no transgreden el 
principio de razonabilidad.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 91/2023 
(11a.); Registro digital: 2027949 

subcontratación laboral. los artículos octavo, punto 2, dé-
cimo cuarto, inciso b), y décimo quinto, inciso c), del acuerdo 
para el registro de personas que prestan servicios o ejecuten 
obras especializadas, no transgreden el principio de seguri-
dad jurídica, aun cuando no precisen cuáles son las obliga-
ciones en materia de seguridad social y fiscal que cada uno 
de los patrones debe cumplir.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 89/2023 
(11a.); Registro digital: 2027950 

suspensión del procedimiento prevista en el artículo 139 de 
la ley para los servidores públicos del estado de jalisco y 
sus municipios. con base en su interpretación conforme pro-
cede a partir del día siguiente al en que fenece el plazo de 
diez días que la parte demandada tiene para contestar la de-
manda.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.L.CS. J/59 L (11a.); Registro digital: 2028042 

trabajadores de petróleos mexicanos (pemex) expuestos a 
trabajos peligrosos e insalubres. tienen derecho a percibir 
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los beneficios económicos referidos en las cláusulas 63 y 64 
del contrato colectivo de trabajo, únicamente mientras se 
ejecute el trabajo.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.L.CS. J/61 L (11a.); Registro digital: 2028095 

tribunales del nuevo sistema de justicia laboral. no pueden 
revocar de oficio sus propias determinaciones tratándose 
de acuerdos importantes y trascendentes en el procedimien-
to que producen un derecho procesal a la parte que favore-
cen.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.L.CN. J/23 L (11a.); Registro digital: 2028140 

MERCANTIL

competencia. en caso de que los dos jueces de distrito en ma-
teria de concursos mercantiles se encuentren legalmente 
impedidos para conocer del juicio de amparo, por haber sido 
señalados como autoridades responsables, la competencia 
corresponde a un juez de distrito en materia civil en la ciu-
dad de méxico.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.C.CN. J/28 C (11a.); Registro digital: 2028052 

emergencia sanitaria por el virus sarscov-2 (covid-19). no 
constituye un hecho imprevisible que, por sí mismo, implique 
considerar que la exigencia del cumplimiento de las obliga-
ciones derivadas de contratos mercantiles celebrados pre-
vio a la pandemia, conlleva explotación humana.
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Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 6/2024 
(11a.); Registro digital: 2028018 

intereses moratorios. la anotación de un símbolo o signo en 
el apartado destinado para ese concepto en un pagaré es una 
manifestación de la voluntad de las partes para no cobrar-
los, lo que hace improcedente aplicar el previsto en el artí-
culo 362 del código de comercio.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.C.CN. J/26 C (11a.); Registro digital: 2028078 

juicio de amparo indirecto. procede contra la resolución 
que ordena reencauzar la vía ejecutiva mercantil oral a la 
vía oral mercantil y deja insubsistente la orden de reque-
rimiento de pago y apercibimiento de embargo en contra del 
deudor.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.C.CN. J/24 C (11a.); Registro digital: 2027982 

jurisdicción voluntaria mercantil. las resoluciones dicta-
das en esa clase de trámites son irrecurribles en términos 
del artículo 535 del código federal de procedimientos civi-
les, de aplicación supletoria al código de comercio.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.C.CS. J/24 C (11a.); Registro digital: 2028118 

principio de concentración en el juicio oral mercantil. el 
artículo 1390 bis 37 del código de comercio, que prevé la cele-
bración de la audiencia del juicio en la audiencia preliminar, 
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cuando se admitan pruebas documentales que no requieran 
prepararse, no es aplicable a la prueba confesional de posi-
ciones, en el caso de que ésta se admita y deba desahogarse.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.C.CS. J/20 C (11a.); Registro digital: 2027990 

PENAL

audiencia de alegatos aclaratorios sobre los agravios, pre-
vista en el artículo 476 del código nacional de procedimien-
tos penales. basta su solicitud para que el tribunal de alza-
da fije fecha y hora para celebrarla, sin que se requiera re-
iterar la petición, pues requerirlo actualiza una violación 
al procedimiento que amerita su reposición.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: IX.P. J/14 P (11a.); 
Registro digital: 2028050 

audiencia de juicio oral. si no se reanuda a más tardar al 
undécimo día después de ordenada su suspensión, el juicio se 
considerará interrumpido y deberá reiniciarse ante un tri-
bunal de enjuiciamiento distinto (legislación del estado de 
méxico abrogada).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: II.2o.P. J/6 P (11a.); 
Registro digital: 2027957 

audiencia de juicio oral. su desahogo debe ser continuo, su-
cesivo y secuencial, de acuerdo con los principios de concen-
tración y continuidad que rigen el sistema penal acusatorio 
adversarial (legislación del estado de méxico abrogada).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuente: 
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Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: II.2o.P. J/7 P (11a.); 
Registro digital: 2027958 

derecho procesal de la víctima a solicitar el restableci-
miento de las cosas al estado anterior al hecho delictivo. el 
artículo 111 del código nacional de procedimientos penales 
que establece esta medida provisional, interpretado de ma-
nera conforme, no viola los principios de igualdad procesal, 
inmediación y contradicción, que rigen el sistema procesal 
penal acusatorio y oral.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 4/2024 
(11a.); Registro digital: 2028015 

derecho procesal de la víctima a solicitar el restableci-
miento de las cosas al estado anterior al hecho delictivo. 
el artículo 111 del código nacional de procedimientos pena-
les que establece esta medida provisional, no transgrede el 
derecho fundamental a la seguridad jurídica.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 5/2024 
(11a.); Registro digital: 2028016 

control judicial previsto en el artículo 258 del código na-
cional de procedimientos penales. la calidad de víctima u 
ofendido, como requisito de procedibilidad relativo a la le-
gitimación procesal activa, debe tenerse por reconocida en 
la carpeta de investigación y el juez de control sólo verifi-
carla en el medio de impugnación.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.CN. J/22 P (11a.); Registro digital: 2028008 



Tesis de Jurisprudencia 247

REVISTA A NAL E S  D E  JURISPRUDENCIA

hecho delictivo. sus componentes básicos se obtienen de la 
confronta del hecho atribuido con la conducta descrita 
como delictiva en el tipo penal respectivo, a fin de justifi-
car su diferencia con hechos no relevantes para el derecho 
penal (función garantista del tipo).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: II.2o.P. J/8 P (11a.); 
Registro digital: 2028160 

prescripción de la acción penal en el sistema procesal mixto. 
el plazo para que opere tratándose de delitos perseguibles 
a instancia de parte, se interrumpe con la presentación de 
la querella escrita debidamente ratificada por la víctima o 
parte ofendida legitimada (interpretación de los artículos 
118 y 119 del código federal de procedimientos penales abro-
gado).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 20/2024 
(11a.); Registro digital: 2028268 

prisión preventiva oficiosa. es improcedente el juicio de am-
paro indirecto contra la diversa medida cautelar impuesta 
en cumplimiento a la suspensión otorgada en su contra con 
efectos restitutorios de tutela anticipada, conforme a la 
tesis de jurisprudencia pr.p.cn. j/13 p (11a.), al no ser defini-
tiva.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: XXII.P.A. J/3 P 
(11a.); Registro digital: 2028128 

prisión preventiva oficiosa. forma de cumplir una sentencia 
protectora de amparo contra su imposición, cuando se con-
cede la suspensión con efectos transitorios de tutela anti-
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cipada, en términos de la tesis de jurisprudencia pr.p.cn. j/13 
p (11a.) y la autoridad responsable emite una nueva medida 
cautelar.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: XXII.P.A. J/2 P 
(11a.); Registro digital: 2028129
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Pág.MATERIA CONSTITUCIONAL

-D-
derecho humano a la buena administración pública, 
artículo 7, apartado a, de la constitución política 
de la ciudad de méxico, deber que tiene la autoridad 
de permitir el acceso al expediente que correspon-
da en la etapa de investigación, dentro del procedi-
miento de responsabilidad administrativa.
Hechos: Un particular presentó una denuncia ante el del Ór-
gano Interno de Control en la Secretaría del Medio Ambiente 
de la Ciudad de México, y frente a la negativa de esa autoridad 
para permitirle el acceso al expediente, en su carácter de per-
sona denunciante, interpuso la acción de protección efectiva 
de derechos. 

Criterio jurídico: El derecho a la buena administración, reco-
nocido en el artículo 7, apartado A, de la Constitución Políti-
ca de la Ciudad de México, es un derecho fundamental de las 
personas y, al mismo tiempo, un principio que rige la actua-
ción de los poderes públicos, el cual obliga a las autoridades a 
atender y resolver sus asuntos, de manera imparcial y equita-
tiva, en un plazo razonable, acorde al debido proceso adminis-
trativo, y dentro de sus dimensiones encontramos la relativa 
al deber que tiene la autoridad administrativa para permitir el 
acceso al expediente que corresponda, con respeto a la confi-
dencialidad, reserva y la protección de datos personales.
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El caso en estudio deriva de la tramitación de un expediente 
que se formó con motivo de la denuncia formulada por la hoy 
parte quejosa (denunciante), que se encuentra en etapa de in-
vestigación, es decir, en etapa previa a la del procedimiento 
de responsabilidad administrativa. Al respecto, cabe tener en 
cuenta que el nuevo esquema de responsabilidades adminis-
trativas en la Ciudad de México se integra por un procedi-
miento administrativo, entendido en un sentido amplio; que, 
a su vez, se integra por diversas fases o etapas: la primera de 
ellas, identificada como de investigación y, una segunda etapa, 
como procedimiento de responsabilidad administrativa. En el 
nuevo esquema no se acota el grado de intervención de la per-
sona denunciante en la etapa de investigación; en tanto que 
su grado de intervención (calidad de parte) y derechos proce-
dimentales sí se encuentran expresamente reconocidos por lo 
que se refiere a la etapa identificada como procedimiento de 
responsabilidad administrativa.

No obstante, teniendo en cuenta la finalidad perseguida por 
el legislador, al incorporar a la persona denunciante como sujeto 
activo, en el procedimiento administrativo en sentido escrito, así 
como la trascendencia que reviste la etapa de investigación, como 
una fase previa y determinante para la instauración del proce-
dimiento disciplinario en sentido estricto, resulta lógico afirmar 
que la persona denunciante debe contar con la posibilidad de te-
ner acceso al expediente, para conocer el estado en el que se en-
cuentra y, en particular, las diligencias de investigación llevadas, a 
fin de que, de estimarlo pertinente, también pueda hacer valer las 
acciones que legalmente correspondan. De sostener como válida 
la negativa de acceso al expediente, se constituiría en un obstácu-
lo para conocer las diligencias de investigación que se hubiesen 
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realizado y, en su caso, las omisiones que se adviertan, que de no 
subsanarse, en su momento, también impedirían la posible tran-
sición a la segunda etapa; y, con ello, que se pueda materializar 
el derecho subjetivo que la ley otorga al denunciante para parti-
cipar activamente, en su calidad de parte, en el procedimiento de 
responsabilidad administrativa, en sentido estricto.

Justificación: Sobre el particular, el Poder Judicial de la Fe-
deración ha pronunciado algunos criterios, que si bien co-
rresponden a interpretaciones al régimen de responsabilidad 
administrativa y a la Ley General de Responsabilidades Ad-
ministrativas y, en el caso a estudio, se trata de la normativa 
de la Ciudad de México, también lo es que la regulación en la 
ciudad y, particularmente, la Ley de Responsabilidades Admi-
nistrativas de la Ciudad de México, deviene del deber de las 
legislaturas de las entidades federativas de expedir las leyes 
y hacer las respectivas adecuaciones normativas conforme al 
decreto que expidió la citada Ley General; de ahí que la in-
terpretación realizada por el Poder Judicial de la Federación 
sirva de marco de referencia para las distintas entidades fede-
rativas, máxime la similitud en el texto de diversas disposicio-
nes de la Ley General y la de la Ciudad de México en materia 
de responsabilidades administrativas.

En particular, conforme los criterios establecidos respecto 
al nuevo procedimiento administrativo de responsabilidad, así 
como en lo concerniente a la naturaleza, finalidades e inter-
vención de la figura del denunciante, en la etapa de investiga-
ción y en el procedimiento de responsabilidad administrativa, 
se ha reconocido el interés jurídico con el que cuenta la per-
sona denunciante para impugnar la negativa de la autoridad 
para iniciar una investigación, de tal manera que se considere 
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pertinente y, como parte de los derechos procedimentales que 
le corresponden, tener acceso al expediente para hacer efec-
tivo su derecho de participación activa en el procedimiento 
administrativo correspondiente, entendido en un sentido am-
plio, en su primer fase, identificada como de investigación.

Sin que se consideren aplicables las restricciones que pre-
tende hacer valer la autoridad señalada como responsable, en 
el sentido de que se trata de información reservada a la que 
no puede tener acceso la persona denunciante, pues dicha 
restricción operaría tratándose del ejercicio del derecho hu-
mano de acceso a la información pública que corresponde a 
cualquier persona ajena a la tramitación del procedimiento, 
pero no respecto de quienes tienen una participación activa y 
derechos procedimentales y subjetivos reconocidos en dicho 
procedimiento.

MATERIA CIVIL

-D-
daño moral, se causa una afectación en los senti-
mientos de la actora, al incumplirse un contrato de 
prestación de servicios funerarios. 

Hechos: Una empresa dedicada a los servicios funerarios 
ofertó un contrato a la parte actora para, entre otras presta-
ciones, brindar el servicio de depósito de cenizas en los nichos 
que para tal efecto tiene habilitados; sobrevenido el falleci-
miento de un familiar de la actora, se solicitó a la empresa el 
cumplimiento del contrato y ésta se negó a ello argumentando 
que había un error en la oferta y, en consecuencia, que dicho 
contrato había sido cancelado. 

3
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Criterio jurídico: Los tratadistas coinciden en concebir el 
daño moral como la privación o disminución de aquellos bie-
nes que tienen un valor notable en la vida del ser humano, 
como son la paz, la tranquilidad del espíritu, la libertad in-
dividual, la integridad física, el honor, entre otros. Atento a 
lo anterior, y tomando en consideración las circunstancias de 
hecho del presente asunto y atendiendo esencialmente a que 
en la especie, la demandada incumplió con lo pactado en un 
contrato de servicios funerarios, lo que ocasionó el sufrimien-
to y afectación emocional a la actora, pues al hacer ésta uso de 
los derechos adquiridos con la celebración del citado contrato 
y tratar de colocar las cenizas de sus familiares fallecidos en 
los nichos, y habérselo impedido el personal de la demandada 
bajo el argumento de que su contrato estaba cancelado de ma-
nera ilegal y unilateralmente, esa situación le causó una afec-
tación emocional y en sus sentimientos, al tener que retirarse 
con las cenizas de sus familiares fallecidos, y durante todo ese 
tiempo tuvo que dejarlas en un altar provisional en su domi-
cilio, lo que ocasionó que haya tenido que buscar la manera 
de dar la adecuada sepultura a sus familiares, y demandar el 
cumplimiento del contrato base de la acción. 

Justificación: La oferta que realiza la demandada al público 
respecto de sus servicios, no coincidió con lo ofertado a la par-
te actora, lo que ocasionó el menoscabo a los derechos de ésta 
en sus sentimientos; dado que difícilmente se podrán resarcir 
del mal momento y la intranquilidad que ocasionó la deman-
dada. De ahí que dada la prestación eminentemente social que 
dicha demandada realiza, y que válidamente se considere que 
su capacidad económica es de un nivel elevado, lo que permi-
te emitir entonces una condena justa por concepto de daño 
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moral, y haciendo uso del prudente arbitrio, ya que en el caso 
concreto se encuentra acreditada la ilicitud de la conducta de 
la parte demandada (consistente en el incumplimiento del 
contrato base de la acción: causa), y como efecto el daño di-
recto a la actora (consistente en impedirle depositar los restos 
de su seres queridos en los nichos contratados); afectaciones 
que no requieren de una prueba directa, sino que para ello es 
suficiente su presunción fundada en los hechos que la motiva-
ron, según lo precisado con anterioridad.

derecho a la vida y a la salud, deben prevalecer ante 
el cumplimiento de formalismos establecidos en las 
condiciones del contrato de seguro (uso de medica-

mentos de emergencia como remdesivir)

Hechos: Una persona contrató un seguro de gastos médicos 
mayores, y al haber contraído covid-19 le fue indicado por el 
médico tratante la administración del medicamento Remdesi-
vir, cuyo costo asumió el asegurado; posteriormente solicitó a 
la empresa aseguradora el reembolso de las sumas erogadas 
con tal motivo, y ante la negativa de ésta, presentó demanda 
en la vía oral mercantil.

Criterio jurídico: De conformidad con lo estipulado en las 
condiciones generales que rigen el contrato de seguro que 
vincula a los contendientes, los “medicamentos” deben ser un 
producto farmacéutico empleado en el tratamiento de una en-
fermedad, registrado ante la farmacopea, que es el documento 
expedido por la Secretaria de Salud, y contar con otros requi-
sitos. Interpretación que sin duda debe prevalecer en condi-
ciones ordinarias, pues el contrato de seguro es un acuerdo 

115
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de voluntades en el que las partes se someten a los términos 
y condiciones pactados. No obstante, en el caso concreto no 
puede atenderse a una interpretación ordinaria de los térmi-
nos del contrato de seguro básico, pues en la especie se actua-
lizaron condiciones extraordinarias que requirieron de una 
interpretación extensiva, protectora y garantista de derechos 
fundamentales para todo ser humano, como son la vida, la 
salud y la preservación de ambas.

No puede soslayarse el hecho de que el actor se vio afectado 
con el padecimiento de covid 19, consecuencia de la pandemia 
mundial relacionada con el virus Sars-Cov2, lo que constituyó 
una emergencia sanitaria, dejando de lado cuestiones rigoris-
tas, como es el caso de los permisos por parte de la Comisión 
para la Protección de Riesgos Sanitarios para ciertos medi-
camentos (como el Remdisivir), priorizando salvaguardar la 
vida, salud e integridad física de las personas que contrajeron 
dicho padecimiento.

Bajo esa tesitura, dado que la demandada no justificó den-
tro de la secuela procesal con elemento de convicción algu-
no las causas de exclusión de responsabilidad que invocó, ni 
acreditó el pago de la indemnización reclamada conforme a 
lo pactado en la póliza basal, la acción de cumplimiento del 
contrato de seguro resulta procedente.

Justificación: En el caso que nos ocupa debe realizarse un 
análisis a la luz de las circunstancias extraordinarias que se 
presentaron, a fin de velar por la mayor protección de las pre-
rrogativas a la vida, salud y la preservación de ambas, recono-
cidas a nivel constitucional tanto en el ámbito federal como 
local, y hacer una interpretación extensiva de las condiciones 
generales que rigen el contrato de seguro que une a las partes, 
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a fin de dar una mayor protección de los derechos humanos 
mencionados.

Además, tampoco debe soslayarse que mediante comuni-
cado de doce de marzo de dos mil veintiuno, la Comisión Fe-
deral para la Protección Contra Riesgos Sanitarios (COFE-
PRIS) autorizó para el uso de la emergencia el medicamento 
Remdesivir, mismo que sería destinado al apoyo de las accio-
nes para la atención de pacientes con covid-19.

Por tanto, una interpretación extensiva, garantista y pro-
tectora de los Derechos Humanos a la vida, la salud y la 
preservación de ambos, tomando en consideración las cir-
cunstancias extraordinarias y específicas del caso, permite 
concluir que si bien el medicamento Remdisivir no contaba 
con el registro sanitario por la Comisión Federal para la Pro-
tección Contra Riesgos Sanitarios ni licencia formal para su 
comercialización en el territorio nacional, tales condiciones 
quedaron superadas con la autorización de la Secretaria de 
Salud para el uso emergente del fármaco en comento, pues 
antes que el cumplimiento de los formalismos en cita está la 
necesidad de salvaguardar la vida, la salud e integridad de la 
población.

JUSTICIA PARA ADOLESCENTES

-P-
protección de datos personales de una persona de-
clarada como responsable en el sistema de justicia 
juvenil, procedimiento de cancelación conforme a 
la ley federal de protección de datos personales en 
posesión de los particulares.

61
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Hechos: Se ordenó la aplicación de una medida cautelar que 
solicitó un adolescente, prevista en el artículo 81 de la Ley Ge-
neral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, consis-
tente en “la suspensión o bloqueo de cuentas de usuarios” a fin 
de evitar la difusión de información que pueda controvertir el 
interés superior de la niñez; el adolescente promovió juicio de 
amparo, al considerar que no se salvaguardaba, entre otros, 
su derecho a la protección de datos personales. El amparo fue 
concedido a efecto de que la autoridad responsable, es decir, el 
Juzgado Único de Transición de Justicia para Adolescentes de 
la Ciudad de México, que conoció del asunto de origen, dic-
tara otra resolución, con plenitud de jurisdicción y de manera 
fundada y motivada, en relación con la aplicación de la medida 
cautelar de bloqueo de cuentas de usuarios y otras cuestiones 
que fueron objeto de la petición del adolescente.

Criterio jurídico: Aun cuando el adolescente es adulto, las 
publicaciones que nos ocupan se suscitaron en el marco de 
la Justicia Juvenil, por lo que de conformidad con la Ley Na-
cional del Sistema Integral de Justicia para Adolescentes, en 
sus artículos 6 y 13, aunque las personas sujetas a tal orde-
namiento cumplan la mayoría de edad, seguirán teniendo el 
carácter de adolescentes y, con ello, tanto el respeto de sus 
derechos fundamentales como específicos que les reconocen 
la Constitución y los tratados internacionales.

Es decir, la petición del adolescente se sustenta en un de-
recho que está reconocido tanto a nivel nacional como en la 
normativa internacional, que tutelan la protección que el Es-
tado debe proveer al respecto; pues para ello deberá establecer 
mecanismos de control en caso de que exista algún tipo de 
vulneración; y para ese efecto existen los derechos de acceso, 
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rectificación, cancelación y oposición a la publicación de los 
datos personales (ARCO), que han cobrado mayor relevancia 
debido al tratamiento electrónico e informático que actual-
mente se vive con las nuevas tecnologías.

Por otra parte, debe decirse que corresponde a los creado-
res de la información y editores de las páginas de internet, 
determinar qué información puede o no ser indexada en los 
motores de búsqueda; razón por la cual es necesario que el 
peticionario inicie el ejercicio de sus derechos, como titular 
de sus datos personales, pues si bien es cierto, la ley protege 
sus derechos al darle el carácter de adolescente, también lo es 
que no podemos dejar de lado su autonomía progresiva, que 
de acuerdo al artículo 19 de la ley Nacional, consiste en que 
todas las autoridades deben hacer el reconocimiento pleno de 
la titularidad de derechos de las personas adolescentes y de su 
capacidad progresiva para ejercerlos, de acuerdo con la evolu-
ción de sus facultades, lo cual significa que a medida que au-
menta la edad, también se incrementa el nivel de autonomía. 
De ahí que, atendiendo precisamente al interés superior del 
niño y a efecto de que la medida cumpla con la finalidad para la 
que fue prevista por el legislador, al momento de emitir la Ley 
General de los derechos de las Niñas, Niños y adolescentes, 
en su artículo 81, se ordena que la medida cautelar de bloqueo 
de cuentas de usuarios sea aplicada a cada uno de los sitios de 
internet que describió el adolescente, a fin de evitar la difusión 
de información o datos personales.
En el entendido de que tal medida no sustituirá las acciones en 
el ejercicio de sus derechos que realizará el adolescente, ya que 
dicha medida cautelar tiene efectos meramente provisionales.

Justificación: La cancelación de los derechos de datos personales 
que aparecen en los sitios de internet, se ejerce de conformidad 
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con el artículo 25 de la Ley Federal de Protección de Datos Per-
sonales en Posesión de los Particulares, que señala: “La cance-
lación de datos personales dará lugar a un periodo de bloqueo 
tras el cual se procederá a la supresión del dato. El responsable 
podrá conservarlos exclusivamente para efectos de las respon-
sabilidades nacidas del tratamiento. El periodo de bloqueo será 
equivalente al plazo de prescripción de las acciones derivadas de 
la relación jurídica que funda el tratamiento en los términos de la 
Ley aplicable en la materia.” Así, el artículo 3, fracción III, del ci-
tado ordenamiento describe qué debemos entender por bloqueo, 
en tanto que la supresión es la actividad consistente en eliminar, 
borrar o destruir el o los datos personales, una vez concluido el 
periodo de bloqueo bajo las medidas de seguridad previamente 
establecidas por el responsable, como los dispone la fracción XII 
del artículo 2 del Reglamento de la Ley Federal de Protección de 
datos Personales en Posesión de los Particulares.

Por tanto, se trata de medidas con consecuencias distintas, 
pues la primera sólo es provisional hasta en tanto se agote el 
proceso, para así dar paso a su eliminación definitiva.

Conforme a lo establecido tanto en la ley federal de la mate-
ria como en su reglamento, ya citados, el sitio al que se enviará 
la solicitud será a los avisos de privacidad que se señalan en 
cada uno de las páginas de internet de que se trate, tal como se 
desprende de la fracción IV del artículo 16 de dicha ley. Ante 
ello, se comunicará al interesado –en este caso el adolescen-
te–, si resulta procedente solicitado. Finalmente, el adolescen-
te podrá presentar una solicitud de protección de datos por 
la respuesta recibida o falta de respuesta del responsable, de 
conformidad con el capítulo VII de la Ley Federal de Protec-
ción de Datos Personales. 149
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